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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA>
<
Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los Ministros del Interior, señor Edmundo Perez Yoma; Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney; del Trabajo y Previsión Social, señor Osvaldo Andrade Lara; de Obras Publicas, señor Sergio Bitar Chacra; la Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señora Paulina Urrutia Fernández, y la Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, señora Claudia Serrano Madrid.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.>>
<<II. APERTURA DE LA SESIÓN>
<


--Se abrió la sesión a las 16:21, en presencia de 16 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.>>
<<III. TRAMITACIÓN DE ACTAS>
<
El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- Las actas de las sesiones 31ª y 32ª, ordinarias, en 5 y 6 de agosto del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.>>
<
<IV. CUENTA>
<
El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:
Mensajes


Ocho de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con los cinco primeros retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que transforma la Casa de Moneda en sociedad anónima (boletín Nº 2.949-05).
2.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (boletín N° 4.248-06).


3.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, en materia de gobierno y administración regional (boletín N° 3.436-07).


4.- Proyecto de ley que regula el lobby (boletín Nº 3.407-07).


5.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre operación de embalses frente a alertas y emergencias de crecidas, y otras medidas que indica (boletín N° 5.081-15).




Con los tres restantes retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.066, de violencia intrafamiliar, y otros cuerpos legales para incluir el maltrato del adulto mayor en la legislación nacional (boletines N° s 5.376-18; 5.142-18; 5.055-18; 4.691-18 y 4.167-18, refundidos).


2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros (boletín N° 5.407-05).


3.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (boletín N° 4.059-07).


--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual comunica que se ausentará del territorio nacional los días 14 a 17 de agosto del presente año, para participar en la transmisión del mando en la ciudad de Asunción, República del Paraguay, y en la ceremonia de juramento presidencial en la ciudad de Santo Domingo, República Dominicana.


Informa, además, que durante su ausencia la subrogará, con el título de Vicepresidente de la República, el Ministro titular de la Cartera del Interior, don Edmundo Pérez Yoma.


--Se toma conocimiento.


De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha aprobado el informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley sobre operación de embalses frente a alertas y emergencias de crecidas, y otras medidas que indica (boletín N° 5.081-15) (con urgencia calificada de “suma”).



--Queda para tabla.


Dos del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con los que remite copia autorizada de igual número de requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulados en contra del artículo 161 del Código Tributario.



--Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De la señora Contralora General de la República subrogante, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Larraín, referido a la aplicación de la Ley de Rentas Municipales a las empresas concesionarias de plazas de peaje.


Del señor Ministro del Interior, con el que responde un oficio expedido en nombre del Senador señor Pérez Varela, relativo a la situación que viven en la comuna de Lota las personas que se desempeñaron en ENACAR.


Dos del señor Ministro de Hacienda:


Con el primero da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Frei, relativo al proyecto de modernización del Servicio Electoral.


Con el segundo responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, acerca del monto de los recursos invertidos en estudios de vulcanología durante los últimos 30 años.


Cuatro del señor Ministro de Obras Públicas:


Con los dos primeros contesta igual número de oficios cursados en nombre del Senador señor Allamand, referidos a proyectos de pavimentación para la comuna de Corral y a planes de conectividad para un nuevo hospital en esa comuna.


Con los dos siguientes responde igual número de oficios remitidos en nombre del Senador señor Horvath, al segundo de los cuales adhirió el Senador señor Zaldívar. El primero de ellos, acerca de la construcción del tramo de camino que falta e implementación de una balsa motorizada para conectar la localidad de La Junta con Puerto Raúl Marín Balmaceda, y el segundo, referido a la necesidad de agilizar el proceso de construcción de un camino terrestre continuo que una la Región de Los Lagos y la Región de Aisén.


Del señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, mediante el cual da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Frei, relativo al Sistema Nacional de Certificación de Leña.


Del señor Presidente de la Asamblea Nacional del Poder Popular de la República de Cuba, con el que transmite las condolencias de la Asamblea, de su Grupo Parlamentario de Amistad con Chile y las propias, por la muerte de don Juan Bustos Ramírez, ex Presidente de la Cámara de Diputados.


Del señor Subsecretario de Previsión Social, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Cantero, sobre la situación que afecta a don José Pincheira.


Del señor Subsecretario de Transportes, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Horvath, referido a la construcción de un terminal de buses para la ciudad de Coyhaique.


De la señora Jefa de Gabinete de la señora Ministra de Salud, con el que responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, relativo a las bombas lacrimógenas que se utilizan con motivo de manifestaciones públicas.


De la señora Directora del Trabajo, mediante el cual contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Navarro, referido a las condiciones laborales de los trabajadores de las empresas de seguridad.


Del señor Director Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación, con el que responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Prokurica, acerca de la situación que afecta a doña Cinthia Rodríguez.


Del señor Director Nacional de CONADI, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, relativo a hogares destinados a estudiantes de origen indígena.


Del señor Gobernador de la provincia de Ranco, con el que responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Allamand, referido a la instalación de un emisario submarino para evacuación de aguas servidas en Lago Ranco.


--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes


De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, recaídos en los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio entre las Repúblicas de Chile y del Paraguay para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal con relación al Impuesto a la Renta y al Patrimonio y su Protocolo (boletín N° 5.609-10) (Véanse en los Anexos, documentos 1 y 2).


2.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio entre Chile y Malasia para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal con relación a los impuestos a la renta y su Protocolo (boletín N° 5.610-10) (Véanse en los Anexos, documentos 3 y 4).


3.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y de la Federación de Rusia para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal con relación al Impuesto a la Renta y al Patrimonio (boletín N° 5.611-10) (Véanse en los Anexos, documentos 5 y 6).

4.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Convenio entre Chile y Portugal para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal con relación al Impuesto a la Renta y su Protocolo (boletín N° 5.613-10) (Véanse en los Anexos, documentos 7 y 8).

5.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Convenio entre Chile e Irlanda para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal con relación al Impuesto a la Renta y a las Ganancias de Capital y su Protocolo (boletín N° 5.614-10) (Véanse en los Anexos, documentos 9 y 10).

De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que incrementa transitoriamente un incentivo tributario a la inversión en activo fijo de la micro, pequeña y mediana empresas (boletín N° 5.734-26) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 11).

Segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece disposiciones para la instalación, mantención e inspección periódica de los ascensores y otras instalaciones similares (boletín Nº 4.975-14) (Véase en los Anexos, documento 12).

De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Tratado de Cooperación en Materia de Patentes (PCT), elaborado en Washington el 19 de junio de 1970, enmendado el 28 de septiembre de 1979, modificado el 3 de febrero de 1984 y el 3 de octubre de 2001, y su reglamento anexo” (boletín N° 4.964-10) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 13).

De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que adecua normas sobre procedimiento laboral, contenidas en el Libro V del Código del Trabajo, modificado por la ley N° 20.087 (boletín Nº 5.764-13) (Véase en los Anexos, documento 14).

--Quedan para tabla.

Moción


Del Senador señor Espina, con la que inicia un proyecto de ley que penaliza la venta de personas menores de dieciocho años (boletín N° 6.024-07) (Véase en los Anexos, documento 15).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la Cuenta.>
<ACUERDOS DE COMITÉS
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Comités, en sesión celebrada el día de hoy, acordaron unánimemente ampliar el plazo para presentar indicaciones respecto de los siguientes proyectos de ley:



1.- El que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas: hasta el 18 de agosto, a las 12.



2.- El relativo a la composición nutricional de los alimentos y su publicidad: hasta el 1 de septiembre, a las 12.



3.- El que modifica la ley Nº 19.885, referida a donaciones con beneficios tributarios: hasta hoy, a las 18. (Las indicaciones respectivas deben presentarse en la Secretaría de la Comisión de Hacienda).



4.- El que mejora la condición de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones: hasta hoy, a las 20. (Las indicaciones pertinentes tienen que ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Hacienda).>>
<
V. ORDEN DEL DÍA

NUEVAS NORMAS PARA MODERNIZACIÓN DE GESTIÓN MUNICIPAL

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Corresponde continuar la discusión del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales en materia de modernización municipal, con nuevo primer informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3768-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 22ª, en 15 de diciembre de 2004.


Informes de Comisión:


Gobierno, sesión 32ª, en 2 de marzo de 2005.


Gobierno (nuevo), sesión 36ª, en 15 de julio de 2008.


Discusión:



Sesiones 36ª, en 15 de marzo de 2005 (vuelve a Comisión); 42ª, en 6 de agosto de 2008 (queda pendiente en primera discusión).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Como recordarán los señores Senadores, la primera discusión respecto de este proyecto se inició en la sesión del miércoles 6 del mes en curso, oportunidad en la que quedaron inscritos para hacer uso de la palabra los Honorables señores Gazmuri y Navarro.



Cabe destacar, también, que en esa sesión el Comité del Partido Demócrata Cristiano solicitó segunda discusión.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- El señor Ministro del Interior ha pedido la autorización del Senado para que ingrese a la Sala la señora Claudia Serrano, Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo.



--Se accede. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Los Honorables señores Gazmuri y Navarro no se encuentran en la Sala. 



En la primera discusión, ofrezco la palabra



Ofrezco la palabra. 



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor PÉREZ YOMA (Ministro del Interior).- Señor Presidente, me corresponde hoy presentar a esta Honorable Corporación un proyecto de ley sustantivo para la reforma y modernización del Estado en Chile. Se trata de una iniciativa que faculta a los alcaldes, con acuerdo de sus concejos y conforme a la Constitución y las leyes, para crear o suprimir empleos y fijar remuneraciones, así como también para establecer los órganos, unidades y puestos de trabajo que la ley orgánica autoriza.



En pocas palabras, permitirá a aquellas municipalidades que han visto incrementar notoriamente la población comunal en los últimos años aumentar sus responsabilidades y deberes, así como responder a las expectativas y demandas ciudadanas con calidad profesional, con mejores resultados y con más transparencia.



El proyecto en estudio hará posible también diseñar plantas adecuadas a la realidad local y mejorar el rol fiscalizador del concejo comunal.



Esta no es una iniciativa para reducir personal, sino que tiene por objeto modernizar los recursos humanos municipales y entregar a la administración municipal una cuota imprescindible de autonomía a fin de poder liderar su organización.



En las últimas semanas se han vertido en este Hemiciclo palabras inspiradas para señalar que el Gobierno de Chile estaría legislando en contra de los trabajadores y sin diálogo con sus organizaciones. Es mi responsabilidad señalar, con la mayor energía, que tales afirmaciones son infundadas y desinformadas, en el mejor de los casos, o mal intencionadas, si nos ponemos en el peor de los casos.



No es malo, para aquilatar este tema y ponderar con qué seriedad estamos hablando, exponer el largo desarrollo que está detrás de la tramitación de la iniciativa en debate.



Hace 11 años, el Honorable Congreso aprobó la ley Nº 19.526, publicada en el “Diario Oficial” de 17 de noviembre de 1997, que incorporó un nuevo artículo -el 110- a la Constitución Política.
Esta reforma contó     -en su momento- con la aprobación de los trabajadores municipales, quienes concurrieron, junto con la Asociación Chilena de Municipalidades y el Gobierno, a la suscripción de un acuerdo. Y varios de los actuales dirigentes de ASEMUCH fueron parte de él.



Pero solo después de 7 años, el 14 de diciembre de 2004, se envió el proyecto regulatorio al Parlamento. Todo ese tiempo fue un largo período de discusión y análisis con los trabajadores municipales para alcanzar consensos en las propuestas regulatorias del actual artículo 121 de la Carta Fundamental. 



Creemos firmemente que la iniciativa enviada y sus indicaciones dan cuenta plena de los acuerdos alcanzados con los trabajadores. Aún quedan materias de discrepancia, pero tengo la esperanza y la convicción de que serán resueltas adecuadamente durante su tramitación.



Con toda claridad, debo afirmar que no es verdad, como se ha dicho aquí, que esta reforma se habría hecho a espaldas de los trabajadores y que no habría existido voluntad gubernamental para escuchar sus planteamientos. Por largos años se han mantenido mesas de trabajo con los trabajadores municipales. Tan así es que se han tramitado dos leyes que entregan beneficios a dichos funcionarios: 



1.- El Protocolo de Acuerdo, de 6 de diciembre de 2005, entre el Gobierno, la ASEMUCH y la Asociación Chilena de Municipalidades, para otorgar una bonificación al retiro voluntario de funcionarios y funcionarias municipales en edad de jubilar (ley Nº 20.135, de diciembre del 2006). 



2.- El Acuerdo ASEMUCH, Asociación de Municipalidades, SUBDERE, de 9 de noviembre de 2006, para  el mejoramiento de las remuneraciones de los funcionarios municipales (ley Nº 20.198, de julio del 2007).



Estos cuerpos legales son la evidencia de la permanente voluntad del Gobierno de trabajar junto a los trabajadores municipales en el proceso de modernización de la gestión local y en el mejoramiento de sus condiciones laborales.



El Gobierno ha mantenido el diálogo por años con los trabajadores municipales, incorporando muchas de sus preocupaciones al proyecto. Así lo entendimos luego de las mesas de trabajo de los años 2005 y del primer semestre de 2006, y así lo acordamos entre las partes el 9 de noviembre de 2006.


A continuación, paso a referirme al contenido específico de la propuesta de ley hoy en estudio. Quiero hacerlo porque tengo la impresión de que nunca se ha debatido el mérito de la iniciativa, sino que la discusión se ha centrado en otras consideraciones políticas, que nada tienen que ver con la urgente necesidad de modernizar los municipios.



El artículo 121 de la Constitución establece. “Las municipalidades, para el cumplimiento de sus funciones, podrán crear o suprimir empleos y fijar remuneraciones, como también establecer los órganos o unidades que la ley orgánica constitucional permita.



“Estas facultades se ejercerán dentro de los límites y requisitos que, a iniciativa exclusiva del Presidente de la República, determine la ley orgánica constitucional de municipalidades.”.  Esta es la normativa cuyo inicio de tramitación se propone en el día de hoy.



El desafío para el Ejecutivo y el Legislativo es establecer los principios regulatorios dentro de los cuales las municipalidades puedan ejercer las nuevas facultades, disponiendo una ecuación justa y adecuada entre las nuevas prerrogativas de la autoridad municipal y los derechos preexistentes de los funcionarios.



En ese espíritu, el Ejecutivo ha presentado sendas indicaciones sustitutivas para perfeccionar la iniciativa original, las que han fortalecido las regulaciones cautelando de mejor manera los derechos laborales, en especial el procedimiento de negociación colectiva.



El proyecto, con sus indicaciones, considera los siguientes ámbitos:

1.- Organización interna


La iniciativa establece una estructura mínima, obligatoria, de la organización municipal en función del número de habitantes de las comunas, y faculta para que cada municipio, en el marco del PLADECO y de manera consistente con la política de recursos humanos, fije los órganos y unidades que se requieran para el desarrollo de sus funciones y el ejercicio de sus atribuciones.



El proyecto contempla la consulta a la o las Asociaciones de Funcionarios. Se resguarda así su participación en la formulación de la propuesta de organización interna.



La iniciativa garantiza el derecho de los funcionarios de acceder a una carrera funcionaria, fundándola en principios de carácter técnicos y profesionales, asegurando la igualdad tanto en el ingreso como en la capacitación y el perfeccionamiento de todos los estamentos.


2.- Facultad de creación y supresión de empleos



Sin lugar a dudas, la facultad de supresión de empleos es vista como la principal amenaza por los funcionarios municipales. Sin embargo, esta atribución presenta importantes regulaciones que garantizan el respeto de los derechos laborales en los siguientes aspectos:



-La facultad puede ser ejercida sólo cada seis años.


-El plan de creación y supresión de empleos debe ser coherente con el plan de desarrollo comunal.



-El plan de creación y supresión de empleos tiene que  enmarcarse en la política de recursos humanos.



-La facultad no puede ejercerse en el año eleccionario municipal.



-Debe haber disponibilidad presupuestaria para crear nuevos cargos y/o pago de indemnizaciones.



-El plan debe ser aprobado por los dos tercios del concejo municipal.



-Se restringe la creación de cargos similares a los suprimidos en un mismo plan. Esta facultad dice relación a los empleos municipales, no a los empleados.



-El plan de creación y supresión de empleos deberá ser sometido a trámite de consulta de las organizaciones de funcionarios existentes.



-Se faculta a los municipios para que en caso de supresión de empleos incrementen hasta en cien por ciento la indemnización correspondiente.



-Debe haber un decreto alcaldicio del plan aprobado, el que  quedará sujeto a toma de razón de la Contraloría General de la República.



En consecuencia, existen suficientes resguardos frente a posibles discrecionalidades en la facultad de supresión de empleos.



Es importante clarificar que dicha atribución es para suprimir empleos que el municipio ya no requiera, no es una facultad para sacar funcionarios, ni siquiera a los “malos funcionarios”. Para estos últimos, existe un sistema vigente sobre la base del sistema de calificaciones similar al del sector central.


3.- Sistema de remuneraciones



El proyecto propone un sistema de remuneraciones que distingue entre remuneraciones permanentes, transitorias y variables. Las permanentes son de carácter general y estarán asociadas al grado que ostente el funcionario. El componente variable se hallará vinculado a la gestión y desempeño sobre la base de resultados individuales o colectivos.



Las remuneraciones que estén percibiendo los funcionarios al momento de entrar en vigencia la regulación constituirán el piso mínimo de remuneración en el nuevo sistema.



Se renuevan las asignaciones de modernización en forma indefinida y se mejora la asignación de mejoramiento de gestión.



Adicionalmente, se consagra el principio de igual remuneración a similar función, y se establece que los sueldos base de la escala de sueldos municipales en cada municipio sólo podrán ser objeto de reajustes generales, impidiendo discriminaciones entre los funcionarios.


4.- Negociación colectiva


El proyecto del Ejecutivo da cuenta de un inédito procedimiento de negociación colectiva en ámbitos estatutarios, consagrando el derecho de los funcionarios a negociar sus remuneraciones y condiciones de empleo. Sus características fundamentales son:



-El procedimiento de negociación colectiva puede ser local o supralocal.



-La negociación se inicia con una propuesta de la asociación más representativa de funcionarios a nivel local o supralocal.



-Las normas de fijación de remuneraciones vía negociación colectiva tendrán un período de vacancia y entrarán en vigor solo a partir del año 2013. En la transición, se mantendrá la actual fijación de remuneraciones por medio de la mesa de negociación del sector público.


5.- Financiamiento


Uno de los temas importantes que surgieron de las discusiones de carácter general en la Comisión de Gobierno del Senado fue el de la necesidad de aportar recursos al sistema municipal, requerimiento al que el Ejecutivo respondió poniendo a disposición del sistema municipal una cifra extraordinaria de recursos para dar sustento a las del proyecto de ley que regula el artículo 121 de la Carta.



-126 mil millones de pesos para la profesionalización de los municipios y remuneraciones de los funcionarios municipales, con aportes anuales de 21 mil millones para el período 2009-2015, y una evaluación externa para determinar los aportes a contar del año 2015.


-9 mil millones de pesos para un bono especial de salida, de cargo fiscal, equivalente a 200 unidades de fomento para auxiliares, administrativos y técnicos, y a 300 para profesionales y directivos (bono adicional a la indemnización legal que corresponda).


6.- Transparencia y control de gestión municipal


Ayer fue promulgada la ley N° 20.185, sobre Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado, lo que constituye una clara señal de la voluntad del Ejecutivo y del Legislativo de avanzar en mayores regulaciones que garanticen más transparencia y probidad en la gestión del Estado.



En tal sentido, es difícil explicar la oposición al proyecto de modernización municipal, que contiene todo un conjunto de normas específicas para fortalecer la fiscalización del sector mediante el robustecimiento del rol del concejo y el perfeccionamiento de la regulación del notable abandono de deberes.



En el caso de los concejos, se rebajan los quórums exigidos para la adopción de acuerdos en materia de fiscalización; se confiere a los concejales la facultad de presentar iniciativas en el concejo, en la medida que no tengan incidencia presupuestaria; se otorgan al concejal presidente del concejo durante la subrogancia del alcalde la capacidad de convocar a sesiones y la representación protocolar de la municipalidad; se establece como norma general, sin excepciones, el acuerdo de un tercio del concejo para iniciar un proceso de destitución del alcalde por impedimento grave, contravención a las normas sobre probidad o notable abandono de deberes.



Finalmente, junto con señalarles la relevancia de legislar sobre estas importantes materias, quiero hacerles presentes las implicancias de no contar con este marco legal.



Rechazar este proyecto implicará:



a) No permitir que los municipios creen en sus plantas los cargos que hoy no tienen. Por ejemplo, impedirá que los casi 80 municipios que no poseen unidad de control dispongan de los empleos respectivos.



b) Cerrar la puerta a la modernización y no permitir que las municipalidades adecuen sus plantas, que datan de 1994.



c) No poder instalar en los municipios un sistema de remuneraciones que otorgue asignaciones variables y temporales vinculadas a desempeño y logro de metas.



d) No regularizar la situación de miles de funcionarios que se encuentran por muchos años a honorarios o con cargo a programas municipales.



e) No hacer factible mejoras de las remuneraciones de los funcionarios municipales a través de los reencasillamientos en las nuevas estructuras y plantas.



f) No materializar el conjunto de normas que otorgan nuevas facultades al concejo y la incorporación de perfeccionamientos necesarios a las normas sobre transparencia y control municipal.



Para los municipios del país, negarse a la idea de legislar es negar la capacidad que tiene la democracia de perfeccionar los proyectos a partir del diálogo parlamentario y sus consiguientes indicaciones para la búsqueda de acuerdos y soluciones.



Es a lo menos inexplicable que en estos días se quiera dar a la ciudadanía una señal contraria a la transparencia y no se tome este proyecto como una oportunidad de perfeccionar el marco legal que regula a los municipios.



Espero que los cálculos políticos no sean un obstáculo insalvable y que esta no constituya la razón de la negativa a legislar.



Si se mantiene la postura negativa, estaremos diciendo que no se requieren municipios más eficientes, modernos, más transparentes y con mayor control de gestión.



Con esta decisión no solo se afecta a la institucionalidad municipal, que al trascender la inmediatez política apoya con fuerza esta iniciativa, sino también -tal como se expresara anteriormente- a todos los ciudadanos, en especial a los más pobres, que necesitan municipios con mayor capacidad de respuesta.



Muchas gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Señores Senadores, de esta forma queda terminada la primera discusión del proyecto. Le concedimos al señor Ministro tiempo para intervenir. Ahora debemos dilucidar el camino a seguir.



Tiene la palabra el señor Secretario para que precise lo que corresponde reglamentariamente ante la solicitud de segunda discusión formulada por el Comité Demócrata Cristiano.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Es bien sencillo: habiendo terminado la primera discusión -y así lo proclamó el señor Presidente-, debe tener lugar la segunda.



Al efecto, el artículo 129 del Reglamento dispone en su inciso tercero: “La segunda discusión empezará en la sesión siguiente a aquella en que haya terminado la primera y se trate del mismo asunto.”. En otras palabras, mañana.



--(Manifestaciones en tribunas).
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Para referirse a cuestiones de Reglamento, daré la palabra a los Senadores señores Larraín y Horvath, en este orden.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en la Sala hemos discutido sobre este proyecto por distintos motivos -y, desgraciadamente, siempre sin entrar a su fondo- en varias sesiones. De manera que postergar la decisión del Senado acerca de él no pareciera razonable.



Por lo demás, la solicitud de segunda discusión se presentó en la sesión pasada. Y, normalmente, la segunda discusión se lleva a cabo en la sesión siguiente, haya o no terminado la primera. Esa es la tradición del Senado sobre la aplicación de dicho mecanismo.



En consecuencia, tanto por haber debatido ya en varias oportunidades esta materia como por el hecho de que tuvo lugar la primera discusión, quiero solicitar derechamente a la Mesa que votemos.



Llevamos más de dos horas analizando la materia, señor Presidente. Creo, entonces, que me asiste el derecho reglamentario a pedir que procedamos a votar ya.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en la misma línea del planteamiento formulado por el Senador señor Larraín, quiero agregar que el Comité que solicitó segunda discusión lo hizo para ver si en torno a esta iniciativa se producía un punto de encuentro. En su momento, nosotros expresamos dudas en cuanto a que esto fuera posible en una semana. Y, en la práctica, aquello no ocurrió.



Por consiguiente, están todos los antecedentes para que podamos votar en este momento.



Ahora, si el señor Presidente, en una interpretación restrictiva del Reglamento, estimara algo distinto, yo pediría que se recabara la unanimidad de la Sala para votar ahora.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, quiero sumarme a lo dicho por los dos señores Senadores que me antecedieron.



Creo que debemos aprovechar la presencia de dos Ministros y de la Subsecretaria de Desarrollo Regional. Y también se hallan en las tribunas funcionarios municipales de todo el país, quienes no se movilizan gratuitamente, sino a su costo.



Por lo tanto, si la semana pasada pedimos segunda discusión, no veo por qué no corresponde votar ya, ahora.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Daré la palabra al Senador señor Navarro; después, a los Honorables señores Gómez y Naranjo.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en el mismo sentido, debo puntualizar, por una cuestión práctica, de eficiencia legislativa, que la votación no va a variar de aquí a la próxima semana. Ya hay criterios definidos por las diversas bancadas. Entonces, la agonía se prolonga con una incertidumbre con costo solo para quienes tenemos la misión de votar.



Varios señores Senadores pidieron el término del debate y proceder a la votación. Me sumo a ello, y solicito recabar la unanimidad de la Sala para que podamos pronunciarnos ahora.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, no quiero repetir las argumentaciones, sino solo manifestar que no creo necesario votar mañana. Deberíamos hacerlo hoy. Es lo que corresponde. No vale la pena seguir dándole vueltas a la iniciativa, pues todos tenemos claro cuál será nuestro pronunciamiento sobre ella.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, entiendo que el ánimo de las distintas bancadas parlamentarias es votar ojalá esta tarde. Pero, dado que la solicitud de segunda discusión no ha sido retirada, reglamentariamente no podemos proceder de ese modo.



Entonces, no alarguemos más la discusión. No podemos vulnerar el Reglamento. Es obvio que, si no existe el propósito de retirar aquella petición, tampoco habrá unanimidad para votar la idea de legislar.



Desde el punto de vista procedimental, debemos regirnos por nuestras disposiciones reglamentarias, según las cuales, lamentablemente, corresponde votar mañana.



Por ello, señor Presidente, más que efectuar un debate al respecto, le pido aplicar el Reglamento.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en innumerables ocasiones en que las tribunas se han llenado con dirigentes de diversas organizaciones sindicales -en este caso, de la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales de Chile, ASEMUCH-, la Sala ha seguido de manera invariable el buen criterio de, por ejemplo, prolongar el Orden del Día hasta el total despacho del respectivo proyecto; vale decir, pronunciarse acerca de él aun no correspondiendo reglamentariamente, por el respeto que debemos a los representantes gremiales que vienen desde diversos lugares del país a presenciar los debates y, en último término, nuestras votaciones.



Quiero recordar que los dirigentes de la ASEMUCH han concurrido ya en tres oportunidades: en la primera, la iniciativa fue sacada de tabla; luego se pidió segunda discusión, y hoy se sostiene que, reglamentariamente, debe votarse mañana.



Creo que el buen juicio que finalmente siempre reina en este Hemiciclo nos hace fuerza en orden a emitir pronunciamiento esta tarde.



Ya todos tenemos opinión formada sobre el proyecto. Estimo, pues, que seguir dilatando su votación carece de sentido y, en definitiva, constituye una falta de respeto hacia los miles de funcionarios municipales representados por los dirigentes que se encuentran en las tribunas.



Por eso, señor Presidente, solicito recabar el acuerdo unánime de la Sala para que se vote ahora la iniciativa.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor PIZARRO.- ¿Me concede una interrupción, señor Senador?

El señor CANTERO.- Señor Presidente, me ha pedido una interrupción el Honorable señor Pizarro.



Se la concedo, con la venia de la Mesa.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.



De Su Señoría depende que se resuelva la cuestión planteada. 

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, efectivamente, la semana pasada pedimos segunda discusión para posibilitar dos cosas: que se retirara el proyecto o que se postergara su tratamiento con el propósito de comenzar un debate a nivel político.



Analizamos el punto en la reunión de Comités de hoy, y no hubo acuerdo para acciones de ese tipo. Más bien, el Comité Renovación Nacional insistió en votar durante esta sesión.



Pienso que votar hoy o mañana da exactamente lo mismo si no existe voluntad para perfeccionar un proyecto que a todos nos interesa.



En consecuencia, retiro la solicitud de segunda discusión, para posibilitar que se vote de inmediato, señor Presidente.



--Queda retirada la solicitud de segunda discusión.


--(Aplausos en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Recupera la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, el Senador señor Pizarro pidió la interrupción con la clara finalidad de acceder a lo demandado por diversos colegas.



Por ende, mi intervención carece de sentido. Se trataba de una solicitud directa al Comité Demócrata Cristiano, y Su Señoría accedió.



No me resta, entonces, sino requerir que se lleve a efecto la votación.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En consecuencia, queda cerrado el debate.



Corresponde votar.



¿Habría acuerdo para hacerlo en esta sesión?

El señor NARANJO.- Sí.

El señor LARRAÍN.- Conforme.

El señor ORPIS.- Bien.



--Así se acuerda.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Cada señor Senador podrá fundar su voto hasta por cinco minutos.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, en mi condición de Senador por la Región de Magallanes, quiero hacer presente el reclamo de los funcionarios de sus municipios, quienes vieron amenazada la bonificación de zona extrema, que en la actualidad alcanza a 40 por ciento de sus remuneraciones. 



El Gobierno no respetó el acuerdo alcanzado con la ASEMUCH sobre el punto y, deliberadamente, pretendió derogar las disposiciones que establecen el pago de dicha bonificación, dejándola como materia propia de la negociación comunal entre el alcalde y sus trabajadores, y no garantizada por ley como ocurre hoy.



Otra reclamación relevante es la absoluta falta de financiamiento de los municipios en el país. Informes de la Contraloría General de la República y de la misma Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo dan cuenta del mal estado financiero de la mayoría de ellos.



Hay una grave crisis de nuestro modelo organizacional e institucional, a la cual el proyecto que nos ocupa no da una solución profunda y satisfactoria, pues el Gobierno intenta únicamente colocar nuevos parches a una situación que no soporta más dilaciones.



Esta iniciativa debería ser la oportunidad para crear en el ámbito municipal una verdadera política de país, y no simplemente un intento para dejarnos tranquilos por haber hecho algo que, sin embargo, nace ya con falencias y debilidades.



Hay otro punto importante: el proyecto tampoco contempla una solución definitiva para cientos de funcionarios que hoy trabajan en los municipios bajo las figuras “a contrata” o “a honorarios”, con  absoluta desprotección, y que año tras año ven peligrar su fuente laboral.



Para una verdadera modernización del sector municipal, debe enfrentarse a fondo el modelo de descentralización a través de los municipios. No es admisible que estos continúen siendo los parientes pobres del Estado central, que coloca sobre sus espaldas grandes cargas, como la salud y la educación, sin otorgarles al mismo tiempo el financiamiento para hacer frente en forma real a las obligaciones derivadas de ellas.



De otro lado, para que la carrera funcionaria sea auténticamente moderna, debe combinar una suficiente y adecuada estabilidad en el empleo con procesos de calificación diseñados de manera correcta, a fin de que estimulen la eficiencia, promuevan la excelencia y desechen la ineficacia. 



En tal sentido, han de prevalecer de una vez por todas criterios objetivos y de excelencia, y dejar de imperar los ajenos a ellos, como lo son los que privilegian los vínculos partidarios, familiares o de amistad.



Además, el sistema calificatorio debe ser unitario y común para todos los municipios, y no diferenciado y diseñado arbitrariamente por cada uno de los 345 alcaldes del país.



La carrera funcionaria tiene que ser estimulada y perfeccionada mediante un sistema de capacitación que mantenga a los trabajadores en el primer nivel de gestión y conocimiento. Los municipios DEBEN SER LA MEJOR EMPRESA, no una empresa más. Para ello, creo indispensable crear un Centro Nacional de Capacitación Municipal.



Señor Presidente, otra materia que a mi juicio debe ser objeto de una verdadera modernización es el establecimiento de un plan de desarrollo comunal que sirva como instrumento o carta de navegación en las administraciones municipales.



Otro asunto pendiente es la canalización de la participación ciudadana en los municipios.



Por lo expuesto, considero necesario profundizar la discusión sobre la realidad de nuestras municipalidades. 



Hoy la ciudadanía exige cada vez más una descentralización efectiva y una participación mayor, fundamentalmente de la mano con los trabajadores.



Quisiera terminar con una reflexión sobre lo que debemos entender por modernización de nuestros municipios. ¿Modernizar, en la actualidad, consiste acaso en dar inseguridad laboral al personal? ¿Modernizar, en la actualidad, se entiende como descentralizar solo funciones y obligaciones, y no recursos? ¿Una modernización efectiva se define como concentrar aún más poder en una sola figura, como es el alcalde?



El proyecto del Gobierno entiende que todas estas preguntas deben responderse en forma afirmativa si queremos modernizar nuestros municipios.



Finalmente, señor Presidente, no puedo estar más en desacuerdo con dicha idea de modernización. Respeto por los trabajadores y sus derechos -lo primero que la iniciativa debió haber considerado-, una auténtica y efectiva descentralización de funciones y recursos, y un justo equilibrio de poderes entre el alcalde, el concejo municipal y las organizaciones sociales y laborales del sector son los requisitos mínimos de una real modernización y transformación de nuestros municipios.



Voto a favor de los trabajadores y en contra del proyecto.



--(Aplausos en tribunas).

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NARANJO.- Estamos en votación.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, solo quiero puntualizar algo.



El informe de la Comisión es negativo respecto al proyecto. Por lo tanto, al pronunciarnos de manera afirmativa, lo hacemos en contra del texto. Es importante determinar, entonces, qué significa votar “sí” o “no”.



Desde mi punto de vista, votar “sí” importa rechazar la iniciativa, pues se aprueba la proposición de la Comisión.



La aclaración no es menor, a mi juicio.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Dada la complejidad de la normativa en análisis -incluso, por el tiempo que llevamos en tratarla-, pido a la Secretaría que precise lo que acaba de exponer el Senador señor Larraín, a fin de establecer la posición de la Mesa.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Tal como dice el Honorable señor Larraín, aquello sobre lo cual cabe pronunciarse es la proposición del informe. En consecuencia, lo normal hubiera sido votar “sí” para que el proyecto se rechazara. No obstante, 21 señores Senadores ya han consignado su posición en el entendido contrario, es decir, creyendo que al votar “no” lo hacen en contra del texto.

El señor ESPINA.- ¡No, señor Presidente!

La señora MATTHEI.- ¡Es necesario votar bien!

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- No hay razón para el nerviosismo. Estamos ante una situación que no es menor, mas resulta fácil rectificarla.



La votación, que se tomará de nuevo, se efectuará de acuerdo a lo planteado por el Honorable señor Larraín, que es lo procedente.



Quienes se pronuncien a favor de la proposición del informe, esto es, en contra del proyecto, votarán “sí”; quienes lo hagan en contra de la proposición del informe, o sea, a favor del proyecto, “no”.

El señor BIANCHI.- ¿Qué pasa con los señores Senadores que se retiraron?

El señor GÓMEZ.- Se requiere volver a pronunciarse.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En efecto. Y será posible realizar las correcciones pertinentes.



En votación.



--(Durante la votación). 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, la verdad es que cuesta mucho entender cómo un proyecto que pretende la modernización del sistema municipal encuentra la oposición cerrada de quienes se desempeñan en ese ámbito. Lo único que cabe desprender de lo anterior es que se ha atendido, en forma primordial, al punto de vista de los alcaldes.



Si bien la iniciativa satisface a esta última instancia, queda claro para todos que muchos aspectos son fuertemente cuestionados por los trabajadores. Ello es razonable, porque no se contemplan garantías claras sobre los siguientes pilares de la organización municipal: el derecho a la estabilidad en el empleo; el derecho a la promoción o ascenso grado a grado; la calificación objetiva en el desempeño funcionario, para así hacer factible la promoción; la capacitación y perfeccionamiento, que permiten mejorar el desempeño funcionario y obtener una calificación superior, con la consecuente posibilidad de promoción.



En cuanto a los cargos de exclusiva confianza del alcalde, deberían mantenerse según lo que actualmente establece la ley.



La carrera funcionaria, fundada en el mérito, la idoneidad y la antigüedad, se debe aplicar a todo el personal de planta, excluidos el alcalde, los jueces de policía local y los funcionarios de exclusiva confianza.



Respecto de las promociones, el derecho al ascenso debe mantenerse para todos los estamentos y, excepcionalmente, por concurso, pero en los términos que actualmente establece el Estatuto Administrativo para funcionarios municipales.



Lo que he mencionado constituye una base de lo que podría haber representado un acuerdo con los trabajadores del sector. Al no hacerse los esfuerzos adecuados, el proyecto quedó vacío del apoyo de quienes resultan fundamentales para el buen desempeño de los municipios en todas las áreas sensibles en las que deben desplegar sus funciones.



Por estas razones, señor Presidente, y aun cuando soy de los que creen que la modernización de todo el sistema municipal es algo que resulta imperioso abordar, no me es posible apoyar la iniciativa, debido a que deja al margen del compromiso a la fuerza que en definitiva hará posible el éxito o fracaso de las políticas en ese ámbito.



De acuerdo a la aclaración que se hizo, votaré que sí.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, Honorables colegas, estamos llegando a la etapa final de la discusión del proyecto, denominado “de modernización municipal”. Y en esa fase quiero hacer dos planteamientos. 



El primero de ellos apunta a que los señores Senadores reflexionen acerca de la voluntad de diálogo que ha podido existir cuando basta ver a los dirigentes en las tribunas para concluir que la respuesta es negativa. “Diálogo” no significa recibirlos, sino saber escuchar con profundidad los planteamientos que se formulan.



A mi juicio, un asunto de la envergadura de la modernización municipal debe enfrentarse con los trabajadores. ¡Es evidente! Resulta imposible que un sistema como el que se está proponiendo se materialice en contra de los trabajadores.



Y me consta que ha faltado la voluntad de diálogo. Llevo por lo menos dos años en la Comisión de Gobierno, y en reuniones con el señor Ministro del Interior se le ha debido pedir que por favor reciba a los dirigentes gremiales, a fin de que se escuchen, en definitiva, sus planteamientos.



Como es obvio, un asunto de estas características debía ser negociado. Esa es la verdad. Las grandes modernizaciones deben ser tratadas con los trabajadores. Y el resultado es fruto de un diálogo donde ambas partes aprenden a escucharse en profundidad.



El divorcio existente al respecto se refleja en el debate de la presente sesión. No ha existido la voluntad para saber escuchar en profundidad a dichos dirigentes.



Por lo anterior, entre otras cosas, la iniciativa en análisis no tenía ninguna viabilidad de llegar a feliz término.



A raíz de esta lección, es preciso partir de cero, con una nueva iniciativa, con una nueva predisposición entre autoridades y trabajadores. Y que sirva de enseñanza lo de que no existe modernización posible sin los funcionarios. Para mí, ello constituye un elemento esencial.



En segundo término, cuando se habla de un proyecto de modernización municipal, ha de considerarse un aspecto básico. En efecto, aquí no se ha abordado lo que ha sucedido con las finanzas municipales.



A través del tiempo, a las municipalidades se les han ido traspasando facultades sin otorgarles los recursos pertinentes. Así, nos encontramos con que un porcentaje muy alto de ellas son deficitarias, sin capacidad de inversión. Con las subvenciones preferencial y de ruralidad, algo se ha mejorado respecto al déficit en educación. Pero ¿qué sucede con el existente en salud, de 50 mil millones de pesos? ¿Alguna autoridad ha expuesto objetivamente en la Sala la situación presupuestaria municipal?



El señor Ministro del Interior hizo referencia a cifras, pero estas son transitorias, de aquí a cuatro o cinco años. Es decir, nos encontramos frente a un proyecto de modernización permanente con mejoramientos presupuestarios transitorios. En sí mismo, ello es una contradicción. Considerar una modernización de verdad importaba un fortalecimiento financiero permanente de los municipios.



No digo, señor Presidente, que lo anterior debe operar de modo automático, desde el momento en que entre en vigencia una normativa de las características de la que nos ocupa. Perfectamente se puede proceder de forma progresiva, sobre la base de que los fondos queden comprometidos. ¿Pero con qué seguridad? Con la de que contaremos con municipios financiados, con capacidad de inversión, y no como ocurre hoy -en particular, en los sectores rurales-, cuando, para invertir, los que son pequeños dependen de si la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo les aprueba un programa de mejoramiento urbano. Esa es la realidad.


Si se analizan las cifras de la Contraloría, 50 por ciento de la inversión se encuentra radicada en solo cuatro municipios. ¡Cuatro! Eso resulta impresentable si queremos hablar en serio de una modernización municipal.



En cuanto al aspecto laboral, si las municipalidades se encuentran en una situación deteriorada desde el punto de vista presupuestario, ¿qué van a negociar los trabajadores? Nada. Una cosa debe ir absolutamente ligada con la otra, es decir, municipios robustecidos financieramente de manera permanente y capacidad de negociación del sector laboral. Si no exhiben saneamiento presupuestario y fortalecimiento patrimonial, no hay nada que negociar. Por ello, el proyecto en debate presenta un defecto en su esencia.



En virtud de tales consisderaciones, señor Presidente, creo sano partir con una iniciativa nueva.



Deseo aclarar a los trabajadores que no es efectivo lo señalado en la sesión anterior en cuanto a que, si se rechaza el proyecto, será preciso esperar un año por uno nuevo. Perfectamente se puede presentar mañana otro en la Cámara de Diputados. Y eso es lo que se debería hacer.



Una predisposición diferente, trabajadores del todo comprometidos, autoridades dispuestas a escucharlos y no simplemente a recibirlos, y una reestructuración presupuestaria que fortalezca la situación municipal han de constituir el norte para iniciar un nuevo proceso, el cual, como Alianza, estamos plenamente de acuerdo en comenzar mañana mismo. Pero no lo haremos en las condiciones que han hecho insostenible que la iniciativa en examen tenga alguna viabilidad.



Voto a favor de la proposición del informe.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, el proyecto de ley sobre modernización municipal derivado del artículo 121 de la Constitución registra un largo y tortuoso proceso legislativo. Y ha quedado claro en la Sala que la demora se debió a la falta de acuerdo entre la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales de Chile y el Gobierno.



El Congreso -y particularmente el Senado, en su mayoría- ha sido sensible y receptivo al planteamiento de esos trabajadores. Entre ellos es preciso considerar a 27 mil funcionarios de planta, 9 mil 200 a contrata anual y 17 mil a honorarios, que por su situación contractual se encuentran en condiciones bastante precarias en cuanto a previsión y protección en salud. Lo ha dicho el propio Gobierno. Se trata, entonces, de una anomalía, la cual no debe ser corregida necesariamente facultando a alcaldes y concejales, bajo ciertas reglas del juego, para crear y suprimir empleos.



Se ha señalado la cantidad de nuevas funciones y atribuciones en áreas como medioambiente, caminos vecinales, programas sociales, educativos y de salud que se han entregado a los municipios, sin que se les hayan otorgado los recursos pertinentes. Y a esto se suman los crecientes requerimientos de la comunidad.



Somos testigos de que en los propios departamentos sociales debiera atenderse a los mismos empleados municipales, por las condiciones en que han de trabajar y vivir.



Independientemente de que se contemplen bonos para el retiro o indemnizaciones sujetas al presupuesto municipal, debemos tener en cuenta las restricciones que establece la ley en orden a que no se supere 35 por ciento de este último en la contratación de personal. Por ello, es necesario otorgar mejores garantías en cuanto a la dignidad y la mínima estabilidad que merecen los trabajadores del Estado, en particular los municipales.



El señor Ministro del Interior planteó que era preciso apurar las contrataciones por parte de la Alta Dirección Pública y modernizar los municipios. Múltiples casos permiten constatar que no existen garantías ante cambios en las reglas del juego en las contrataciones mencionadas.


Y, en el caso de los cargos de confianza, estos se pueden perder de inmediato, aunque se haya incurrido en gastos de traslado y de instalación con la familia.



A nivel municipal, rigen las mismas fórmulas que en la Administración Pública, como las investigaciones y sumarios, así como el régimen de calificaciones, para, fundadamente y con las instancias de reclamo correspondientes, suprimir empleos.



Por lo anterior, rechazo categóricamente que se diga que organizaciones y asociaciones de funcionarios municipales amparen a malos trabajadores. Nada más alejado de su digna y relevante labor.



Resulta muy importante señalar que con esta reforma no se pueden “amarrar”, como se ha mencionado, determinadas mejorías a las asignaciones de zonas extremas que son de justicia per se -y que, además, llevan siete años de rezago con respecto a la Administración Pública- y la contratación de asistencia jurídica para los municipios. De las 345 comunas, 120 no cuentan con Director Jurídico, y 150, con director de Obras Municipales.



Y se debe consignar que, por no tener derecho a la asignación de título, muchos empleados municipales perciben remuneraciones 40 ó 60 por ciento menores que las de los funcionarios fiscales.



En un nivel más general, no deja de llamar la atención que en los últimos gobiernos de la Concertación se haya debilitado el rol del Estado. Se ha externalizado un sinnúmero de empresas y de funciones y atribuciones que le competen. En las zonas extremas se da el caso de entidades estratégicas, como TRANSMARCHILAY o EMAZA, donde toda decisión del sector público se hace a través de la intermediación de consultores. No se sabe adónde van a parar esos dineros. Se gastan muchos recursos, pero no llegan a la gente.



Si Chile pretende entrar a la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico y jugar un rol en las “grandes ligas” de países, debe garantizar, al igual que estos, un Estado y municipios en los cuales las condiciones de trabajo y las remuneraciones sean similares a las del sector privado, de manera que la decisión de estar en uno u otro lado dependa fundamentalmente de la vocación y creatividad de cada persona.



Mientras esas condiciones no se den en forma previa y acordada, el Gobierno no contará con los votos necesarios en el Senado para aprobar una iniciativa de esta naturaleza.



Voto en contra del proyecto y a favor del informe.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, en las pantallas de la Sala se muestra el asunto que nos convoca. Y, según señala su texto, debemos analizar modificaciones a diversos cuerpos legales en materia de modernización municipal.



Lamentablemente, si la iniciativa buscaba modernizar los municipios, tal propósito no se consiguió. Es claro que, ella fracasó en ese intento, pues no estableció en ninguna de sus normas aspectos que, a nuestro juicio, resultan fundamentales para lograr dicho objetivo.



¿Qué entendemos por “modernizar los municipios”? Transformarlos en gobiernos locales, donde el ciudadano que acude a ellos por ayuda -son la primera instancia del Estado- pueda obtener las respuestas necesarias para resolver sus problemas más urgentes y para progresar y desarrollarse en la comuna.



¿La normativa que nos ocupa avanza en esa materia? En ningún sentido. Porque, como decía el Honorable señor Orpis, el financiamiento constituye un aspecto esencial para que las municipalidades sean gobiernos locales.



Hoy día, cualquier proyecto municipal -pequeño, mediano, grande- de alguna relevancia debe contar con la visación de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo en Santiago para que pueda hacerse realidad. Por eso, cada lunes en dicho organismo uno ve una fila de alcaldes que van en busca de recursos para sus comunas. Porque ni en estas ni en las Regiones existe la capacidad para impulsar el desarrollo local.



Por consiguiente, si queremos hablar de modernización municipal tenemos que estructurar municipios potentes, con facultades y con recursos, para que alcaldes y concejales, elegidos por la voluntad popular, puedan llevar adelante sus programas, sus proyectos, y responder así en forma adecuada a las necesidades comunales.



Por lo tanto, lo primero que cabría hacer es cambiarle el nombre al proyecto, ya que en modernización municipal no se ha avanzado absolutamente nada.



En segundo lugar, se encuentra lo relativo al personal. 


Este asunto explica el esfuerzo que hicieron algunos Senadores de la Concertación para que la iniciativa no se discutiera ni votara hoy día. Para ellos, ojalá el trámite se hubiera prolongado ad infinítum. Así, esta Corporación no adoptaría una decisión respecto de un proyecto que no responde adecuadamente a los intereses de los funcionarios municipales.


El 60 por ciento de esos trabajadores se halla bajo la línea de la pobreza. ¿Esta iniciativa se hace cargo de esa realidad? En ningún momento. Al contrario, con ella la mayoría de ese porcentaje quedaría, en el mejor de los casos, en una situación desmedrada. Además, el proyecto intenta decir: “Debemos profesionalizar las municipalidades”, lo que significa claramente que quienes estén menos dotados en cuanto a estudios o tengan pocas posibilidades para ello no podrán permanecer en los municipios.



En consecuencia, los funcionarios municipales -que vemos en primera fila en los temporales, en los incendios, en las tragedias- resultan ser los menos respaldados con esta iniciativa. Y ello, en verdad, es inaceptable. 


No se podrá avanzar en la dirección de modernizar mientras esos trabajadores no tengan solidez para proyectarse, para capacitarse, para superarse, a fin de brindar la atención inmediata que se espera de ellos en las municipalidades.



Como el Gobierno desconoce ese hecho, choca con la realidad, choca con lo que están sintiendo todas y cada una de las comunas. Por eso no se resuelve el problema.



El Ejecutivo, una vez más queda en deuda con la descentralización y la regionalización; una vez más queda en deuda con el anhelo más preciado y sentido de las Regiones y las comunas: el fortalecimiento de los gobiernos locales.



Una vez más, con un mal proyecto, el Gobierno camina hacia el centralismo; una vez más, con un mal proyecto, el Gobierno camina hacia donde lo trascendente son los ministros y los subsecretarios, y no los alcaldes y concejales.



Por lo tanto, necesariamente tenemos que decirle que no a la iniciativa. 


Además, como se dijo aquí, una negociación colectiva sin financiamiento municipal constituirá para el 70 por ciento de los funcionarios un espejismo, algo imposible de lograr. Basta recorrer los municipios de la provincia de Arauco y de la zona costera de la provincia de Ñuble para darse cuenta de que estos no tendrán ninguna capacidad para negociar colectivamente con sus trabajadores. Por el contrario, se fortalecerán ciertos poderes al interior de las municipalidades. Por ejemplo, en algunas comunas de la Octava Región hace algunos meses se les impidió la huelga a esos trabajadores, debido al poder omnímodo que se ejerce sobre ellos.



Por tal motivo, el proyecto se aparta no solo de la modernización del sector, sino también de los criterios de descentralización y sentido común.



Señor Presidente, nosotros hemos estado abiertos a los acuerdos. Son testigos de ello los funcionarios municipales y el Ejecutivo.



La Comisión de Gobierno, presidida por el Senador señor Bianchi (en su momento la dirigió el Honorable señor Sabag), tenía resuelto el asunto hace ocho meses aproximadamente. Y con nuestra anuencia, el Gobierno pudo presentar una nueva propuesta, que se tramitó por alrededor de siete meses más.



¡Inédito! ¡No existe otro precedente!



Sabemos que es necesaria una solución al problema que afecta a los funcionarios municipales -reitero: 60 por ciento de ellos se encuentra bajo la línea de pobreza-, pero el Gobierno no aprovechó ese tiempo. Mantuvo la actitud obtusa de no recibirlos, de no escucharlos.



Como recordó el Senador señor Orpis, la Comisión en pleno tuvo que ir a una audiencia con el Ministro del Interior para prácticamente rogarle que recibiera a los representantes de la ASEMUCH.



¡En qué país estamos, señor Presidente! ¡Qué visión tenemos de las cosas cuando no se quiere oír a los trabajadores, actores principales en el proceso de modernización de las municipalidades! Los alcaldes y concejales constituyen la otra parte.


Hoy día nos ha llegado un documento de parte del Gobierno, en el que se intenta hacernos creer que los funcionarios tuvieron una participación efectiva en este proceso. Sin embargo, en la Comisión fuimos testigos de que eso no sucedió.



Y mientras ello no ocurra, ninguna modernización del sector será factible.



Necesitamos municipios fuertes y profesionalizados; municipalidades que sean gobiernos locales. Y este proyecto no se acerca a tal finalidad.



En suma, señor Presidente, tenemos que rechazar la iniciativa con mucha fuerza. Al mismo tiempo, decimos al Ejecutivo que en esta tarea pendiente debe haber voluntad para sentarse y escuchar, a fin de caminar, entre todos, hacia los grandes objetivos: la descentralización, la regionalización, el fortalecimiento de los gobiernos locales.



Dicha finalidad solo se alcanza escuchando y no tratando de imponer criterios que se alejan mucho del sentido común.



Como rechazo con mucha energía este proyecto, voto que sí.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Tiene la palabra el Senador señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, seré muy breve.



Como lo dije en la sesión anterior, creo que la mayoría del Senado esta tarde cometerá un tremendo error, que pagarán finalmente los municipios del país y también los trabajadores municipales.



Este proyecto, como cualquier otro, es perfectible, y significa un salto hacia delante muy sustantivo en cuanto a un asunto respecto del cual, al parecer, todo el mundo está de acuerdo: la necesidad de una fuerte modernización de la administración municipal. Y esta iniciativa apunta en esa dirección. 



Creo que nadie podría negar que ella contiene avances considerables en materia de estabilidad laboral, de plantas.



--(Manifestaciones en tribunas).



Se establecen plantas y carreras que hoy día no existen. Y aquí se han hecho presentes los datos respectivos. Hay municipios que cuentan con las mismas plantas desde hace 15 ó 20 años, donde el 80 a 90 por ciento de los trabajadores está a contrata o a honorarios. 


Se contempla, asimismo, la negociación colectiva por primera vez en la Administración Pública, en la historia sindical del país.



Y todo ello se perderá, porque no habrá tiempo político ni legislativo para reponer un proyecto de esta envergadura durante el actual Gobierno.



Entonces, aquí van a perder todos.



--(Manifestaciones en tribunas).



Va a perder el país, desgraciadamente,…



--(Manifestaciones en tribunas).


…y también van a perder -lo digo acá y lo repetiré en todas las municipalidades de mi Región y en aquellas a donde me inviten- los trabajadores municipales.



--(Manifestaciones en tribunas).



Por lo tanto -todo el mundo está en libertad para manifestar lo que le parezca-, con mucha convicción y teniendo claridad en cuanto a que se está cometiendo un error que -reitero- van a pagar los municipios, la modernización municipal y los trabajadores municipales, voto que no.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero hacerme cargo de un mito que se ha construido en torno a este proyecto, cual es estimar que es sinónimo de modernización el hecho de permitir que el alcalde y los concejales, cada cuatro años, puedan modificar las plantas y el puesto que ocupa cada uno de los funcionarios de una municipalidad.



Yo considero que es exactamente lo contrario. 



En los países avanzados, dichos empleados trabajan tranquilos, con mayúsculas. Ello significa no tener que mirarles la cara a quienes circunstancialmente ganan una elección para administrar el municipio por un período de cuatro años.



Los funcionarios municipales -basta visitar las comunas de tamaños pequeño y mediano, como las que hay en mi Región- deben enfrentar una situación que a veces resulta simplemente insoportable dada la realidad que viven día a día. Primero, porque es absolutamente imposible satisfacer hoy la demanda de la comunidad a los municipios, considerando los recursos de que disponen. Y segundo, porque quienes dan la cara frente a la gente que acude a exigir un conjunto de prestaciones son esos trabajadores; son ellos quienes pasan los malos ratos y deben responder a diario por las promesas incumplidas que muchas veces se hacen en las campañas.



Las remuneraciones de esos funcionarios, si queremos municipios modernos, no están acordes -para nada- con la responsabilidad que les asiste. Es cosa de ver si cuentan con equipos de asesoría jurídica bien remunerados; o si quienes trabajan en el área de SERPLAC -unidad encargada de la elaboración de proyectos y de las postulaciones correspondientes- disponen de equipamiento, personal técnico, estudios y recursos para lograr buenos proyectos; o si funcionan de forma adecuada la Dirección de Desarrollo Comunitario o el sector de planificación.



Todos esos departamentos no participan de ninguna modernización real y efectiva que les permita tener la debida capacitación y los recursos necesarios tanto para atender a la comunidad como para trabajar con tranquilidad y rendir de acuerdo con el alto nivel que aquella exige a los municipios.



Además, señor Presidente, la situación del personal de planta con relación a la de quienes se encuentran a contrata o a honorarios constituye un abuso gigantesco. Hay municipalidades que están llenas de empleados en esas dos últimas condiciones, a quienes no les queda más que mirarle la cara al jefe; porque, si se atrevieran a denunciar una irregularidad, a aquél y al funcionario político, curiosamente, no les pasaría nada, pero sí a ellos.



Entonces, si se quiere modernizar, hay que hacerlo a fondo y de verdad. Eso significa profesionales bien pagados, municipios con plata, y dejar de desconfiar en que estos podrán gastar bien los recursos.



Por supuesto, se necesita fiscalización, para que no haya actos de corrupción o irregularidades. Y también, incentivos para que los buenos funcionarios ganen más dinero, no queden eternamente pegados en un escalafón y no perciban una remuneración sin retribución adicional alguna.



Estabilidad laboral no es sinónimo de flojera. Al revés: es sinónimo de tranquilidad para poder cumplir bien el trabajo.



Este proyecto está mal enfocado, señor Presidente, porque no resuelve el problema de fondo de las municipalidades: contratación de profesionales idóneos; capacitación y mantención de los actuales empleados con sueldos dignos y decentes, y existencia de recursos para atender a la comunidad. Con ello terminaría la inestabilidad laboral que genera el abuso que se comete con los personales a honorarios y a contrata, y nos preocuparíamos por posibilitar que los funcionarios permanecieran en sus puestos mucho más de lo que dura un alcalde o un concejal en el cargo y atendieran a la comunidad cualquiera que fuese su color político.



Este es el ejemplo de una iniciativa mal planificada, mal hecha, mal estructurada.  



Se cree que moderniza el sistema por la sola circunstancia de que el jefe comunal y el concejo tienen atribución para remover a los empleados municipales. En ningún país avanzado eso constituye modernización. ¡Puede ser abuso, pero no modernización!



No creo que la gran mayoría de los trabajadores del sector se nieguen a ser calificados con un sistema objetivo de evaluación. Pero antes de ello es preciso otorgarles las herramientas indispensables para obtener un buen resultado. Porque si no se les entregan los elementos para atender a la gente como corresponde, para laborar con tranquilidad y estabilidad, que no se pida evaluarlos como si trabajaran en la empresa privada, pues eso es un abuso.



Señor Presidente, este es un mal proyecto. Se hizo sin conversar adecuadamente con los interesados, sin considerar en terreno la realidad de las municipalidades.



Por lo tanto, voto a favor de la proposición de la Comisión y en contra de la iniciativa, que no resuelve los graves problemas que hoy día afrontan los municipios y sus funcionarios.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, tal cual he señalado en otras ocasiones, este es el mundo al revés: los alcaldes de la Alianza y de la Concertación llaman para que aprobemos el proyecto y los trabajadores municipales estiman que este es malo.



Algunos sostienen que faltó el diálogo necesario en esta materia. Sin embargo, considero que algo de ello debió existir tratándose de un asunto que lleva once años en el Parlamento. Podemos decir que no se llegó a acuerdo, pero resulta inaceptable afirmar que en ese lapso no hubo diálogo.



En tal sentido, quiero dejar en claro lo siguiente: porque hoy existe democracia, tenemos la posibilidad de discutir y votar a favor o en contra de un proyecto.



Seguramente aquí se encuentran presentes funcionarios municipales muy antiguos que laboraron en una época en que no había ninguna posibilidad de discutir ni de estar en las tribunas y en la que se tomaron decisiones fuertes en perjuicio de ellos.



No hay que olvidar esos hechos. Finalmente, uno tiende a hacerlo y a no darse cuenta de que las cosas no son como se dice, sino como la historia las indica.



En esa línea, me interesa explicar por qué me pronuncio en contra del proyecto en esta extraña votación que se está realizando.



Para mí, hay dos puntos relevantes.



El primero se refiere a la facultad de supresión de empleos que contempla la iniciativa; esto es, que cada seis años se pueda estructurar un nuevo componente municipal. 



No me parece razonable esa forma de legislar, ni que el funcionario municipal, quien tiene una función esencial en nuestro Estado, quede en condiciones precarias. En ninguna parte del mundo eso puede ser bueno para el sistema.



Como lo he afirmado en otras ocasiones -y lo seguiré sosteniendo-, yo creo en el Estado. Y, por tanto, este debe estar bien estructurado. Para eso, tiene que haber estabilidad funcionaria, buena gestión y desarrollo de sus estamentos, que nos permitan sentir que estamos cumpliendo nuestra labor pública.



Por lo tanto, respecto de ese punto –a mi juicio, debió haberse llegado a acuerdo con anterioridad y así evitar la inestabilidad actual y esta forma de legislar- el proyecto contiene ripios que no es admisible resolver anticipadamente.



En segundo lugar, el artículo 110 de la Constitución Política -que forma parte del Capítulo XIV: GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN INTERIOR DEL ESTADO- dice textualmente: “Para el gobierno y administración interior del Estado, el territorio de la República se divide en regiones y éstas en provincias. Para los efectos de la administración local, las provincias se dividirán en comunas”. 



Y el artículo 1° de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado establece, en su inciso segundo: “La Administración del Estado estará constituida por los Ministerios, las Intendencias, las Gobernaciones y los órganos y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, incluidos la Contraloría General de la República, el Banco Central, las Fuerzas Armadas y las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, los Gobiernos Regionales, las Municipalidades y las empresas públicas creadas por ley”. 



¿Por qué hago mención a esos artículos, señor Presidente? Porque en el proyecto se establecen criterios remuneracionales propios y no criterios generales, como corresponde. Y esto podría determinar que en ciertas municipalidades haya funcionarios remunerados de una manera, y en otras -que no cuentan con recursos-, de forma distinta. 



En este aspecto, solo quiero mencionar que en la Escala de Remuneraciones de Funcionarios Municipales el grado 10 alcanza un total de haberes de 586.116 pesos y el 20, de 209.531. En la Escala Única de Sueldos del Estado, los técnicos y administrativos del mismo grado 10 reciben 1.198.778 pesos y los del 20, 506.580.



Entonces, ¿por qué, según mi opinión, al proyecto le falta un fondo, que es  esencial? Por no haber reconocimiento ni la estructura de sueldos requerida para que los funcionarios municipales, integrantes de un órgano tan importante de la Administración, puedan trabajar bien. No se establecen remuneraciones acordes. Ni siquiera se ha discutido el punto, pues la iniciativa dispone solo de cierta cantidad de recursos. Y esa no es forma de legislar ni de modernizar el Estado. 



Aquí no estamos hablando de una empresa privada ni de un sistema en el cual los trabajadores cumplan una función no relevante para la comunidad. 



Por eso no ha habido acuerdo. 



Yo planteé en muchas oportunidades que me parecía esencial modernizar los municipios. Pero ello pasa por criterios lógicos, que permitan que ellos  puedan  desempeñar realmente sus funciones; y para que esto sea posible, hay cosas esenciales que deben protegerse, lo que aquí no sucede: estabilidad y remuneraciones acordes con la labor que desempeñan los servidores de tal sector.



Como eso no está recogido, al menos en lo que yo he leído y analizado en el proyecto, y por otra serie de antecedentes que pudieron efectivamente haber sido resueltos de otra forma, creo que la iniciativa no puede votarse favorablemente. 



Por lo tanto, hay que rechazar el proyecto en análisis. Debe iniciarse un debate sobre  una modernización profunda, de verdad; un proceso que nos permita estructurar un Estado en el cual los municipios ya no sean el pariente pobre, sino que estén en igualdad de condiciones frente a los otros órganos de la Administración, con remuneraciones distintas, otras formas de administración, nueva tecnología y un funcionamiento que posibilite que las municipalidades desarrollen de buena forma su cometido, de modo de sentirnos orgullosos de ellas.



Por esas razones, señor Presidente, voy a votar “Sí”, pero “No”.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, quiero fundamentar mi voto en el hecho de que, en efecto, este proyecto no tiene absolutamente nada de modernización. Y al contrario de lo señalado por el Honorable señor Gazmuri, en el sentido de que al rechazar este proyecto pierden los municipios y los funcionarios municipales, pienso que con el rechazo de la iniciativa estos ganan y también el país.



Nosotros hemos tenido sobre la mesa numerosos proyectos de mejoramiento de remuneraciones para distintos servidores del Estado y trabajadores del sector público. Y para todos ellos se ha considerado cierta cantidad de dinero. Hemos sostenido negociaciones con dirigentes de la Asociación Nacional de Empleados Fiscales, de organismos sindicales de la educación y de la salud municipal. Por ello, resulta sumamente extraño que, pese a la importancia que poseen las municipalidades en nuestro ordenamiento institucional y a que ellas representan la primera cara del Estado frente a los vecinos, no se haya actuado de igual forma con tal estamento.



Tengo aquí, señor Presidente, el Informe Financiero del proyecto que modifica diversos cuerpos legales en materia de modernización municipal, del 15 de diciembre del año 2004. Cito: “Este proyecto de ley contempla distintas iniciativas encaminadas, en lo medular, a modernizar la gestión municipal y regular la facultad del artículo 110 de la Constitución Política de la República para que el municipio fije las remuneraciones y la dotación municipal. 



“El ejercicio en cada municipalidad de estas nuevas facultades se financiará con cargo a los presupuestos de las respectivas municipalidades y con el límite de gasto municipal máximo en remuneraciones para cada municipio, autorizado por el artículo 1° de la Ley 18.294, modificado por la letra a) del artículo 65 de la Ley 18.382”, esto es, el 35 por ciento de los ingresos. 



“Por tanto,” -concluye este informe financiero- “el presente proyecto de ley no irroga gasto fiscal, toda vez que el mayor gasto de estas iniciativas para el año 2005 y siguientes serán exclusivamente de cargo municipal”.



Señor Presidente, seamos francos, la intención primitiva del Gobierno era producir despidos para achicar la dotación funcionaria y, de esa forma, permitir, probablemente, algún mejoramiento en las remuneraciones de quienes quedaran trabajando. 



¡Ahí está el informe financiero: cero gasto fiscal!



Soy consciente de que la Subsecretaria de Desarrollo Regional, en el nuevo primer informe de la Comisión de Gobierno, señaló que había disposición del Ejecutivo para incorporar un aporte fiscal de 21 mil millones de pesos anuales para el período comprendido entre los años 2009 y 2014, encaminado a la modernización de las dotaciones, y de 9 mil millones para mejorar el incentivo al retiro, durante los años 2009 y 2010.



¡21 mil millones de pesos anuales para 345 municipalidades del país expresados en dólares significan 40 millones de la misma moneda, aproximadamente! 



Señor Presidente, el déficit mensual del Transantiago supera los 50 millones de dólares. El Gobierno está luchando por entregar esos recursos a un proyecto que ha fracasado. No obstante, las 345 municipalidades carecen de dinero para mejorar sustantivamente las remuneraciones en ellas. 



¡Por eso no hay modernización! ¡Por eso los funcionarios municipales se han opuesto! 



Es verdad que hemos recibido llamados telefónicos de muchos alcaldes, pidiéndonos que aprobemos este proyecto. Nos han dicho que somos retrógrados, que estamos en contra de la modernización, que los estamos atando de manos, etcétera, etcétera.



Para nosotros tampoco es gratis rechazar la iniciativa. Sin embargo, no hablemos de modernización cuando no la hay; no hablemos de mejoramiento de remuneraciones cuando no lo hay. 



No es admisible, señor Presidente, que en este proyecto de ley se establezcan grados para determinados estamentos de la planta municipal, sin asignarles renta. Se dice que los directivos se ubicarán entre los grados 3° al 10°; los profesionales, entre el 11° y el 15°; los técnicos, entre el 16° y el 18°; los administrativos, entre el 19° y el 22°, y los auxiliares, entre el 23° y el 25°. 



¿Y cuál es la remuneración para cada uno de esos grados? No se sabe. Y no figura, porque se pretende que cada municipalidad la establezca. Es decir, tendremos a funcionarios pertenecientes al grado 3 en una municipalidad rica probablemente con un buen sueldo; y, a lo mejor, a los de una rural o de muy pocos recursos con una renta extraordinariamente baja. 



¿Es eso modernización? ¿Es eso mejoramiento de las remuneraciones? ¿Es eso respeto por la noble función que cumplen los funcionarios municipales? En mi opinión, no. 



Por eso, he dicho a los alcaldes que me han llamado que no estoy disponible para aprobar un proyecto de esta naturaleza, el cual, además de entregarles muchas facultades, posibilita tanta arbitrariedad de parte de ellos y de los concejos municipales. 



A mi juicio, señor Presidente, si hay que hacer un esfuerzo para fijar por ley las plantas para cada municipalidad, hagámoslo. Es lo más justo, lo más transparente. Porque ello también asegura la carrera funcionaria. 



¿Qué carrera funcionaria puede haber si cada grado en los distintos municipios representará diferentes remuneraciones? ¿Qué carrera funcionaria o qué negociación colectiva habrá en aquellos de menores recursos? Absolutamente ninguna. 



Ahora, ¿cómo se van a distribuir los 21 mil millones de pesos que la Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo manifestó como disponibles anualmente por los próximos 4 años? Tampoco se sabe. 



Y más grave aún, señor Presidente, la propuesta de la mencionada  personera de Estado no contó con informe financiero. Yo he buscado en el nuevo primer informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización del Senado alguna alusión a un segundo -ya que como dije, el primero señala que no hay mayor gasto fiscal- y nada se dice al respecto. 



Entonces, no entiendo cómo se trae a la Sala un proyecto de ley sin un estudio financiero en el que el Director de Presupuestos certifique la disponibilidad de los recursos aquí mencionados. 



Por las razones señaladas, rechazo el proyecto que se nos propone; o sea, apruebo el informe de mayoría de la Comisión de Gobierno. 



--(Aplausos en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, de la lectura y relectura de este proyecto -cuyo análisis ya lleva 10 u 11 años-, no puedo negarme a la posibilidad de sacar lecciones sobre el particular. 



El entonces Presidente de la Asociación de Municipios, Rabindranath Quinteros señaló -así figura en el informe- que los entes comunales son la puerta de entrada del Estado a la ciudadanía, donde cerca del 50 por ciento de los niños y jóvenes del país asiste a sus establecimientos de educación y alrededor del 80 por ciento de la población se atiende en sus servicios de salud. 



Resulta claro que se trata de la cara del Estado, no de las municipalidades, la cual se refleja a través de sus funcionarios. Por eso, lamento que este largo y tortuoso trámite haya terminado con un severo distanciamiento entre tales servidores y el Gobierno y con un duro cuestionamiento a quienes legislamos, pues el debate del proyecto de ley que nos ocupa -que contraría los intereses de los trabajadores y que ha provocado una oposición de carácter nacional- nos debe dar grandes lecciones. 



Yo soy uno de los que creen que tenemos ahora una oportunidad para realizar bien las cosas -como aquí se ha dicho-, considerando las materias pendientes cuya solución es urgente, como la necesaria salida de funcionarios que están en condiciones de jubilar, los cuales deben retirarse con dignidad, después de haber desempeñado su trabajo dignamente. Ello, por cierto, no debe estar vinculado a la iniciativa en debate: pero se requiere ir despejando los asuntos pendientes y avanzar en tal sentido. 



Por lo tanto, considero pertinente reformular una estrategia más bien optimista. 



Y no comparto lo sostenido por el Senador señor Gazmuri en cuanto a que el mundo se vendría abajo y que convertiríamos esto en una carrera en cada municipio por denunciar lo que los trabajadores perdieron al rechazar el proyecto en debate. 



Yo pienso en forma positiva y señalo que los trabajadores y el Gobierno pueden ganar con el rechazo de esta iniciativa, ya que así se podrá pensar en cómo llevar a cabo un verdadero proceso de modernización de los municipios, pero de la mano con los trabajadores. De lo contrario, no hay posibilidad alguna de lograr esa meta, pues aquellos se encuentran conformados por funcionarios. No se trata de su infraestructura, que es vieja y añeja. La gente es atendida por funcionarios. De allí que lo que se debe modernizar son la gestión y también las respectivas plantas. 



En mi opinión, el plan especial de retiro que el proyecto planteaba es efectivamente necesario, porque muchos empleados no abandonan sus cargos por la jubilación miserable por percibir, la cual no les alcanzaría para vivir. Por lo tanto, no es que deseen quedarse, pero quieren jubilar con dignidad. Y si nosotros no hacemos nada para forzar una salida digna, estamos contrariando nuestro deseo de contar con el mejor personal calificado, cuya disposición permitirá brindar una atención de calidad a la gente. 



En consecuencia, se puede avanzar en ese ámbito. 



Resulta claro que el proyecto que hoy nos ocupa se va a rechazar. Pero eso no puede significar un nuevo campo de enfrentamiento entre el Gobierno y los funcionarios municipales, sino más bien la oportunidad de avanzar en lo que se pueda y discutir lo que sea preciso para sacar las mejores conclusiones después de tan largo debate por cerca de 11 años, a fin de no quedar con la sensación de que él ha sido sin sentido ni significación. 



Yo, al contrario de lo que algunos piensan, creo que sí puede tener significación el análisis de la iniciativa en los puntos donde hubo coincidencia entre el Gobierno y los funcionarios. Se deben revisar aquellos asuntos en los cuales hubo tozudez de ambas partes o incapacidad de diálogo, como se quiera llamar. Si respecto de la negociación colectiva la OIT ha señalado en diversos convenios la forma en que debe operar, tengo que expresar mi negativa a que el Gobierno -nuestro Gobierno- vulnere acuerdos internacionales sobre el particular, cuando lo que deseamos es un incremento de la sindicalización. 



Y, digámoslo claramente, ¿qué ha ocurrido al respecto? Que la sindicalización ha decrecido, y lo que queremos son trabajadores organizados que luchen por sus derechos, pero particularmente que contribuyan a mejorar el país. 



Entonces, yo soy optimista respecto de lo que podemos hacer. 



Aquí se ha dicho que el Gobierno puede reponer el proyecto. Es cierto. Ojalá no sea el mismo ni que se discuta de igual forma. 



La asociación gremial de los funcionarios municipales a nivel nacional está más fortalecida que nunca, por lo que negar su fortaleza o desconocer su representatividad sería un error. 



Hay que generar nuevas condiciones para el diálogo, ya sea en el Senado o en la Cámara de Diputados -aunque se realice de manera parcial  o completa- en aquellos aspectos donde es posible hacerlo, a fin de mejorar la condición de los funcionarios municipales -y eso los trabajadores lo saben muy bien, al igual que nosotros-, porque al final del día lo que interesa a las personas que acuden a las municipalidades -las más pobres del país, que son millones y millones- es recibir un buen servicio, una adecuada atención y que los funcionarios estén contentos con su sueldo y con la labor que desarrollan, y que no se encuentren en una situación de frustración permanente, porque estiman que su trabajo no es reconocido. 



Para eso se requiere colocar más plata. Y lo vamos a hacer cuando, efectivamente, haya garantía de que ella se va a usar como corresponde. 



Por lo tanto, veo más bien oportunidades y buenos elementos de consenso más que un panorama desolador por el retraso en que se encuentran los municipios; porque los Parlamentarios no hicieron bien la pega; porque los dirigentes sindicales no supieron valorizar en forma conveniente lo que debían aprovechar. Con tal fórmula todos pierden. Pero yo estoy con la tesis de que “todos ganan”. Si el proyecto en debate detiene su tramitación ahora  y comienza una nueva etapa, yo me la juego por la idea de que todos ganan. Y, en ese sentido, hay que revisar lo que sea necesario para un debate que garantice la dignidad de los trabajadores y que efectivamente limite el poder de los alcaldes.



Si algo no estoy dispuesto a aprobar en el Congreso es mayor poder para ellos, porque, en definitiva, ya tienen suficiente. Debemos diluir más el poder de los ediles, aumentar el control social de la ciudadanía. Todo lo destinado a incrementar dicho poder es contrario a lo que la gente quiere y, particularmente, a lo que la modernidad establece: mayor horizontalidad y mayor capacidad de decisión colectiva y no mayor centralización. 



Señor Presidente, cuando se hacen reformas -históricas, por lo demás- a instituciones tan importantes como los municipios, ellas no pueden ir en contra de los trabajadores. 



Por eso, debemos darnos una nueva oportunidad.



Voto en contra del proyecto y a favor del informe.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, hace muchos años vengo hablando en el Senado sobre la forma tan desigual en que se tratan los derechos de los trabajadores, según se desempeñen en el sector privado o en el público. 



Hay situaciones sumamente injustas en este último que si ocurrieren en el ámbito privado serían motivo de juicios por parte de la Dirección del Trabajo y, en general, de escándalo ante los legisladores.



Hace años empecé a reclamar por la situación de los trabajadores que laboran a honorarios en el sector público. Estos no tienen derecho a vacaciones, a licencias médicas, a pre y posnatal, ni a previsión, ya que no se les hacen cotizaciones. Si alguien denunciara un acto de esa naturaleza en una empresa privada, el dueño iría preso. Sin embargo, ello sucede a diario en el sector público. Es una práctica que hemos venimos denunciando hace mucho tiempo y que aún persiste.



Por otra parte, los trabajadores del Estado, en general, no cuentan con indemnización por años de servicio. Pero, a cambio de esta, tienen la protección laboral de la inamovilidad.



Cada día aumenta el número de personas a contrata en el sector público. Sin embargo, ellas carecen de dicha protección laboral y del derecho a indemnización cuando se les finiquita el contrato. O sea, se hallan en el peor de los mundos: se les puede despedir en cualquier minuto, sin que se requiera probar causales como necesidades de la empresa u otra, y se van sin recibir ni  un solo peso de indemnización. Ello, en el sector privado, también sería un escándalo.



El Gobierno y el Parlamento hemos legislado para poner límite a la cantidad de horas que puede trabajar una persona del área privada, estableciendo restricciones a las horas extraordinarias, etcétera. Pero todos conocemos las condiciones en que se desempeñan quienes laboran, por ejemplo, en los hospitales o los mismos carabineros. Estos últimos, muchas veces cumplen turnos de 12 horas, descansan igual número de horas y nuevamente tienen que volver a realizar una jornada de ese orden. Ello, en la esfera privada está absolutamente prohibido; en cambio, en la pública es pan de todos los días.



Señor Presidente, a la empresa privada se le ponen cada vez más salvaguardias para que los trabajadores no sean maltratados. Hay normas que los protegen de la discriminación, del menoscabo, pudiendo reclamar en distintas instancias, ir a juicios, etcétera.

El señor ÁVILA.- ¡Pero no sirve de nada!

La señora MATTHEI.- Por lo menos, tienen “derecho a pataleo”. Los funcionarios públicos carecen de una instancia donde ir a reclamar. Si lo hacen, el jefe los despide. Y en muchos municipios pequeños, si reclaman, los echan, y no solo no consiguen trabajo en ninguna parte, sino que, además, los persiguen en cualquier tipo de actividad que emprendan.



Por lo tanto, es inaceptable la desigualdad con que se trata a los trabajadores estatales respecto a los del ámbito privado.



Por otra parte, el Ejecutivo promueve la sindicalización, la negociación colectiva, el derecho a huelga, pero solo en la empresa privada, porque en el sector público desea que ojalá haya total flexibilidad, sin derecho a huelga, ni a nada.



La Concertación sostiene una y otra vez que está preocupada de los derechos de los trabajadores. Pero, en verdad, cuando se hallan bajo su dependencia, cuando se trata de funcionarios públicos a los cuales con meros actos administrativos podría cambiar su situación, sencillamente no hace nada.



Señor Presidente, ya es hora de analizar la forma en que se trata a los trabajadores, el equilibrio adecuado entre protección laboral y el despido injustificado, el monto que debiera pagarse por concepto de indemnización por años de servicio, etcétera. Todas son materias que pueden conversarse en forma global. 



Cuando aquí se nos señala que un municipio debe ir adaptándose a los problemas que van surgiendo en la sociedad, lo entendemos; pero resulta que las empresas privadas tienen esa misma necesidad. Entonces, ¿por qué se aplica un criterio tan distinto entre las entidades edilicias y el sector privado?



En las municipalidades se quiere dar facultad absoluta al alcalde para nombrar y despedir al personal, ordenar la planta, etcétera, lo que quiera hacer con los funcionarios. En cambio, en la empresa privada no es posible eso. Y si se llegara a despedir a alguien, habría que pagarle indemnización por años de servicio. ¿Por qué ese criterio tan distinto? ¿Por qué esa filosofía tan diferente?



Señor Presidente, no voy a apoyar el proyecto, pues lo que pretende es absolutamente inaceptable.



No obstante, deseo insistir en algo que vengo señalando hace años: ya es hora de tratar estos temas en profundidad, en forma global, inclusiva. Porque, si bien las necesidades de adaptación las tienen todos: los ministerios, los municipios, las empresas privadas y las fiscales, etcétera, no es menos cierto que los trabajadores, tanto del sector privado como del público, también requieren contar con determinadas garantías, con cierta tranquilidad. Sin embargo, esta vara tan distinta que se pretende aplicar aquí es absolutamente inaceptable.



Por eso, voto a favor del informe de la Comisión, rechazando la iniciativa.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, lamento que respecto al proyecto en análisis, que ha tenido una larga discusión en el Parlamento y que constituye una deuda del Congreso con el artículo 121 de la Constitución Política, no hayamos sido capaces ni siquiera de aprobar la idea de legislar. 



Hemos ocupado dos sesiones completas solo para tratar esta materia.



Me parece que avanzábamos con la iniciativa de ley. Aquí correspondía aprobarla en general. Y después seguían otros trámites: discusiones en la Comisión, en la Sala, y luego, pasaba a la Cámara de Diputados. Es decir, todavía había un largo camino que recorrer.



 Pero, si ni siquiera aprobamos la idea de legislar, ¿de qué estamos hablando?



El problema es que existe un sentimiento generalizado            antialcaldes. Nadie los quiere. Dicen que son prepotentes, dictadores. Y, precisamente, es ese sentimiento el que lleva a discutir cualquier problema de las municipalidades con animadversión.



Sin embargo, no cabe duda de que las entidades edilicias, las comunas, son órganos muy importantes. Y lo que aquí se pretendía era avanzar en la modernización, adecuar las plantas de personal -muchas de ellas estrangulándose- que datan de 1994.



No todo era malo en el proyecto. Hoy el señor Ministro del Interior señaló los aportes que hacía el Gobierno para la modernización: entrega 126 mil millones de pesos, por un lado; 21 mil millones anuales, por otro, justamente para fortalecer al personal durante los próximos 6 años.



Asimismo, deseo resaltar algunas cosas.



Hace unos días se acercó a conversar conmigo un funcionario del Senado que lleva 45 años de servicio. Me dijo: “Me voy a ir”. ¡Recibirá 11 sueldos por concepto de indemnización! ¿Cuánto se otorga en el sector privado? ¡11 meses también! ¿Y qué cantidad se propone dar a los funcionarios municipales? ¡22 meses de indemnización, si se quieren ir!



¡Eso va en el proyecto…!



--(Manifestaciones en tribunas).



¡Va en el proyecto! ¡22 meses de indemnización! ¡Ni siquiera lo saben quienes me escuchan en las tribunas, pero eso va aquí! ¡Y hay muchas materias respecto de las cuales no están enterados los señores Senadores! Porque ellas son analizadas en la Comisión y los miembros del Senado que no la conforman no tienen mucho conocimiento al respecto. Pero que lo sepan o lo averigüen posteriormente: muchos de los que podrían haberse retirado habrían recibido una indemnización equivalente a 22 sueldos mensuales. Pero ahora no podrán contar con ella.

     

¡No era una mala indemnización!



Estoy de acuerdo en que las remuneraciones de los funcionarios municipales no son las mejores. Es más, también sabemos que muchas de ellas son inferiores al salario mínimo. ¡Es una injusticia! ¡Eso es lo que se pretende reparar con esta iniciativa! Lamentablemente, ni siquiera se ha podido aprobar la idea de legislar.



Alguien habló de las horas extraordinarias. ¡Pero si los municipios no disponen de facultades para pagar horas extraordinarias! Para ello deben pedir autorización al Ministerio de Hacienda. Todo tiene que ser autorizado por una ley o por negociaciones del Ministerio de Educación, o del Ministerio de Salud, o por el Gobierno a través de normativas que aprobamos en el Parlamento.



¡Las municipalidades no tienen facultad alguna, salvo la de cumplir con la ley!



Señor Presidente, tal como señaló claramente el Honorable señor Larraín, si se rechaza ahora el proyecto nada impide volver a presentarlo antes del transcurso de un año. Es posible hacerlo en la Cámara de Diputados.  Ojalá pasadas las elecciones municipales y en la forma más consensuada posible, porque esta iniciativa era buena para las entidades edilicias y la modernización del Estado, y muy conveniente para los trabajadores que se desempeñan en ellas.



Naturalmente, soy un hombre de palabra y mantengo mis principios. Creo en la modernización. Por eso, voy a rechazar el informe de la Comisión, para dar a entender que abrigo la esperanza de que aquella llegue algún día a los municipios del país.



Voto que no.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, hemos discutido esta materia durante largas sesiones, y pienso que, en lo sustantivo, todos los argumentos han sido mencionados.



A estas alturas, simplemente deseo capitular algunas ideas.



Hoy culmina una extensa jornada, que se inició en 1997, cuando se aprobó una reforma constitucional que modificó el artículo 110 -actual 121- de la Constitución, que buscaba precisamente lo que tantas veces se ha señalado aquí: modernizar los municipios, darles instrumentos para adecuar sus estructuras, su personal, a fin de otorgar una mejor respuesta de servicio a la comunidad.



Desde entonces ha habido un proceso muy largo, primero, para que el Gobierno cumpliera su obligación de presentar un proyecto de ley que diera curso a dicha reforma constitucional. Debieron transcurrir más de siete años para que lo presentara. Solo lo hizo a fines de 2004. Y hoy, casi cuatro años después, se llega a votar en general el nuevo primer informe de la iniciativa que nos ocupa.



¿Qué nos refleja esta gran demora para poner en marcha un proceso de tanta importancia como es la modernización municipal?



Algo muy elemental: no había acuerdo. Al final, se buscó imponer una forma de resolver esta materia sin que las partes hubieran alcanzado el consenso. Y para mi gusto, el Senado, afortunadamente con muy buen criterio, ha decidido rechazar esta iniciativa.



Porque no es dable modernizar los municipios creando un clima de incertidumbre y de inestabilidad al interior de cada una de las comunas del país. No es sinónimo de modernización, ni de flexibilidad, ni de otorgamiento de mayor autonomía y fuerza a aquellos, el generar inestabilidad e incertidumbre en todos los trabajadores municipales de Chile.



¡Eso no puede llamarse modernización!



Y desde el mismo minuto en que el proyecto fue elaborado a espaldas de esos trabajadores, resulta imposible pensar que este pudiera ser aprobado.



Me parece que tanto el actual Gobierno como el anterior no han tenido la sensibilidad suficiente para entender algo muy evidente: estas cosas se hacen conversando. 



¿De qué diálogo me hablan quienes ya se ausentaron de la Sala, cuando no pueden dar la cara para defender sus proyectos? ¿Qué diálogo hay si después de años no ha sido posible sentarnos alrededor de una mesa?



He sido testigo, desde muchas posiciones en que me ha tocado participar en el Senado, en diversos congresos y con los trabajadores municipales en mi Región, de la voluntad que ellos manifiestan para discutir y conversar propuestas concretas.



Sin embargo, nada de eso ha ocurrido, porque ni este Gobierno ni el anterior los han escuchado.



Eso explica que el proceso de modernización esté trunco. Porque esta es una mesa de tres patas donde ha fallado una. Es importante que participen el Gobierno y los alcaldes y concejales, pero también lo es el que lo hagan los trabajadores municipales. Si no están las tres patas, se cae la mesa. Y eso ha ocurrido ahora: hoy se corona el término de este proceso porque no estuvieron todas las partes sentadas en torno a ella.



Queremos una modernización adecuada, que permita descentralizar, otorgarles atribuciones, competencias y recursos a los municipios. Pero nada de eso hay detrás del proyecto que nos ocupa.



Además, deseamos que se entienda que es factible establecer una organización apropiada a la realidad comunal, sin desvirtuar las estructuras básicas y esenciales que han de ser comunes en todos los municipios del país.



Y, fundamentalmente, queremos que se incorporen ciertos principios con los trabajadores en las plantas municipales. Tales principios deben suponer, entre otras consideraciones, la estabilidad. Y no se garantiza la estabilidad de los funcionarios cuando depende de la mayoría de un concejo municipal.



Asimismo, deseamos que se incorpore el mérito, y terminar de una vez por todas con los cuoteos, los pitutos y otras formas similares de designación y promoción de los trabajadores, como desgraciadamente ocurre en la gran mayoría de los municipios.



Adicionalmente, anhelamos -como se ha reiterado aquí- la existencia de remuneraciones justas, pues no las hay. Los empleados municipales -lo saben quienes están aquí- perciben los peores ingresos del sector público chileno. Las mismas funciones se pagan en forma muy desmejorada en el municipio, en comparación con cualquier otro servicio público del país. 



Eso constituye simplemente una injusticia, de la cual el Estado debe hacerse cargo, y no lo ha hecho. Por eso, a la hora de jubilar, se notan las diferencias. Todavía es poca la compensación -desgraciadamente no está presente el Senador señor Sabag- que se concede en este proyecto. Y por eso hemos planteado la necesidad de revisar tal situación.



No solo hay que mejorar el financiamiento de los municipios, también deben disponerse muchos recursos para hacer posible una transformación justa de las plantas municipales.



Finalmente, la modernización de las plantas no solamente requiere estabilidad, criterios de mérito, remuneración justa, sino también participación en la transformación y, de modo permanente,  en los procesos de negociación colectiva justa, a lo que el Gobierno ha terminado por acceder muy renuentemente, en forma tardía e insuficiente.



Por eso, no queda más que rechazar este proyecto, y ello no significa que todo concluye. Estoy de acuerdo con el Senador señor Navarro. Aquí hay una oportunidad para abrir un proceso nuevo. En efecto, y contrariamente a lo sostenido por el Honorable señor Pizarro en la sesión pasada, el rechazo de esta iniciativa implica que en esta Corporación no se puede volver a revisar hasta dentro de un año. Al parecer, Su Señoría estaba todavía en la Constitución de 1925, porque la de 1980 permite que este proyecto pueda presentarse en la Cámara de Diputados.



¿De qué depende ello? De nuevo volvemos a lo que ha faltado desde un principio: de la voluntad de llegar a acuerdos y entendimientos.



Señor Presidente, quiero que este rechazo signifique una lección que les permita a nuestro Gobierno y a los parlamentarios de la Concertación entender que hoy es posible avanzar en la modernización, en el mejoramiento de los municipios. No obstante, para eso se requiere conversar y dialogar con los trabajadores municipales, no solo con los alcaldes. Mientras ello no ocurra, no habrá progreso. Pero si hay tal participación, estoy seguro de que lograremos una modernización municipal adecuada.



Si el Gobierno, a partir de este proyecto y de los planteamientos de los funcionarios, abre un proceso y manifiesta la voluntad de sentarse a negociar, a conversar con aquellos y con los municipios, también podrá contar con nuestros especialistas y técnicos para apoyar dicho mecanismo y llegar finalmente a la municipalidad moderna que Chile requiere, que supone asimismo justicia para sus trabajadores.



Voto a favor del informe de la Comisión de Gobierno y, por consiguiente, contra el proyecto.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).-  Tiene la palabra el Senador señor  Arancibia.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, iniciaré mi intervención con una suerte de muletilla que he venido usando en los últimos tiempos cuando veo debates tan extensos, con participación de prácticamente todos los miembros de esta Corporación: me da no sé qué no decir algo sobre el punto en debate.



La verdad es que en tales casos entro en un problema personal: de un lado, por el respeto que debo a quienes nos escuchan desde las tribunas o a través del Canal de Televisión del Senado -¡todos tienen una paciencia impresionante para escuchar nuestras discusiones…!-, y de otro, por la necesidad (reitero) de expresar algo.



Yo concuerdo con el Senador Navarro -¡me ocurre de tanto en tanto…!- en que, dados los años de tramitación que lleva el proyecto, es imposible que no haya existido participación de los interesados.



En lo que sí deberíamos convenir todos es en que, independiente de la participación que puedan haber tenido los trabajadores municipales, no ha existido acuerdo, que es lo expresado por el Honorable señor Larraín.



Ahora, no habiendo acuerdo, quiero resaltar el hecho de que nosotros, Senadores de la República, somos expresión de la falta de entendimiento para hallar una solución adecuada a las distintas partes involucradas en el problema de fondo que se está discutiendo.



Yo me siento intérprete de la gente -y trato de representarla- que en determinado momento confió en mí y espera que mi participación al momento de definir su destino se conforme a sus particulares intereses, a sus creencias, a sus orientaciones, etcétera; o sea, que me convierta en expresión de su pensamiento. 



Por eso, al no haberse llegado a acuerdo entre quienes presentaron el proyecto de ley y los afectados por él, no me cabe ninguna duda de la respuesta esencial que debo dar ante el desafío que enfrentamos.



Pero iré a otro punto significativo, señor Presidente.



Debo señalar, a raíz de lo manifestado por el Senador señor Sabag, que en un principio -y los funcionarios de los municipios de mi Región saben que era así- yo estaba en la línea de aprobar la idea de legislar, pues pensaba que aceptándola íbamos a permitir la participación de los afectados por el proyecto y, mejorando posteriormente el articulado, a satisfacer sus expectativas.



No obstante, perdí confianza en la posibilidad de llegar a consenso sobre la materia porque en cierto momento me sentí traicionado debido al incumplimiento de acuerdos previos que habíamos adoptado en esta Corporación.



Por lo tanto, hoy día no creo, aunque me lo juren de rodillas, que vayan a estar abiertos para avanzar en cualquier tipo de conciliación a los efectos de satisfacer los requerimientos de las partes y que ello dé lugar a un proceso respetado por todos nosotros.



¡Aquí no se ha cumplido la palabra, no se han cumplido los acuerdos! ¡Y yo no voy a exponer los deseos y los derechos de los trabajadores municipales de Chile para que nuevamente, producto de un engaño, los veamos menoscabados en sus intereses!



Por eso, voto a favor del informe de la Comisión y contra el proyecto.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión de Gobierno, que rechaza la idea de legislar (24 votos contra 8 y una abstención).



Votaron por la afirmativa la señora Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Espina, Flores, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide y Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores Escalona, Frei, Gazmuri, Naranjo, Núñez, Ominami, Pizarro y Sabag.



Se abstuvo el señor Letelier.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- El proyecto quedó rechazado.


--(Aplausos en las tribunas).
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El Honorable señor Bianchi hizo llegar a la Mesa una nota mediante la cual expresa que el Senador señor Cantero votó “No” en la primera oportunidad -cuando se entendía que pronunciarse negativamente significaba rechazar el proyecto- y posteriormente, debido a que tuvo que retirarse para cumplir un compromiso, no pudo participar en la votación definitiva.



La nota de Su Señoría concluye expresando que es evidente la intención del Senador señor Cantero de rechazar el proyecto.



--(Aplausos en tribunas).

APOYO A DESIGNACIÓN DE DON FRANCISCO ORREGO VICUÑA 
COMO JUEZ AD HOC ANTE TRIBUNAL DE LA HAYA.
PROYECTO DE ACUERDO

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Ha llegado a la Mesa un proyecto de acuerdo presentado por los Honorables señores Romero, Ávila, Flores, Gazmuri, Gómez, Larraín y Zaldívar para respaldar la designación del abogado y académico señor Francisco Orrego Vicuña como juez ad hoc ante el Tribunal Internacional de La Haya. (Véase en los Anexos, documento 16).
El señor ROMERO.-  ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).-  Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ROMERO.-  Señor Presidente, le solicito que recabe el asentimiento de la Sala para votar hoy día el proyecto de acuerdo, dadas las características de la nominación.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).-  Si le pareciera a la Sala, lo votaríamos de inmediato.

El señor NARANJO.- No, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- 
El Senador señor Naranjo ha manifestado oposición.



Tiene la palabra Su Señoría.

El señor NARANJO.-  Señor Presidente, la tramitación de estos asuntos obedece a un reglamento. No me parece adecuado sentar el precedente de saltarse el procedimiento establecido, según el cual cada proyecto de acuerdo debe pasar a la Comisión respectiva, para luego, evacuado el informe, ser votado en la Sala.



Por eso, no soy partidario de votar ahora el proyecto en comento, porque con ello se salta una instancia que nosotros mismos fijamos.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Entonces, dada la oposición del Honorable señor Naranjo, que se enmarca dentro de la reglamentación existente, el proyecto de acuerdo individualizado por el señor Secretario pasará a la Comisión respectiva.


--El proyecto de acuerdo pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminado el Orden del Día.

>
<<VI. TIEMPO DE VOTACIONES>
<PREOCUPACIÓN POR DERECHOS Y LIBERTAD RELIGIOSA 

EN CHINA. PROYECTO DE ACUERDO
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Corresponde ocuparse en un proyecto de acuerdo presentado por los Honorables señores Naranjo, Horvath y Prokurica.

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1091-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 38ª, en 29 de julio de 2008.


En sesión 42ª, en 6 de agosto de 2008 (queda pendiente su votación)
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que instruya al Ministerio de Relaciones Exteriores respecto a la necesidad de hacer presente en los distintos foros internacionales “nuestra preocupación por la situación de los derechos y la libertad religiosa en la República Popular China.”.



La votación de este asunto quedó pendiente en la sesión anterior.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Hago presente que en estos momentos hay 19 Senadores presentes en la Sala.



En votación el proyecto de acuerdo.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el proyecto de acuerdo (8 votos contra 3).



Votaron por la negativa los señores Gazmuri, Girardi, Kuschel, Letelier, Muñoz Barra, Navarro, Ominami y Romero.


Votaron por la afirmativa los señores Horvath, Naranjo y Prokurica.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Hago presente que al iniciarse la votación había 19 señores Senadores en la Sala.>>
<<VII. INCIDENTES>
<PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)------------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ESPINA:



Al señor Ministro del Interior, solicitándole informar sobre EVALUACIÓN POR CESC A PROGRAMA PREVIENE, DE CONACE, EJECUTADO ENTRE ENERO Y OCTUBRE DE 2006. Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiéndole REPARACIÓN DE CAMINOS VECINALES DE COMUNA DE LUMACO Y DE PUENTE ESQUILLUCO-PELLAHUÉN. Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, requiriéndole estudiar posibilidad de INSTALACIÓN DE ANTENA DE TELEFONÍA MÓVIL EN PICHI-PELLAHUÉN. Y al señor Fiscal del Ministerio Público de La Araucanía, solicitándole información relacionada con DELITOS EN COMUNAS DE CURACAUTÍN, LAUTARO, VICTORIA, TRAIGUÉN, ANGOL Y COLLIPULLI.



Del señor HORVATH:



A los señores Ministros de Defensa Nacional y de Obras Públicas y a la señora Delegada Presidencial por la Emergencia de Chaitén, pidiéndoles REPARACIÓN DE CAMINO CHAITÉN-CALETA GONZALO Y RECONSTRUCCIÓN DE ACCESOS A PUENTES CAROL URZÚA, LOS GIGIOS Y RAYAS. A la señora Ministra de Educación, planteándole PAGO DE BONIFICACIÓN POR EXCELENCIA ACADÉMICA SIN SUJECIÓN A NÚMERO DE ALUMNOS DE CADA ESCUELA. Al señor Ministro de Obras Públicas y a la señora Subsecretaria de Marina, solicitándoles FLEXIBILIZACIÓN DE EXIGENCIAS A NAVIERA AUSTRAL PARA OPERACIÓN DE MOTONAVE DON BALDO ENTRE QUELLÓN Y PUERTO CHACABUCO. Y al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, pidiéndole ENVÍO A PARLAMENTO DE PROYECTO PARA AUMENTO DE PARQUE DE TAXIS BÁSICOS, COLECTIVOS Y RADIOTAXIS EN FUNCIÓN DE CRECIMIENTO DE CENTROS POBLADOS DEL PAÍS.
)------------------(
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Socialista, que dispone de 20 minutos.



Tiene la palabra el Honorable señor Naranjo. >
<
RECHAZO DE SENADO A PROYECTO DE ACUERDO SOBRE 

SITUACIÓN DE DERECHOS HUMANOS EN CHINA

El señor NARANJO.- Señor Presidente, me voy a referir al rechazo que la Sala acaba de expresar al proyecto de acuerdo mediante el cual se solicitaba a la Presidenta de la República instruir al Canciller para hacer presente en los foros internacionales nuestra preocupación por la situación de los derechos y la libertad religiosa en la República Popular China.



Me parece del todo preocupante que ahora, cuando más que nunca es posible observar cómo en ese país se violan los derechos humanos (ello, justamente a raíz de la oportunidad que todas las naciones del mundo, gracias al ingreso de la prensa internacional a territorio chino, han tenido para reportear también sobre la situación real que allí se vive en aquel ámbito), el Honorable Senado rechace nuevamente un proyecto de acuerdo relativo a dicha materia.



Por cuarta vez -y quiero decirlo con mucha precisión-, parlamentarios de diversas tendencias políticas se  han unido  para permitir -no puedo expresarlo de otra manera- que en China se siga atropellando los derechos humanos.



No sé si eso habla bien de esta Alta Corporación, pero, en mi concepto, le resta autoridad moral para referirse a casos similares que puedan ocurrir el día de mañana en otras naciones.



Por ejemplo, ¿con qué autoridad moral el Senado va a condenar en el futuro las violaciones a los derechos humanos en Cuba, en circunstancias de que ahora hace la vista gorda con lo que sucede en China? ¿Qué valor moral tendría su condena, cuando, claramente, estaría influenciada por pequeños intereses políticos?



¿Qué valor tendría si más adelante esta Alta Corporación se refiriera a las violaciones sistemáticas de derechos humanos acaecidas en cualquier lugar del mundo si hoy no posee capacidad, coraje, fuerza, decisión para actuar en idéntica forma en el caso de China?



Tal vez ahora no condena lo que ocurre en China porque no es un país pequeño como Cuba o Venezuela.



Todos hemos sido testigos del estado policial que se vive en la nación asiática. A través de imágenes televisivas hemos visto cómo ahí se restringen la libertad de desplazamiento, la libertad de opinión, la libertad de expresión.



El proyecto de acuerdo en comento, señor Presidente, tenía una motivación muy pequeña. Ni siquiera se refería al problema del Tíbet. Solo buscaba que en China se permitiera la libertad religiosa; que, como ocurre en la mayoría de los lugares del orbe, quienes tienen determinado pensamiento a ese respecto pudieran manifestarlo sin ser perseguidos.



Así que lamento de manera muy profunda lo sucedido esta tarde, porque me parece que directa o indirectamente, como institución, nos estamos haciendo un inmenso daño, que el día de mañana, en algún momento, habremos de lamentar.



No me parece bueno que, ante situaciones mucho menos delicadas acontecidas en otros países, el Senado se haya atrevido a condenar violaciones a los derechos humanos.



Yo impulsé un proyecto para condenar la clausura de un canal de televisión en Venezuela; una cuestión menor. Sin embargo, cuando tenemos pleno conocimiento de que en la República Popular China no hay libertad de expresión, ni derecho de reunión, ni prensa libre, ni libertad religiosa, ni derecho a organizarse en entidades distintas del partido único imperante, esta Corporación ha preferido agachar la cabeza, guardar silencio, hacerse cómplice de las violaciones a los derechos humanos que hoy se registran allí.



Creo que eso, señor Presidente -insisto-, no nos deja en buen pie, no nos prestigia como institución.



O sea, cuando se trata de países pequeños que no tienen mucha influencia en el campo internacional ni en el comercial, ahí sí el Senado se atreve a condenar las trasgresiones a los derechos humanos. Pero en el caso de una potencia como China, que en forma reiterada ha aplicado una política de Estado para violar sistemáticamente los derechos humanos, se guarda silencio, se prefiere esconder la cabeza, se opta por no pronunciarse.



¿Por temor a qué, señor Presidente? ¿A qué se le tiene miedo? ¿Qué mueve a parlamentarios de las más diversas tendencias a hacer causa común en aquello?  Porque aquí  se han unido  la Derecha, la Izquierda y el Centro -¡miren qué curioso!- para negar que en China se violan los derechos humanos.



¿Qué intereses tan grandes tiene Chile? ¿Qué influencias tan de peso ejerce China para llevar a que Senadores de muy diferentes posiciones políticas nieguen que ahí no se respetan las libertades más fundamentales?



Lo lamento mucho, señor Presidente. 



Por mi parte, me mantendré en mi conducta de seguir presentando proyectos de acuerdo hasta que alguna vez esta Honorable Corporación sea capaz de reconocer que en China se violan los derechos humanos.



He dicho.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En el tiempo restante del Comité Socialista, tiene la palabra el Senador señor Navarro.>
<
INQUIETUD POR RESULTADO DE INVESTIGACIÓN SOBRE MUERTE

DE TRABAJADOR FORESTAL RODRIGO CISTERNAS. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido que se oficie al Ministerio de Defensa, y en particular a Carabineros de Chile, a fin de que nos informe de los antecedentes que tiene respecto a lo acontecido en 2006 en la provincia de Arauco, donde perdió la vida, producto de disparos realizados por efectivos de dicha Institución, el trabajador forestal Rodrigo Cisternas.



Se siguió un sumario, actuó la Fiscalía Militar. Entiendo que Carabineros puede contar con antecedentes, lo mismo que el gobierno de la Región del Biobío. Hay mucha inquietud por el resultado de la investigación. Al parecer, no se establecieron responsables y no fue posible identificar a los autores de los disparos efectuados con una subametralladora contra Rodrigo Cisternas, quien montaba un cargador frontal.



Todos los trabajadores forestales, en especial los adscritos a la USINFA, que agrupa a más de 7 mil afiliados, me han manifestado reiteradamente -los últimos, a través de su presidente, Juan Miranda- su preocupación por el resultado de la investigación, pues existe el anhelo de que se esclarezca la verdad y se establezcan las responsabilidades pertinentes.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.>
<
APOYO A TRABAJADORES FORESTALES HERIDOS EN 

JORNADAS DE MOVILIZACIÓN. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido que se oficie a los Ministerios del Interior y del Trabajo para que señalen si han generado acciones de carácter social en apoyo a los trabajadores Víctor Varela, quien, con su pierna izquierda prácticamente paralizada, se encuentra sin trabajo, enfrenta severas dificultades y tiene posibilidades de quedar inválido, y Gastón Avello, que perdió un ojo producto del impacto de una bomba lacrimógena. Ambos participaban en jornadas de movilización de la época -año 2006- en torno a demandas de negociación interempresas levantadas por el sector forestal mediante una solicitud que se efectuó a un importante conjunto de empresas del rubro, entre ellas Forestal Arauco.



Hay mucha inquietud por lo que va a pasar con esos trabajadores, los cuales han quedado abandonados.



Espero que el Gobierno pueda brindarles algún tipo de ayuda, aparte de la investigación necesaria para establecer las responsabilidades que se decanten de los hechos, en particular tras la muerte de Rodrigo Cisternas, caso en el cual las diligencias son llevadas a cabo por la Fiscalía Militar. Si esa etapa ha concluido, me gustaría acceder al informe respectivo, a través de Carabineros o de la propia Fiscalía, a fin de interiorizarme más en detalle de lo que sucedió.



Tuve ocasión de conocer muy de cerca la situación acaecida. Pudo haber sido peor. Lamentablemente, se terminó en la pérdida de la vida de un trabajador y en otros lesionados de distinta gravedad, algunos de ellos muy complicados.



Tratándose de Gastón Avello, este ha presentado licencias médicas sucesivas, pero muchas de ellas no han sido pagadas. Quisiera solicitar también a la COMPIN que me informara cuántas son las que le han cancelado, dado que las condiciones en que sufrió su herida son las que todos conocemos.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.>
<

ESTUDIO DE RÉGIMEN DE TRABAJO PESADO


EN SECTOR FORESTAL. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero que se oficie a la Comisión Ergonómica Nacional, encargada de calificar los trabajos pesados, a fin de que nos dé a conocer sus resoluciones respecto del sector forestal. Claramente, es un ámbito en donde después de los 50 ó 55 años no cabe ninguna posibilidad de que el trabajador se mantenga activo -si parte a los 18 ó 20 años, lleva más de 30 años de esfuerzo-, pues lo pesado de la carga y las destrezas requeridas exigen una agilidad física y mental que ya no posee.



Para tales efectos existe la ley de trabajos pesados, pero la Comisión Ergonómica presenta dificultades en la calificación. Y algunos empleadores se valen de artimañas, como la de cambiar levemente la denominación del oficio, para obligar a repetir todo el procedimiento de calificación de ese sector laboral.



El sistema funciona con las tres partes, pues aportan el trabajador, el empleador y el Estado. Por lo tanto, no se trata de una carga solo del empleador. Se requiere una política de difusión, sobre todo hacia los subcontratistas del sector forestal, para explicarles que el beneficio reconocido por el trabajo pesado, que incorpora un año por cada cinco a la jubilación de los trabajadores, no sale de sus bolsillos. Hay una carga compartida, orientada a la búsqueda de justicia, de retribución, con relación a quienes, dadas las características esencialmente duras de su actividad, de gran exposición de su integridad física, sufren el rigor de llevarla a cabo y quedan incapacitados mucho antes de los 65 años.



Por lo tanto, solicito a la Comisión Ergonómica Nacional y a la Subsecretaría de Previsión Social, en el Ministerio del Trabajo, un listado de todos los trabajadores del sector forestal acogidos al régimen de labores pesadas y que se especifique cuántos están postulando, cuántos han sido beneficiarios del sistema, cuántos han jubilado, monto de las pensiones, en fin, todo lo que nos permita recabar mayores antecedentes para perfeccionar la ley, si es necesario, porque queremos que esta funcione a cabalidad en el sector forestal, particularmente de la Región del Biobío, donde se concentra gran parte de la actividad referida.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.>
<

ESTADO DE PROYECTO SOBRE TRABAJADORES RECOLECTORES

DE BASURA. OFICIOS Y COMUNICACIÓN
El señor NAVARRO.- En seguida, solicito que se oficie al señor Ministro Secretario General de la Presidencia, a fin de que nos dé cuenta del avance que ha tenido el proyecto de ley relativo a quienes se desempeñan recolectando basura. El 21 de mayo, la Primera Mandataria, con mucha alegría de miles de ellos -solo en Santiago hay 18 mil-, anunció que se presentaría tal iniciativa.



Estos trabajadores trotan 24, 26, 30 kilómetros diarios al lado de los camiones y requieren también un tratamiento especial, sobre todo respecto de las licitaciones que disponen las municipalidades y en las que participan diversas empresas. En caso de cambios en la municipalidad o la empresa, son ellos los que se ven afectados. Tienen contratos de muy corta duración, carecen de condiciones laborales mínimas y, generalmente, dado el proceso de competencia en la licitación, los precios se ajustan hacia abajo y son esas personas las que efectivamente pagan el costo.



Se requiere un pacto social. Y muchos alcaldes han contraído un compromiso, pero no han podido cumplirlo. Lo saben muy bien los trabajadores recolectores de basura de Santiago.



Espero que el señor Ministro pueda enviarnos copia del proyecto de ley y darnos cuenta formalmente de los avances que ha experimentado, porque queremos que el Parlamento debata una legislación que permita regular, en especial, el sistema de contratación, en la medida en que el problema de la basura es tan importante como el de la electricidad y el agua.



Pido, señor Presidente, que se envíe copia de mi intervención a la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, a quien le expresé que los servicios de electricidad y de agua, así como el de recolección de basura, debieran ser de pago obligatorio para los municipios, y la SUBDERE debiera contemplar recursos calificados, individualizados, para cancelarlos a tiempo.



Esto último, en muchos casos, se hace con posterioridad. Los alcaldes se endeudan y no pagan la electricidad, el agua, la recolección de basura. El costo lo sufren los estudiantes, que carecen de electricidad, y los establecimientos de enseñanza básica, que no cuentan con agua. Y, en el caso a que hago referencia, recae también en los trabajadores, porque si el municipio no les paga a las empresas la extracción, transporte y disposición final de la basura, la verdad es que estas asumen la misma posición con los trabajadores. Y ello sucede a menudo en un número importante de municipios. No importa el tamaño de la empresa: ocurre igual.



Por lo tanto, será muy importante un proyecto de ley que regule la forma en que la SUBDERE cancele esos servicios. Y, en especial, será relevante la protección de las condiciones laborales de dichos trabajadores, que llegan a desempeñarse 14 o más horas al día sin ningún tipo de control.



Asimismo, solicito que la Dirección del Trabajo, si dispone de antecedentes acerca de una evaluación de fiscalización que haya realizado, los haga llegar, para saber exactamente qué es lo que ese organismo ha regulado en el ámbito del sector laboral que nos ocupa.



--Se anuncia el envío de los oficios y comunicación solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.>
<

CREACIÓN DE NUEVAS COMUNAS EN REGIÓN DEL BIOBÍO. OFICIO
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido que la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo nos proporcione los informes que dan cuenta de la constitución de nuevas comunas como Cholchol, San Pedro de la Paz, Chiguayante, con todos los elementos que determinan el procedimiento por el cual un sector de una comuna puede transformarse también en una de ellas.



Al respecto, señalo el caso de Dichato, en la comuna de Tomé, y el de Paillihue, en la comuna de Los Ángeles, ambos de la Región del Biobío. Un grupo importante de vecinos, dada la extraordinaria postergación que han sufrido de parte de sus municipios, buscan constituirse en comuna.



Por tanto, solicito que dicho organismo nos envíe los estudios de que disponga, tanto en relación con el caso de Dichato, en la comuna de Tomé, provincia de Concepción, como en el de Paillihue, en la comuna de Los Ángeles, provincia del Biobío.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.>
<

PLANTEAMIENTOS DE ASEXMA BIOBÍO. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quisiera llamar la atención de la Sala respecto de lo planteado por ASEXMA Biobío, una asociación de pequeños empresarios que ha expuesto reiteradamente que las condiciones para optar a un crédito siguen siendo muy difíciles. No existe una línea para poder obtenerlo, ni a través de la CORFO ni de la banca privada, que logre complementar las necesidades que enfrenta el sector con un objetivo que se ha vuelto prioritario en la Región: dar empleo.



Solicito, señor Presidente, que la CORFO y, en especial, el Ministerio del Trabajo informen respecto del mecanismo de inspección que están aplicando con la pequeña y la mediana empresas. 



¿Qué dice ASEXMA? “No queremos eludir la ley, sino ser educados en ella. Queremos inspección, no la multa. Queremos primero que nos adviertan, que se nos capacite y enseñe”. Porque la verdad es que, cada vez que se aplica una multa, al término del día la pagan los trabajadores, ya que, de algún modo, el pequeño empresario se ajusta siempre hacia abajo.



Han planteado reiteradamente la necesidad de revisar el tipo de cambio y los forwards, instrumentos solo al alcance de los grandes grupos. Cuando se expresa que la pequeña y la mediana empresas tienen la posibilidad de acceder al crédito, a la banca, eso no es efectivo. Repito que ello lo han señalado reiteradamente y, muchas veces, con franca molestia.



Y, respecto de la capacitación, señalan que el uno por ciento asignado es un chiste, pues debería ser por lo menos de cinco por ciento, con devolución vía descuento en el IVA, ya que no pueden esperar un año para recuperar lo invertido. Observan que es el sistema empleado en Singapur.



Solicito que el SENCE evalúe el uso de la franquicia de capacitación por parte de la pequeña y la mediana empresas, y, en particular, del mecanismo de recuperación del costo invertido.



Los instrumentos del FONCAP y del SENCE deben ser más abiertos. Están llenos de trámites y papeles que hacen engorrosa su utilización.



También hacen presente lo relativo a la contratación uno a uno, o sea, el que cada microempresario contrate a un empleado más. Es un sistema que hemos planteado reiteradamente, en el sentido de que los empleos no deben ir a los municipios. El subsidio tiene que focalizarse en las pequeñas y medianas empresas, y otorgarse por la contratación de un trabajador adicional. Eso hace posible el trabajo real, no de papel, virtual.



Se insiste, señor Presidente, en que el pago de facturas sigue siendo dilatado por el sector privado.



Por su parte, la Primera Mandataria señaló, en su discurso del año recién pasado, que el Estado iba a pagar con 30 días de anticipación. Eso no está ocurriendo.



En consecuencia, solicito que se envíe un oficio a todas las reparticiones públicas que contratan servicios de la pequeña y la mediana empresas, a todos los ministerios, para que nos informen cuánto es el tiempo que emplean para pagar facturas a los proveedores, en particular los pequeños y los medianos.



En ese sentido, ASEXMA señaló claramente que la CORFO debe cambiar los instrumentos de comparación entre las grandes empresas y las pymes.



Es necesario revisar las deudas de estas últimas, que exista un mayor trabajo de colaboración entre la pequeña y la mediana empresas y la CORFO, y reexaminar los elementos de capacitación.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.>
<

ENDEUDAMIENTO DE PYMES. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la Confederación Nacional Unida de la Mediana, Pequeña, Microindustria, Servicios y Artesanado (CONUPIA), organización con la cual nos hemos reunido reiteradas veces en la Región del Biobío y a nivel nacional, ha expresado en forma insistente que los mecanismos planteados por el Parlamento para la revisión de las condiciones de desenvolvimiento del sector no contemplan un elemento clave: el endeudamiento. Sostiene que, aun cuando se ayude en todo lo que se desee, el sistema de las obligaciones contraídas establece la inviabilidad de otorgar nuevos créditos.



Por lo tanto, solicito que se oficie al señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, respecto del apoyo que se está brindando a las pequeñas y medianas empresas -en especial, con relación a su estatuto-, en cuanto a si se han elaborado propuestas necesarias para enfrentar el endeudamiento, en particular con la Tesorería General de la República, pues allí media  una facultad del Estado que puede ser utilizada.
La banca privada es otro tema.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- El Honorable señor Navarro puede hacer uso de cinco minutos para terminar.

La señora MATTHEI.- ¿No podría intervenir después de nosotros, señor Presidente?

El señor NAVARRO.- El Senador señor Ávila me cedió generosamente los ocho minutos correspondientes al Partido Radical Social Demócrata.

El señor KUSCHEL.- ¿A qué hora vamos a hablar nosotros, señor Presidente?

El señor NAVARRO.- El Senador señor Kuschel tiene todo el tiempo del mundo.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Puede proseguir, señor Senador.>
<

PROYECTOS PRODUCTIVOS CON FINANCIAMIENTO ESTATAL


Y PARTICIPACIÓN DE SECTOR PRIVADO. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, tuve la posibilidad de conocer Asturias, en España. Y la verdad es que existe un elemento que resulta extraordinario. Hace dos semanas, una misión proveniente de esa zona estuvo en la Región del Biobío y señaló claramente algo que aquí parecería imposible: el Estado, mediante la facultad de invertir directamente, puede generar negocios mixtos. Por eso, vastas zonas industriales de esa región española se complementan con inversiones en desarrollo productivo en empresas privadas, a las cuales se destina un máximo de 12 millones de dólares.



Visité la industria que fabrica los soportes de los lentes del proyecto astronómico ALMA, que se encuentra en curso, si usted lo recuerda, señor Presidente, en el norte de Chile. Y se realizan con una inversión en la que seis de los diez millones de dólares involucrados los aporta Asturias.



¿Cuál es el compromiso? El de que después de cinco años la primera opción de compra la tiene el empresario con un crédito, una vez que el proyecto ha dado resultados.



Por lo tanto, pienso que se debe innovar fuertemente en la materia e intentar vencer el dogmatismo extremo, en virtud del cual el fortalecimiento de proyectos productivos con la participación del sector privado pero con financiamiento estatal es visto como un quebrantamiento de las reglas del mercado. Creo que eso no es así. El de allá es un Gobierno liberal y existe una economía de mercado abierta y competitiva.



Solicito al gobierno de la Región del Biobío que haga llegar a los miembros de las Comisiones de Economía y de Hacienda del Senado todos los documentos del seminario realizado en conjunto con el Principado de Asturias en la Universidad de Concepción. Porque la experiencia y, en particular, el debate e intercambio entre entes privados -empresarios que están invirtiendo en Asturias- y estatales del Principado dieron cuenta de la imperiosa necesidad de que Chile evalúe, estudie y ojalá implemente el mecanismo a que hago referencia.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.>
<

TRASLADO DE PEAJE DE CHAIMÁVIDA. OFICIO

El señor NAVARRO.- Quiero insistirle una vez más al señor Ministro de Obras Públicas, señor Presidente, sobre el peaje de Chaimávida.



La verdad es que los vecinos ya no encuentran a quién creerle. Cuatro titulares de esa Cartera han señalado que la instalación no mantendrá su ubicación actual. Constituye un cuello de botella para la expansión de Concepción, ciudad que podría crecer enormemente si se eliminara.



La plaza se encuentra completamente pagada. Ha significado que, de las 54 comunas que conforman la Región del Biobío, la de Florida, ubicada inmediatamente después del peaje, sea la única con un crecimiento vegetativo negativo, es decir, allí se va más gente de la que nace.



Ello obedece a que se trata de un peaje maldito, que ha limitado el desarrollo de Concepción y de Florida. Habiéndolo solicitado insistentemente, hemos obtenido el compromiso de que sea reubicado, pues en el punto donde se halla limita el desarrollo de las dos importantes comunas recién menciondas.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.>
<

ADQUISICIÓN POR ESTADO DE CONCESIÓN


DE RUTA DE LA MADERA

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, mi insistencia al Ministro de Obras Públicas, señor Sergio Bitar, dice relación tanto al peaje de Chaimávida como a la situación de la Ruta de la Madera.



Concluyo recordando que ese camino es el primero sometido al sistema de concesiones, a principios de los años noventa. Me refiero al peaje más caro y a la ruta más insegura.



Hago presente que no se realiza ninguna inversión. De hecho, los 600 millones de pesos comprometidos por la Dirección de Vialidad para reparar el camino -cosa rara, porque es un proyecto administrado por privados- no se han depositado, continuándose sin las reparaciones básicas, lo que redunda en una gran inseguridad y un alto costo.



El señor Ministro comprometió la compra de la concesión, que todo indica que es lo más adecuado. Es decir, la primera de ellas, en la cual se tuvo que pagar efectivamente el costo del aprendizaje, no puede ser administrada por los concesionarios de la Ruta de la Madera, quienes han señalado que no pueden repararla ni mantenerla. Por lo tanto, la verdad es que ahora eso lo está haciendo el Fisco.



Prefiero, tal como lo está evaluando el Ministro señor Bitar, que la obra sea adquirida por el Estado y que se efectúen con cargo a este todos los proyectos de inversión o de modernización de que sea objeto. Tal como se encuentra, están perdiendo todos, en especial los habitantes de Santa Juana y cuantos acceden al puerto de Coronel a través de esa ruta, la cual resulta muy insegura. De haber accidentes, el Estado va a ser demandado, lo que deseo evitar, al igual que la pérdida de vidas inocentes.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra la Honorable señora Matthei.>
<

INCUMPLIMIENTO POR SERVIU DE CONTRATO DE CONSTRUCCIÓN DE VIVIENDAS SOCIALES. OFICIOS

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, solo quiero consignar que en la Región que represento se están empezando a presentar serios problemas, porque el SERVIU no está pagando a las empresas que ha contratado para la construcción de viviendas sociales. Y la verdad es que muchas de ellas se encuentran ante dificultades importantes para cancelar a trabajadores y proveedores.



Considero absoluta y totalmente inaceptable que el Estado mande a hacer proyectos, los licite, los asigne y después no pague.



En virtud de lo anterior, solicito, señor Presidente, por su intermedio, que se oficie tanto a la Dirección de Presupuestos como a los Ministerios de Hacienda y de Vivienda y Urbanismo para que expliquen por qué está sucediendo lo expuesto y cómo van a solucionarlo.



Porque algunas empresas pueden terminar quebrando y en DICOM. Y debo recordar, además, que nosotros mismos hemos dictado normas que impiden asignarles licitaciones a aquellas que se encuentran atrasadas, sobre todo, en el pago a sus trabajadores, en la integración de las cotizaciones previsionales, etcétera.



Pero si la culpa es del Fisco y no de la empresa, porque esta ha hecho todo lo que se le encomendó y el que la contrató no le está pagando, la situación resulta inaceptable.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de la señora Senadora, conforme al Reglamento.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En el turno del Comité Partido Renovación Nacional, tiene la palabra el Honorable señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, me referiré a cinco temas.>
<

ABIGEATO EN DÉCIMA REGIÓN. OFICIOS

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, el lunes de la semana pasada le hice presente al Subsecretario del Interior, señor Felipe Harboe, la comisión de actos de abigeato en la Región que represento. El último fin de semana, sin embargo, entraron en camión a un predio y robaron 25 novillos más.



El delito se comete particularmente en las provincias de Chiloé, Osorno, Palena y Llanquihue.



Creo que Carabineros está ahora efectivamente equipado con mayor número de vehículos como para controlar los accesos de las principales rutas ganaderas, las cuales son conocidas. Por consiguiente, solicito que se vigile a los cuatreros de siempre. Son los mismos los que vuelven a robar el ganado, más algunos delincuentes noveles, quienes se entusiasman ante la impunidad de sus “profesores”.



Solicito que se oficie al Ministerio del Interior, a la Intendencia de la Décima Región y a las Gobernaciones de las provincias que mencioné.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.>
<EQUIPOS DE COMUNICACIÓN PARA ADUANAS Y PUESTOS FRONTERIZOS EN PALENA Y CHAITÉN. OFICIOS
El señor KUSCHEL.- En segundo término, quiero que se oficie a los Ministerios del Interior y de Relaciones Exteriores, para que doten de equipos de comunicación a las aduanas y puestos fronterizos de Palena y Chaitén. En tales locaciones no existen esos implementos, razón por la cual a veces uno debe volver desde la frontera a la ciudad de Palena para hacer gestiones con el Ministerio.



En Futaleufú no es tan grave la situación. Pero cuesta comunicarse. 



En esos lugares no existen teléfonos públicos. Hay que usar uno particular del servicio.



Esta petición puede resultar muy útil también para el turismo.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.>
<EVENTUAL MONOPOLIO EN OPERACIÓN DE RAMPAS Y TRANSBORDADORES EN CANAL DE CHACAO. OFICIOS
El señor KUSCHEL.- En tercer lugar, pido que se oficie a los Ministerios de Obras Públicas y de Hacienda, a fin de que no se introduzca un monopolio en la gestión de las rampas -que hoy es libre- y los transbordadores en el canal de Chacao.



Lo anterior, porque se quiere llevar a cabo, a mi juicio innecesariamente, una licitación para entregar la exclusividad de estos servicios a una sola empresa.



Hoy día cualquiera puede operar ahí, ocupando las rampas, que se repararon. No quedaron muy bien, pero es lo que tenemos.



Por ejemplo, una asociación de camioneros, de autobuseros o de taxistas podría tener un transbordador y operarlo libremente en ese lugar. Y si suben excesivamente las tarifas, es posible que otra empresa se instale allí a competir. 



Sin embargo, si ese servicio queda entregado a un monopolio, como se piensa hacer, me parece que vamos a terminar en las peores condiciones.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.>
<ATRASO DE “CAMINO A CHILE”, COMUNA DE PALENA. REITERACIÓN DE OFICIO
El señor KUSCHEL.- En cuarto término, solicito, nuevamente, que se oficie al Ministerio de Obras Públicas, con el objeto de requerir que se inicien las obras del llamado “Camino a Chile”, que une Chaitén con Puerto Montt.



He planteado esta petición desde que asumí mi cargo en el Senado.



Dicha Cartera ha señalado que todavía no tiene el trazado definitivo. Pues bien, aun cuando hay sectores donde este no se conoce, existen otros, en particular de norte a sur, donde ya es posible definirlo. De caleta Pichanco al sur resulta evidente que se puede avanzar cerca de 30 kilómetros sin ninguna dificultad. Ahí pueden empezarse los trabajos.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.>
<INQUIETUD POR ALZA DE TASAS DE INTERÉS. OFICIOS
El señor KUSCHEL.- Finalmente, quiero que se oficie a los Ministerios de Economía y de Hacienda, y al Banco Central, para que adopten las medidas tendientes a evitar que se repita el “numerito” de hace 10 años, ocurrido durante la Presidencia de don Eduardo Frei, cuando, por aumentar mucho el gasto público, se elevaron excesivamente las tasas de interés.



Ahora nos encontramos ante una coyuntura similar: al parecer, el jueves el Banco Central subirá la tasa de interés.



Es cierto que hoy día la inflación se halla en aproximadamente 11 por ciento, y las tasas de interés, en 7,25 por ciento. El interés resulta negativo. Pero creo que la inflación va a empezar a ceder. De hecho, algunos precios internacionales ya lo están haciendo. 



Si el Ministerio de Hacienda cumple y no aumenta demasiado el gasto público, es probable que no sea necesaria un alza de shock en la tasa de interés, lo cual puede producirnos otra vez una pérdida de crecimiento económico, de competitividad, de participación de la fuerza laboral. Esta última, hace 10 años, intervenía en la mitad de la generación del producto, y hoy lo hace en el 37 por ciento. Tal fue el daño que ocasionó la mala política fiscal una década atrás -que puede repetirse- y la brusca alza de las tasas de interés.



Planteo esto, señor Presidente, antes de que se rompa la cadena de pagos. De hecho, en la Región que represento ya hay algunas empresas abusadoras que, ante el mayor costo de los créditos en los bancos comerciales, prefieren pagar a estos y hacer esperar uno, dos, tres o cuatro meses a los transportistas, los proveedores de redes, los proveedores de las salmoneras.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento. El señor PROKURICA (Vicepresidente).->
>
<Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:4.
Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción>
<
<A  N  E  X  O  S

DOCUMENTOS>
<
INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS  QUE APRUEBA CONVENIO ENTRE CHILE Y PARAGUAY PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PARA PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN RELACIÓN AL IMPUESTO A LA RENTA Y AL PATRIMONIO

(5609-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 3 de diciembre de 2007.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 13 de mayo de 2008, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores y por la de Hacienda, en su caso.
- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.





c) Decreto ley Nº 824, Ley sobre Impuesto a la Renta, del 31 de diciembre de 1974.





d) Decreto ley Nº 600, Estatuto de la Inversión Extranjera, del 13 de julio de 1974.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- El Mensaje señala que el Convenio en estudio es similar a los suscritos con Canadá, México, Brasil, Francia, Noruega, Corea, Ecuador, Perú, España, Polonia, Dinamarca, Croacia, Reino Unido, Nueva Zelandia, Rusia, Malasia, Suecia y Portugal, los cuales se basan en el modelo elaborado por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), con las diferencias específicas derivadas de la necesidad de cada país de adecuarlo a su propia legislación y política impositiva.





Explica el Ejecutivo que los objetivos perseguidos por el presente Convenio son: reducir la carga tributaria total a la que estén afectos los contribuyentes que desarrollan actividades transnacionales entre los Estados Contratantes; asignar los respectivos derechos de imposición entre los Estados Contratantes; otorgar estabilidad y certeza a dichos contribuyentes, respecto de su carga tributaria total y de la interpretación y aplicación de la legislación aplicable; establecer mecanismos que ayuden a prevenir la evasión fiscal por medio de la cooperación entre las administraciones tributarias de ambos Estados Contratantes; proteger a los nacionales de un Estado Contratante, que invierten en el otro Estado Contratante o desarrollen actividades en él, de discriminaciones tributarias; y establecer, mediante un procedimiento de acuerdo mutuo, la posibilidad de resolver las disputas tributarias que se produzcan en la aplicación de las disposiciones del Convenio.




El Mensaje indica que la eliminación o disminución de las trabas impositivas que afectan a las actividades e inversiones desde o hacia Chile tienen incidencias muy importantes para la economía nacional. Agrega que, por una parte, permiten o facilitan un mayor flujo de capitales, lo que redunda en una profundización y diversificación de las actividades transnacionales, especialmente respecto de aquellas actividades que involucran tecnologías avanzadas y asesorías técnicas de alto nivel, por la menor imposición que les afectaría. Añade que, por otra parte, ayudan a que nuestro país pueda constituirse en una plataforma de negocios para empresas extranjeras que quieran operar en otros países de la región.




Asimismo, manifiesta que constituye un fuerte estímulo para el inversionista y prestador de servicios residente en Chile, quien verá incrementado los beneficios fiscales a que puede acceder en caso de desarrollar actividades en Paraguay.




El Ejecutivo señala que, si bien la aplicación de estos Convenios podría suponer una disminución de la recaudación fiscal respecto de determinadas rentas, el efecto final en el ámbito presupuestario es menor. Explica que ello se debe, en primer lugar, a que las inversiones extranjeras hacia Chile se concentran mayoritariamente en actividades sujetas al pago de los impuestos de primera categoría y adicional, cuyo gravamen no se verá afectado por el Convenio, ya que, en atención a la forma en que se estructura la norma que regula la imposición de los dividendos y las remesas de utilidades de establecimientos permanentes, los límites que establece no son aplicables respecto de estas rentas, en el caso de nuestro país. Añade que, en segundo término, hay que tener presente que una menor carga tributaria incentiva el aumento de las actividades transnacionales susceptibles de ser gravadas con impuestos, con lo que se compensa la disminución inicial. Incluso más, en el ámbito presupuestario, la salida de capitales chilenos al exterior y el mayor volumen de negocios que genera, aumentan la base tributaria sobre la cual se cobran los impuestos a los residentes en Chile.




Expresa el Mensaje que este Convenio se aplica a las personas residentes de uno o de ambos Estados Contratantes, respecto a los impuestos sobre la renta y al patrimonio que los afecten. Destaca que su objetivo central es evitar la doble tributación internacional. Para lograrlo, establece en su Capítulo III, una serie de disposiciones que regulan la forma en que los Estados Contratantes se atribuyen la potestad tributaria para gravar los distintos tipos de rentas.




Agrega que, respecto de ciertos tipos de rentas, sólo uno de los Estados tiene el derecho de someterlas a imposición, siendo consideradas rentas exentas en el otro Estado. Con ello se evita la doble imposición. Añade que, respecto de las demás rentas, se establece una imposición compartida, esto es, ambos Estados tienen derecho a gravarlas, pero limitándose en algunos casos la imposición en el Estado donde la renta se origina o tiene su fuente, como ocurre con los intereses y regalías.




Hace presente el Mensaje que cuando el Convenio establece límites al derecho a gravar un tipo de renta, estos son límites máximos, manteniendo dicho Estado el derecho a establecer tasas menores o incluso no gravar dichas rentas de acuerdo a su legislación interna. En esta última situación, es decir, cuando ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición un tipo de renta, el Estado de la residencia, esto es, donde reside el perceptor de la renta, debe evitar la doble imposición por medio de los mecanismos que contempla su legislación interna, ya sea eximiendo de impuestos a las rentas de fuente externa, o bien otorgándoles un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado.




Finalmente, el Ejecutivo explica que para Chile operan los artículos 41 A, 41 B y 41 C de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que regulan el crédito que se reconoce contra el impuesto de primera categoría e impuestos finales, global complementario o adicional, por los impuestos pagados en el extranjero, para todos los tipos de rentas contempladas en el Convenio.




3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el 20 de diciembre de 2007, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 8 de enero de 2008 y aprobó, por unanimidad, el proyecto en informe.




Posteriormente, es enviado a la Comisión de Hacienda, la cual con fecha 19 de marzo de 2008, también aprobó este proyecto por unanimidad.




Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 8 de mayo de este año, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes.





4.- Instrumento Internacional.- El instrumento internacional en informe consta de un Preámbulo, siete Capítulos (con 30 artículos) y un Protocolo, que se reseñan a continuación:





En el Preámbulo, los Estados Contratantes manifiestan la intención perseguida con la suscripción del Convenio.





El Capítulo I, se refiere, por una parte, a las personas comprendidas en el Convenio, esto es, a los residentes de uno o de ambos Estados Contratantes, y, por otra, a los impuestos comprendidos por el mismo.




Dado que el Convenio sólo se aplica a los impuestos sobre la renta y al patrimonio exigibles por cada uno de los Estados Contratantes, se incluye en el artículo 2 una lista indicativa de los impuestos vigentes en ambos Estados Contratantes al momento de la firma, precisándose expresamente que el Convenio también se aplicará a impuestos de naturaleza idéntica o sustancialmente análoga que se establezcan con posterioridad a la fecha de la firma del mismo, y que se añadan a los actuales o les sustituyan. Se deja en claro que este Convenio no se aplica respecto de los impuestos indirectos o aranceles.





El Capítulo II contiene las definiciones usuales en esta clase de instrumentos. En primer lugar, las definiciones generales del Convenio; en segundo lugar, lo que ha de entenderse por residente; y, finalmente, consigna el concepto de establecimiento permanente.




En el Capítulo III, se establecen las normas relativas a la imposición de las rentas en los artículos 6 a 21.





El artículo 6 regula las rentas que un residente de un Estado Contratante obtiene de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante, incluidas las provenientes de explotaciones agrícolas o forestales, pueden gravarse en ambos Estados, sin que se aplique límite alguno para el gravamen impuesto por el Estado donde se encuentre situado el bien.




A su vez, el artículo 7 norma que los beneficios de una empresa de un Estado Contratante solamente pueden someterse a imposición en ese Estado, es decir, en aquel donde reside quien explota dicha empresa. Sin embargo, si la empresa realiza actividades en el otro Estado Contratante por medio de un establecimiento permanente situado en él, los beneficios de la empresa también pueden someterse a imposición en ese otro Estado Contratante sin límite alguno, pero sólo en la medida en que puedan atribuirse a ese establecimiento permanente. 




En todo caso, para determinar la renta sujeta a impuesto, se permite la deducción de los gastos necesarios en que se haya incurrido para la realización de los fines del establecimiento permanente, comprendidos los gastos de dirección y generales de administración para los mismos fines, tanto si se efectúan en el Estado en que se encuentre el establecimiento permanente como en otra parte.




Las rentas provenientes de la prestación de servicios por parte de una empresa, incluidos los servicios de consultorías, por intermedio de empleados u otras personas naturales encomendados por la empresa para ese fin, sólo pueden gravarse en el Estado Contratante donde reside la persona que los presta. Sin embargo, pueden gravarse también en el otro Estado Contratante si esas actividades prosiguen en el país durante un período o períodos que en total sumen o excedan de 183 días, dentro de un período cualquiera de doce meses.




Las rentas, primas o beneficios de cualquier clase de seguros o de reaseguros pueden someterse a imposición de acuerdo con la legislación de uno u otro de los Estados Contratantes y sujeto a las limitaciones que el Convenio contempla.




Por su parte, el artículo 8 establece que los beneficios procedentes de la explotación de buques, aeronaves o vehículos de transporte terrestre en tráfico internacional, sólo pueden ser gravados en el Estado Contratante donde reside la persona que explota dichos buques, aeronaves o vehículos de transporte terrestre.




El articulo 9 señala que cada Estado mantiene la facultad para proceder a la rectificación de la base imponible de las empresas asociadas (sociedades matrices y sus filiales, o sociedades sometidas a un control común), cuando su renta no refleje los beneficios reales que hubieran obtenido en el caso de ser empresas independientes.




Luego, el artículo 10 regula que los dividendos pagados por una sociedad residente de un Estado Contratante a un residente del otro Estado Contratante pueden someterse a imposición en ambos Estados. Pero respecto del Estado donde reside la sociedad que paga los dividendos, el impuesto exigido no puede exceder del 10% del importe bruto de los dividendos.





Sin embargo, se establece que esos límites no se aplicarán en el caso de Chile, que podrá aplicar el impuesto adicional de acuerdo a la legislación impositiva chilena, en la medida que el impuesto de primera categoría sea deducible contra el impuesto adicional.




En cuanto a los intereses y regalías, los artículos 11 y 12 disponen que pueden ser gravados en ambos Estados Contratantes. Sin embargo, se limita el derecho a gravarlos por parte del Estado del que procedan, si el beneficiario efectivo de los intereses o de las regalías es residente del otro Estado Contratante, en cuyo caso el impuesto exigido no puede exceder de los límites que se indican a continuación:




a. Intereses. El impuesto exigido no puede exceder del 10% del importe bruto de los intereses derivados de préstamos otorgados por bancos y compañías de seguros, regulados por la legislación respectiva de cada país, y del 15% en todos los demás casos;




b. Regalías. El impuesto exigido no puede exceder del 15% del importe bruto de las regalías pagadas.




Debe tenerse presente, sin embargo, que en el Protocolo se establece, que si Chile o Paraguay concluyen después de la entrada en vigencia del Convenio, un acuerdo o convenio con un tercer Estado por el que acuerden una tasa de impuesto sobre intereses y regalías que sea menor a la dispuesta en el Convenio, la menor tasa se aplicará para los propósitos del párrafo 2 de los artículos 11 y 12 en forma automática a los efectos del Convenio y en los términos señalados en el Acuerdo o Convenio con ese tercer Estado. Esa tasa menor no podrá, en ningún caso, ser inferior a la tasa mayor entre la tasa menor suscrita por Chile y la tasa menor suscrita por el Paraguay con terceros Estados.




El artículo 13 establece que las ganancias de capital que un residente de un Estado Contratante obtiene derivadas de la enajenación de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante, pueden gravarse en ambos Estados, sin restricciones de ninguna especie.





También pueden gravarse en ambos Estados, y sin restricciones de ninguna especie, las ganancias de capital que obtiene un residente de un Estado Contratante, derivadas de la enajenación de bienes muebles que formen parte del activo de un establecimiento permanente o de una base fija que tenga en el otro Estado Contratante, comprendidas las ganancias derivadas de la enajenación de ese establecimiento permanente o de la base fija.





Por su parte, las ganancias que obtiene un residente de un Estado Contratante, derivadas de la enajenación de títulos o derechos representativos del capital de una sociedad residente del otro Estado Contratante, pueden gravarse en ambos Estados sin límite alguno.





En cuanto al resto de las ganancias de capital, incluidas las derivadas de la enajenación de buques y aeronaves explotados en tráfico internacional, o de bienes muebles afectos a la explotación de dichos vehículos, sólo pueden someterse a imposición en el Estado Contratante donde reside el enajenante.




El artículo 14 señala que las rentas provenientes de la prestación de servicios personales independientes que efectúa una persona natural residente de un Estado Contratante, sólo pueden gravarse en ese Estado Contratante. Sin embargo, dichas rentas también pueden gravarse en el otro Estado Contratante, cuando la persona  tenga en ese otro Estado Contratante una base fija a la cual se le atribuyan las rentas, o cuando dicha persona permanezca en el otro Estado Contratante por un período o períodos que en total sumen o excedan de 183 días dentro de un período cualquiera de doce meses.




Seguidamente, el artículo 15 dispone que las rentas provenientes de un empleo, pueden gravarse tanto en el Estado de residencia como en el Estado donde se presta el servicio. Sin embargo, sólo el Estado de residencia podrá gravar esta renta cuando el perceptor permanece en el Estado donde presta el servicio por menos de 183 días, las remuneraciones se pagan por o en nombre de una persona que no sea residente de ese otro Estado y no son soportadas por un establecimiento permanente que dicha persona tenga en el otro Estado.




A continuación, los artículos 16 a 20 regulan las participaciones de directores, artistas y deportistas, pensiones, funciones públicas y estudiantes. 




Los honorarios de directores y otros pagos similares que reciba un residente de un Estado Contratante como miembro de un directorio o de un órgano similar de una sociedad residente del otro Estado Contratante, pueden gravarse en ambos Estados.





De igual forma, pueden gravarse en ambos Estados las rentas que reciba un deportista o artista residente en un Estado Contratante, por actividades realizadas en el otro Estado Contratante.





Por su parte, las pensiones pueden someterse a imposición en ambos Estados. Sin embargo, se limita el derecho a gravarlas por parte del Estado del que procedan, a un 15% del importe bruto de las pensiones.





Las remuneraciones pagadas por un Estado Contratante o por una de sus subdivisiones políticas o autoridades locales a una persona natural por servicios prestados a ese Estado, subdivisión o autoridad, sólo pueden gravarse por el Estado que paga dichas rentas.




Finalmente, las cantidades que reciba para sus gastos un estudiante que se encuentre en un Estado Contratante, que es o haya sido, inmediatamente antes de llegar a ese Estado, residente del otro Estado, no pueden gravarse en el primer Estado, siempre que procedan de fuentes situadas fuera de ese Estado.




En cuanto a las rentas no mencionadas expresamente, el artículo 21 contempla dos situaciones diversas. Si provienen de uno de los Estados Contratantes, ambos Estados tienen derecho de imposición sin ningún límite, de acuerdo a su legislación interna. Si provienen de un tercer Estado, sólo pueden ser gravadas en el Estado Contratante donde reside el perceptor de las mismas.





El Capítulo IV del Convenio, contempla sólo una disposición, que se refiere al Estado que puede someter a imposición al patrimonio. En efecto, el artículo 22 regula expresamente la imposición del patrimonio que, en el caso de estar constituido por bienes inmuebles o por bienes muebles de un establecimiento permanente o base fija que un residente de un Estado Contratante tiene en el otro Estado Contratante, pueden gravarse en ambos Estados Contratantes.




Respecto de buques, aeronaves o vehículos de transporte terrestre explotados en  tráfico internacional, bienes muebles afectos a la explotación de tales buques, aeronaves o vehículos de transporte terrestre y demás elementos del patrimonio que posea un residente de un Estado Contratante,  sólo pueden someterse a imposición en ese Estado.





Por su parte, en el Capítulo V se establecen los métodos de imputación para la eliminación de la doble imposición en el caso de Chile y en el caso del Paraguay.




El artículo 23 establece que, para evitar la doble imposición, cuando ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición un tipo de renta, el Estado donde reside el perceptor de la renta, debe evitar la doble imposición por medio de los mecanismos que contempla su legislación interna. En el caso de nuestro país, se debe otorgar un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado Contratante de conformidad a las disposiciones pertinentes de la legislación interna, contenidas en los artículos 41 A, 41B y 41 C de la Ley sobre Impuesto a la Renta. En el caso de Paraguay, se debe otorgar un crédito por los impuestos pagados en Chile.





A su vez, en el Capítulo VI se contemplan disposiciones especiales, relativas a: el principio de la no discriminación; el procedimiento de acuerdo mutuo; el intercambio de información entre las autoridades competentes de ambos Estados Contratantes; la situación de los miembros de misiones diplomáticas y de oficinas consulares y una serie de disposiciones misceláneas.




El artículo 24 reconoce el principio de la no discriminación, al disponer que los nacionales de un Estado Contratante no serán sometidos, en el otro Estado Contratante, a un trato menos favorable que el que se aplica a los nacionales de este último Estado que se encuentren en las mismas condiciones.




Asimismo, el artículo 25 dispone que las autoridades competentes de ambos Estados Contratantes, mediante un procedimiento de acuerdo mutuo, harán lo posible para resolver las dificultades o las dudas que surjan en la aplicación e interpretación del Convenio, en especial la situación de los contribuyentes que sean objeto de una imposición que no esté conforme con sus disposiciones.




El artículo 26 contempla, a fin de hacer posible la aplicación del Convenio, el mecanismo de intercambio de información entre las autoridades competentes.




Luego, el artículo 27 norma que el Convenio no afecta los privilegios fiscales de los miembros de misiones diplomáticas o de las oficinas consulares.




Por último, el artículo 28 contempla un conjunto de disposiciones misceláneas, vinculadas a las siguientes materias:




- Fondo de Inversión. El Convenio establece que sus disposiciones no evitarán la aplicación del derecho interno de alguno de los Estados Contratantes en relación a la tributación de las rentas, beneficios, dividendos, ganancias o remesas de instituciones de inversión, o fondo de cualquier tipo, incluyendo los fondos de inversión y de pensiones o sus participantes, que sean residentes del otro Estado Contratante.




- Relación con el Acuerdo General sobre el Comercio de los Servicios. Se contempla una norma que busca evitar conflictos respecto de la prevalencia del procedimiento amistoso que contempla el Convenio, y el mecanismo de resolución de controversias previsto por el Acuerdo General sobre el Comercio de los Servicios, basada en la concurrencia del consentimiento de ambos Estados Contratantes.




- Relación con el Estatuto de la Inversión Extranjera. Por otro lado, se busca evitar cualquier colisión que pudiera producirse por la aplicación del Convenio en relación a las disposiciones del decreto ley 600, “Estatuto de la Inversión Extranjera”. Para ello, se señala expresamente que nada en el Convenio afectará la aplicación de las disposiciones de dicho Estatuto, conforme estén en vigor a la fecha de este Convenio y aún cuando fueren eventualmente modificadas sin alterar su principio general.





- Recomendación relativa a modificaciones específicas. Para evitar la aplicación abusiva del Convenio, se acuerda que en caso de que sus disposiciones sean utilizadas para obtener beneficios no contemplados ni pretendidos por él, las autoridades competentes deberán recomendar modificaciones específicas, las que serán discutidas expeditamente.




- Beneficios atribuibles a un establecimiento permanente. Se precisa que nada en el Convenio impedirá que Chile grave los beneficios atribuibles a un establecimiento permanente que un residente de Paraguay tenga en Chile, tanto bajo el impuesto de primera categoría como el impuesto adicional, siempre que el impuesto de primera categoría sea deducible contra el impuesto adicional.





En el Capítulo VII, que es el último, se consignan las disposiciones finales, que aluden a la entrada en vigor del Convenio y al mecanismo de denuncia del mismo.




El artículo 29 dispone que el Convenio entrará en vigor luego que los Estados Contratantes culminen con sus procedimientos legales internos y lo notifiquen al otro Estado Contratante, rigiendo a partir de la fecha de recepción de la última notificación.




Asimismo, se acuerda que el Convenio suscrito entre los dos países para Evitar la Doble Tributación en relación con el Transporte Internacional Aéreo y Terrestre, dejará de surtir efectos a partir de la fecha en la cual este Convenio entre en vigor respecto a los impuestos a los que se aplica.




El Convenio, según el artículo 30, tendrá una vigencia indefinida y podrá ser denunciado por cualquiera de las partes a más tardar el 30 de junio de cada año calendario, mediante un aviso por escrito, a través de la vía diplomática.





Finalmente, el Convenio contempla un Protocolo, el que forma parte integrante del mismo, en el que se contienen cuatro disposiciones que aluden a situaciones especiales.




Con relación al artículo 4, que define el término residente, el Protocolo incluye dos disposiciones. En la primera, se establece que en el caso de Paraguay, el término residente incluye a cualquier persona natural que está efectivamente sujeta a impuestos de acuerdo al sistema de imposición vigente en ese país, agregándose que también incluye a cualquier sociedad cuya actividad principalmente se desarrolla en Paraguay, que es residente de Paraguay y que está efectivamente sujeta a impuestos de acuerdo al sistema de imposición vigente en ese país. En la segunda, se acuerda que un Estado Contratante conserva el derecho de someter a imposición, de conformidad con su legislación, las rentas procedentes de ese Estado y obtenidas por un residente del otro Estado Contratante, cuya imposición se atribuye por el Convenio a este último Estado, pero que no están efectivamente sometidas a imposición por la legislación de este último Estado.





Con la finalidad de precisar en mejor forma el sentido y alcance de la expresión “sedes de dirección” contenida en el artículo 5, párrafo 2, literal a), se dice que esa expresión incluye  al lugar de gestión práctica cotidiana, con independencia de donde se ejerza el control superior.




En relación a los artículos 11 y 12, se establece que si Chile o Paraguay concluyen después de la entrada en vigencia del Convenio, un Acuerdo o Convenio con un tercer Estado por el que acuerden una tasa de impuesto sobre intereses y regalías que sea menor a la dispuesta en el Convenio, la menor tasa se aplicará para los propósitos del párrafo 2 de los artículos 11 y 12 en forma automática a los efectos del Convenio y en los términos señalados en el Acuerdo o Convenio con ese tercer Estado. Esa tasa menor no podrá, en ningún caso, ser inferior a la tasa mayor entre la tasa menor suscrita por Chile y la tasa menor suscrita por el Paraguay con terceros Estados.
----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión consideró que el Acuerdo en estudio sigue, en general, el modelo elaborado por la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico, con algunas diferencias específicas, derivadas de la necesidad de cada país de adecuarlo a su legislación y política impositiva.





Respecto del tratamiento de las principales rentas, apreció que no existen diferencias significativas con relación a otros Convenios suscritos por nuestro país en esta materia.




Asimismo, en cuanto a los impuestos de retención que se aplican a los intereses y regalías, la Comisión estimó que los acordados en este Convenio corresponden a los que usualmente se convienen para este tipo de rentas.





Por último, la Comisión, teniendo presente los casos ya aprobados anteriormente sobre esta misma materia, y el interés que tiene para nuestras relaciones económicas internacionales el contar con estos instrumentos que favorecen el desarrollo de las inversiones, acordó sugerir a la Sala su aprobación.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gazmuri, Pizarro y Romero.
----------





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébanse el “Convenio entre la República de Chile y la República del Paraguay para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal en Relación al Impuesto a la Renta y Patrimonio” y su Protocolo, suscritos en Santiago, Chile, el 30 de agosto de 2005.”.

----------





Acordado en sesión celebrada el día 29 de julio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri Mujica (Presidente), Jorge Pizarro Soto y Sergio Romero Pizarro.




Sala de la Comisión, a 29 de julio de 2008.
(Fdo.): JULIO CÁMARA OYARZO, Secretario >
<INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS  QUE APRUEBA CONVENIO ENTRE CHILE Y PARAGUAY PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PARA PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN RELACIÓN AL IMPUESTO A LA RENTA Y AL PATRIMONIO

(5609-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar acerca del proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.





A la sesión en que vuestra Comisión analizó este proyecto concurrieron, como invitados, del Ministerio de Hacienda, el Coordinador de Asuntos Internacionales, señor Raúl Sáez, y el asesor de políticas tributarias, señor Héctor Lehuedé; y del Ministerio de Relaciones Exteriores, la Jefa del Departamento de Normas Internacionales, señora Liselott Cana.

- - -

El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores. 


Cabe señalar que dicha Comisión ha hecho presente en su informe que, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, propone discutir la iniciativa en general y en particular a la vez, proposición que hace suya vuestra Comisión de Hacienda.

- - -

DISCUSIÓN 



Los representantes del Ejecutivo presentaron una minuta explicativa del presente acuerdo y de otros, de similar contenido, sometidos también a consideración de la Comisión. Dicha minuta es del siguiente tenor:





“1.- Los convenios suscritos con los países antes indicados, siguen en general el modelo de convenio elaborado por la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico, con diferencias específicas derivadas de la necesidad de cada país de adecuarlo a su propia legislación y política impositiva.

2.- Respecto del tratamiento de las principales rentas, no existen diferencias significativas con relación a otros convenios suscritos por Chile. Por ejemplo, en el caso de los dividendos se incluye una norma, que está en todos los convenios suscritos por Chile, en la que se precisa que las disposiciones del convenio no limitan la aplicación del impuesto adicional en Chile; es decir, la carga impositiva de los extranjeros que invierten en sociedades chilenas se mantiene en un 35%.

3.- En cuanto a los impuestos de retención que se aplican a los intereses y regalías, los acordados en estos convenios corresponden a los que usualmente se acuerdan para este tipo de rentas. En el cuadro que se inserta a continuación, se indican las tasas de retención pactadas respecto de intereses y regalías:

País



Intereses


Regalías

Irlanda


5* y 15*


5* y 10*

Malasia


15*



10

Paraguay


10* y 15*


15*

Portugal


5, 10* y 15


5 y 10

Rusia



15



5 y 10.

* En estos casos, se acordó una cláusula de nación más favorecida para que una tasa menor acordada con un tercer país también se aplique para efectos del Convenio respectivo.

4.- Entre las principales diferencias que se observan en el articulado de los convenios, se puede mencionar que en los convenios suscritos con Rusia y Paraguay se incluye a los impuestos a la renta y al patrimonio, mientras que en los convenios suscritos con Irlanda, Malasia y Portugal, se incluye únicamente el impuesto a la renta. Sin embargo, en estos últimos se señala en el Protocolo que en caso que alguno de dichos Estados establezca de acuerdo a su legislación interna un impuesto sobre el patrimonio, se iniciarán negociaciones para concluir un Protocolo que extienda el ámbito de aplicación del convenio a esta clase de impuesto.

5.- El tratamiento de las pensiones presenta algunas diferencias en los convenios suscritos, tal como se explica a continuación. En efecto, en los convenios con Malasia, Irlanda y Paraguay, tanto el Estado donde la pensión se origina como el Estado de residencia del perceptor de la misma tienen derecho a gravarla, pero el Estado de origen de la pensión no puede aplicar un gravamen que exceda de 15%, en los convenios con Malasia y Paraguay y de 10%, en el de Irlanda. En los convenios suscritos con Portugal y Rusia, sólo se permite gravar la pensión en el país donde reside el perceptor de la pensión, quedando impedido de hacerlo el país donde ésta se origina.

6.- En el convenio con Malasia se incluye en el artículo 22, que trata de los métodos para evitar la doble imposición, una norma que establece que las sociedades residentes en Chile que tengan una participación a lo menos de un 10% en una sociedad residente en Malasia, tendrán derecho a rebajar como crédito el impuesto malayo, aunque éste no se hubiera aplicado en la práctica por estar la renta exenta de impuesto. El beneficio se otorga por un plazo de 10 años y su efecto se verá limitado porque sólo se aplica respecto de los impuestos pagados a nivel de la sociedad. Asimismo en este convenio se hace una distinción entre las rentas por servicios profesionales en general, que se gravan como beneficios empresariales, y las rentas por servicios técnicos, que se gravan separadamente, no pudiendo la tasa que se aplique a estos últimos exceder del 5%.”.





Los representantes del Ejecutivo indicaron que Chile ya ha suscrito 21 acuerdos comerciales como el que se somete ahora a conocimiento de la Comisión, de los cuales 15 ya se encuentran vigentes.

Enseguida especificaron, ante una consulta del Honorable Senador señor García, que la referencia realizada a “intereses” y “regalías” tiene que ver, en el primer caso, con el impuesto al pago de intereses por créditos tomados en el exterior, y en el segundo, con el pago de impuestos por regalías que se pagan al exterior, como uso de propiedad intelectual. 

La Honorable Senadora señora Matthei preguntó por la situación de los extranjeros que invierten en sociedades chilenas y que deben, igualmente, pagar 35% de impuesto adicional.

El Coordinador de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda, señor Raúl Sáez, señaló que, sin perjuicio de que un contribuyente tenga un crédito en su país de origen contra el impuesto que debe pagar en Chile, no pierde nuestro país el derecho a aplicar dicho impuesto adicional en virtud del presente Convenio.

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Héctor Lehuedé explicó que existe un régimen especial por el que los intereses se gravan con un impuesto de un 4% cuando provienen de bancos e instituciones financieras extranjeras e internacionales. En virtud de él muchas empresas extranjeras, previa consulta al Banco Central sobre los requisitos que debían cumplir (tener un límite de capital y tener por giro prestar), constituyeron, a su vez, nuevas empresas financieras, dando lugar a una paradójica situación por la que en vez de aportar capital pagando dividendos del 35%, aportaban deuda pagando intereses al 4%. Ante esto fue que se estableció que cuando una de estas empresas se encontrara sobre endeudada (esto es, tres veces en deuda lo que tiene de patrimonio o, dicho de otro modo, 75% de deuda versus 25% de patrimonio), este exceso de deuda se gravaría también como a los dividendos, con 35% por concepto de impuestos.




La Honorable Senadora señora Matthei expresó que el sistema al que se ha hecho referencia opera, en definitiva, como un incentivo para el endeudamiento y no para el aporte de capital, pues los dividendos pagan más impuestos que los intereses.





El señor Lehuedé manifestó que el aludido límite de tres veces deuda versus una vez patrimonio no se aplica a los intereses ordinarios. Agregó que, en todo caso, la deuda paga impuesto de timbres y estampillas (que el capital no paga) y tiene condiciones de pago más onerosas que atenúan, en definitiva, el incentivo a que Su Señoría ha hecho referencia. Por lo demás, probablemente el interés pagará en el país de origen el mismo 35% que el dividendo paga en Chile, por cuanto, precisó, la mayoría de los países exportadores de capital cuentan con tasa altas para estos efectos.





Puesto en votación el proyecto de acuerdo, fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Ominami.

- - -

FINANCIAMIENTO





El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 11 de marzo de 2008, señala, de manera textual, lo siguiente:





“El presente proyecto de Acuerdo que aprueba el Convenio tiene un impacto negativo en las finanzas públicas que alcanzaría aproximadamente a $ 1,7 millones anuales, en moneda de 2008, equivalentes a US$ 3 miles, en una primera etapa. En compensación a este costo, se pueden esperar los siguientes efectos, siendo el último de ellos de carácter rezagado.

- Mayor impuesto de Primera Categoría de las empresas chilenas que tienen inversiones en el país respecto del cual se propone este convenio, originado en una mayor renta por menor pago de impuestos.

- Estímulo a la inversión extranjera, con el consecuente incremento en la actividad económica, que redundaría en mayor recaudación tributaria.”.

En consecuencia, el Convenio en referencia no producirá desequilibrios macroeconómicos ni incidirá negativamente en la economía del país.

- - -

En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébanse el “Convenio entre la República de Chile y la República del Paraguay para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal en Relación al Impuesto a la Renta y Patrimonio” y su Protocolo, suscritos en Santiago, Chile, el 30 de agosto de 2005.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 6 de agosto de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), José García Ruminot, señora Evelyn Matthei Fornet y señor Carlos Ominami Pascual.





Sala de la Comisión, a 7 de agosto de 2008.

(Fdo.): ROBERTO BUSTOS LATORRE, Secretario de Comisión>
<INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO ENTRE CHILE Y MALASIA PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PARA PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN RELACIÓN AL IMPUESTOS A LA RENTA

(5610-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 3 de diciembre de 2007.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 13 de mayo de 2008, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores y por la de Hacienda, en su caso.
- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.





c) Decreto Ley Nº 824, Ley sobre Impuesto a la Renta, del 31 de diciembre de 1974.





d) Decreto Ley Nº 600, Estatuto de la Inversión Extranjera, del 13 de julio de 1974.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- El Mensaje señala que el Convenio entre la República de Chile y Malasia para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal en Relación a los Impuestos a la Renta y su Protocolo, fueron suscritos en Santiago, Chile, el 3 de septiembre del año 2004.





El Ejecutivo explica que dicho instrumento es similar a los suscritos con Brasil, Canadá, Corea, Croacia, Dinamarca, Ecuador, España, Francia, Irlanda, México, Noruega, Nueva Zelanda, Paraguay, Perú, Portugal, Polonia, Reino Unido, Rusia y Suecia, los cuales se basan en el modelo elaborado por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE); con las diferencias específicas derivadas de la necesidad de cada país de adecuarlo a su propia legislación y política impositiva.




El Mensaje expresa que los objetivos perseguidos por el presente Convenio son: reducir la carga tributaria total a la que estén afectos los contribuyentes que desarrollan actividades transnacionales entre los Estados Contratantes; asignar los respectivos derechos de imposición entre los Estados Contratantes; otorgar estabilidad y certeza a dichos contribuyentes, respecto de su carga tributaria total y de la interpretación y aplicación de la legislación que les afecta; establecer mecanismos que ayuden a prevenir la evasión fiscal por medio de la cooperación entre las administraciones tributarias de ambos Estados Contratantes; proteger a los nacionales de un Estado Contratante, que invierten en el otro Estado Contratante o desarrollen actividades en él, de discriminaciones tributarias; y establecer, mediante un procedimiento de acuerdo mutuo, la posibilidad de resolver las disputas tributarias que se produzcan en la aplicación de las disposiciones del Convenio.





Agrega que la eliminación o disminución de las trabas impositivas que afectan a las actividades e inversiones desde o hacia Chile tiene incidencias muy importantes para la economía nacional. Añade que, por una parte, permiten o facilitan un mayor flujo de capitales, lo que redunda en una profundización y diversificación de las actividades transnacionales, especialmente respecto de aquellas actividades que involucran tecnologías avanzadas y asesorías técnicas de alto nivel, por la menor imposición que les afectaría. Por otra parte, ayudan a que nuestro país pueda constituirse en una plataforma de negocios para empresas extranjeras que quieran operar en otros países de la región.




Asimismo, señala el Mensaje, constituye un fuerte estímulo para el inversionista y prestador de servicios residente en Chile, quien verá incrementado los beneficios fiscales a que puede acceder en caso de desarrollar actividades en Malasia.





El Ejecutivo indica que, si bien la aplicación de estos Convenios podría suponer una disminución de la recaudación fiscal respecto de determinadas rentas, el efecto final en el ámbito presupuestario es menor. Explica que ello se debe, en primer lugar, a que las inversiones extranjeras hacia Chile se concentran mayoritariamente en actividades sujetas al pago de los impuestos de primera categoría y adicional, los cuales no se verán afectados por el Convenio, ya que en atención a la forma en que se estructura la norma que regula la imposición de los dividendos, los límites ahí establecidos no son aplicables para el caso de los dividendos pagados desde Chile ni tampoco lo son para las remesas de utilidades de establecimientos permanentes ubicados en Chile. En segundo término, hace presente que una menor carga tributaria incentiva el aumento de las actividades transnacionales susceptibles de ser gravadas con impuestos, con lo que se compensa la disminución inicial. Añade que, en el ámbito presupuestario, la salida de capitales chilenos al exterior y el mayor volumen de negocios que genera, aumentan la base tributaria sobre la cual se cobran los impuestos a los residentes en Chile.





En cuanto a los aspectos esenciales del Convenio, el Mensaje señala los siguientes: 





a) Se aplica a las personas residentes de uno o de ambos Estados Contratantes, respecto a los impuestos sobre la renta que los afecten.





b) Su objetivo central es evitar la doble tributación internacional. Para lograrlo, establece en su Capítulo III, una serie de disposiciones que regulan la forma en que los Estados Contratantes se atribuyen la potestad tributaria para gravar los distintos tipos de rentas.





c) Respecto de ciertos tipos de rentas, sólo uno de los Estados tiene el derecho de someterlas a imposición, siendo consideradas rentas exentas en el otro Estado. Con ello se evita la doble imposición. Respecto de las demás rentas, se establece una imposición compartida, esto es, ambos Estados tienen derecho a gravarlas, pero limitándose en algunos casos la imposición en el Estado donde la renta se origina o tiene su fuente, como ocurre con los intereses y regalías.





Hace presente el Gobierno que cuando el Convenio establece límites al derecho a gravar un tipo de renta, estos son límites máximos, manteniendo cada Estado el derecho a establecer tasas menores o incluso no gravar dicha renta de acuerdo a su legislación interna.





Aclara el Mensaje que en esta última situación, es decir, cuando ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición un tipo de renta, el Estado de la residencia, esto es, donde reside el perceptor de la renta, debe evitar la doble imposición por medio de los mecanismos que contempla su legislación interna, ya sea eximiendo de impuestos a las rentas de fuente externa, o bien otorgándoles un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado.





d) Finalmente, para Chile operan los artículos 41 A, 41 B y 41 C de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que regulan el crédito que se reconoce contra el impuesto de primera categoría e impuestos finales, global complementario o adicional, por los impuestos pagados en el extranjero, para todos los tipos de rentas contempladas en el Convenio.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el 20 de diciembre de 2007, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 8 de enero de 2008 y aprobó, por unanimidad, el proyecto en informe.




Posteriormente, el 10 de enero de 2008, es enviado a la Comisión de Hacienda, la cual con fecha 19 de marzo de 2008, aprobó este proyecto también por unanimidad.




Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 8 de mayo de este año, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes.





4.- Instrumento Internacional.- El instrumento internacional en informe consta de un Preámbulo, seis Capítulos (con 28 artículos) y un Protocolo, que se reseñan a continuación:





En el Preámbulo, los Estados Contratantes manifiestan la intención perseguida con la suscripción del Convenio.





El Capítulo I se refiere, por una parte, a las personas comprendidas en el Convenio, esto es, a los residentes de uno o de ambos Estados Contratantes, y, por otra, a los impuestos comprendidos por el mismo. 





En el párrafo 1 del Protocolo, se precisa que, en relación con el artículo 1, se entiende que el Convenio no se aplica, en el caso de Chile, a las personas constituidas de acuerdo a la ley 19.840 (debido a su calidad de no residentes en Chile). Del mismo modo que no se aplica el Convenio, en el caso de Malasia, a las personas que exploten actividades empresariales costa afuera en el ámbito de la “Labuan Offshore Business Activity Tax Act 1990” (modificada), precisándose que la expresión “actividad empresarial costa afuera” tiene el significado que da la subsección 2 (1) de la “Labuan Offshore Business Activity Tax Act 1990” (modificada).





Ahora bien, dado que el Convenio sólo se aplica a los impuestos sobre la renta  exigibles por cada uno de los Estados Contratantes, se incluye en el artículo 2 una lista indicativa de los impuestos vigentes en ambos Estados Contratantes al momento de la firma, precisándose expresamente que el Convenio también se aplicará a impuestos de naturaleza idéntica o sustancialmente análoga que se añadan a los actuales o les sustituyan. Se deja en claro que este Convenio no se aplica respecto de los impuestos indirectos o aranceles. 





A su vez, el Capítulo II contiene las definiciones usuales en esta clase de instrumentos. En primer lugar, trata de las definiciones generales del Convenio; en segundo lugar, lo que ha de entenderse por residente; y, finalmente, consigna el concepto de establecimiento permanente.




En el Capítulo III, se contemplan normas sobre: la imposición de las rentas de bienes inmuebles; los beneficios empresariales; los beneficios procedentes del transporte marítimo y aéreo internacional; las empresas asociadas; la situación de los dividendos; la imposición de los intereses; el régimen aplicable a las regalías; la forma en que se someterán a impuesto las ganancias de capital.





Por su parte, se contempla el tratamiento de las rentas por servicios técnicos; la forma en que se gravan los servicios personales dependientes; las participaciones de directores y otros pagos similares; las rentas obtenidas por artistas y deportistas; el tratamiento de las pensiones; las remuneraciones por el desempeño de funciones públicas; la imposición por las cantidades que reciben los estudiantes y, por último, una disposición residual que comprende a todas las otras rentas no reguladas anteriormente.




El artículo 6 dispone que las rentas que un residente de un Estado Contratante obtiene de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante, incluidas las provenientes de explotaciones agrícolas o forestales, pueden gravarse en ambos Estados, sin que se aplique límite alguno para el gravamen impuesto por el Estado donde se encuentre situado el bien.  





Por su parte, el artículo 7 establece que los beneficios de una empresa de un Estado Contratante solamente pueden someterse a imposición en ese Estado, es decir, en aquel donde reside quien explota dicha empresa. Sin embargo, si la empresa realiza actividades en el otro Estado Contratante por medio de un establecimiento permanente situado en él, los beneficios de la empresa también  pueden someterse a imposición en ese otro Estado Contratante sin límite alguno, pero sólo en la medida en que puedan atribuirse a ese establecimiento permanente.




En todo caso, para determinar la renta sujeta a impuesto, se permite la deducción de los gastos necesarios en que se haya incurrido para la realización de los fines del establecimiento permanente, comprendidos los gastos de dirección y generales de administración para los mismos fines, tanto si se efectúan en el Estado en que se encuentre el establecimiento permanente como en otra parte.





Las rentas provenientes de la prestación de servicios profesionales y otras de carácter independientes sólo pueden gravarse en el Estado Contratante donde reside la persona que los presta. Sin embargo, pueden gravarse también en el otro Estado Contratante si esas actividades son desarrolladas en ese otro Estado Contratante durante un período o períodos que en total excedan de 183 días, dentro de un período cualquiera de doce meses; o bien, tratándose de una persona natural, cuando esa persona está presente en ese Estado Contratante durante un período o períodos que en total excedan de 183 días, dentro de un período cualquiera de doce meses.




El artículo 8 señala que los beneficios procedentes de la explotación de buques o aeronaves en tráfico internacional, sólo pueden ser gravados en el Estado Contratante donde reside la persona que  explota dichos buques o aeronaves.





Por su parte, el artículo 9 expresa que cada Estado mantiene la facultad para proceder a la rectificación de la base imponible de las empresas asociadas (sociedades matrices y sus filiales, o sociedades sometidas a un control común), cuando su renta no refleje los beneficios reales que hubieran obtenido en el caso de ser empresas independientes.





El artículo 10 regula que los dividendos pagados por una sociedad residente de un Estado Contratante a un residente del otro Estado Contratante pueden someterse a imposición en ambos Estados. Pero respecto del Estado donde reside la sociedad que paga los dividendos, se aplica un límite de 5% o 15% dependiendo de si el beneficiario efectivo tiene una participación significativa en el capital de dicha sociedad.





El artículo 11 norma que los intereses pueden ser gravados en ambos Estados Contratantes. Sin embargo, se limita el derecho a gravarlos por parte del Estado del que procedan, si el beneficiario efectivo de los intereses es residente del otro Estado Contratante, en cuyo caso el impuesto exigido no puede exceder del 15% del importe bruto de los intereses.





En referencia con el artículo 11, el párrafo 4 del Protocolo establece que si en algún Acuerdo o Convención concluido por Chile con un tercer Estado, Chile acordará eximir de impuestos a los intereses que provengan del Gobierno del otro Estado, tal exención se aplicará automáticamente, bajo las mismas condiciones, como si hubiese sido especificado en este Convenio.





Del mismo modo, el artículo 12 dispone que las regalías también pueden ser gravados en ambos Estados Contratantes. Sin embargo, en el caso de que el beneficiario efectivo de las regalías sea residente del otro Estado Contratante, el impuesto así exigido no puede exceder del 10 por ciento del importe bruto de las regalías.





El artículo 13 señala que las ganancias de capital que un residente de un Estado Contratante obtiene de la enajenación de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante, pueden gravarse en ambos Estados, sin restricciones de ninguna especie. 





Enseguida, también pueden gravarse en ambos Estados, y sin restricciones de ninguna especie: las ganancias de capital que obtiene un residente de un Estado Contratante, derivadas de la enajenación de bienes muebles que formen parte del activo de un establecimiento permanente que tenga en el otro Estado Contratante, comprendidas las ganancias derivadas de la enajenación de ese establecimiento permanente, y las ganancias que un residente de un Estado Contratante obtenga por la enajenación de títulos u otros derechos representativos del capital de una sociedad o de cualquier otro tipo de instrumentos financieros situados en el otro Estado Contratante.





Las ganancias de capital provenientes de la enajenación de cualquier otro tipo de propiedad, distinta de las mencionadas en los párrafos anteriores, incluidas las derivadas de la enajenación de buques y aeronaves explotados en tráfico internacional, o de bienes muebles afectos a la explotación de dichos vehículos, sólo pueden someterse a imposición en el Estado Contratante en que reside el enajenante.





El artículo 14 incluye el tratamiento que reciben las rentas por servicios técnicos, definiendo, a su vez, este concepto como: “los pagos de cualquier naturaleza a cualquier persona, distinta de un empleado de la persona que hace los pagos, en consideración por cualquier servicio de carácter técnico, gerencial o consultoría.”.





Las rentas por estos servicios técnicos pueden ser gravadas en ambos Estados Contratante, sin embargo, si el beneficiario efectivo de las rentas por estos servicios es residente del otro Estado Contratante el impuesto así exigido no podrá exceder del 5% del importe bruto de las rentas.





Por su parte, en el caso de existir rentas provenientes de prestaciones de carácter independiente que no pudieren ser consideradas como servicios técnicos, estas se enmarcarían dentro de lo estipulado en el artículo 7 del Convenio, aplicándoseles el tratamiento impositivo de tales normas. 





El Protocolo, en la letra f) de su párrafo 6, estipula que las rentas o beneficios por prestación de servicios profesionales y otras actividades de carácter independiente serán tratados como rentas conforme al artículo 14 o artículo 7, según proceda.





El artículo 15 dispone que las rentas provenientes de un empleo pueden gravarse tanto en el Estado de residencia como en el Estado donde se presta el servicio. Sin embargo, sólo el Estado de residencia podrá gravar esta renta cuando el perceptor permanece en el Estado donde presta el servicio por menos de 183 días, las remuneraciones se pagan por o en nombre de una persona que no sea residente de ese otro Estado y no son soportadas por un establecimiento permanente que dicha persona tenga en el otro Estado.





No obstante lo anterior, en el caso de remuneraciones por razón de un empleo realizado a bordo de un buque o aeronave explotado en tráfico internacional por una Empresa de un Estado Contratante, estas podrán ser gravadas en ambos Estados Contratantes.





Los artículos 16 a 20 tratan las participaciones de directores, artistas y deportistas, pensiones, funciones públicas y estudiantes.





Las participaciones y otros pagos similares que reciba un residente de un Estado Contratante como miembro de un directorio o de un órgano similar de una sociedad del otro Estado Contratante, pueden gravarse en ambos Estados.





De igual forma, pueden gravarse en ambos Estados las rentas que reciba un deportista o artista residente en un Estado Contratante, por actividades realizadas en el otro Estado Contratante. Se especifica que se incluyen las rentas que el mencionado residente obtenga de cualquier actividad personal ejercida en el otro Estado Contratante relacionada con su renombre como artista o deportista.





Por su parte, las pensiones pueden someterse a imposición en ambos Estados, sin embargo, las pensiones procedentes de un Estado Contratante y pagadas a un residente del otro Estado Contratante, sólo podrán ser gravadas en el Estado mencionado en primer lugar con un tope máximo del 15 % del importe bruto de ellas. Se entiende que un pago de pensiones incluye una anualidad si el pago es considerado un pago de pensiones conforme a la legislación del Estado Contratante.





No obstante lo anterior, las pensiones pagadas con cargo a fondos públicos, fondos de cualquier gobierno estatal o autoridad local de Malasia a cualquier persona natural por razón de servicios prestados al Gobierno de Malasia o a cualquier gobierno estatal o autoridad local de Malasia en el desempeño de sus funciones públicas solamente pueden someterse a imposición en Malasia salvo que la persona natural sea nacional y residente en Chile. 





Enseguida, las remuneraciones pagadas por un Estado Contratante o por una de sus subdivisiones políticas, autoridades locales u organismo de derecho público a una persona natural por servicios prestados a ese Estado, subdivisión o autoridad local u organismo de derecho público, sólo pueden gravarse por el Estado que paga dichas rentas.





Finalmente, las cantidades que reciba para sus gastos un estudiante que se encuentre en un Estado Contratante, que es o haya sido, inmediatamente antes de llegar a ese Estado, residente del otro Estado, no pueden gravarse en el primer Estado, siempre que procedan de fuentes situadas fuera de ese Estado.





En cuanto a las rentas no mencionadas expresamente, el artículo 21 contempla dos situaciones diversas. Si provienen de uno de los Estados Contratantes, ambos Estados tienen derecho de imposición sin ningún límite, de acuerdo a su legislación interna. Si provienen de un tercer Estado, sólo pueden ser gravadas en el Estado Contratante donde reside del perceptor de las mismas.





En el Capítulo IV se establecen los métodos para la eliminación de la doble imposición en el caso de Chile y en el caso de Malasia.





El artículo 22 establece que en aquellos casos en que ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición una renta, el Estado Contratante donde reside el perceptor de la renta debe evitar la doble imposición por medio de los mecanismos que contempla su legislación interna. En el caso de nuestro país, se debe otorgar un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado Contratante de conformidad a las disposiciones pertinentes de la legislación interna, contenidas en los artículos 41 A, 41B y 41 C de la Ley sobre Impuesto a la Renta.





Para el caso especial de dividendos pagados por una sociedad que es residente en Malasia a una sociedad que es residente en Chile y que posee al menos el 10% del poder de voto de aquella, esta sociedad podrá usar como crédito en Chile el impuesto malayo a pagar por la sociedad en Malasia con respecto a los beneficios con cargo a los que se paguen los dividendos. En este sentido, se presumirá que la expresión “impuesto malayo a pagar” incluye el impuesto que hubiere sido pagado, según las leyes de Malasia y en conformidad con este Convenio, sobre cualquier renta proveniente de fuente en Malasia aunque haya sido sometida a imposición a una tasa reducida o estuviese exenta de impuesto malayo en conformidad con:





a) Sección 133 A de la Ley de Impuesto a la Renta de 1967 (“Income Tax Act 1967”); o





b) Secciones 22, 23, 29, 29 A, a 29 H, 31 E y 41 B de la Ley de Promoción de Inversiones de 1986 (“Promotion of Investment Act 1986”), a condición de que las secciones no hayan sido modificadas desde la fecha de la suscripción de este Convenio o si hubieran sido modificadas, sólo lo hayan sido en menor medida sin alterar su principio general; o





c) Cualquier otra disposición que posteriormente pueda otorgar una exención o reducción de impuesto y que las autoridades competentes de los Estados Contratantes acuerden que tiene características sustanciales similares, siempre que no sea modificada o lo sea en menor medida sin alterar su principio general.





El mencionado beneficio será otorgado por un período de 10 años contados desde la fecha de entrada en vigor del Convenio, el cual puede ser extendido mediante acuerdo entre los Estados Contratantes.





En el Capítulo V, se contemplan disposiciones especiales relativas a el principio de no discriminación; el procedimiento de acuerdo mutuo; el intercambio de información; y la situación de los miembros de misiones diplomáticas y de oficinas consulares.





El artículo 23 reconoce el principio de la no discriminación, al disponer que los nacionales de un Estado Contratante no serán sometidos, en el otro Estado Contratante, a un trato menos favorable que el que se aplica a los nacionales de este último Estado que se encuentren en las mismas condiciones.





El artículo 24 dispone, que las autoridades competentes de ambos Estados Contratantes, mediante un Procedimiento de Acuerdo Mutuo, harán lo posible para resolver las dificultades o las dudas que surjan en la aplicación e interpretación del Convenio, en especial la situación de los contribuyentes que sean objeto de una imposición que no esté conforme con sus disposiciones.





A fin de hacer posible la aplicación del Convenio, el artículo 25 contempla el mecanismo de intercambio de información entre las autoridades competentes.





El artículo 26 establece que el Convenio no afecta los privilegios fiscales de miembros de misiones diplomáticas o representaciones consulares.





En el Capítulo VI, se consignan las disposiciones finales, que aluden a la entrada en vigor del convenio y al mecanismo de denuncia del mismo.





El artículo 27 dispone que el Convenio entrará en vigor luego que los Estados Contratantes culminen con sus procedimientos legales internos y lo notifiquen al otro Estado Contratante, rigiendo a partir de la fecha de la última de dichas notificaciones.





A su vez, el artículo 28 regula que tendrá una vigencia indefinida y podrá ser denunciado por cualquiera de las partes a más tardar el 30 de junio de cada año calendario, una vez transcurrido cinco años desde su entrada en vigencia, mediante una aviso por escrito, a través de la vía diplomática.





Finalmente, el Convenio contempla un Protocolo con seis párrafos, que forma parte integrante del mismo, que regulan situaciones específicas de determinados artículos.





El párrafo 1 del Protocolo precisa que, en relación con el artículo 1, se entiende que el Convenio no se aplica, en el caso de Chile, a las personas constituidas de acuerdo a la ley 19.840 (debido a su calidad de no residentes en Chile). Del mismo modo que no se aplica el Convenio, en el caso de Malasia, a las personas que exploten actividades empresariales costa afuera en el ámbito de la “Labuan Offshore Business Activity Tax Act 1990” (modificada), precisándose que la expresión “actividad empresarial costa afuera” tiene el significado que da la subsección 2 (1) de la “Labuan Offshore Business Activity Tax Act 1990” (modificada).





A su vez, el párrafo 2 establece, con referencia a los artículos 5 y 14, que se entiende que la expresión “prestación de servicios profesionales y otras actividades de carácter independiente” incluye la prestación de servicios tales como los servicios de consultoría.





El párrafo 3 dispone, en relación al artículo 10, que en el caso de Chile, esos límites no limitarán la aplicación del impuesto adicional en la medida que el impuesto de primera categoría sea totalmente deducible contra el impuesto adicional a pagar.





Por su parte, el párrafo 4, en referencia al artículo 11, establece que si en algún Acuerdo o Convención concluido por Chile con un tercer Estado, Chile acordará eximir de impuestos a los intereses que provengan del Gobierno del otro Estado, tal exención se aplicará automáticamente, bajo las mismas condiciones, como si hubiese sido especificado en este Convenio.





El párrafo 5, en relación al artículo 18, señala que se entiende que un pago de pensiones incluye una anualidad si el pago es considerado un pago de pensiones conforme a la legislación del Estado Contratante.





Por último, el párrafo 6 contiene normas de aplicación general del Convenio, relativa a los siguientes temas:





a) Fondos de Inversión. Se establece que las disposiciones del Convenio no serán interpretadas en el sentido de restringir la imposición en Chile del impuesto sobre la remesa de rentas provenientes de cuentas de inversión conjunta o fondos (como por ejemplo los Fondos de Inversión de Capital Extranjero), con respecto de las inversiones en bienes situados en Chile y cuya administración debe efectuarse por un residente de Chile.




b) Relación con el Estatuto de la Inversión Extranjera. Esta norma busca evitar cualquier colisión que pudiera producirse por la aplicación del Convenio en relación a las disposiciones del Decreto Ley N° 600, “Estatuto de la Inversión Extranjera”. Para ello, señala expresamente que nada del Convenio afectará la aplicación de las disposiciones de dicho Estatuto, conforme estén en vigor a la fecha de este Convenio y aún cuando fueren eventualmente modificadas sin alterar su principio general.




c) Beneficios atribuibles a un establecimiento permanente. Se precisa que nada en el Convenio impedirá que Chile grave los beneficios atribuibles a un establecimiento permanente que un residente de Malasia tenga en Chile, tanto bajo el impuesto de primera categoría como el impuesto adicional, siempre que el impuesto de primera categoría sea deducible contra el impuesto adicional.





d) Relación con el Acuerdo General sobre el Comercio de los Servicios. Se contempla una norma que busca evitar conflictos respecto de la prevalencia del procedimiento amistoso que contempla el Convenio, y el mecanismo de resolución de controversias previsto por el Acuerdo General sobre el Comercio de los Servicios, basada en la concurrencia del consentimiento de ambos Estados Contratantes.





e) Impuesto sobre el Patrimonio. Se dispone, que para los fines del presente Convenio, si alguno de los Estados Contratantes introduce un impuesto sobre el patrimonio de acuerdo a sus leyes internas, los Estados Contratantes iniciarán negociaciones sin retraso, de un Protocolo a este Convenio con la finalidad de extender el ámbito del Convenio para incluir el impuesto sobre el Patrimonio mencionado. 

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión consideró que el Acuerdo en estudio sigue, en general, el modelo elaborado por la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico, con algunas diferencias específicas, derivadas de la necesidad de cada país de adecuarlo a su legislación y política impositiva.





Respecto del tratamiento de las principales rentas, apreció que no existen diferencias significativas con relación a otros Convenios suscritos por nuestro país en esta materia.




Asimismo, en cuanto a los impuestos de retención que se aplican a los intereses y regalías, la Comisión estimó que los acordados en este Convenio corresponden a los que usualmente se convienen para este tipo de rentas.





Por último, la Comisión, teniendo presente los casos ya aprobados anteriormente sobre esta misma materia, y el interés que tiene para nuestras relaciones económicas internacionales el contar con estos instrumentos que favorecen el desarrollo de las inversiones, acordó sugerir a la Sala su aprobación.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gazmuri, Pizarro y Romero.
----------





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébanse el “Convenio entre la República de Chile y Malasia para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal en Relación a los Impuestos a la Renta” y su Protocolo, suscritos en Santiago, Chile, el 3 de septiembre de 2004.”.

----------





Acordado en sesión celebrada el día 29 de julio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri Mujica (Presidente), Jorge Pizarro Soto y Sergio Romero Pizarro.




Sala de la Comisión, a 29 de julio de 2008.
(Fdo.): JULIO CÁMARA OYARZO, Secretario >
<
INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO ENTRE CHILE Y MALASIA PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PARA PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN RELACIÓN AL IMPUESTOS A LA RENTA

(5610-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar acerca del proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.





A la sesión en que vuestra Comisión analizó este proyecto concurrieron, como invitados, del Ministerio de Hacienda, el Coordinador de Asuntos Internacionales, señor Raúl Sáez, y el asesor de políticas tributarias, señor Héctor Lehuedé; y del Ministerio de Relaciones Exteriores, la Jefa del Departamento de Normas Internacionales, señora Liselott Cana.

- - -

El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores. 

Cabe señalar que dicha Comisión ha hecho presente en su informe que, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, propone discutir la iniciativa en general y en particular a la vez, proposición que hace suya vuestra Comisión de Hacienda.
- - -

DISCUSIÓN 


Los representantes del Ejecutivo presentaron una minuta explicativa del presente acuerdo y de otros, de similar contenido, sometidos también a consideración de la Comisión. Dicha minuta es del siguiente tenor:




“1.- Los convenios suscritos con los países antes indicados, siguen en general el modelo de convenio elaborado por la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico, con diferencias específicas derivadas de la necesidad de cada país de adecuarlo a su propia legislación y política impositiva.

2.- Respecto del tratamiento de las principales rentas, no existen diferencias significativas con relación a otros convenios suscritos por Chile. Por ejemplo, en el caso de los dividendos se incluye una norma, que está en todos los convenios suscritos por Chile, en la que se precisa que las disposiciones del convenio no limitan la aplicación del impuesto adicional en Chile; es decir, la carga impositiva de los extranjeros que invierten en sociedades chilenas se mantiene en un 35%.

3.- En cuanto a los impuestos de retención que se aplican a los intereses y regalías, los acordados en estos convenios corresponden a los que usualmente se acuerdan para este tipo de rentas. En el cuadro que se inserta a continuación, se indican las tasas de retención pactadas respecto de intereses y regalías:

País



Intereses


Regalías

Irlanda


5* y 15*


5* y 10*

Malasia


15*



10

Paraguay


10* y 15*


15*

Portugal


5, 10* y 15


5 y 10

Rusia



15



5 y 10.

* En estos casos, se acordó una cláusula de nación más favorecida para que una tasa menor acordada con un tercer país también se aplique para efectos del Convenio respectivo.

4.- Entre las principales diferencias que se observan en el articulado de los convenios, se puede mencionar que en los convenios suscritos con Rusia y Paraguay se incluye a los impuestos a la renta y al patrimonio, mientras que en los convenios suscritos con Irlanda, Malasia y Portugal, se incluye únicamente el impuesto a la renta. Sin embargo, en estos últimos se señala en el Protocolo que en caso que alguno de dichos Estados establezca de acuerdo a su legislación interna un impuesto sobre el patrimonio, se iniciarán negociaciones para concluir un Protocolo que extienda el ámbito de aplicación del convenio a esta clase de impuesto.

5.- El tratamiento de las pensiones presenta algunas diferencias en los convenios suscritos, tal como se explica a continuación. En efecto, en los convenios con Malasia, Irlanda y Paraguay, tanto el Estado donde la pensión se origina como el Estado de residencia del perceptor de la misma tienen derecho a gravarla, pero el Estado de origen de la pensión no puede aplicar un gravamen que exceda de 15%, en los convenios con Malasia y Paraguay y de 10%, en el de Irlanda. En los convenios suscritos con Portugal y Rusia, sólo se permite gravar la pensión en el país donde reside el perceptor de la pensión, quedando impedido de hacerlo el país donde ésta se origina.

6.- En el convenio con Malasia se incluye en el artículo 22, que trata de los métodos para evitar la doble imposición, una norma que establece que las sociedades residentes en Chile que tengan una participación a lo menos de un 10% en una sociedad residente en Malasia, tendrán derecho a rebajar como crédito el impuesto malayo, aunque éste no se hubiera aplicado en la práctica por estar la renta exenta de impuesto. El beneficio se otorga por un plazo de 10 años y su efecto se verá limitado porque sólo se aplica respecto de los impuestos pagados a nivel de la sociedad. Asimismo en este convenio se hace una distinción entre las rentas por servicios profesionales en general, que se gravan como beneficios empresariales, y las rentas por servicios técnicos, que se gravan separadamente, no pudiendo la tasa que se aplique a estos últimos exceder del 5%.”.





Los representantes del Ejecutivo indicaron que Chile ya ha suscrito 21 acuerdos comerciales como el que se somete ahora a conocimiento de la Comisión, de los cuales 15 ya se encuentran vigentes.

Enseguida especificaron, ante una consulta del Honorable Senador señor García, que la referencia realizada a “intereses” y “regalías” tiene que ver, en el primer caso, con el impuesto al pago de intereses por créditos tomados en el exterior, y en el segundo, con el pago de impuestos por regalías que se pagan al exterior, como uso de propiedad intelectual. 

La Honorable Senadora señora Matthei preguntó por la situación de los extranjeros que invierten en sociedades chilenas y que deben, igualmente, pagar 35% de impuesto adicional.

El Coordinador de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda, señor Raúl Sáez, señaló que, sin perjuicio de que un contribuyente tenga un crédito en su país de origen contra el impuesto que debe pagar en Chile, no pierde nuestro país el derecho a aplicar dicho impuesto adicional en virtud del presente Convenio.

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Héctor Lehuedé explicó que existe un régimen especial por el que los intereses se gravan con un impuesto de un 4% cuando provienen de bancos e instituciones financieras extranjeras e internacionales. En virtud de él muchas empresas extranjeras, previa consulta al Banco Central sobre los requisitos que debían cumplir (tener un límite de capital y tener por giro prestar), constituyeron, a su vez, nuevas empresas financieras, dando lugar a una paradójica situación por la que en vez de aportar capital pagando dividendos del 35%, aportaban deuda pagando intereses al 4%. Ante esto fue que se estableció que cuando una de estas empresas se encontrara sobre endeudada (esto es, tres veces en deuda lo que tiene de patrimonio o, dicho de otro modo, 75% de deuda versus 25% de patrimonio), este exceso de deuda se gravaría también como a los dividendos, con 35% por concepto de impuestos.




La Honorable Senadora señora Matthei expresó que el sistema al que se ha hecho referencia opera, en definitiva, como un incentivo para el endeudamiento y no para el aporte de capital, pues los dividendos pagan más impuestos que los intereses.





El señor Lehuedé manifestó que el aludido límite de tres veces deuda versus una vez patrimonio no se aplica a los intereses ordinarios. Agregó que, en todo caso, la deuda paga impuesto de timbres y estampillas (que el capital no paga) y tiene condiciones de pago más onerosas que atenúan, en definitiva, el incentivo a que Su Señoría ha hecho referencia. Por lo demás, probablemente el interés pagará en el país de origen el mismo 35% que el dividendo paga en Chile, por cuanto, precisó, la mayoría de los países exportadores de capital cuentan con tasa altas para estos efectos.





Puesto en votación el proyecto de acuerdo, fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Ominami.

- - -
FINANCIAMIENTO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 11 de marzo de 2008, señala, de manera textual, lo siguiente:

“El presente proyecto de Acuerdo que aprueba el Convenio tiene un impacto de menor cuantía en una primera etapa, dada la escasa presencia en nuestro país de inversiones provenientes de dicho país, el cual incluso podría verse compensado por un mayor impuesto de Primera Categoría en las empresas chilenas que tienen inversiones en Malasia, originado en una mayor renta por menor pago de impuestos. A futuro, se puede esperar un estímulo a la inversión extranjera, con el consecuente incremento en la actividad económica, que redundaría en mayor recaudación tributaria.”.

En consecuencia, el Convenio en referencia no producirá desequilibrios macroeconómicos ni incidirá negativamente en la economía del país.

- - -





En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébanse el “Convenio entre la República de Chile y Malasia para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal en Relación a los Impuestos a la Renta” y su Protocolo, suscritos en Santiago, Chile, el 3 de septiembre de 2004.”.

- - -




Acordado en sesión celebrada el día 6 de agosto de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), José García Ruminot, señora Evelyn Matthei Fornet y señor Carlos Ominami Pascual.





Sala de la Comisión, a 7 de agosto de 2008.
(Fdo.): ROBERTO BUSTOS LATORRE, Secretario de Comisión>
<

INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS  QUE APRUEBA CONVENIO ENTRE CHILE Y FEDERACIÓN DE RUSIA PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PARA PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN RELACIÓN AL IMPUESTO A LA RENTA Y AL PATRIMONIO

(5611-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 26 de noviembre de 2007.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 13 de mayo de 2008, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores y por la de Hacienda, en su caso.
- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.





c) Decreto ley Nº 824, Ley sobre Impuesto a la Renta, del 31 de diciembre de 1974.





d) Decreto ley Nº 600, Estatuto de la Inversión Extranjera, del 13 de julio de 1974.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- El Mensaje señala que el Convenio en estudio es similar a los suscritos con Brasil, Canadá, Corea, Croacia, Dinamarca, Ecuador, España, Francia, Irlanda, Malasia, México, Noruega, Nueva Zelanda, Paraguay, Perú, Polonia, Portugal, Reino Unido y Suecia, los cuales se basan en el modelo elaborado por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), con las diferencias específicas derivadas de la necesidad de cada país de adecuarlo a su propia legislación y política impositiva. 





El Gobierno explica que los objetivos perseguidos por el presente Convenio, son los siguientes: reducir la carga tributaria total a la que estén afectos los contribuyentes que desarrollan actividades transnacionales entre los Estados Contratantes; asignar los respectivos derechos de imposición entre los Estados Contratantes; otorgar estabilidad y certeza a dichos contribuyentes, respecto de su carga tributaria total y de la interpretación y aplicación de la legislación que les afecta; establecer mecanismos que ayuden a prevenir la evasión fiscal por medio de la cooperación entre las administraciones tributarias de ambos Estados Contratantes; proteger a los nacionales de un Estado Contratante, que invierten en el otro Estado Contratante o desarrollen actividades en él, de discriminaciones tributarias; y establecer, mediante un procedimiento de acuerdo mutuo, la posibilidad de resolver las disputas tributarias que se produzcan en la aplicación  de las disposiciones del Convenio.





El Mensaje señala que la eliminación o disminución de las trabas impositivas que afectan a las actividades e inversiones desde o hacia Chile tiene incidencias muy importantes para la economía nacional. Explica que, por una parte, permiten o facilitan un mayor flujo de capitales, lo que redunda en una profundización y diversificación de las actividades transnacionales, especialmente respecto de aquellas actividades que involucran tecnologías avanzadas y asesorías técnicas de alto nivel, por la menor imposición que les afectaría. Agrega que, por otra parte, facilitan que nuestro país pueda constituirse en una plataforma de negocios para empresas extranjeras que quieran operar en otros países de la región.




Asimismo, constituye un fuerte estímulo para el inversionista y prestador de servicios residente en Chile, quien verá incrementado los beneficios fiscales a que puede acceder en caso de desarrollar actividades en Rusia.





El Ejecutivo indica que, si bien la aplicación de estos Convenios podría suponer una disminución de la recaudación fiscal respecto de determinadas rentas, el efecto final en el ámbito presupuestario es menor.





Agrega que ello se debe, en primer lugar, a que las inversiones extranjeras hacia Chile se concentran mayoritariamente en actividades sujetas al pago de los impuestos de primera categoría y adicional, que no se verán afectados por el Convenio, ya que en atención a la forma en que se estructura la norma que regula la imposición de los dividendos, los límites que ahí se establecen no son aplicables para el caso de los dividendos pagados desde nuestro país, ni tampoco para el caso de remesas de utilidades de establecimientos permanentes ubicados en Chile. Hace presente, en segundo término, que una menor carga tributaria incentiva el aumento de las actividades transnacionales susceptibles de ser gravadas con impuestos, con lo que se compensa la disminución inicial. Incluso más, en el ámbito presupuestario, la salida de capitales chilenos al exterior y el mayor volumen de negocios que genera aumentan la base tributaria sobre la cual se cobran los impuestos a los residentes en Chile.





El Mensaje señala que los aspectos esenciales del Convenio son los siguientes:




1. Se aplica a las personas residentes de uno o de ambos Estados Contratantes, respecto a los impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio que los afecten.





2. Su objetivo central, como se ha señalado, es evitar la doble tributación internacional. Para lograrlo, establece en su Capítulo III una serie de disposiciones que regulan la forma en que los Estados Contratantes se atribuyen la potestad tributaria para gravar los distintos tipos de rentas, y en el Capítulo IV norma la imposición del patrimonio.





3. Respecto de ciertos tipos de rentas, sólo uno de los Estados tiene el derecho de someterlas a imposición, siendo consideradas rentas exentas en el otro Estado. Con ello se evita la doble imposición. Respecto de las demás rentas, se establece una imposición compartida, esto es, ambos Estados tienen derecho a gravarlas, pero limitándose en algunos casos la imposición en el Estado donde la renta se origina o tiene su fuente, como ocurre con los intereses y regalías.





Cabe hacer presente que cuando el Convenio establece límites al derecho a gravar un tipo de renta, estos son límites máximos, manteniendo cada Estado el derecho a establecer tasas menores o incluso no gravar dicha renta de acuerdo a su legislación interna.





En esta última situación, es decir, cuando ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición un tipo de renta, el Estado de la residencia, esto es, donde reside el perceptor de la renta, debe evitar la doble imposición por medio de los mecanismos que contempla su legislación interna, ya sea eximiendo de impuestos a las rentas de fuente externa, o bien otorgándoles un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado, lo que se recoge en el artículo 23.





4. Finalmente, para Chile operan los artículos 41 A, 41 B y 41 C de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que regulan el crédito que se reconoce contra el impuesto de primera categoría e impuestos finales, global complementario o adicional, por los impuestos pagados en el extranjero, para todos los tipos de rentas contempladas en el Convenio.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el 20 de diciembre de 2007, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 8 de enero de 2008 y aprobó, por unanimidad, el proyecto en informe.




Posteriormente, es enviado a la Comisión de Hacienda, la cual con fecha 19 de marzo de 2008, también aprobó este proyecto por unanimidad.




Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 8 de mayo de este año, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes.





4.- Instrumento Internacional.- El instrumento internacional en informe consta de un Preámbulo, siete Capítulos (con 30 artículos) y un Protocolo, que se reseñan a continuación:





En el Preámbulo, los Estados Contratantes manifiestan la intención perseguida con la suscripción del Convenio.





El Capítulo I se refiere, por una parte, a las personas comprendidas en el Convenio, esto es, a las personas residentes de uno o de ambos Estados, y, por otra, a los impuestos comprendidos por el mismo. 





Dado que el Convenio se aplica a los impuestos sobre la renta exigibles por cada uno de los Estados Contratantes, se incluye en el artículo 2 una lista indicativa de los impuestos vigentes en ambos Estados Contratantes al momento de la firma, precisándose expresamente que el Convenio también se aplicará a impuestos de naturaleza idéntica o sustancialmente análoga que se añadan a los actuales o les sustituyan. Se deja en claro que este Convenio no se aplica respecto de los impuestos indirectos o aranceles. 





En el Capítulo II se contienen las definiciones usuales en esta clase de instrumentos. En primer lugar, las definiciones generales del Convenio; en segundo lugar, lo que ha de entenderse por residente; y, finalmente, se consigna el concepto de establecimiento permanente.





El Capítulo III se refiere a la imposición de las rentas. El tratamiento de ellas se regula en los artículos 6 a 21.




El artículo 6 norma que las rentas que un residente de un Estado Contratante obtiene de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante, incluidas las provenientes de explotaciones agrícolas o forestales, pueden gravarse en ambos Estados, sin que se aplique límite alguno para el gravamen impuesto por el Estado donde se encuentre situado el bien.





A su vez, el artículo 7 dispone que los beneficios de una empresa de un Estado Contratante, solamente pueden someterse a imposición en ese Estado, es decir, en aquel donde reside quien explota dicha empresa. Sin embargo, si la empresa realiza actividades en el otro Estado Contratante, por medio de un establecimiento permanente situado en él, los beneficios de la empresa también pueden someterse a imposición en ese otro Estado Contratante sin límite alguno, pero sólo en la medida en que puedan atribuirse a ese establecimiento permanente. 





En todo caso, para determinar la renta sujeta a impuesto, se permite la deducción de los gastos necesarios en que se haya incurrido para la realización de los fines del establecimiento permanente, comprendidos los gastos de dirección y generales de administración para los mismos fines, tanto si se efectúan en el Estado en que se encuentre el establecimiento permanente como en otra parte, quedando sujeto a la legislación tributaria del Estado Contratante en el cual esté situado el establecimiento permanente, la determinación de si procede o no la deducción de un gasto.





Las rentas provenientes de la prestación de servicios profesionales y otras de carácter independientes sólo pueden gravarse en el Estado Contratante donde reside la persona que los presta. Sin embargo, pueden gravarse también en el otro Estado Contratante si esas actividades son desarrolladas en ese otro Estado Contratante durante un período o períodos que en total excedan de 183 días, dentro de un período cualquiera de doce meses; o bien, tratándose de una persona natural, cuando esa persona está presente en ese Estado Contratante durante un período o períodos que en total sumen o excedan de 183 días, dentro de un período cualquiera de doce meses. 





El artículo 8 señala que los beneficios procedentes de la explotación de buques o aeronaves en tráfico internacional, sólo pueden ser gravados en el Estado Contratante donde reside la persona que explota dichos buques o aeronaves.





Por su parte, el artículo 9 establece que cada Estado Contratante mantiene la facultad para proceder a la rectificación de la base imponible de las empresas asociadas (sociedades matrices y sus filiales, o sociedades sometidas a un control común), cuando su renta no refleje los beneficios reales que hubieran obtenido en el caso de ser empresas independientes.





El artículo 10 norma que los dividendos pagados por una sociedad residente de un Estado Contratante a un residente del otro Estado Contratante pueden someterse a imposición en ambos Estados. Pero respecto del Estado donde reside la sociedad que paga los dividendos, se aplica un límite de 5% o 10% dependiendo de sí el beneficiario efectivo tiene una participación significativa en el capital de dicha sociedad.





Sin embargo, se establece que en el caso de Chile, esos límites no limitarán la aplicación del impuesto adicional en la medida que el impuesto de primera categoría sea totalmente deducible contra el impuesto adicional a pagar.




Los artículos 11 y 12 regulan que los intereses y regalías pueden ser gravados en ambos Estados Contratantes. Sin embargo, se limita el derecho a gravarlos por parte del Estado del que procedan, si el beneficiario efectivo de los intereses y regalías es residente del otro Estado Contratante, en cuyo caso el impuesto exigido no puede exceder de los límites que se indican a continuación:





a. Intereses. El impuesto exigido no puede exceder del 15% del importe bruto de los intereses.





b. Regalías. El impuesto exigido no puede exceder del 5% del importe bruto de las regalías por el uso o derecho al uso de equipos industriales, comerciales o científicos, y del 10% del importe bruto de las regalías en todos los demás casos.





En cuanto a las ganancias de capital, el artículo 13 establece que las ganancias que un residente de un Estado Contratante obtiene de la enajenación de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante, pueden gravarse en ambos Estados, sin restricciones de ninguna especie.




Asimismo, también pueden gravarse en ambos Estados, y sin restricciones de ninguna especie:




a. Las ganancias de capital que obtiene un residente de un Estado Contratante, derivadas de la enajenación de bienes muebles que formen parte del activo de un establecimiento permanente que tenga en el otro Estado Contratante, comprendidas las ganancias derivadas de la enajenación de ese establecimiento permanente.




b. Las ganancias de capital que obtiene un residente de un Estado Contratante, derivadas de la enajenación de bienes muebles que pertenezcan a una base fija que un residente de un Estado Contratante tenga en el otro Estado Contratante para la prestación de servicios personales independientes, comprendidas las ganancias derivadas de la enajenación de esta base fija.




c. Las ganancias que un residente de un Estado Contratante obtenga por la enajenación de títulos u otros derechos representativos del capital de una sociedad o de cualquier otro tipo de instrumentos financieros situados en el otro Estado Contratante.





Las ganancias de capital provenientes de la enajenación de cualquier otro tipo de propiedad, distinta de las mencionadas en los párrafos anteriores, incluidas las derivadas de la enajenación de buques y aeronaves explotados en tráfico internacional, o de bienes muebles afectos a la explotación de dichos vehículos, sólo pueden someterse a imposición en el Estado Contratante en que reside el enajenante.




El artículo 14 dispone que las rentas provenientes de la prestación de servicios personales independientes que efectúa una persona natural residente de un Estado Contratante, sólo pueden gravarse en ese Estado Contratante.





Sin embargo, dichas rentas también pueden gravarse en el otro Estado Contratante, cuando la persona tenga en ese otro Estado Contratante una base fija a la cual se le atribuyan las rentas, o cuando dicha persona permanezca en el otro Estado Contratante por un período o períodos que en total sumen o excedan de 183 días  dentro de un período cualquiera de doce meses.





Luego, el artículo 15 norma que las rentas provenientes de un empleo pueden gravarse tanto en el Estado de residencia, como en el Estado donde se presta el servicio. Sin embargo, sólo el Estado de residencia podrá gravar esta renta cuando el perceptor permanece en el Estado donde presta el servicio por menos de 183 días, las remuneraciones se pagan por o en nombre de una persona que no sea residente de ese otro Estado y no son soportadas por un establecimiento permanente que dicha persona tenga en el otro Estado.





El artículo 16 dispone que las participaciones y otros pagos similares que reciba un residente de un Estado Contratante como miembro de un directorio o de un órgano similar de una sociedad del otro Estado Contratante pueden gravarse en ambos Estados.




De igual forma, el artículo 17 señala que pueden gravarse en ambos Estados las rentas que reciba un deportista o artista residente en un Estado Contratante, por actividades realizadas en el otro Estado Contratante. Asimismo, se incluye una norma por medio de la cual se establece que cuando las rentas derivadas de las actividades personales de los artistas o deportistas se atribuyan a otra persona, dichas rentas, de todas formas pueden someterse a imposición en el Estado Contratante en que se realicen las actividades del artista del espectáculo o el deportista.





Por su parte, el artículo 18 establece que las pensiones sólo pueden someterse a imposición en el Estado Contratante de donde proceden.





El artículo 19 regula que las remuneraciones pagadas por un Estado Contratante o por una de sus subdivisiones políticas o autoridades locales a una persona natural por servicios prestados a ese Estado, subdivisión o autoridad, sólo pueden gravarse por el Estado que paga dichas rentas. 





Luego, el artículo 20 señala que las cantidades que reciba para sus gastos un estudiante que se encuentre en un Estado Contratante, que es o haya sido, inmediatamente antes de llegar a ese Estado, residente del otro Estado, no pueden gravarse en el primer Estado, siempre que procedan de fuentes situadas fuera de ese Estado.





Por último, en cuanto a las rentas no mencionadas expresamente, el artículo 21 contempla dos situaciones diversas. De esta forma, sí provienen de uno u otro de los Estados Contratantes, ya sea Chile o Rusia, según el caso, ambos Estados tienen derecho a gravarlas de acuerdo a su legislación. En cambio, si provienen de un tercer Estado, sólo se pueden gravar en el Estado donde reside el perceptor de la renta.





El Capítulo IV, se refiere al Estado que puede someter a imposición al patrimonio. Para tal efecto, el artículo 22 regula que el patrimonio constituido por bienes inmuebles; por bienes muebles de un establecimiento permanente, o por bienes muebles que pertenezcan a una base fija que un residente de un Estado Contratante tiene en el otro Estado Contratante, pueden gravarse en ambos Estados Contratantes.





Respecto de naves o aeronaves explotadas en tráfico internacional, bienes muebles afectos a la explotación de tales naves o aeronaves y demás elementos del patrimonio que posea un residente de un Estado Contratante, sólo pueden someterse a imposición en el Estado de la residencia.




En el Capítulo V se establecen los métodos para la eliminación de la doble imposición, tanto en Chile como en Rusia.





El artículo 23 establece, para evitar la doble imposición, en aquellos casos en que ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición una renta, que el Estado Contratante donde reside el perceptor de la renta debe otorgar un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado Contratante de conformidad a las disposiciones pertinentes de su legislación interna, que en el caso de nuestro país están contenidas en los artículos 41 A, 41B y 41 C de la Ley sobre Impuesto a la Renta.





En el Capítulo VI se contemplan disposiciones especiales sobre: el principio de no discriminación; el procedimiento de acuerdo mutuo; el intercambio de información; la limitación de beneficios y la situación de los miembros de misiones diplomáticas y de oficinas consulares.





El artículo 24 reconoce el principio de la no discriminación, al disponer que los nacionales de un Estado Contratante no serán sometidos, en el otro Estado Contratante, a un trato menos favorable que el que se aplica a los nacionales de este último Estado que se encuentren en las mismas condiciones.





El artículo 25 dispone que las autoridades competentes de ambos Estados Contratantes, mediante un procedimiento de acuerdo mutuo, harán lo posible para resolver las dificultades o las dudas que surjan en la aplicación e interpretación del Convenio, en especial la situación de los contribuyentes que sean objeto de una imposición que no esté conforme con sus disposiciones.





A fin de hacer posible la aplicación del Convenio, el artículo 26 contempla el mecanismo de intercambio de información entre las autoridades competentes. Dicha información, que sólo podrá ser utilizada para los fines previstos en el Convenio, además, deberá ser mantenida en secreto. 





El artículo 27 establece algunas restricciones a los beneficios que el Convenio contempla, cuando las rentas provenientes de un Estado Contratante son recibidas por una sociedad residente en el otro Estado Contratante y una o más personas no residentes de este último Estado tienen directa o indirectamente, o a través de una o más sociedades, cualquiera que sea su residencia, un interés substancial en esa sociedad, ya sea en la forma de una participación o de otra manera, o ejercen directa o indirectamente, solo o en forma conjunta, el control o gestión de esa sociedad, cualquier exención o reducción de impuestos que el Convenio contemple, sólo se aplicará en la medida que los dividendos, intereses y regalías estén sujetos a impuesto en el Estado mencionado en último lugar, conforme a las reglas generales de su legislación impositiva. 





Esa disposición no se aplica, cuando la sociedad demuestre que su propósito principal para operar en la forma indicada está motivada por razones legítimas de negocios y no tiene como propósito principal o uno de sus propósitos principales el de obtener beneficios de acuerdo al Convenio.





De igual modo, se establece que las disposiciones de los artículos 10, 11 y 12, que se refieren a la imposición de los dividendos, intereses y regalías, no se aplicarán si el propósito principal o uno de los principales propósitos de cualquier persona vinculada con la creación o atribución del derecho o crédito por el cual esas rentas se pagan, sea el de obtener ventajas de esos artículos mediante tal creación o atribución.





Finalmente, se señala que en el caso que las disposiciones del Convenio sean utilizadas para obtener beneficios no contemplados ni pretendidos por él, las autoridades competentes de los Estados Contratantes deberán, de conformidad al procedimiento de acuerdo mutuo, recomendar modificaciones específicas al Convenio, las que deben ser discutidas de manera expedita. 





Por último, el artículo 28 señala que no afecta los privilegios fiscales de miembros de misiones diplomáticas o representaciones consulares.





En el Capítulo VII, se consignan las disposiciones finales, que aluden a la entrada en vigor del Convenio y al mecanismo de denuncia del mismo.




El artículo 29 señala que el Convenio entrará en vigor luego que los Estados Contratantes culminen con sus procedimientos legales internos y lo notifiquen al otro Estado Contratante, rigiendo a partir de la fecha de la última notificación.





Por su parte, el artículo 30 dispone que el Convenio tendrá una vigencia indefinida y podrá ser denunciado por cualquiera de las partes a más tardar el 30 de junio de cada año calendario, posterior a aquel en que el Convenio entre en vigor, mediante un aviso de término por escrito, a través de la vía diplomática.





Finalmente, el Convenio contempla un Protocolo, que forma parte integrante del mismo, el cual contiene cuatro párrafos de aplicación general y dos que regulan situaciones específicas. Estos últimos, dicen relación con los beneficios empresariales y los dividendos, regulados en los artículos 7 y 19 del Convenio.





Respecto a los párrafos que tratan de situaciones de aplicación general, el Protocolo cuenta con las siguientes normas, que aparecen con las letras a), b), c) y d):





1. Fondos de Inversión. Se establece que las disposiciones del Convenio no serán interpretadas en el sentido de restringir la imposición en Chile del impuesto sobre la remesa de rentas provenientes de cuentas de inversión conjunta o fondos (como por ejemplo los Fondos de Inversión de Capital Extranjero), con respecto de las inversiones en bienes situados en Chile y cuya administración debe efectuarse por un residente de Chile;





2. Relación con el Acuerdo General sobre Comercio de los Servicios. Se contempla una norma que busca evitar conflictos respecto de la prevalencia del procedimiento amistoso que contempla el Convenio, y el mecanismo de resolución de controversias previsto por el Acuerdo General sobre el Comercio de los Servicios, basada en la concurrencia del consentimiento de ambos Estados Contratantes;





3. Relación con el Estatuto de la Inversión Extranjera. Esta norma busca evitar cualquier colisión que pudiera producirse por la aplicación del Convenio en relación con las disposiciones del decreto ley N° 600, “Estatuto de la Inversión Extranjera”. Para ello, señala expresamente que nada del Convenio afectará la aplicación de las disposiciones de dicho Estatuto, conforme estén en vigor a la fecha de la firma de este Convenio y aún cuando fueren eventualmente modificadas sin alterar su principio general;





4. Beneficios atribuibles a un Establecimiento Permanente. Se precisa que nada en el Convenio impedirá que Chile grave los beneficios atribuibles a un establecimiento permanente que un residente de Rusia tenga en Chile, tanto bajo el impuesto de primera categoría como el impuesto adicional, siempre que el impuesto de primera categoría sea deducible contra el impuesto adicional.





Las disposiciones específicas son:





Al artículo 7. Se entiende que las disposiciones del párrafo 3 del artículo 7 se aplican sólo si los gastos pueden ser atribuidos al establecimiento permanente de acuerdo con las disposiciones de la legislación tributaria del Estado Contratante en el cual está situado el establecimiento permanente.





Al artículo 10, para precisar que las disposiciones del párrafo 2 no limitarán la aplicación del impuesto adicional a pagar en Chile en la medida que el impuesto de primera categoría sea totalmente deducible contra el impuesto adicional a pagar.
----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión consideró que el Acuerdo en estudio sigue, en general, el modelo elaborado por la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico, con algunas diferencias específicas, derivadas de la necesidad de cada país de adecuarlo a su legislación y política impositiva.





Respecto del tratamiento de las principales rentas, apreció que no existen diferencias significativas con relación a otros Convenios suscritos por nuestro país en esta materia.




Asimismo, en cuanto a los impuestos de retención que se aplican a los intereses y regalías, la Comisión estimó que los acordados en este Convenio corresponden a los que usualmente se convienen para este tipo de rentas.





Por último, la Comisión, teniendo presente los casos ya aprobados anteriormente sobre esta misma materia, y el interés que tiene para nuestras relaciones económicas internacionales el contar con estos instrumentos que favorecen el desarrollo de las inversiones, acordó sugerir a la Sala su aprobación.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gazmuri, Pizarro y Romero.
----------





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébanse el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la Federación de Rusia para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal en Relación al Impuesto a la Renta y al Patrimonio” y su Protocolo, suscritos en Santiago, Chile, el 19 de noviembre de 2004.”.

----------





Acordado en sesión celebrada el día 29 de julio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri Mujica (Presidente), Jorge Pizarro Soto y Sergio Romero Pizarro.




Sala de la Comisión, a 29 de julio de 2008.
(Fdo.): JULIO CÁMARA OYARZO, Secretario 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS  QUE APRUEBA CONVENIO ENTRE CHILE Y FEDERACIÓN DE RUSIA PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PARA PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN RELACIÓN AL IMPUESTO A LA RENTA Y AL PATRIMONIO

(5611-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros acerca del proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.




A la sesión en que vuestra Comisión analizó este proyecto concurrieron, como invitados, del Ministerio de Hacienda, el Coordinador de Asuntos Internacionales, señor Raúl Sáez, y el asesor de políticas tributarias, señor Héctor Lehuedé; y del Ministerio de Relaciones Exteriores, la Jefa del Departamento de Normas Internacionales, señora Liselott Cana.

- - -



El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores. 

Cabe señalar que dicha Comisión ha hecho presente en su informe que, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, propone discutir la iniciativa en general y en particular a la vez, proposición que hace suya vuestra Comisión de Hacienda.

- - -

DISCUSIÓN



Los representantes del Ejecutivo presentaron una minuta explicativa del presente acuerdo y de otros, de similar contenido, sometidos también a consideración de la Comisión. Dicha minuta es del siguiente tenor:




“1.- Los convenios suscritos con los países antes indicados, siguen en general el modelo de convenio elaborado por la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico, con diferencias específicas derivadas de la necesidad de cada país de adecuarlo a su propia legislación y política impositiva.

2.- Respecto del tratamiento de las principales rentas, no existen diferencias significativas con relación a otros convenios suscritos por Chile. Por ejemplo, en el caso de los dividendos se incluye una norma, que está en todos los convenios suscritos por Chile, en la que se precisa que las disposiciones del convenio no limitan la aplicación del impuesto adicional en Chile; es decir, la carga impositiva de los extranjeros que invierten en sociedades chilenas se mantiene en un 35%.

3.- En cuanto a los impuestos de retención que se aplican a los intereses y regalías, los acordados en estos convenios corresponden a los que usualmente se acuerdan para este tipo de rentas. En el cuadro que se inserta a continuación, se indican las tasas de retención pactadas respecto de intereses y regalías:

País



Intereses


Regalías

Irlanda


5* y 15*


5* y 10*

Malasia


15*



10

Paraguay


10* y 15*


15*

Portugal


5, 10* y 15


5 y 10

Rusia



15



5 y 10.

* En estos casos, se acordó una cláusula de nación más favorecida para que una tasa menor acordada con un tercer país también se aplique para efectos del Convenio respectivo.

4.- Entre las principales diferencias que se observan en el articulado de los convenios, se puede mencionar que en los convenios suscritos con Rusia y Paraguay se incluye a los impuestos a la renta y al patrimonio, mientras que en los convenios suscritos con Irlanda, Malasia y Portugal, se incluye únicamente el impuesto a la renta. Sin embargo, en estos últimos se señala en el Protocolo que en caso que alguno de dichos Estados establezca de acuerdo a su legislación interna un impuesto sobre el patrimonio, se iniciarán negociaciones para concluir un Protocolo que extienda el ámbito de aplicación del convenio a esta clase de impuesto.

5.- El tratamiento de las pensiones presenta algunas diferencias en los convenios suscritos, tal como se explica a continuación. En efecto, en los convenios con Malasia, Irlanda y Paraguay, tanto el Estado donde la pensión se origina como el Estado de residencia del perceptor de la misma tienen derecho a gravarla, pero el Estado de origen de la pensión no puede aplicar un gravamen que exceda de 15%, en los convenios con Malasia y Paraguay y de 10%, en el de Irlanda. En los convenios suscritos con Portugal y Rusia, sólo se permite gravar la pensión en el país donde reside el perceptor de la pensión, quedando impedido de hacerlo el país donde ésta se origina.

6.- En el convenio con Malasia se incluye en el artículo 22, que trata de los métodos para evitar la doble imposición, una norma que establece que las sociedades residentes en Chile que tengan una participación a lo menos de un 10% en una sociedad residente en Malasia, tendrán derecho a rebajar como crédito el impuesto malayo, aunque éste no se hubiera aplicado en la práctica por estar la renta exenta de impuesto. El beneficio se otorga por un plazo de 10 años y su efecto se verá limitado porque sólo se aplica respecto de los impuestos pagados a nivel de la sociedad. Asimismo en este convenio se hace una distinción entre las rentas por servicios profesionales en general, que se gravan como beneficios empresariales, y las rentas por servicios técnicos, que se gravan separadamente, no pudiendo la tasa que se aplique a estos últimos exceder del 5%.”.





Los representantes del Ejecutivo indicaron que Chile ya ha suscrito 21 acuerdos comerciales como el que se somete ahora a conocimiento de la Comisión, de los cuales 15 ya se encuentran vigentes.

Enseguida especificaron, ante una consulta del Honorable Senador señor García, que la referencia realizada a “intereses” y “regalías” tiene que ver, en el primer caso, con el impuesto al pago de intereses por créditos tomados en el exterior, y en el segundo, con el pago de impuestos por regalías que se pagan al exterior, como uso de propiedad intelectual. 

La Honorable Senadora señora Matthei preguntó por la situación de los extranjeros que invierten en sociedades chilenas y que deben, igualmente, pagar 35% de impuesto adicional.

El Coordinador de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda, señor Raúl Sáez, señaló que, sin perjuicio de que un contribuyente tenga un crédito en su país de origen contra el impuesto que debe pagar en Chile, no pierde nuestro país el derecho a aplicar dicho impuesto adicional en virtud del presente Convenio.

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Héctor Lehuedé explicó que existe un régimen especial por el que los intereses se gravan con un impuesto de un 4% cuando provienen de bancos e instituciones financieras extranjeras e internacionales. En virtud de él muchas empresas extranjeras, previa consulta al Banco Central sobre los requisitos que debían cumplir (tener un límite de capital y tener por giro prestar), constituyeron, a su vez, nuevas empresas financieras, dando lugar a una paradójica situación por la que en vez de aportar capital pagando dividendos del 35%, aportaban deuda pagando intereses al 4%. Ante esto fue que se estableció que cuando una de estas empresas se encontrara sobre endeudada (esto es, tres veces en deuda lo que tiene de patrimonio o, dicho de otro modo, 75% de deuda versus 25% de patrimonio), este exceso de deuda se gravaría también como a los dividendos, con 35% por concepto de impuestos.




La Honorable Senadora señora Matthei expresó que el sistema al que se ha hecho referencia opera, en definitiva, como un incentivo para el endeudamiento y no para el aporte de capital, pues los dividendos pagan más impuestos que los intereses.





El señor Lehuedé manifestó que el aludido límite de tres veces deuda versus una vez patrimonio no se aplica a los intereses ordinarios. Agregó que, en todo caso, la deuda paga impuesto de timbres y estampillas (que el capital no paga) y tiene condiciones de pago más onerosas que atenúan, en definitiva, el incentivo a que Su Señoría ha hecho referencia. Por lo demás, probablemente el interés pagará en el país de origen el mismo 35% que el dividendo paga en Chile, por cuanto, precisó, la mayoría de los países exportadores de capital cuentan con tasa altas para estos efectos.





Puesto en votación el proyecto de acuerdo, fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Ominami.

- - -

FINANCIAMIENTO





El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 11 de marzo de 2008, señala, de manera textual, lo siguiente:

“El presente proyecto de Acuerdo que aprueba el Convenio tiene un impacto de menor cuantía en una primera etapa, dada la escasa presencia en nuestro país de inversiones provenientes de dicha Federación, el cual incluso podría verse compensado por un mayor impuesto de Primera Categoría de las empresas chilenas que tienen inversiones en Rusia, originado en una mayor renta por menor pago de impuestos. A futuro, se puede esperar un estímulo a la inversión extranjera, con el consecuente incremento en la actividad económica, que redundaría en mayor recaudación tributaria.”.
En consecuencia, el Convenio en referencia no producirá desequilibrios macroeconómicos ni incidirá negativamente en la economía del país.

- - -





En mérito de las consideraciones anteriores,  vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébanse el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la Federación de Rusia para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal en Relación al Impuesto a la Renta y al Patrimonio” y su Protocolo, suscritos en Santiago, Chile, el 19 de noviembre de 2004.”.

- - -




Acordado en sesión celebrada el día 6 de agosto de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), José García Ruminot, señora Evelyn Matthei Fornet y señor Carlos Ominami Pascual.





Sala de la Comisión, a 7 de agosto de 2008.
(Fdo.): ROBERTO BUSTOS LATORRE, Secretario de Comisión>
<

INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS  QUE APRUEBA CONVENIO ENTRE CHILE Y PORTUGAL PARA EVITAR DOBLE IMPOSICIÓN Y PARA PREVENIR EVASIÓN FISCAL EN RELACIÓN A IMPUESTO A LA RENTA Y SU PROTOCOLO

(5613-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 28 de noviembre de 2007.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 13 de mayo de 2008, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores y por la de Hacienda, en su caso.
- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.





c) Decreto ley Nº 824, Ley sobre Impuesto a la Renta, del 31 de diciembre de 1974.





d) Decreto ley Nº 600, Estatuto de la Inversión Extranjera, del 13 de julio de 1974.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- El Mensaje señala que el Convenio en estudio es similar a los suscritos con Canadá, México, Brasil, Francia, Noruega, Corea, Ecuador, Perú, España, Polonia, Dinamarca, Croacia, Reino Unido, Nueva Zelandia, Rusia, Malasia, Suecia y Paraguay. Añade que ellos se basan en el modelo elaborado por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), con las diferencias específicas derivadas de la necesidad de cada país de adecuarlo a su propia legislación y política impositiva.




Agrega el Ejecutivo que los objetivos perseguidos por el presente Convenio son: reducir la carga tributaria total a la que estén afectos los contribuyentes que desarrollan actividades transnacionales entre los Estados Contratantes; asignar los respectivos derechos de imposición entre los Estados Contratantes; otorgar estabilidad y certeza a dichos contribuyentes, respecto de su carga tributaria total y de la interpretación y aplicación de la legislación aplicable; establecer mecanismos que ayuden a prevenir la evasión fiscal por medio de la cooperación entre las administraciones tributarias de ambos Estados Contratantes; proteger a los nacionales de un Estado Contratante, que invierten en el otro Estado Contratante o desarrollen actividades en él, de discriminaciones tributarias; y establecer, mediante un procedimiento de acuerdo mutuo, la posibilidad de resolver las disputas tributarias que se produzcan en la aplicación de las disposiciones del Convenio.





El Gobierno expresa que la eliminación o disminución de las trabas impositivas que afectan a las actividades e inversiones desde o hacia Chile tienen incidencias muy importantes para la economía nacional, ya que, por una parte, permiten o facilitan un mayor flujo de capitales, lo que redunda en una profundización y diversificación de las actividades transnacionales, especialmente respecto de aquellas actividades que involucran tecnologías avanzadas y asesorías técnicas de alto nivel, por la menor imposición que les afectaría. Añade que, por otra parte, ayudan a que nuestro país pueda constituirse en una plataforma de negocios para empresas extranjeras que quieran operar en otros países de la región.




Asimismo, explica que constituye un fuerte estímulo para el inversionista y prestador de servicios residente en Chile, quien verá incrementado los beneficios fiscales a que puede acceder en caso de desarrollar actividades en Portugal.





El Mensaje advierte que, si bien la aplicación de estos Convenios podría suponer una disminución de la recaudación fiscal respecto de determinadas rentas, el efecto final en el ámbito presupuestario es menor. Añade que ello se debe, en primer lugar, a que las inversiones extranjeras hacia Chile se concentran mayoritariamente en actividades sujetas al pago de los impuestos de primera categoría y adicional que no se verán afectados por el Convenio, ya que en atención a la forma en que se estructura la norma que regula la imposición de los dividendos y las remesas de utilidades de establecimientos permanentes, los límites que establece no son aplicables respecto de estas rentas, en el caso de nuestro país.





Hace presente, en segundo término, que una menor carga tributaria incentiva el aumento de las actividades transnacionales susceptibles de ser gravadas con impuestos, con lo que se compensa la disminución inicial. Incluso más, en el ámbito presupuestario, la salida de capitales chilenos al exterior y el mayor volumen de negocios que genera aumentan la base tributaria sobre la cual se cobran los impuestos a los residentes en Chile.





El Ejecutivo destaca que los aspectos esenciales del Convenio, son los siguientes:





1. Se aplica a las personas residentes de uno o de ambos Estados Contratantes, respecto a los impuestos sobre la renta que los afecten.





2. Su objetivo central es evitar la doble tributación internacional. Para lograrlo, establece en su Capítulo III, una serie de disposiciones que regulan la forma en que los Estados Contratantes se atribuyen la potestad tributaria para gravar los distintos tipos de rentas.





3. Respecto de ciertos tipos de rentas, sólo uno de los Estados tiene el derecho de someterlas a imposición, siendo consideradas rentas exentas en el otro Estado. Con ello se evita la doble imposición. Respecto de las demás rentas, se establece una imposición compartida, esto es, ambos Estados tienen derecho a gravarlas, pero limitándose en algunos casos la imposición en el Estado donde la renta se origina o tiene su fuente, como ocurre con los intereses y regalías.





Hace presente el Mensaje que cuando el Convenio establece límites al derecho a gravar un tipo de renta, estos son límites máximos, manteniendo dicho Estado el derecho a establecer tasas menores o incluso no gravar dichas rentas de acuerdo a su legislación interna.





En esta última situación, es decir, cuando ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición un tipo de renta, el Estado de la residencia, esto es, donde reside el perceptor de la renta, debe evitar la doble imposición por medio de los mecanismos que contempla su legislación interna, ya sea eximiendo de impuestos a las rentas de fuente externa, o bien otorgándoles un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado, lo que se recoge en el artículo 22 del Convenio.





4. Finalmente, para Chile operan los artículos 41 A, 41 B y 41 C de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que regulan el crédito que se reconoce contra el impuesto de primera categoría e impuestos finales, global complementario o adicional, por los impuestos pagados en el extranjero, para todos los tipos de rentas contempladas en el Convenio.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el 20 de diciembre de 2007, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 8 de enero de 2008 y aprobó, por unanimidad, el proyecto en informe.




Posteriormente, es enviado a la Comisión de Hacienda, la cual con fecha 19 de marzo de 2008, también aprobó este proyecto por unanimidad.




Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 8 de mayo de este año, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes.





4.- Instrumento Internacional.- El instrumento internacional en informe consta de un Preámbulo, seis Capítulos (con 29 artículos) y un Protocolo, que se reseñan a continuación:





En el Preámbulo, los Estados Contratantes manifiestan la intención perseguida con la suscripción del Convenio.





El Capítulo I se refiere, por una parte, a las personas comprendidas en el Convenio, esto es, a las personas residentes de uno o de ambos Estados Contratantes, y, por otra, a los impuestos comprendidos por el mismo.





Dado que el Convenio sólo se aplica a los impuestos sobre la renta exigibles por cada uno de los Estados Contratantes, se incluye en el artículo 2 una lista indicativa de los impuestos vigentes en ambos Estados Contratantes al momento de la firma, precisándose expresamente que el Convenio también se aplicará a impuestos de naturaleza idéntica o sustancialmente análoga que se establezcan con posterioridad a la fecha de la firma del mismo, y que se añadan a los actuales o les sustituyan. Se deja en claro que este Convenio no se aplica respecto de los impuestos indirectos o aranceles. 





En el Capítulo II contiene las definiciones usuales en esta clase de instrumentos. En primer lugar, las definiciones generales del Convenio; en segundo lugar, lo que ha de entenderse por residente; y, finalmente, se consigna el concepto de establecimiento permanente.





En el Capítulo III, se contemplan normas sobre: la imposición de las rentas. Ellas se encuentran reguladas en los artículos 6 a 21.




El artículo 6 regula que las rentas que un residente de un Estado Contratante obtiene de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante, incluidas las provenientes de explotaciones agrícolas o forestales, pueden gravarse en ambos Estados, sin que se aplique límite alguno para el gravamen impuesto por el Estado donde se encuentre situado el bien.





A su vez, el artículo 7 dispone que los beneficios de una empresa de un Estado Contratante solamente pueden someterse a imposición en ese Estado, es decir, en aquel donde reside quien explota dicha empresa. Sin embargo, si la empresa realiza actividades en el otro Estado Contratante, por medio de un establecimiento permanente situado en él, los beneficios de la empresa también pueden someterse a imposición en ese otro Estado Contratante sin límite alguno, pero sólo en la medida en que puedan atribuirse a ese establecimiento permanente.




En todo caso, para determinar la renta sujeta a impuesto, se permite la deducción de los gastos en que se haya incurrido para la realización de los fines del establecimiento permanente, comprendidos los gastos de dirección y generales de administración para los mismos fines, tanto si se efectúan en el Estado en que se encuentre el establecimiento permanente como en otra parte.





Las rentas provenientes de la prestación de servicios profesionales y otras actividades de carácter independientes por parte de una empresa, incluidos los servicios de consultorías, sólo pueden gravarse en el Estado Contratante donde reside la persona que los presta. Sin embargo, pueden gravarse también en el otro Estado Contratante si esas actividades son desarrolladas dentro de ese Estado Contratante durante un período o períodos que en total excedan de 183 días, dentro de un período cualquiera de doce meses.





Las disposiciones del párrafo 3 del artículo 7, que se refieren a la deducción de gastos por un establecimiento permanente, se aplican sólo si los gastos pueden ser atribuidos al establecimiento permanente de acuerdo con las disposiciones de la legislación tributaria del Estado Contratante en el cual esté situado.





El artículo 8 establece que los beneficios procedentes de la explotación de buques o aeronaves en tráfico internacional, sólo pueden ser gravados en el Estado Contratante donde reside la persona que  explota dichos buques o aeronaves.





Por su parte, el artículo 9 norma que cada Estado mantiene la facultad para proceder a la rectificación de la base imponible de las empresas asociadas (sociedades matrices y sus filiales, o sociedades sometidas a un control común), cuando su renta no refleje los beneficios reales que hubieran obtenido en el caso de ser empresas independientes.





El artículo 10 señala que los dividendos pagados por una sociedad residente de un Estado Contratante a un residente del otro Estado Contratante pueden someterse a imposición en ambos Estados. Pero respecto del Estado donde reside la sociedad que paga los dividendos, se aplica un límite de 10% o 15% dependiendo de si el beneficiario efectivo tiene una participación significativa en el capital de dicha sociedad. Sin embargo, se establece que esos límites no se aplicarán en el caso de Chile, que podrá aplicar el impuesto adicional de acuerdo a la legislación impositiva chilena.





En el Protocolo, se incluyen dos disposiciones que regulan situaciones específicas con relación al artículo 10, las que se indican a continuación:





a. Se acuerda que, si el impuesto de primera categoría deja de ser totalmente deducible en la determinación del monto del impuesto adicional a pagar, o la tasa del impuesto adicional que afecta a un residente de Portugal exceda de 42%, los Estados Contratantes se consultarán con la finalidad de modificar el Convenio para reestablecer el equilibrio de los beneficios otorgados;





b. Con respecto a la definición de dividendos, se señala que la expresión “otros derechos” incluida en esa definición, se entiende que incluye a una convención para participar en los beneficios.





Luego, los artículos 11 y 12 establecen que los intereses y regalías pueden ser gravados en ambos Estados Contratantes. Sin embargo, se limita el derecho a gravarlos por parte del Estado del que procedan, si el beneficiario efectivo de los intereses o de las regalías es residente del otro Estado Contratante, en cuyo caso el impuesto exigido no puede exceder de los límites que se indican a continuación:





a. Intereses. El impuesto exigido no puede exceder del: 5% del importe bruto de los intereses provenientes de bonos o valores que son regular y sustancialmente transados en una bolsa de valores reconocida; 10% del importe bruto de los intereses derivados de préstamos otorgados por bancos y compañías de seguros y por la venta a crédito de maquinaria y equipo, pagados por el comprador al beneficiario efectivo que es el vendedor de la maquinaria y equipo y, 15% en todos los demás casos.





b. Regalías. El impuesto exigido no puede exceder del 5% del importe bruto de las regalías pagadas por el uso o el derecho al uso de equipos industriales, comerciales o científicos, y del 10% en todos los demás casos. 





Con relación a los intereses mencionados en el subpárrafo b), párrafo 2, del artículo 11 del Convenio, el Protocolo establece que, cuando Portugal aplique una tasa de 5% de acuerdo al artículo 6 de la Directiva del Consejo de la Unión Europea 2003/49/CE, esa tasa más baja se aplicará automáticamente y bajo las mismas condiciones como si hubiese sido especificada en el Convenio, a los intereses mencionados en ese párrafo (intereses por préstamos otorgados por bancos y compañías de seguros y por la venta a crédito de maquinaria y equipo).





El artículo 13 regula que las ganancias de capital que un residente de un Estado Contratante obtiene derivadas de la enajenación de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante, pueden gravarse en ambos Estados, sin restricciones de ninguna especie.





También pueden gravarse en ambos Estados, y sin restricciones de ninguna especie, las ganancias de capital que obtiene un residente de un Estado Contratante, derivadas de la enajenación de bienes muebles que formen parte del activo de un establecimiento permanente que tenga en el otro Estado Contratante, o de bienes muebles que pertenezcan a una base fija que un residente de un Estado Contratante tenga en el otro Estado Contratante para la prestación de servicios personales, comprendidas las ganancias derivadas de la enajenación de ese establecimiento permanente o base fija.





Por su parte, las ganancias que obtiene un residente de un Estado Contratante, derivadas de la enajenación de acciones u otros derechos representativos del capital de una sociedad residente del otro Estado Contratante, pueden gravarse en ambos Estados sin límite alguno si se cumple cualquiera de las condiciones siguientes:





a. Si esas ganancias provienen en más de un 50% de su valor, directa o indirectamente, de bienes inmuebles situados en el Estado donde reside la sociedad; 





b. Si el enajenante ha poseído, en cualquier momento dentro del periodo de doce meses precedentes a la enajenación, directa o indirectamente, acciones u otros derechos consistentes en un 20% o más del capital de esa sociedad.




Respecto de la situación mencionada en la letra b) de párrafo anterior, en el Protocolo se señala que, en el caso que el perceptor de la ganancia hubiera poseído las acciones u otros derechos que se enajenan por un plazo superior a doce meses y siempre que no se dedique habitualmente a la enajenación de acciones, el impuesto exigido no podrá exceder del 16% de la ganancia, agregando la norma que se considerará que el perceptor de la ganancia no se dedica habitualmente a la enajenación de acciones cuando la participación en el capital de la sociedad sea de más del 50%.





Las demás ganancias provenientes de la enajenación de acciones u otros derechos representativos del capital de una sociedad también pueden someterse a imposición en ambos Estados, pero en el Estado Contratante donde reside la sociedad cuyas acciones o derechos se enajenan, el impuesto exigido no podrá exceder del 16 por ciento del monto de la ganancia.





Sin embargo, las ganancias provenientes de la enajenación de acciones u otros derechos representativos del capital de una sociedad obtenidas por un Fondo de Pensiones, sólo serán gravadas en el Estado Contratante donde resida ese Fondo.




En cuanto al resto de las ganancias de capital, incluidas las derivadas de la enajenación de buques y aeronaves explotados en tráfico internacional, o de bienes muebles afectos a la explotación de dichos vehículos, sólo pueden someterse a imposición en el Estado Contratante donde reside el enajenante.





A su vez, el artículo 14 dispone que las rentas provenientes de la prestación de servicios personales independientes que efectúa una persona natural residente de un Estado Contratante, sólo pueden gravarse en ese Estado Contratante.





Sin embargo, dichas rentas también pueden gravarse en el otro Estado Contratante, cuando la persona  tenga en ese otro Estado Contratante una base fija a la cual se le atribuyan las rentas, o cuando dicha persona permanezca en el otro Estado Contratante por un período o períodos que en total sumen o excedan de 183 días dentro de un período cualquiera de doce meses.





El artículo 15 regula que las rentas provenientes de un empleo, pueden gravarse tanto en el Estado de residencia como en el Estado donde se presta el servicio. Sin embargo, sólo el Estado de residencia podrá gravar esta renta cuando el perceptor permanece en el Estado donde presta el servicio por menos de 183 días, las remuneraciones se pagan por o en nombre de una persona que no sea residente de ese otro Estado y no son soportadas por un establecimiento permanente que dicha persona tenga en el otro Estado.





Luego, los artículos 16 a 20 norman las participaciones de directores, artistas y deportistas, pensiones, funciones públicas y estudiantes.





Las participaciones y otros pagos similares que reciba un residente de un Estado Contratante como miembro de un directorio, de un consejo supervisor o de otro órgano similar de una sociedad residente del otro Estado Contratante pueden gravarse en ambos Estados.





De igual forma, pueden gravarse en ambos Estados las rentas que reciba un deportista o artista residente en un Estado Contratante,  por actividades realizadas en el otro Estado Contratante. 





Por su parte, las pensiones sólo pueden someterse a imposición en el Estado Contratante donde reside el perceptor de la pensión. Los alimentos y otras pensiones alimenticias pagadas por un residente de un Estado Contratante a un residente del otro Estado Contratante, si no son deducibles para quien efectúa el pago, no serán sometidas a imposición en el Estado Contratante del perceptor de la renta.  De acuerdo a lo señalado en el Protocolo, el término “pensiones” incluye cualquier pago efectuado a un miembro o beneficiario de un plan de pensiones, reconocido para efectos tributarios por el Estado Contratante donde se origina el pago.





Las remuneraciones pagadas por un Estado Contratante o por una de sus subdivisiones políticas o autoridades locales a una persona natural por servicios prestados a ese Estado, subdivisión o autoridad, sólo pueden gravarse por el Estado que paga dichas rentas.





Finalmente, las cantidades que reciba para sus gastos un estudiante, un aprendiz o una persona en práctica que se encuentre en un Estado Contratante, que es o haya sido, inmediatamente antes de llegar a ese Estado, residente del otro Estado, no pueden gravarse en el primer Estado, siempre que procedan de fuentes situadas fuera de ese Estado.





Por último, el artículo 21 señala que, en cuanto a las rentas no mencionadas expresamente, el Convenio contempla dos situaciones diversas. Si provienen de uno de los Estados Contratantes, ambos Estados tienen derecho de imposición sin ningún límite, de acuerdo a su legislación interna. Si provienen de un tercer Estado, sólo pueden ser gravadas en el Estado Contratante donde reside el perceptor de las mismas.





En el Capítulo IV se establecen los métodos de imputación para la eliminación de la doble imposición en el caso de Chile y en el caso de Portugal.





El artículo 22 dispone que, para evitar la doble imposición el Convenio establece que, cuando ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición un tipo de renta, el Estado donde reside el perceptor de la renta, debe evitar la doble imposición por medio de los mecanismos que contempla su legislación interna. En el caso de nuestro país, se debe otorgar un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado Contratante de conformidad a las disposiciones pertinentes de la legislación interna, contenidas en los artículos 41 A, 41B y 41 C de la Ley sobre Impuesto a la Renta. En el caso de Portugal, se debe otorgar un crédito por los impuestos pagados en Chile. Sin embargo, tratándose de dividendo recibidos de una sociedad residente de Chile que está sujeta a impuesto y no esta exenta del impuesto de primera categoría, Portugal permitirá deducir los dividendos de la base imponible de la sociedad que los recibe, siempre que está sociedad posea directamente por lo menos el 25% de capital de la sociedad que paga los dividendos y esa participación se ha mantenido continuamente por los dos años precedentes o desde la fecha en que la sociedad que paga los dividendos se constituyó.





Se acuerda por parte de ambos países que la información contenida en los certificados que emiten para acreditar la residencia de los contribuyentes, es suficiente para aplicar las disposiciones del Convenio.





En el Capítulo V se contemplan disposiciones especiales, relativas a: el principio de la no discriminación; el procedimiento de acuerdo mutuo; el intercambio de información entre las autoridades competentes de ambos Estados Contratantes; la situación de los miembros de misiones diplomáticas y de oficinas consulares y una serie de disposiciones misceláneas.





El artículo 23 reconoce el principio de la no discriminación, al disponer que los nacionales de un Estado Contratante no serán sometidos, en el otro Estado Contratante, a un trato menos favorable que el que se aplica a los nacionales de este último Estado que se encuentren en las mismas condiciones.





Con relación a este principio, se establece que las disposiciones que se refieren a la no discriminación no serán interpretadas de forma tal que impidan la aplicación por un Estado Contratante de las normas sobre subcapitalización contempladas en su legislación interna.





A su vez, el artículo 24 dispone que las autoridades competentes de ambos Estados Contratantes, mediante un procedimiento de acuerdo mutuo, harán lo posible para resolver las dificultades o las dudas que surjan en la aplicación e interpretación del Convenio, en especial la situación de los contribuyentes que sean objeto de una imposición que no esté conforme con sus disposiciones.





Se precisa en el caso de Portugal, que cualquier acuerdo alcanzado por las autoridades competentes se implementará no obstante los límites de tiempo contemplados en la legislación interna.





El artículo 25 contempla el mecanismo de intercambio de información entre las autoridades competentes. Dicha información, que sólo podrá ser utilizada para los fines previstos en el Convenio, además, deberá ser mantenida en secreto.





Por su parte, el artículo 26 dispone que el Convenio no afecta los privilegios fiscales de los miembros de misiones diplomáticas o de las oficinas consulares.





Por último, el artículo 27 contempla un conjunto de disposiciones misceláneas, vinculadas a:





Fondos de inversión. El Convenio establece que sus disposiciones no serán interpretadas en el sentido de restringir la imposición en Chile del impuesto sobre la remesa de rentas provenientes de cuentas de inversión conjunta o fondos, cuya administración debe efectuarse por un residente de Chile (como por ejemplo los Fondos de Inversión de Capital Extranjero), con respecto de las inversiones en bienes situados en Chile.





Relación con el Acuerdo General sobre el Comercio de los Servicios. Se contempla una norma que busca evitar conflictos respecto de la prevalencia del procedimiento amistoso que contempla el Convenio, y el mecanismo de resolución de controversias previsto por el Acuerdo General sobre el Comercio de los Servicios, basada en la concurrencia del consentimiento de ambos Estados Contratantes.





Relación con el Estatuto de la Inversión Extranjera. Por otro lado, se busca evitar cualquier colisión que pudiera producirse por la aplicación del Convenio en relación a las disposiciones del decreto ley 600, “Estatuto de la Inversión Extranjera”. Para ello, se señala expresamente que nada en el Convenio afectará la aplicación de las disposiciones de dicho Estatuto, conforme estén en vigor a la fecha de este Convenio y aún cuando fueren eventualmente modificadas sin alterar su principio general.




Pagos de contribuciones previsionales efectuados a planes de pensiones extranjeros. Con la finalidad de facilitar el traslado temporal de trabajadores de un país a otro, se establece que las contribuciones pagadas por, o por cuenta de una persona natural que es residente de un Estado Contratante o que está presente temporalmente en ese Estado, a un plan de pensiones establecido en el otro Estado Contratante, se tratarán en el Estado mencionado en primer lugar en la misma forma que una contribución a un sistema de pensiones reconocido para fines impositivos en ese Estado.





Beneficios atribuibles a un establecimiento permanente. Se precisa que nada en el Convenio impedirá que Chile grave los beneficios atribuibles a un establecimiento permanente que un residente de Portugal tenga en Chile, tanto bajo el impuesto de primera categoría como el impuesto adicional, siempre que el impuesto de primera categoría sea deducible contra el impuesto adicional.





En el Capítulo VI, que es el último, se consignan las disposiciones finales, que aluden a la entrada en vigor del Convenio y al mecanismo de denuncia del mismo.





El artículo 28 señala que el Convenio entrará en vigor luego que los Estados Contratantes culminen con sus procedimientos legales internos y lo notifiquen al otro Estado Contratante, rigiendo a partir de la fecha de la última de dichas notificaciones.





Por último, el artículo 29 dispone que el Convenio tendrá una vigencia indefinida y podrá ser denunciado por cualquiera de las partes a más tardar el 30 de junio de cada año calendario, mediante un aviso por escrito, a través de la vía diplomática.





Finalmente, el Convenio contempla un Protocolo, el que forma parte integrante del mismo, en el que se contienen once disposiciones que aluden a situaciones especiales, antes descritas.





Asimismo se acuerda, que si alguno de los Estados Contratantes introduce un impuesto sobre el patrimonio, después de la fecha en la cual el Convenio entre en vigor, se iniciarán negociaciones con la finalidad de concluir un Protocolo para modificarlo, extendiendo su ámbito a cualquier impuesto sobre el patrimonio que hubieran introducido.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión consideró que el Acuerdo en estudio sigue, en general, el modelo elaborado por la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico, con algunas diferencias específicas, derivadas de la necesidad de cada país de adecuarlo a su legislación y política impositiva.





Respecto del tratamiento de las principales rentas, apreció que no existen diferencias significativas con relación a otros Convenios suscritos por nuestro país en esta materia.




Asimismo, en cuanto a los impuestos de retención que se aplican a los intereses y regalías, la Comisión estimó que los acordados en este Convenio corresponden a los que usualmente se convienen para este tipo de rentas.





Por último, la Comisión, teniendo presente los casos ya aprobados anteriormente sobre esta misma materia, y el interés que tiene para nuestras relaciones económicas internacionales el contar con estos instrumentos que favorecen el desarrollo de las inversiones, acordó sugerir a la Sala su aprobación.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gazmuri, Pizarro y Romero.
----------





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébanse el “Convenio entre la República de Chile y la República Portuguesa para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal en Relación al Impuesto a la Renta” y su Protocolo, suscritos en Santiago, Chile, el 7 de julio de 2005.”.





Acordado en sesión celebrada el día 29 de julio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri Mujica (Presidente), Jorge Pizarro Soto y Sergio Romero Pizarro.




Sala de la Comisión, a 29 de julio de 2008.
(Fdo.): JULIO CÁMARA OYARZO, Secretario >
<INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS  QUE APRUEBA CONVENIO ENTRE CHILE Y PORTUGAL PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PARA PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN RELACIÓN AL IMPUESTO A LA RENTA

(5613-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar acerca del proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.




A la sesión en que vuestra Comisión analizó este proyecto concurrieron, como invitados, del Ministerio de Hacienda, el Coordinador de Asuntos Internacionales, señor Raúl Sáez, y el asesor de políticas tributarias, señor Héctor Lehuedé; y del Ministerio de Relaciones Exteriores, la Jefa del Departamento de Normas Internacionales, señora Liselott Cana.

- - -

El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores. 

Cabe señalar que dicha Comisión ha hecho presente en su informe que, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, propone discutir la iniciativa en general y en particular a la vez, proposición que hace suya vuestra Comisión de Hacienda.

- - -

DISCUSIÓN

Los representantes del Ejecutivo presentaron una minuta explicativa del presente acuerdo y de otros, de similar contenido, sometidos también a consideración de la Comisión. Dicha minuta es del siguiente tenor:





“1.- Los convenios suscritos con los países antes indicados, siguen en general el modelo de convenio elaborado por la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico, con diferencias específicas derivadas de la necesidad de cada país de adecuarlo a su propia legislación y política impositiva.

2.- Respecto del tratamiento de las principales rentas, no existen diferencias significativas con relación a otros convenios suscritos por Chile. Por ejemplo, en el caso de los dividendos se incluye una norma, que está en todos los convenios suscritos por Chile, en la que se precisa que las disposiciones del convenio no limitan la aplicación del impuesto adicional en Chile; es decir, la carga impositiva de los extranjeros que invierten en sociedades chilenas se mantiene en un 35%.

3.- En cuanto a los impuestos de retención que se aplican a los intereses y regalías, los acordados en estos convenios corresponden a los que usualmente se acuerdan para este tipo de rentas. En el cuadro que se inserta a continuación, se indican las tasas de retención pactadas respecto de intereses y regalías:

País



Intereses


Regalías

Irlanda


5* y 15*


5* y 10*

Malasia


15*



10

Paraguay


10* y 15*


15*

Portugal


5, 10* y 15


5 y 10

Rusia



15



5 y 10.

* En estos casos, se acordó una cláusula de nación más favorecida para que una tasa menor acordada con un tercer país también se aplique para efectos del Convenio respectivo.

4.- Entre las principales diferencias que se observan en el articulado de los convenios, se puede mencionar que en los convenios suscritos con Rusia y Paraguay se incluye a los impuestos a la renta y al patrimonio, mientras que en los convenios suscritos con Irlanda, Malasia y Portugal, se incluye únicamente el impuesto a la renta. Sin embargo, en estos últimos se señala en el Protocolo que en caso que alguno de dichos Estados establezca de acuerdo a su legislación interna un impuesto sobre el patrimonio, se iniciarán negociaciones para concluir un Protocolo que extienda el ámbito de aplicación del convenio a esta clase de impuesto.

5.- El tratamiento de las pensiones presenta algunas diferencias en los convenios suscritos, tal como se explica a continuación. En efecto, en los convenios con Malasia, Irlanda y Paraguay, tanto el Estado donde la pensión se origina como el Estado de residencia del perceptor de la misma tienen derecho a gravarla, pero el Estado de origen de la pensión no puede aplicar un gravamen que exceda de 15%, en los convenios con Malasia y Paraguay y de 10%, en el de Irlanda. En los convenios suscritos con Portugal y Rusia, sólo se permite gravar la pensión en el país donde reside el perceptor de la pensión, quedando impedido de hacerlo el país donde ésta se origina.

6.- En el convenio con Malasia se incluye en el artículo 22, que trata de los métodos para evitar la doble imposición, una norma que establece que las sociedades residentes en Chile que tengan una participación a lo menos de un 10% en una sociedad residente en Malasia, tendrán derecho a rebajar como crédito el impuesto malayo, aunque éste no se hubiera aplicado en la práctica por estar la renta exenta de impuesto. El beneficio se otorga por un plazo de 10 años y su efecto se verá limitado porque sólo se aplica respecto de los impuestos pagados a nivel de la sociedad. Asimismo en este convenio se hace una distinción entre las rentas por servicios profesionales en general, que se gravan como beneficios empresariales, y las rentas por servicios técnicos, que se gravan separadamente, no pudiendo la tasa que se aplique a estos últimos exceder del 5%.”.





Los representantes del Ejecutivo indicaron que Chile ya ha suscrito 21 acuerdos comerciales como el que se somete ahora a conocimiento de la Comisión, de los cuales 15 ya se encuentran vigentes.

Enseguida especificaron, ante una consulta del Honorable Senador señor García, que la referencia realizada a “intereses” y “regalías” tiene que ver, en el primer caso, con el impuesto al pago de intereses por créditos tomados en el exterior, y en el segundo, con el pago de impuestos por regalías que se pagan al exterior, como uso de propiedad intelectual. 

La Honorable Senadora señora Matthei preguntó por la situación de los extranjeros que invierten en sociedades chilenas y que deben, igualmente, pagar 35% de impuesto adicional.

El Coordinador de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda, señor Raúl Sáez, señaló que, sin perjuicio de que un contribuyente tenga un crédito en su país de origen contra el impuesto que debe pagar en Chile, no pierde nuestro país el derecho a aplicar dicho impuesto adicional en virtud del presente Convenio.

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Héctor Lehuedé explicó que existe un régimen especial por el que los intereses se gravan con un impuesto de un 4% cuando provienen de bancos e instituciones financieras extranjeras e internacionales. En virtud de él muchas empresas extranjeras, previa consulta al Banco Central sobre los requisitos que debían cumplir (tener un límite de capital y tener por giro prestar), constituyeron, a su vez, nuevas empresas financieras, dando lugar a una paradójica situación por la que en vez de aportar capital pagando dividendos del 35%, aportaban deuda pagando intereses al 4%. Ante esto fue que se estableció que cuando una de estas empresas se encontrara sobre endeudada (esto es, tres veces en deuda lo que tiene de patrimonio o, dicho de otro modo, 75% de deuda versus 25% de patrimonio), este exceso de deuda se gravaría también como a los dividendos, con 35% por concepto de impuestos.




La Honorable Senadora señora Matthei expresó que el sistema al que se ha hecho referencia opera, en definitiva, como un incentivo para el endeudamiento y no para el aporte de capital, pues los dividendos pagan más impuestos que los intereses.





El señor Lehuedé manifestó que el aludido límite de tres veces deuda versus una vez patrimonio no se aplica a los intereses ordinarios. Agregó que, en todo caso, la deuda paga impuesto de timbres y estampillas (que el capital no paga) y tiene condiciones de pago más onerosas que atenúan, en definitiva, el incentivo a que Su Señoría ha hecho referencia. Por lo demás, probablemente el interés pagará en el país de origen el mismo 35% que el dividendo paga en Chile, por cuanto, precisó, la mayoría de los países exportadores de capital cuentan con tasa altas para estos efectos.





Puesto en votación el proyecto de acuerdo, fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Ominami.

- - -

FINANCIAMIENTO





El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 11 de marzo de 2008, señala, de manera textual, lo siguiente:

“El presente proyecto de Acuerdo que aprueba el Convenio tiene un impacto negativo en las finanzas públicas, que alcanzaría aproximadamente a $ 9,2 millones anuales, en moneda de 2008, equivalente a US$ 18 miles, en una primera etapa. En compensación a este costo, se pueden esperar los siguientes efectos, siendo el último de ellos de carácter rezagado:

- Mayor impuesto de Primera Categoría de las empresas chilenas que tienen inversiones en el país respecto del cual se propone este convenio, originado en una mayor renta por menor pago de impuestos.

- Estímulo a la inversión extranjera, con el consecuente incremento en la actividad económica, que redundaría en mayor recaudación tributaria.”.
En consecuencia, el Convenio en referencia no producirá desequilibrios macroeconómicos ni incidirá negativamente en la economía del país.

- - -





En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:
PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébanse el “Convenio entre la República de Chile y la República Portuguesa para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal en Relación al Impuesto a la Renta” y su Protocolo, suscritos en Santiago, Chile, el 7 de julio de 2005.”.

- - -




Acordado en sesión celebrada el día 6 de agosto de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), José García Ruminot, señora Evelyn Matthei Fornet y señor Carlos Ominami Pascual.




Sala de la Comisión, a 7 de agosto de 2008.
(Fdo.): ROBERTO BUSTOS LATORRE, Secretario de Comisión>
<

INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS  QUE APRUEBA CONVENIO ENTRE CHILE E IRLANDA PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PARA PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN RELACIÓN AL IMPUESTO A LA RENTA Y A GANANCIAS  DE CAPITAL Y SU PROTOCOLO

(5614-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 27 de noviembre de 2007.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 13 de mayo de 2008, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores y por la de Hacienda, en su caso.
- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.





c) Decreto ley Nº 824, Ley sobre Impuesto a la Renta, del 31 de diciembre de 1974.





d) Decreto ley Nº 600, Estatuto de la Inversión Extranjera, del 13 de julio de 1974.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- El Mensaje señala que el Convenio en estudio es similar a los suscritos con Canadá, México, Brasil, Francia, Noruega, Corea, Ecuador, Perú, España, Polonia, Dinamarca, Croacia, Reino Unido, Nueva Zelandia, Rusia, Malasia, Suecia, Portugal y Paraguay. Añade que ellos se basan en el modelo elaborado por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), con las diferencias específicas derivadas de la necesidad de cada país de adecuarlo a su propia legislación y política impositiva.





Agrega el Ejecutivo que los objetivos perseguidos por el presente Convenio son: reducir la carga tributaria total a la que estén afectos los contribuyentes que desarrollan actividades transnacionales entre los Estados Contratantes; asignar los respectivos derechos de imposición entre los Estados Contratantes; otorgar estabilidad y certeza a dichos contribuyentes, respecto de su carga tributaria total y de la interpretación y aplicación de la legislación aplicable; establecer mecanismos que ayuden a prevenir la evasión fiscal por medio de la cooperación entre las administraciones tributarias de ambos Estados Contratantes; proteger a los nacionales de un Estado Contratante, que invierten en el otro Estado Contratante o desarrollen actividades en él, de discriminaciones tributarias; y establecer, mediante un procedimiento de acuerdo mutuo, la posibilidad de resolver las disputas tributarias que se produzcan en la aplicación de las disposiciones del Convenio.




El Gobierno señala que la eliminación o la disminución de las trabas impositivas que afectan a las actividades e inversiones desde o hacia Chile tienen incidencias muy importantes para la economía nacional. Precisa que, por una parte, permiten o facilitan un mayor flujo de capitales, lo que redunda en una profundización y diversificación de las actividades transnacionales, especialmente respecto de aquellas actividades que involucran tecnologías avanzadas y asesorías técnicas de alto nivel, por la menor imposición que les afectaría. Añade que, por otra parte, ayudan a que nuestro país pueda constituirse en una plataforma de negocios para empresas extranjeras que quieran operar en otros países de la región.




Asimismo, el Mensaje destaca que constituye un fuerte estímulo para el inversionista y prestador de servicios residente en Chile, quien verá incrementado los beneficios fiscales a que puede acceder en caso de desarrollar actividades en Irlanda.




El Ejecutivo advierte que, si bien la aplicación de estos Convenios podría suponer una disminución de la recaudación fiscal respecto de determinadas rentas, el efecto final en el ámbito presupuestario es menor.




Agrega que ello se debe, en primer lugar, a que las inversiones extranjeras hacia Chile se concentran mayoritariamente en actividades sujetas al pago de los impuestos de primera categoría y adicional, cuyo gravamen no se verá afectado por el Convenio, ya que en atención a la forma en que se estructura la norma que regula la imposición de los dividendos, los límites ahí establecidos no son aplicables en el caso de los dividendos pagados o remesas de utilidades de establecimientos permanentes desde Chile. Añade que, en segundo término, hay que tener presente que una menor carga tributaria incentiva el aumento de las actividades transnacionales susceptibles de ser gravadas con impuestos, con lo que se compensa la disminución inicial. Incluso más, en el ámbito presupuestario, la salida de capitales chilenos al exterior y el mayor volumen de negocios que genera aumentan la base tributaria sobre la cual se cobran los impuestos a los residentes en Chile.




El Mensaje destaca, dentro de los aspectos esenciales del Convenio, los siguientes:





1. Se aplica a las personas residentes de uno o de ambos Estados Contratantes, respecto a los impuestos sobre la renta y a las ganancias de capital que los afecten.




2. Su objetivo central, como se ha señalado, es evitar la doble tributación internacional. Para lograrlo, establece en su Capítulo III, una serie de disposiciones que regulan la forma en que los Estados Contratantes se atribuyen la potestad tributaria para gravar los distintos tipos de rentas.




3. Respecto de ciertos tipos de rentas, sólo uno de los Estados tiene el derecho de someterlas a imposición, siendo consideradas rentas exentas en el otro Estado. Con ello se evita la doble imposición. Respecto de las demás rentas, se establece una imposición compartida, esto es, ambos Estados tienen derecho a gravarlas, pero limitándose en algunos casos la imposición en el Estado donde la renta se origina o tiene su fuente, como ocurre con los intereses y regalías.




Hace presente el Ejecutivo que cuando el Convenio establece límites al derecho a gravar un tipo de renta, estos son límites máximos, manteniendo dicho Estado el derecho a establecer tasas menores o incluso no gravar dichas rentas de acuerdo a su legislación interna.




En esta última situación, es decir, cuando ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición un tipo de renta, el Estado de la residencia, esto es, donde reside el perceptor de la renta, debe evitar la doble imposición por medio de los mecanismos que contempla su legislación interna, ya sea eximiendo de impuestos a las rentas de fuente externa, o bien otorgándoles un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado, lo que se recoge en el artículo 21.




4. Finalmente, para Chile operan los artículos 41 A, 41 B y 41 C de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que regulan el crédito que se reconoce contra el  impuesto  de primera categoría e impuestos finales, global complementario o adicional, por los impuestos pagados en el extranjero, para todos los tipos de rentas contempladas en el Convenio.




3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el 20 de diciembre de 2007, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 8 de enero de 2008 y aprobó, por unanimidad, el proyecto en informe.




Posteriormente, es enviado a la Comisión de Hacienda, la cual con fecha 19 de marzo de 2008, también aprobó este proyecto por unanimidad.




Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 8 de mayo de este año, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes.





4.- Instrumento Internacional.- El instrumento internacional en informe consta de un Preámbulo, seis Capítulos (con 28 artículos) y un Protocolo, que se reseñan a continuación:





En el Preámbulo, los Estados Contratantes manifiestan la intención perseguida con la suscripción del Convenio.





El Capítulo I refiere, por una parte, a las personas comprendidas en el Convenio, y, por otra, a los impuestos comprendidos por el mismo. 




Dado que el Convenio sólo se aplica a los impuestos sobre la renta exigibles por cada uno de los Estados Contratantes, se incluye en el artículo 2 una lista indicativa de los impuestos vigentes en ambos Estados Contratantes al momento de la firma, precisándose expresamente que el Convenio también se aplicará a impuestos de naturaleza idéntica o sustancialmente análoga que se establezcan con posterioridad a la fecha de la firma del mismo, y que se añadan a los actuales o les sustituyan. Se deja en claro que este Convenio no se aplica respecto de los impuestos indirectos o aranceles.





El Capítulo II contiene las definiciones usuales en esta clase de instrumentos. En primer lugar, trata las definiciones generales del Convenio; en segundo lugar, lo que ha de entenderse por residente; y, finalmente, el concepto de establecimiento permanente.




En el Capítulo III, se contemplan normas sobre la imposición de las rentas. El tratamiento específico de ellas se encuentra detallado en los artículos 6 a 20.





El artículo 6 señala que las rentas que un residente de un Estado Contratante obtiene de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante, incluidas las provenientes de explotaciones agrícolas o forestales, pueden gravarse en ambos Estados, sin que se aplique límite alguno para el gravamen impuesto por el Estado donde se encuentre situado el bien.





Por su parte, el artículo 7 dispone que los beneficios de una empresa de un Estado Contratante solamente pueden someterse a imposición en ese Estado, es decir, en aquel donde reside quien explota dicha empresa. Sin embargo, si la empresa realiza actividades en el otro Estado Contratante por medio de un establecimiento permanente situado en él, los beneficios de la empresa también pueden someterse a imposición en ese otro Estado Contratante sin límite alguno, pero sólo en la medida en que puedan atribuirse a ese establecimiento permanente.





En todo caso, para determinar la renta sujeta a impuesto, se permite la deducción de los gastos en que se haya incurrido para la realización de los fines del establecimiento permanente, comprendidos los gastos de dirección y generales de administración para los mismos fines, tanto si se efectúan en el Estado en que se encuentre el establecimiento permanente como en otra parte.




Las rentas provenientes de la prestación de servicios profesionales y otras actividades de carácter independientes sólo pueden gravarse en el Estado Contratante donde reside la persona que los presta. Sin embargo, pueden gravarse también en el otro Estado Contratante si esas actividades son desarrolladas dentro de ese Estado Contratante durante un período o períodos que en total excedan de 183 días, dentro de un período cualquiera de doce meses; o bien, tratándose de una persona natural, cuando esa persona está presente en ese Estado Contratante durante un período o períodos que en total excedan de 183 días, dentro de un período cualquiera de doce meses.




En el Protocolo, se incluyen tres disposiciones que regulan situaciones específicas en relación con los artículos 5 y 7, las que se detallan a continuación:




a. Para los fines de prevenir el mal uso de los artículos 5 y 7, en la determinación de la duración de una obra de construcción o del tiempo empleado en la prestación de servicios profesionales, las actividades realizadas entre empresas asociadas se agregarán para los efectos del cómputo del tiempo si dichas actividades están conectadas, excepto en aquellos períodos en que se desarrollan simultáneamente.





b. Se establece que una persona que lleva a cabo actividades en un Estado Contratante vinculadas con la exploración o explotación de recursos naturales situados en ese Estado (incluyendo actividades “costa afuera”) se considera que tiene un establecimiento permanente ese Estado.




c. Se precisa que las disposiciones del párrafo 3 del artículo 7, que se refiere a la deducción de gastos por un establecimiento permanente, se aplican sólo si los gastos pueden ser atribuidos al establecimiento permanente de acuerdo con las disposiciones de la legislación tributaria del Estado Contratante en el cual esté situado.




El artículo 8 norma que los beneficios procedentes de la explotación de buques o aeronaves en tráfico internacional, sólo pueden ser gravados en el Estado Contratante donde reside la persona que  explota dichos buques o aeronaves.




A su vez, el artículo 9 establece que cada Estado mantiene la facultad para proceder a la rectificación de la base imponible de las empresas asociadas (sociedades matrices y sus filiales, o sociedades sometidas a un control común), cuando su renta no refleje los beneficios reales que hubieran obtenido en el caso de ser empresas independientes.




El artículo 10 señala que los dividendos pagados por una sociedad residente de un Estado Contratante a un residente del otro Estado Contratante pueden someterse a imposición en ambos Estados. Pero respecto del Estado donde reside la sociedad que paga los dividendos, se aplica un límite de 5% o 15% dependiendo de si el beneficiario efectivo tiene una participación significativa en el capital de dicha sociedad.




Sin embargo, se establece que esos límites no se aplicarán en el caso de Chile, que podrá aplicar el impuesto adicional de acuerdo a la legislación impositiva chilena, en la medida que el impuesto de primera categoría sea totalmente deducible contra el impuesto adicional. En el Protocolo se acuerda que si esta condición deja de cumplirse los Estados Contratantes se consultarán con la finalidad de modificar el Convenio para reestablecer el equilibrio de los beneficios otorgados.





En el Protocolo se establece asimismo, que un “trustee”, sujeto a impuesto en un Estado Contratante respecto de los dividendos que percibe, será considerado el beneficiario efectivo de esos dividendos.




Los artículos 11 y 12 regulan que los intereses y regalías pueden ser gravados en ambos Estados Contratantes. Sin embargo, se limita el derecho a gravarlos por parte del Estado del que procedan, si el beneficiario efectivo de los intereses o de las regalías es residente del otro Estado Contratante, en cuyo caso el impuesto exigido no puede exceder de los límites que se indican a continuación:




a. Intereses. El impuesto exigido no puede exceder del 5% del importe bruto de los intereses provenientes de: préstamos otorgados por bancos y compañías de seguros, bonos o valores que son substancial y regularmente transados en una bolsa de valores reconocida, y la venta a crédito de maquinaria y equipo, pagados por el comprador al beneficiario efectivo que es el vendedor de la maquinaria y equipo. En todos los demás casos, el impuesto no puede exceder del 15%.





b. Regalías. El impuesto exigido no puede exceder del 5% del importe bruto de las regalías pagadas por el uso o el derecho al uso de equipos industriales, comerciales o científicos, y del 10% en todos los demás casos.





Debe tenerse presente sin embargo, que en el Protocolo se establece, que si en algún Acuerdo o Convenio concluido por nuestro país con un tercer Estado Miembro de la OCDE, Chile acordara exceptuar de impuesto o establecer tasas inferiores a las contempladas en el presente Convenio para los intereses y regalías, esa exención o tasa reducida se aplicará automáticamente y bajo las mismas condiciones como si hubiese sido especificada en el Convenio.




Por su parte, con referencia al artículo 12, en el Protocolo se establece que los pagos recibidos en relación con el otorgamiento de derechos vinculados al derecho de autor de un programa computacional estandarizado, limitados a aquellos necesarios para permitir al usuario operar el programa, serán tratados como beneficios empresariales comprendidos en artículo 7 del Convenio.




En el Protocolo se establece, asimismo, que un “trustee”, sujeto a impuesto en un Estado Contratante respecto de los intereses o regalías que percibe, será considerado el beneficiario efectivo de esos intereses o regalías.




Luego, el artículo 13 dispone que las ganancias de capital que un residente de un Estado Contratante obtiene derivadas de la enajenación de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante, pueden gravarse en ambos Estados, sin restricciones de ninguna especie.





También pueden gravarse en ambos Estados, y sin restricciones de ninguna especie, las ganancias de capital que obtiene un residente de un Estado Contratante, derivadas de la enajenación de bienes muebles que formen parte del activo de un establecimiento permanente que tenga en el otro Estado Contratante, comprendidas las ganancias derivadas de la enajenación de ese establecimiento permanente. 




Por su parte, las ganancias que obtiene un residente de un Estado Contratante, derivadas de la enajenación de acciones, participaciones similares u otros derechos representativos del capital de una sociedad residente del otro Estado Contratante, pueden gravarse en ambos Estados sin límite alguno si se cumple cualquiera de las condiciones siguientes: a) si el perceptor de la ganancia ha poseído, en cualquier momento dentro del periodo de doce meses precedentes a la enajenación, directa o indirectamente, acciones, participaciones similares u otros derechos consistentes en un 20% o más del capital de esa sociedad; o b) si esas ganancias provienen en más de un 50% de su valor, directa o indirectamente, de bienes inmuebles situados en el Estado donde reside la sociedad.




Las demás ganancias provenientes de la enajenación de acciones u otros derechos representativos del capital de una sociedad también pueden someterse a imposición en ambos Estados; pero en el Estado Contratante donde reside la sociedad cuyas acciones o derechos se enajenan el impuesto exigido no podrá exceder del 16% del monto de la ganancia.




Sin embargo, las ganancias provenientes de la enajenación de acciones u otros derechos representativos del capital de una sociedad obtenidas por un Fondo de Pensiones, sólo serán gravadas en el Estado Contratante donde resida ese Fondo. En el Protocolo, se acuerda que para los efectos del artículo 13, el Fondo Nacional de Reserva de Pensiones de Irlanda y los fondos de pensiones creados de acuerdo con la legislación de seguridad social de Chile, son fondos de pensiones.




En cuanto al resto de las ganancias de capital, incluidas las derivadas de la enajenación de buques y aeronaves explotados en tráfico internacional, o de bienes muebles afectos a la explotación de dichos vehículos, sólo pueden someterse a imposición en el Estado Contratante donde reside el enajenante.




Finalmente, y para resolver una situación particular que se presenta en la legislación de Irlanda, se establece que el derecho exclusivo de gravar en el Estado de residencia, establecido en el párrafo 5 del artículo 13, no afectará el derecho de un Estado Contratante para gravar las ganancias provenientes de la enajenación de cualquier propiedad de una persona natural que ha sido residente de este último Estado en cualquier momento durante los tres años tributarios inmediatamente precedentes a la enajenación.




El artículo 14 expresa que las rentas provenientes de un empleo, pueden gravarse tanto en el Estado de residencia como en el Estado donde se presta el servicio. Sin embargo, sólo el Estado de residencia podrá gravar esta renta cuando el perceptor permanece en el  Estado donde presta el servicio por menos de 183 días, las remuneraciones se pagan por o en nombre de una persona que no sea residente de ese otro Estado y no son soportadas por un establecimiento permanente que dicha persona tenga en el otro Estado.




Seguidamente, el artículo 15 norma que las participaciones y otros pagos similares que reciba un residente de un Estado Contratante como miembro de un directorio o de un órgano similar de una sociedad residente del otro Estado Contratante pueden gravarse en ambos Estados. 




De igual forma, el artículo 16 establece que pueden gravarse en ambos Estados las rentas que reciba un deportista o artista residente en un Estado Contratante, por actividades realizadas en el otro Estado Contratante. En el Protocolo se establece que quedan incluidas dentro de estas rentas aquellas obtenidas de cualquier actividad personal ejercida en el otro Estado relacionada con el renombre de la persona como artista o deportista.




Por su parte, el artículo 17 dispone que las pensiones pueden someterse a imposición en ambos Estados. Sin embargo, se limita el derecho a gravarlas por parte del Estado del que procedan, a un 10% del importe bruto de las pensiones. De acuerdo a lo señalado en el Protocolo, el término “pensiones” incluye cualquier pago efectuado a un beneficiario de un plan de pensiones, reconocido para efectos tributarios por el Estado Contratante donde se origina el pago.




El artículo 18 señala que las remuneraciones pagadas por un Estado Contratante o por una de sus subdivisiones políticas o autoridades locales a una persona natural por servicios prestados a ese Estado, subdivisión o autoridad, sólo pueden gravarse por el Estado que paga dichas rentas.




A su vez, el artículo 19 establece que las cantidades que reciba para  sus gastos un estudiante que se encuentre en un Estado Contratante, que es o haya sido, inmediatamente antes de llegar a ese Estado, residente del otro Estado, no pueden gravarse en el primer Estado, siempre que procedan de fuentes situadas fuera de ese Estado.




Por último, en cuanto a las rentas no mencionadas expresamente, el artículo 20 contempla dos situaciones diversas. Si provienen de uno de los Estados Contratantes, ambos Estados tienen derecho de imposición sin ningún límite, de acuerdo a su legislación interna. Si provienen de un tercer Estado, en cambio, sólo pueden ser gravadas en el Estado Contratante donde reside el perceptor de las mismas.




En el Capítulo IV se establecen los métodos de imputación para la eliminación de la doble imposición en el caso de Chile y en el caso de Irlanda. Para tal efecto, el artículo 21 establece que, cuando ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición un tipo de renta, el Estado donde reside el perceptor de la renta, debe evitar la doble imposición por medio de los mecanismos que contempla su legislación interna. En el caso de nuestro país, se debe otorgar un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado Contratante de conformidad a las disposiciones pertinentes de la legislación interna, contenidas en los artículos 41 A, 41B y 41 C de la Ley sobre Impuesto a la Renta. En el caso de Irlanda, se debe otorgar un crédito por los impuestos pagados en Chile.




En el Capítulo V se contemplan disposiciones especiales sobre: el principio de la no discriminación; el procedimiento de acuerdo mutuo; el intercambio de información entre las autoridades competentes de ambos Estados Contratantes; la situación de los miembros de misiones diplomáticas y de oficinas consulares; una serie de disposiciones misceláneas.




El artículo 22 reconoce el principio de la no discriminación, al disponer que los nacionales de un Estado Contratante no serán sometidos, en el otro Estado Contratante, a un trato menos favorable que el que se aplica a los nacionales de este último Estado que se encuentren en las mismas condiciones.




Por su parte, el artículo 23 dispone que las autoridades competentes de ambos Estados Contratantes, mediante un procedimiento de acuerdo mutuo, harán lo posible para resolver las dificultades o las dudas que surjan en la aplicación e interpretación del Convenio, en especial la situación de los contribuyentes que sean objeto de una imposición que no esté conforme con sus disposiciones.




A fin de hacer posible la aplicación del Convenio, el artículo 24 contempla el mecanismo de intercambio de información entre las autoridades competentes.




El artículo 25 señala que no afecta los privilegios fiscales de miembros de misiones diplomáticas o de las oficinas consulares.




El artículo 26 contempla un conjunto de disposiciones misceláneas, relativas a:





Recomendaciones relativas a modificaciones específicas. Para evitar la aplicación abusiva del Convenio, se contempla que en caso de que sus disposiciones sean utilizadas para obtener beneficios no contemplados ni pretendidos por él, las autoridades competentes deberán recomendar modificaciones específicas, las que serán discutidas expeditamente.




Relación con el Acuerdo General sobre el Comercio de los Servicios. Se contempla una norma que busca evitar conflictos respecto de la prevalencia del procedimiento amistoso que contempla el Convenio, y el mecanismo de resolución de controversias previsto por el Acuerdo General sobre el Comercio de los Servicios, basada en la concurrencia del consentimiento de ambos Estados Contratantes.




Aplicación de exención de impuesto respecto de rentas remesadas. Se establece que la liberación de impuesto en conformidad con el Convenio respecto de rentas o ganancias obtenidas por una persona natural en un Estado, se aplica sólo en la medida que esas rentas o ganancias sean remitidas o percibidas en el otro Estado por esa persona.




Fondo de inversión. El Convenio establece que sus disposiciones no serán interpretadas en el sentido de restringir la imposición en Chile del impuesto sobre la remesa de rentas provenientes de cuentas de inversión conjunta o fondos, cuya administración debe efectuarse por un residente de Chile (como por ejemplo los Fondos de Inversión de Capital Extranjero), con respecto de las inversiones en bienes situados en Chile.




Relación con el Estatuto de la Inversión Extranjera. Por otro lado, se busca evitar cualquier colisión que pudiera producirse por la aplicación del Convenio en relación a las disposiciones del decreto ley 600, “Estatuto de la Inversión Extranjera”. Para ello, se señala expresamente que nada en el Convenio afectará la aplicación de las disposiciones de dicho Estatuto, conforme estén en vigor a la fecha de este Convenio y aún cuando fueren eventualmente modificadas sin alterar su principio general.




Pagos de contribuciones previsionales efectuados a planes de pensiones extranjeros. Con la finalidad de facilitar el traslado temporal de trabajadores de un país a otro, se establece que las contribuciones pagadas por, o por cuenta de una persona natural que es residente de un Estado Contratante o que está presente temporalmente en ese Estado, a un plan de pensiones establecido en el otro Estado Contratante, se tratarán en el Estado mencionado en primer lugar en la misma forma que una contribución a un sistema de pensiones reconocido para fines impositivos en ese Estado.




Beneficios atribuibles a un establecimiento permanente. Se precisa que nada en el Convenio impedirá que Chile grave los beneficios atribuibles a un establecimiento permanente que un residente de Irlanda tenga en Chile, tanto bajo el impuesto de primera categoría como el impuesto adicional, siempre que el impuesto de primera categoría sea deducible contra el impuesto adicional.




En el Capítulo VI, se consignan las disposiciones finales, que aluden a la entrada en vigor del Convenio y al mecanismo de denuncia del mismo.




El artículo 27 señala que el Convenio entrará en vigor luego que los Estados Contratantes culminen con sus procedimientos legales internos y lo notifiquen al otro Estado Contratante, rigiendo a partir de la fecha de la última de dichas notificaciones.




A su vez, el artículo 28 dispone que el Convenio tendrá una vigencia indefinida y podrá ser denunciado por cualquiera de las partes a más tardar el 30 de junio de cada año calendario, mediante un aviso por escrito, a través de la vía diplomática.




Finalmente, el Convenio contempla un Protocolo, el que forma parte integrante del mismo, en el que se contienen trece disposiciones que aluden a situaciones especiales.




En la parte general se expone que cualquiera de los Gobiernos puede, en cualquier momento, proponer consultas sobre las materias relacionadas con los términos, funcionamiento y aplicación del Convenio que consideren requieren una solución urgente, las que serán llevadas acabo por las autoridades competentes de una manera expedita. 




Asimismo, se acuerda que si alguno de los Estados Contratantes introduce un impuesto sobre el patrimonio, después de la fecha en la cual el Convenio entre en vigor, se iniciarán negociaciones con la finalidad de concluir un Protocolo para modificarlo, extendiendo su ámbito a cualquier impuesto sobre el  patrimonio que hubieran introducido. 

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión consideró que el Acuerdo en estudio sigue, en general, el modelo elaborado por la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico, con algunas diferencias específicas, derivadas de la necesidad de cada país de adecuarlo a su legislación y política impositiva.





Respecto del tratamiento de las principales rentas, apreció que no existen diferencias significativas con relación a otros Convenios suscritos por nuestro país en esta materia.




Asimismo, en cuanto a los impuestos de retención que se aplican a los intereses y regalías, la Comisión estimó que los acordados en este Convenio corresponden a los que usualmente se convienen para este tipo de rentas.





Por último, la Comisión, teniendo presente los casos ya aprobados anteriormente sobre esta misma materia, y el interés que tiene para nuestras relaciones económicas internacionales el contar con estos instrumentos que favorecen el desarrollo de las inversiones, acordó sugerir a la Sala su aprobación.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gazmuri, Pizarro y Romero.
----------





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébanse el “Convenio entre la República de Chile e Irlanda para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal en Relación al Impuesto a la Renta y a las Ganancias de Capital” y su Protocolo, suscritos en Dublín, Irlanda, el 2 de junio de 2005.”.
----------





Acordado en sesión celebrada el día 29 de julio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri Mujica (Presidente), Jorge Pizarro Soto y Sergio Romero Pizarro.




Sala de la Comisión, a 29 de julio de 2008.
(Fdo.): JULIO CÁMARA OYARZO, Secretario >
<

INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS  QUE APRUEBA CONVENIO ENTRE CHILE E IRLANDA PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PARA PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN RELACIÓN AL IMPUESTO A LA RENTA Y A GANANCIAS  DE CAPITAL

(5614-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar acerca del proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.





A la sesión en que vuestra Comisión analizó este proyecto concurrieron, como invitados, del Ministerio de Hacienda, el Coordinador de Asuntos Internacionales, señor Raúl Sáez, y el asesor de políticas tributarias, señor Héctor Lehuedé; y del Ministerio de Relaciones Exteriores, la Jefa del Departamento de Normas Internacionales, señora Liselott Cana.

- - -


El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores. 

Cabe señalar que dicha Comisión ha hecho presente en su informe que, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, propone discutir la iniciativa en general y en particular a la vez, proposición que hace suya vuestra Comisión de Hacienda.

- - -

DISCUSIÓN


Los representantes del Ejecutivo presentaron una minuta explicativa del presente acuerdo y de otros, de similar contenido, sometidos también a consideración de la Comisión. Dicha minuta es del siguiente tenor:





“1.- Los convenios suscritos con los países antes indicados, siguen en general el modelo de convenio elaborado por la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico, con diferencias específicas derivadas de la necesidad de cada país de adecuarlo a su propia legislación y política impositiva.

2.- Respecto del tratamiento de las principales rentas, no existen diferencias significativas con relación a otros convenios suscritos por Chile. Por ejemplo, en el caso de los dividendos se incluye una norma, que está en todos los convenios suscritos por Chile, en la que se precisa que las disposiciones del convenio no limitan la aplicación del impuesto adicional en Chile; es decir, la carga impositiva de los extranjeros que invierten en sociedades chilenas se mantiene en un 35%.

3.- En cuanto a los impuestos de retención que se aplican a los intereses y regalías, los acordados en estos convenios corresponden a los que usualmente se acuerdan para este tipo de rentas. En el cuadro que se inserta a continuación, se indican las tasas de retención pactadas respecto de intereses y regalías:

País



Intereses


Regalías

Irlanda


5* y 15*


5* y 10*

Malasia


15*



10

Paraguay


10* y 15*


15*

Portugal


5, 10* y 15


5 y 10

Rusia



15



5 y 10.

* En estos casos, se acordó una cláusula de nación más favorecida para que una tasa menor acordada con un tercer país también se aplique para efectos del Convenio respectivo.

4.- Entre las principales diferencias que se observan en el articulado de los convenios, se puede mencionar que en los convenios suscritos con Rusia y Paraguay se incluye a los impuestos a la renta y al patrimonio, mientras que en los convenios suscritos con Irlanda, Malasia y Portugal, se incluye únicamente el impuesto a la renta. Sin embargo, en estos últimos se señala en el Protocolo que en caso que alguno de dichos Estados establezca de acuerdo a su legislación interna un impuesto sobre el patrimonio, se iniciarán negociaciones para concluir un Protocolo que extienda el ámbito de aplicación del convenio a esta clase de impuesto.

5.- El tratamiento de las pensiones presenta algunas diferencias en los convenios suscritos, tal como se explica a continuación. En efecto, en los convenios con Malasia, Irlanda y Paraguay, tanto el Estado donde la pensión se origina como el Estado de residencia del perceptor de la misma tienen derecho a gravarla, pero el Estado de origen de la pensión no puede aplicar un gravamen que exceda de 15%, en los convenios con Malasia y Paraguay y de 10%, en el de Irlanda. En los convenios suscritos con Portugal y Rusia, sólo se permite gravar la pensión en el país donde reside el perceptor de la pensión, quedando impedido de hacerlo el país donde ésta se origina.

6.- En el convenio con Malasia se incluye en el artículo 22, que trata de los métodos para evitar la doble imposición, una norma que establece que las sociedades residentes en Chile que tengan una participación a lo menos de un 10% en una sociedad residente en Malasia, tendrán derecho a rebajar como crédito el impuesto malayo, aunque éste no se hubiera aplicado en la práctica por estar la renta exenta de impuesto. El beneficio se otorga por un plazo de 10 años y su efecto se verá limitado porque sólo se aplica respecto de los impuestos pagados a nivel de la sociedad. Asimismo en este convenio se hace una distinción entre las rentas por servicios profesionales en general, que se gravan como beneficios empresariales, y las rentas por servicios técnicos, que se gravan separadamente, no pudiendo la tasa que se aplique a estos últimos exceder del 5%.”.





Los representantes del Ejecutivo indicaron que Chile ya ha suscrito 21 acuerdos comerciales como el que se somete ahora a conocimiento de la Comisión, de los cuales 15 ya se encuentran vigentes.

Enseguida especificaron, ante una consulta del Honorable Senador señor García, que la referencia realizada a “intereses” y “regalías” tiene que ver, en el primer caso, con el impuesto al pago de intereses por créditos tomados en el exterior, y en el segundo, con el pago de impuestos por regalías que se pagan al exterior, como uso de propiedad intelectual. 

La Honorable Senadora señora Matthei preguntó por la situación de los extranjeros que invierten en sociedades chilenas y que deben, igualmente, pagar 35% de impuesto adicional.

El Coordinador de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda, señor Raúl Sáez, señaló que, sin perjuicio de que un contribuyente tenga un crédito en su país de origen contra el impuesto que debe pagar en Chile, no pierde nuestro país el derecho a aplicar dicho impuesto adicional en virtud del presente Convenio.

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Héctor Lehuedé explicó que existe un régimen especial por el que los intereses se gravan con un impuesto de un 4% cuando provienen de bancos e instituciones financieras extranjeras e internacionales. En virtud de él muchas empresas extranjeras, previa consulta al Banco Central sobre los requisitos que debían cumplir (tener un límite de capital y tener por giro prestar), constituyeron, a su vez, nuevas empresas financieras, dando lugar a una paradójica situación por la que en vez de aportar capital pagando dividendos del 35%, aportaban deuda pagando intereses al 4%. Ante esto fue que se estableció que cuando una de estas empresas se encontrara sobre endeudada (esto es, tres veces en deuda lo que tiene de patrimonio o, dicho de otro modo, 75% de deuda versus 25% de patrimonio), este exceso de deuda se gravaría también como a los dividendos, con 35% por concepto de impuestos.




La Honorable Senadora señora Matthei expresó que el sistema al que se ha hecho referencia opera, en definitiva, como un incentivo para el endeudamiento y no para el aporte de capital, pues los dividendos pagan más impuestos que los intereses.





El señor Lehuedé manifestó que el aludido límite de tres veces deuda versus una vez patrimonio no se aplica a los intereses ordinarios. Agregó que, en todo caso, la deuda paga impuesto de timbres y estampillas (que el capital no paga) y tiene condiciones de pago más onerosas que atenúan, en definitiva, el incentivo a que Su Señoría ha hecho referencia. Por lo demás, probablemente el interés pagará en el país de origen el mismo 35% que el dividendo paga en Chile, por cuanto, precisó, la mayoría de los países exportadores de capital cuentan con tasa altas para estos efectos.





Puesto en votación el proyecto de acuerdo, fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Ominami.

- - -

FINANCIAMIENTO





El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 11 de marzo de 2008, señala, de manera textual, lo siguiente:

“El presente proyecto de Acuerdo que aprueba el Convenio tiene un impacto negativo en las finanzas públicas, que alcanzaría aproximadamente a $ 270,9 millones anuales, en moneda de 2008, equivalentes a US$ 543 miles, en una primera etapa. En compensación a este costo, se pueden esperar los siguientes efectos, siendo el último de ellos de carácter rezagado:

- Mayor impuesto de Primera Categoría de las empresas chilenas que tienen inversiones en el país respecto del cual se propone este convenio, originado en una mayor renta por menor pago de impuestos.

- Estímulo a la inversión extranjera, con el consecuente incremento en la actividad económica, que redundaría en mayor recaudación tributaria.”.

En consecuencia, el Convenio en referencia no producirá desequilibrios macroeconómicos ni incidirá negativamente en la economía del país.

- - -




En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébanse el “Convenio entre la República de Chile e Irlanda para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal en Relación al Impuesto a la Renta y a las Ganancias de Capital” y su Protocolo, suscritos en Dublín, Irlanda, el 2 de junio de 2005.”.
- - -




Acordado en sesión celebrada el día 6 de agosto de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), José García Ruminot, señora Evelyn Matthei Fornet y señor Carlos Ominami Pascual.





Sala de la Comisión, a 7 de agosto de 2008.
(Fdo.): ROBERTO BUSTOS LATORRE,  Secretario de Comisión>
<INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE INCREMENTA TRANSITORIAMENTE UN INCENTIVO TRIBUTARIO A INVERSIÓN EN ACTIVO FIJO DE MICRO, PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA 

(5734-26)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S. E. la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”.

A la sesión en que vuestra Comisión conoció de la iniciativa concurrieron, en calidad de invitados, del Ministerio de Hacienda, los asesores señores Héctor Lehuedé, Rodrigo Terc y David Noe; y del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, la abogada de la División Jurídica, señora Danielle Zaror. 
- - -

Cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión discutió la iniciativa en general y en particular a la vez.

- - -

OBJETIVO FUNDAMENTAL DEL PROYECTO


Incrementar transitoriamente el crédito tributario de la Ley sobre Impuesto a la Renta que favorece la inversión en activo fijo, solamente para la micro, pequeña y mediana empresa.

- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

· El artículo 33 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley Nº 824, de 1974.
B.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje de S. E. la señora Presidenta de la República señala que el crecimiento económico es condición fundamental y necesaria para el desarrollo del país, siendo la inversión uno de los motores de ese crecimiento al poner a disposición de emprendedores y trabajadores, los recursos necesarios para generar producción, empleo y comercio. Es por lo anterior, agrega, que nuestro sistema tributario contempla un incentivo que promueve la inversión en activo fijo, contenido en el artículo 33 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, ofreciendo un crédito contra el impuesto de primera categoría, por un monto equivalente a 4% del valor de la inversión realizada en activo fijo, con un tope anual de 500 UTM.

Expone que el año 2006 se elevó transitoriamente el referido crédito, con vigencia entre 2007 y 2009, para todas las empresas del país, incrementando la tasa de 4% a 6% (un 50%) y el tope de 500 a 650 UTM (un 30%), no siendo coincidencia, por tanto, que el 2007 haya sido un año record para la inversión, creciendo a una tasa de 11,2%, esto es, llegando a más de 25% del PIB. 

En virtud de lo precedentemente expuesto, indica que han llegado al convencimiento que pueden hacer aún más, focalizando los esfuerzos fiscales allí donde son más fecundos, esto es, en las  empresas de menor tamaño. Por ello, proponen incrementar el monto del crédito tributario por activo fijo, por los años 2008 a 2011, para las empresas con ventas inferiores a 100 mil UF al año, a un 8%, duplicando la tasa de crédito prevista en la ley, al tiempo que mantendrán el tope más elevado de 650 UTM. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Lehuedé, expuso que el presente proyecto se enmarca dentro del contexto del llamado estatuto Pyme, pero se tramitó separadamente con la pretensión de que por ser un incentivo tributario su aprobación fuera más rápida que la del referido estatuto. Indicó que, no obstante haberse presentado muchas indicaciones durante la tramitación en la Cámara de Diputados, finalmente fue aprobado en los mismos términos en que fue presentado.

Manifestó que el artículo 33 bis de la Ley de Impuesto a la Renta otorga un crédito contra el impuesto de primera categoría consistente en un porcentaje de la inversión en activo fijo que realicen las empresas. Agregó que la referida norma es de general aplicación sin distinguir entre empresas grandes y empresas pequeñas, siendo de un 4% el mencionado porcentaje en que consiste el crédito y con un máximo de 500 UTM al año por el total de las inversiones en activo fijo que se realicen.

Asimismo, informó que la ley Nº 20.171 del año 2007, aumentó transitoriamente para todas las empresas el referido crédito de un 4 a un 6% y el máximo de 500 a 650 UTM. Expresó que ahora se genera un estímulo transitorio y exclusivo para las pequeñas y medianas empresas consistente en aumentar el referido porcentaje a un 8% hasta el año 2011 inclusive.

 El Honorable Senador señor Ominami consultó cuántas pequeñas y medianas empresas pagan impuesto de primera categoría.

El asesor, señor Lehuedé, sostuvo que de un total de 700.000 pymes, 250.000 son contribuyentes de primera categoría según contabilidad completa que registran utilidades y, por tanto, pagan el impuesto.

Además, expresó que la forma de definir cuáles son pequeñas y medianas empresas estará dado por el monto de las ventas que será hasta de 100.000 UF al año.

Expuso que los representantes de las pymes han manifestado que el presente es un incentivo que les resulta atractivo.

Señaló que en la Cámara de Diputados se discutió si este incentivo era utilizado efectivamente o no por las pequeñas y medianas empresas, descubriéndose, a través de consulta efectuada al Servicio de Impuestos Internos, que el mencionado incentivo se utiliza escasamente, lo que permitió concluir que existe un problema de información, dado que los representantes de las pymes manifestaron que sus asociados no conocen la existencia del referido beneficio. Por lo anterior, se asumió el compromiso de que el Ministerio de Economía va a realizar una campaña de difusión de manera que las empresas conozcan la existencia y el contenido del beneficio, evaluándose después de la próxima operación renta si el beneficio se está utilizando y si conviene mantenerlo.

Planteó que, además del beneficio transitorio al que se ha referido y que incide en el artículo 33 bis de la Ley de Impuesto a la Renta, se acordó incorporar a dicho artículo a los contribuyentes propietarios de buses interurbanos y rurales de transporte público remunerado de pasajeros, sin distinguir entre pequeñas, mediana y grandes empresas,  y a ello se refiere la indicación que ha presentado el Ejecutivo.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó si se incluía a los propietarios de taxis colectivos dentro de los contribuyentes que se incorporan al mencionado artículo 33 bis.

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Noe, informó que se refería sólo a los propietarios de buses interurbanos y rurales de transporte público.

El Honorable Senador señor Ominami consultó cuánto representa para una empresa promedio, en relación con su tributación, el incentivo que se discute.
El asesor, señor Lehuedé, planteó como ejemplo una empresa de análisis de residuos de pesticidas en fruta de exportación, que en la actualidad tiene 25 trabajadores y factura aproximadamente un millón de dólares al año, en que cada una de las máquinas que necesita para hacer los análisis cuesta 250 millones de pesos, por lo que podrá descontar de dicho precio un 8%, pagando realmente 228 millones de pesos aproximadamente, debido a que está bajo el tope de 650 UTM que establece el incentivo.

El Honorable Senador señor García consultó si la iniciativa permite rebajar de impuesto un 8% de lo invertido en el año en que se compra el activo, con un tope de 650 UTM, y después operan normalmente las normas sobre depreciación.

El asesor, señor Lehuedé, expresó que, efectivamente, operan todas las normas existentes en forma normal, incluyendo aquellas sobre depreciación y sobre recuperación del IVA.

El Honorable Senador señor García preguntó si en el caso de los buses también opera el requisito de no superar las ventas por un monto de 100.000 UF al año.

El asesor, señor Lehuedé, indicó que en el caso de los propietarios de buses no opera el mencionado tope, puesto que la modificación que se incorpora se refiere al artículo 33 bis permanente, que no contempla distinciones ni el referido límite, refiriéndose al crédito tributario del 4% de lo invertido.

El asesor, señor Noe, expuso que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones lleva mesas de trabajo con los diferentes gremios del transporte, participando el Ministerio de Hacienda de varias de ellas desde hace más de un año, y en base a las mismas han llegado a varios acuerdos, entre ellos con el transporte interurbano y rural de pasajeros en relación al artículo 33 bis al que se ha hecho referencia, además han logrado otros acuerdos como, por ejemplo, en el caso de los taxis colectivos han flexibilizado los recorridos a los que deben atenerse.

En el caso del transporte interurbano y rural de pasajeros, señaló que el gremio en cuestión se manifestó interesado en el proyecto tanto para poder invertir en activos como para poder formalizar la actividad, debido a que deben tributar en base a renta efectiva para poder acceder al beneficio. 

El Honorable Senador señor Frei consultó por el costo total del proyecto.

El asesor, señor Lehuedé, señaló  que existe un régimen transitorio en vigencia que se ve incrementado por la iniciativa en comento, lo que lleva que a partir de la aprobación del proyecto sólo se esté financiando la diferencia entre el 6% actual y el 8% que se propone, para que un par de años después se esté financiando la diferencia entre el 4% permanente y el 8% mencionado. Además, manifestó que el incentivo es transitorio porque quieren evaluar su conveniencia de forma que si no es eficaz no se corra el riesgo de eternizar un beneficio que no es útil. 

En votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Ominami.

- - -
DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Artículo único

Señala, de modo textual, lo siguiente:

“Artículo único.-En el caso de los contribuyentes indicados en el inciso segundo, el crédito que establece el artículo 33 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo primero del decreto ley N° 824, de 1974, será de 8% del valor de los bienes físicos del activo inmovilizado a que se refiere dicha disposición, que sean adquiridos nuevos, terminados de construir o recibidos en arrendamiento con opción de compra entre el día 1 de enero de 2008 y el día 31 de diciembre de 2011, con un límite máximo anual de 650 unidades tributarias mensuales.

Esta norma se aplicará a contribuyentes cuyos ingresos anuales por ventas y servicios del giro no hayan superado, ninguno de los dos años anteriores a aquél en que pretendan impetrar el crédito, el equivalente a cien mil unidades de fomento. También se aplicará a los contribuyentes que no registren ventas en los dos años anteriores, en la medida que en el año en que pretendan impetrar el crédito tampoco superen dicho límite. Para estos efectos, los ingresos por ventas y servicios se considerarán por sus valores descontado el impuesto al valor agregado. Asimismo, las cantidades expresadas en unidades de fomento se calcularán de acuerdo al valor de dicha unidad para el último día hábil del período respectivo.”.

En votación, el artículo fue aprobado, con una enmienda formal, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Ominami.
- - -
Con fecha 5 de agosto de 2008 el Ejecutivo presentó la siguiente indicación de S. E. la Presidenta de la República que agrega dos nuevos artículos:
“1) Para agregar el siguiente artículo 2°, nuevo, pasando el actual artículo único, a ser artículo 1°:

“Artículo 2°.- Agréguese, en el inciso primero del artículo 33 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del Decreto Ley N° 824 de 1974, a continuación de la expresión “carga” y antes del punto aparte, la expresión “o buses que presten servicios interurbanos o rurales de transporte público remunerado de pasajeros, inscritos como tales en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros, que lleva el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.

2) Para introducir el siguiente artículo transitorio, nuevo:

“Artículo Transitorio.- La modificación contenida en el artículo 2° regirá respecto de los buses interurbanos y rurales de transporte público remunerado de pasajeros que se adquieran a contar del 1 de Enero de 2009.”.”.
 En votación, la indicación fue aprobada, con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Ominami.

- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 7 de enero de 2008, señala, de manera textual, lo siguiente:

“El proyecto de ley que se introduce modifica transitoriamente el crédito tributario a la inversión en activo fijo, establecido en el artículo 33 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, pero sólo para las micro, pequeñas y medianas empresas. En concreto, la norma propuesta incrementa de 4% a 8% el monto porcentual de la inversión efectuada que puede ser usada como crédito y eleva de 500 a 650 unidades tributarias mensuales (UTM) el límite máximo de crédito contra el Impuesto de Primera Categoría que puede utilizarse cada año. El incremento de ambos parámetros se aplicará exclusivamente a las empresas con ventas inferiores a 100 mil UF anuales y regirá durante los años 2008 a 2011.

Cabe señalar que durante los años 2008 y 2009 rige una modificación transitoria, establecida en la ley N° 20.171, de febrero de 2007, que fijó en 6% el monto porcentual del mencionado crédito y en 650 UTM su límite máximo.

Las modificaciones que se proponen implicarán un costo fiscal que se reflejará durante sus cuatro años de vigencia. Este costo fiscal está dado por la pérdida esperada en los ingresos tributarios. Para su estimación se han considerado los resultados de la Operación Renta de 2007, asumiendo una evolución de las utilidades de las empresas y sus inversiones en activo fijo consistentes con las tasas estimadas de aumento del PIB y de la inversión. Esta estimación constituye un piso de costo fiscal, por cuanto no incluye el efecto del estímulo adicional que provocarán las modificaciones propuestas en las decisiones de inversión de las empresas.

Por último, se debe consignar que el impacto en los ingresos tributarios se producirá al año siguiente de efectuadas las inversiones, por cuanto estos beneficios se reflejan en la declaración anual de impuestos a la renta que se lleva a cabo en abril de cada año. De esta manera, se estima el siguiente costo fiscal para el período 2009-2012:

	Año
	Costo Fiscal (millones de pesos de 2008)

	2009
	4.970

	2010
	5.180

	2011
	12.640

	2012
	13.210


”.
Adicionalmente, con fecha 6 de agosto de 2008, la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda presentó un informe financiero complementario que señala, de manera textual, lo siguiente:

“La presente indicación al Proyecto de la referencia, incorpora beneficiarios adicionales para el incentivo identificado en el artículo N° 33 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del Decreto Ley N° 824 de 1974.

En particular, podrán beneficiarse del incentivo en cuestión, los contribuyentes propietarios de buses interurbanos y rurales de transporte público remunerado de pasajeros inscritos como tales en el Registro Nacional de Servicios de Transporte Público Remunerado de Pasajeros que lleva el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que cumplan con los requisitos que señala la ley.

Esta medida tendrá un costo fiscal anual, dado por una menor recaudación tributaria, de aproximadamente $ 670 millones hasta el año 2011. A partir de 2012, cuando los parámetros del incentivo vuelvan a sus valores en régimen, el costo fiscal anual será de aproximadamente $ 440 millones.”.
En consecuencia, las normas de la iniciativa no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -

MODIFICACIONES
En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda, tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:
Artículo único 

Pasa a ser artículo 1º, sustituyendo la palabra “primero”, por el númeral “1°”. (Unanimidad 4x0. Indicación de S. E. la Presidenta de la República y artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
---

Artículo 2º, nuevo

Agregar el siguiente artículo 2°, nuevo:

“Artículo 2°.- Agrégase, en el inciso primero del artículo 33 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824 de 1974, a continuación de la expresión “carga” y antes del punto aparte, la expresión “o buses que presten servicios interurbanos o rurales de transporte público remunerado de pasajeros, inscritos como tales en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros, que lleva el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.
Artículo transitorio, nuevo
Introducir el siguiente artículo transitorio, nuevo:

“Artículo transitorio.- La modificación contenida en el artículo 2° regirá respecto de los buses interurbanos y rurales de transporte público remunerado de pasajeros que se adquieran a contar del 1 de enero de 2009.”. 

(Unanimidad 4x0. Indicación de S. E. la Presidenta de la República).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1º.- En el caso de los contribuyentes indicados en el inciso segundo, el crédito que establece el artículo 33 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974, será de 8% del valor de los bienes físicos del activo inmovilizado a que se refiere dicha disposición, que sean adquiridos nuevos, terminados de construir o recibidos en arrendamiento con opción de compra entre el día 1 de enero de 2008 y el día 31 de diciembre de 2011, con un límite máximo anual de 650 unidades tributarias mensuales.

Esta norma se aplicará a contribuyentes cuyos ingresos anuales por ventas y servicios del giro no hayan superado, ninguno de los dos años anteriores a aquél en que pretendan impetrar el crédito, el equivalente a cien mil unidades de fomento. También se aplicará a los contribuyentes que no registren ventas en los dos años anteriores, en la medida que en el año en que pretendan impetrar el crédito tampoco superen dicho límite. Para estos efectos, los ingresos por ventas y servicios se considerarán por sus valores descontado el impuesto al valor agregado. Asimismo, las cantidades expresadas en unidades de fomento se calcularán de acuerdo al valor de dicha unidad para el último día hábil del período respectivo.
Artículo 2°.- Agrégase, en el inciso primero del artículo 33 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824 de 1974, a continuación de la expresión “carga” y antes del punto aparte, la expresión “o buses que presten servicios interurbanos o rurales de transporte público remunerado de pasajeros, inscritos como tales en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros, que lleva el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.

Artículo transitorio.- La modificación contenida en el artículo 2° regirá respecto de los buses interurbanos y rurales de transporte público remunerado de pasajeros que se adquieran a contar del 1 de enero de 2009.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 6 de agosto de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señor Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores José García Ruminot y Carlos Ominami Pascual.


Sala de la Comisión, a 7 de agosto de 2008.

(Fdo.): ROBERTO BUSTOS LATORRE, Secretario de la Comisión>
<SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE DISPOSICIONES PARA INSTALACIÓN, MANTENCIÓN  E INSPECCIÓN PERIÓDICA DE ASCENSORES Y OTRAS INSTALACIONES SIMILARES

(4975-14)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de presentaros su segundo informe, respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República.


A las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley, concurrió la abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señora Jeannette Tapia.


Además, asistieron, especialmente invitados, las siguientes personas: del Instituto de la Construcción, el Director Ejecutivo, señor José Pedro Campos, y el Secretario Ejecutivo, señor Gustavo Cortés; de la Federación  Nacional de Sindicatos de Trabajadores de Ascensores y Afines (FENATRASA), el Presidente, señor Eduardo Cortés, y el Secretario, señor Antonio Gálvez; de ATECH Ascensores, el señor Cristian Flores; de las Empresas Pequeñas y Medianas del rubro, los señores Pedro Rodríguez y Juan Jara; de SH.B. Ascensores, los señores Sergio Berríos y Luis Hernández, y de Ascensores Chile, los señores Pedro Gutiérrez y Pablo Rojas.
NORMA DE QUÓRUM ESPECIAL



El artículo 4° del proyecto de ley tiene rango de norma orgánica constitucional, conforme a lo preceptuado en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, en relación al inciso segundo del artículo 66 del mismo Texto Fundamental.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.- Artículo que no fue objeto de indicaciones ni modificaciones: no hay.

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 1, 3, 8, 10, 14, 17, 21, 25 y 29.

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 2, 5, 7, 9, 11, 16, 18, 19, 22, 26, 27 y 31.

4.- Indicaciones rechazadas: números 4, 6, 12, 13, 15 y 23.

5.- Indicaciones retiradas: números 20, 24, 28 y 30.

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.

- - -


La Comisión acordó, con ocasión de este segundo informe, recibir a nuevos invitados, que no fueron escuchados durante la discusión en general del proyecto de ley, con el objeto de enriquecer y perfeccionar el texto de la iniciativa.



El señor Pedro Gutiérrez, en representación de Ascensores Chile, realizó las siguientes propuestas:

- crear una normativa adecuada, elaborada con la participación de especialistas, en la que se disponga de manera estricta las metodologías de mantenimiento de los ascensores, a fin de asegurar las condiciones mínimas de seguridad, tanto para los usuarios, como para los trabajadores del rubro;

- incorporar la reparación y la conservación, dentro de la responsabilidad de los propietarios y de las municipalidades, de velar por el mantenimiento de los equipos;

- precisar que de no acatar la normativa de certificación, los ascensores estarán impedidos de entrar en funcionamiento, hasta dar cabal cumplimiento a esta obligación. En caso contrario, serán clausurados por la autoridad, en tanto no se realicen las correcciones pertinentes;

- disponer como obligación del administrador de un edificio, la contratación de la mantención y de las reparaciones necesarias de los ascensores;

- la sanción de inhabilidad del registro, aplicada a quienes no cumplan con la ley, destacó, es excesiva, por cuanto significaría el cierre de la empresa infractora. Además, es necesario contemplar la responsabilidad de los propietarios, en términos de que éstos deben ejecutar las reparaciones recomendadas por los técnicos;

- finalmente, subrayó la conveniencia de agregar a la iniciativa la regulación de los funiculares, puesto que estos mecanismos son ascensores inclinados, y en su funcionamiento se utilizan las mismas técnicas que en los transportes verticales.


El señor Eduardo Cortés, en representación de la Federación  Nacional de Sindicatos de Trabajadores de Ascensores y Afines, (FENATRASA), efectuó las siguientes recomendaciones:
- evitar la accidentabilidad laboral de los técnicos que realizan las mantenciones y reparaciones de estos aparatos, para lo cual es conveniente que sean efectuadas por más de un técnico. Además, aconsejó exigir que los edificios gubernamentales den el ejemplo en esta materia;
- establecer en la ley que el Instituto Nacional de Normalización, revise y actualice, cada 2 años, las Normas 440/ 1-2, tanto en ascensores eléctricos como hidráulicos, puesto que existen aparatos sin sala de máquinas, que están exentos de regulación. Añadió que en la actualidad la vinculación a la norma mencionada es de carácter voluntaria, y no obligatoria, y
- dado el perfeccionamiento de los técnicos de ascensores, mediante el reglamento nacional de instaladores, mantenedores y certificadores de ascensores, será necesario solicitar al Ministerio de Educación, institutos y universidades, que anexen a la malla curricular de las carreras de electromecánica  y electrónica, la especialidad en transporte vertical. 
 
Por su parte, el señor Cristián Flores, en representación de ATECH Ascensores, sugirió añadir en el artículo 159 bis de la iniciativa, una referencia en el sentido de que los ascensores deberán ser instalados conforme a las indicaciones de su fabricante, y mantenidos según las disposiciones que determine el reglamento y la Norma Chilena 440/1 y 440/2.

El señor Sergio Berríos, de SH.B. Ascensores, propuso delimitar el término utilizado en el inciso primero del artículo 159 bis, relativo a las indicaciones de los fabricantes, conforme a las cuales deben ser instalados y mantenidos los ascensores, montacargas, escaleras y rampas mecánicas. Sostuvo que los fabricantes, una vez cumplido lo anterior, deben entregar toda la  información técnica específica a los propietarios, esto es, los planos de la instalación eléctrica y mecánica, y el manual de indicaciones de mantenimiento de dichos medios de transporte. 


El señor Pedro Rodríguez, en representación de las Empresas Pequeñas y Medianas del rubro, puso de relieve la falta de un organismo superior, e incluso de un ordenamiento, que facilite asignar el rol de empresa certificadora a una entidad particular, toda vez que no existe uniformidad de criterios respecto de los mecanismos o partes que deben ser revisados en cada equipo.


Lo anterior, señaló, se ve agravado por la falta de capacitación académica de las personas encargadas de la instalación y mantención de ascensores. Precisó que estos aparatos de transporte involucran una serie de especialidades, que tradicionalmente se han adquirido por el traspaso de conocimientos del  personal que posee mayor experiencia en el rubro, a jóvenes aprendices.


Además, subrayó la necesidad de aclarar la expresión “fallas graves” que se utiliza en el artículo 4°, letra a), del proyecto de ley, que son castigadas con la suspensión del registro. Propuso describir qué comprende dicha expresión, si sólo el mal funcionamiento del equipo, o aquellas anomalías que provoquen accidentes personales o daños materiales de importancia. 

 
El Director Ejecutivo del Instituto de la Construcción, señor José Pedro Campos, indicó que el organismo que representa trabaja en la elaboración de la propuesta del reglamento para el registro de instaladores, mantenedores y certificadores de ascensores, por expreso encargo de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo. Para dar cumplimiento a ello, el Instituto constituyó una mesa de trabajo que a la fecha ha adoptado diversos acuerdos.

 
En relación al proyecto de ley, propuso modificar, en el artículo 159 bis, la frase “propiedades privadas o públicas” por “edificios privados o públicos”, a fin de circunscribir la obligación de instalación y mantención a aquéllas que son parte de un edificio, cubriendo el 99% de los casos. Con ello, destacó, se excluyen las que no son parte de un edificio, como el teleférico y el funicular del cerro San Cristóbal, por ejemplo, y el funicular y las sillas en canchas de ski, pudiéndose señalar excepciones, tales como los ascensores de Valparaíso, del cerro Santa Lucia y similares. En cualquier caso, añadió, se estima que las instalaciones que no son parte de un edificio son menos del 1%, y tienen un propietario y/o administrador conocido, que habitualmente renta el servicio.

 
Además, sugirió sustituir el término “indicaciones” por “especificaciones técnicas”, con el objeto de utilizar el lenguaje correspondiente. A su vez, puso de relieve la conveniencia de que la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones se refiera a documentos como “Manuales de Instalación”, “Manuales de Mantención” y otros, en la eventualidad de que los fabricantes los provean.

 
Recomendó establecer que sean los propietarios, privados o públicos de los edificios, los responsables de su mantención, lo que es concordante con otras de sus obligaciones, respecto del edificio.

 
En relación al artículo 4°, subrayó, la emisión de certificados a que se refiere, corresponde a las entidades certificadoras, como también al registro de instaladores, mantenedores y certificadores, por lo que debería expresarse así en la ley.
- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa, en el orden del articulado del proyecto -que se transcribe-, una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, así como de los acuerdos adoptados al respecto.

Artículo 1º

Dispone lo siguiente:


“Artículo 1º.- Introdúcese en el decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1975,  del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que fija el texto de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, el siguiente artículo 159 bis, nuevo: 



“Artículo 159 bis.- Los ascensores, montacargas, y las escaleras o rampas mecánicas, que se emplacen en propiedades privadas o públicas, deberán ser instalados y mantenidos conforme a las indicaciones de sus fabricantes y a las disposiciones que al efecto determine la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.



Serán responsables de la mantención, los propietarios y las municipalidades en el caso de los bienes nacionales de uso público, quienes deberán celebrar los correspondientes contratos de mantención. 



La instalación y mantención de los ascensores, montacargas, escaleras y rampas mecánicas, deberá ser ejecutada por instaladores y mantenedores que cuenten con una inscripción vigente en un registro que al efecto llevará el Ministerio de Vivienda y Urbanismo. El Ministerio podrá encomendar dicho registro a la entidad denominada “Instituto de la Construcción”, cuya personalidad jurídica fuera concedida por decreto supremo N° 1115, de 1996, del Ministerio de Justicia o a otras entidades públicas o privadas, habilitadas para dicho efecto.



Asimismo, los propietarios y las municipalidades, en su caso, deberán acreditar, mediante un certificado emitido por una entidad de certificación inscrita en la categoría correspondiente del registro a que se refiere el inciso anterior, que los ascensores, montacargas, escaleras y rampas mecánicas han sido adecuadamente mantenidos y se encuentran en condiciones de seguir funcionando. Los plazos y condiciones de la certificación y el contenido del certificado, serán establecidos en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones en función de la capacidad de transporte de la instalación y el destino de las edificaciones.



Las certificaciones a que se refiere el inciso precedente deberán ser colocadas en un lugar visible del ascensor e ingresadas y registradas, en la oportunidad que establezca la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, a la Dirección de Obras Municipales respectiva. El no ingreso oportuno deberá ser puesto en conocimiento del juzgado de policía local, por la Dirección de Obras Municipales.



En caso de incumplimiento de las obligaciones derivadas del presente artículo se aplicará lo previsto en los artículos 20 y 21 de la presente ley.”.”.

La indicación número 1, del Honorable Senador señor Horvath, es para intercalar, en el inciso primero del artículo 159 bis propuesto, entre la coma (,) que sigue a la palabra “ascensores” y la expresión “montacargas”, la siguiente frase: “tanto verticales como inclinados,”.


La abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo explicó que en la eventualidad de que se aprobara la indicación número 3, del Honorable Senador señor Sabag, que reemplaza, en el inciso primero del artículo 159 bis propuesto, la frase “propiedades privadas o públicas” por “edificios privados o públicos”, serían procedentes las terminologías propuestas por las indicaciones números 1 y 2, que son reiteradas por sus autores en la iniciativa, y que tienen por finalidad incluir una amplia gama de mecanismos de elevación, a los que les será aplicable el presente proyecto de ley.


Atendiendo a lo anterior, la Comisión consideró conveniente que la iniciativa legal incluya a todas las clases y tipos de dichos medios de transporte.


- Puesta en votación la indicación número 1, se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo y Sabag.


La indicación número 2, del Honorable Senador señor Navarro, es para intercalar, en el inciso primero del artículo 159 bis propuesto, entre la coma (,) que sigue a la palabra “montacargas” y la conjunción copulativa “y”, la expresión “funiculares”.


Teniendo en cuenta las consideraciones recientemente señaladas, la Comisión estuvo por acoger la indicación en estudio, de manera de incluir a los funiculares dentro de los mecanismos regulados por la presente iniciativa legal, como sinónimo de ascensores inclinados, de acuerdo a la práctica en esta materia.


Para ello, la Comisión resolvió agregar el vocablo “funiculares”, antecedido de la conjunción “o”, al final de la palabra “inclinados”, aprobada en la indicación precedente.


- Puesta en votación la indicación número 2, se aprobó, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo y Sabag.

 
La indicación número 3, del Honorable Senador señor Sabag, es para reemplazar, en el inciso primero del artículo 159 bis propuesto, la frase “propiedades privadas o públicas” por “edificios privados o públicos”.


La abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo apoyó la indicación, por cuanto el concepto “edificios” es más preciso que “propiedades” para la redacción de la norma, como lo sostuvo el Instituto de la Construcción.

- Puesta en votación la indicación número 3, se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo y Sabag.

 
La indicación número 4, del Honorable Senador señor Navarro, es para sustituir, en el inciso primero del artículo 159 bis propuesto, la expresión “las indicaciones” por “la información técnica y manuales de reparación”.


La abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo explicó que no siempre las empresas disponen o entregan a los propietarios de los edificios la información técnica y manuales de reparación a que se refiere la indicación, por tal razón, su exigencia constituiría una obligación que sería difícil de cumplir, o bien, daría lugar a eludir su observación.


- Puesta en votación la indicación número 4, se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo y Sabag.

 
La indicación número 5, del Honorable Senador señor Sabag, es para sustituir, en el inciso primero del artículo 159 bis, la expresión “las indicaciones” por “especificaciones técnicas”.


La abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo puso de relieve que la expresión “especificaciones técnicas”, propuesta por la indicación, constituye una terminología más amplia y apropiada para establecer la obligación de realizar la instalación y la mantención de estos mecanismos de transporte. 



- Puesta en votación la indicación número 5, se aprobó, con una enmienda formal, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo y Sabag.


La indicación número 6, del Honorable Senador señor Pérez Varela, es para reemplazar el inciso segundo del artículo 159 bis propuesto, por el siguiente:


“Serán solidariamente responsables de los desperfectos que presenten los elementos señalados en el inciso primero, sus fabricantes y los propietarios. Tratándose de bienes nacionales de uso público, esta responsabilidad solidaria recaerá también en las Municipalidades.”.


La abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo explicó que el Ejecutivo no está de acuerdo con la presente indicación, por cuanto es más preciso disponer solamente la responsabilidad del propietario por la mantención de los ascensores, independiente de quién sea éste. Ello, sostuvo, quedó determinado al aprobarse la indicación número 3, criterio que fue compartido por los miembros de la Comisión.


- Puesta en votación la indicación número 6, se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo y Sabag.

 
La indicación número 7, del Honorable Senador señor Sabag, es para suprimir, en el inciso segundo del artículo 159 bis propuesto, la frase “y las municipalidades en el caso de los bienes nacionales de uso público,”.

Atendiendo a los fundamentos de la indicación precedente, la Comisión manifestó su apoyo a esta indicación.


- Puesta en votación la indicación número 7, se aprobó, con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo y Sabag.

 
La indicación número 8, del Honorable Senador señor Horvath, es para intercalar, en el inciso tercero del artículo 159 bis propuesto, entre la coma ubicada a continuación de la palabra “ascensores” y la expresión “montacargas”, la siguiente frase: “tanto verticales como inclinados,”.


La Comisión, para su análisis, y a fin de mantener un criterio uniforme, tuvo en consideración los mismos fundamentos consignados en la indicación número 1. 


- Puesta en votación la indicación número 8, se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo y Sabag.

 
La indicación número 9, del Honorable Senador señor Navarro, es para intercalar, en el inciso tercero del artículo 159 bis propuesto, entre la coma (,) que sigue a la palabra “montacargas” y la expresión “escaleras”, la palabra “funiculares,”.

 
La Comisión, para su estudio, tuvo a la vista idénticas razones a las señaladas en la indicación número 2. 

 
- Puesta en votación la indicación número 9, se aprobó, con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo y Sabag.

 
La indicación número 10, del Honorable Senador señor Sabag, es para suprimir en el inciso cuarto del artículo 159 bis propuesto, la frase “y las municipalidades, en su caso,”.


En atención a los argumentos expresados en las indicaciones números 6 y 7, y para mantener la debida concordancia entre las disposiciones de la iniciativa, la Comisión procedió a votar la indicación en estudio.


- Puesta en votación la indicación número 10, se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo y Sabag.


La indicación número 11, del Honorable Senador señor Navarro, es para intercalar, en el inciso cuarto del artículo 159 bis propuesto, entre la coma (,) que sigue a la palabra “montacargas” y la expresión “escaleras”, la palabra “funiculares,”.


Atendiendo a las consideraciones y fundamentos señalados en la indicación número 2, la Comisión resolvió acoger la indicación con las mismas modificaciones allí dispuestas.


Asimismo, y con el objeto de guardar la debida armonía y coherencia de las disposiciones de este proyecto de ley, la Comisión acordó, en este caso como en otros sucesivos, agregar, entre la coma que sigue al vocablo “ascensores” y el término “montacargas”, la expresión “tanto verticales como inclinados”.


- Puesta en votación la indicación número 11, se aprobó, con las modificaciones señaladas en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo y Sabag.

 
La indicación número 12, del Honorable Senador señor Navarro, es para agregar, al inciso cuarto del artículo 159 bis propuesto, la siguiente oración final: “Sin perjuicio de lo anterior, la certificación deberá ser realizada de acuerdo a lo dispuesto en la Norma Chilena NCh 2840 y 440.”.


La abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo hizo presente que es preferible aludir a una regulación de carácter más general, conforme a la cual deberá realizarse la certificación respectiva, ya que las normas señaladas en la indicación podrían variar o quedar sin efecto, lo que tornaría inaplicable la obligación de certificación.



- Puesta en votación la indicación número 12, se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo y Sabag.

 
La indicación número 13, del Honorable Senador señor Navarro, es para agregar, al final del inciso cuarto del artículo 159 bis propuesto, las siguientes oraciones: “El Instituto de Normalización Nacional velará por que las  Normas Chilenas NCh 2840 y 440 se encuentren actualizadas a las tecnologías vigentes. Asimismo, se dictará una Norma Chilena de mantenimiento y reparación.”.


Teniendo en consideración los mismos fundamentos expuestos precedentemente, la Comisión procedió a votar la indicación en estudio.

 
- Puesta en votación la indicación número 13, se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo y Sabag.

 
La indicación número 14, del Honorable Senador señor Sabag, es para incorporar, en el artículo 159 bis propuesto, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando los actuales, quinto y sexto, a ser sexto y séptimo, respectivamente:


“En la instalación, mantención y certificación, deberá darse cumplimiento a las Normas Técnicas Chilenas vigentes sobre la materia. Dichas normas deberán actualizarse permanentemente.”.


La abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo manifestó estar de acuerdo con la indicación, por cuanto se refiere a una regulación de carácter general vigente, sin individualizar cuerpos normativos que pueden quedar obsoletos o caer en desuso.


- Puesta en votación la indicación número 14, se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo y Sabag.

 
La indicación número 15, del Honorable Senador señor Navarro, es para agregar, al inciso quinto del artículo 159 bis propuesto, la siguiente oración final: “Se concede acción pública de esta denuncia.”.


La Comisión tuvo presente que el artículo 20 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones dispone que cualquier persona podrá denunciar ante el Juzgado de Policía Local correspondiente las infracciones a dicha Ley, por lo que no es necesario incorporar lo dispuesto por la indicación en estudio.

 
- Puesta en votación la indicación número 15, se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo y Sabag.

 
La indicación número 16, del Honorable Senador Horvath, es para agregar, al artículo 159 bis propuesto, el siguiente inciso final, nuevo:


“El funcionamiento de ascensores, montacargas, y las escaleras o rampas mecánicas sin que exista un contrato de mantención vigente será sancionado con una multa de hasta 150 unidades de fomento en contra del propietario, y en el caso de aquellos bajo responsabilidad de las municipalidades, será considerado como una infracción grave a los deberes funcionarios del Director de Obras del respectivo municipio, dando lugar a un sumario administrativo conforme lo establecido por la ley Nº 18.883.”. 


La abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo explicó que el artículo 20 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, dispone que las infracciones a dicho cuerpo normativo serán sancionadas con una multa consistente en un porcentaje del presupuesto de la obra, situación inaplicable para el caso de los ascensores.



Sugirió, para salvar dicho inconveniente, disponer que la sanción ascienda a un porcentaje del valor del ascensor y de sus instalaciones.


El Honorable Senador señor Orpis no estuvo de acuerdo con la referida proposición, por cuanto lo que se está sancionando es el incumplimiento de la celebración del contrato de mantención de un ascensor, que incide directamente en la seguridad de las personas transportadas.



La abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo replicó que el valor del ascensor y de sus instalaciones está en directa relación con los costos de instalación, certificación y mantención del mismo.


Su Señoría advirtió que, en ese caso, los propietarios optarían por ascensores más económicos. Además, el hecho de celebrar el referido contrato de mantención no debe estar vinculado con el costo del mismo, ni el de sus instalaciones. 

 
Añadió que la multa propuesta en la indicación en estudio, que asciende hasta 150 unidades de fomento, se condice con el nivel de diligencia adecuada para el resguardo del cumplimiento de la obligación de celebrar el contrato de mantención, elemento esencial para la seguridad en este tipo de transporte.



La abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo estimó que la multa propuesta en la indicación es de un valor elevado, sobretodo para las edificaciones antiguas, considerando que la mantención mensual de un ascensor fluctúa entre 6 y 8 unidades de fomento.


Agregó que dicha sanción habría que hacerla extensiva también al incumplimiento de las otras obligaciones que tienen los propietarios en relación a estos mecanismos de transporte, como la de instalarlos conforme a la normativa correspondiente y el certificar su funcionamiento adecuado.


Atendiendo a las consideraciones señaladas, la Comisión estuvo por acoger la indicación propuesta, agregando, a continuación del actual inciso sexto y final del artículo 159 bis, que dispone que en caso de incumplimiento de las obligaciones derivadas de la presente norma se aplicará lo previsto en los artículos 20 y 21 de la presente ley, la siguiente frase: “La multa, para estos efectos, será de hasta 150 unidades de fomento en contra del propietario.”. 

 
- Puesta en votación la indicación número 16, se aprobó, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo y Orpis.

Artículo 2° 


Establece el siguiente texto:


“Artículo 2º.- Modificase la ley N° 19.537, Sobre Copropiedad Inmobiliaria, en los siguientes términos:



1) Intercálase en su artículo 2º, numeral 3, letra a), entre la locución “techumbres,” y la palabra “instalaciones”, la siguiente frase: “ascensores, montacargas, escaleras o rampas mecánicas, así como todo tipo de”.



2) Intercálase en su artículo 7º, inciso primero, entre las frases “certificación periódica de las instalaciones de gas” y “o a gastos comunes urgentes o imprevistos”, el siguiente texto, precedido de una coma:



“certificación de los ascensores, montacargas, escaleras o rampas mecánicas y sus instalaciones”.



3) Agrégase en el artículo 14 bis, el siguiente inciso final, nuevo:



“Asimismo, las alteraciones o transformaciones que afecten a las instalaciones de ascensores, montacargas, escaleras o rampas mecánicas, sean en bienes de dominio común o en las unidades de los condominios, deberán ser ejecutadas por empresas o personas que cuenten con una inscripción vigente en el registro de instaladores, mantenedores y certificadores del Ministerio de Vivienda y Urbanismo y contar con el acuerdo de la asamblea de copropietarios y el permiso de la Dirección de Obras Municipales, cuando corresponda.”.



4) Modifícase su artículo 23, del siguiente modo:



a) Intercálase, en su inciso primero, entre las expresiones “efectuar los actos necesarios para realizar la certificación de las instalaciones de gas” y “ejecutar los actos de administración”, el siguiente texto:

“y el mantenimiento y certificación de los ascensores, montacargas, escaleras o rampas mecánicas y sus instalaciones;”.



b) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales incisos tercero, cuarto y quinto a ser cuarto, quinto y sexto, respectivamente:



“El administrador o quien haga sus veces está facultado para contratar la mantención y la certificación de los ascensores, montacargas, escaleras o rampas mecánicas y sus instalaciones, para lo cual deberá notificar al comité de administración conforme al procedimiento establecido en el inciso precedente.”.”.

Número 1)

 
La indicación número 17, del Honorable Senador señor Horvath, al número 1) de este artículo, es para intercalar entre la coma (,) que sigue a la palabra “ascensores” y la expresión “montacargas”, la siguiente frase: “tanto verticales como inclinados,”.


Para su discusión, la Comisión tuvo a la vista los mismos fundamentos señalados precedentemente, al tratar la indicación número 1.


- Puesta en votación la indicación número 17, se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Naranjo, Orpis y Sabag.

 
La indicación número 18, del Honorable Senador señor Navarro, al número 1) de este artículo, es para intercalar, entre la coma (,) que sigue a la palabra “montacargas” y la expresión “escaleras”, la palabra “funiculares,”.

 
La Comisión, atendiendo a las consideraciones contempladas anteriormente, al analizar las indicaciones números 1 y 2, estuvo por acoger la indicación con las mismas modificaciones allí dispuestas.


- Puesta en votación la indicación número 18, se aprobó, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores, Naranjo, Orpis y Sabag.

Números 2), 3), y 4)
 
La indicación número 19, del Honorable Senador señor Navarro, es para intercalar, en los mencionados números, entre la coma (,) que sigue a la palabra “montacargas” y la expresión “escaleras”, la palabra “funiculares,”.

 
Considerando los fundamentos expuestos con antelación, la Comisión resolvió acoger la indicación con las mismas modificaciones ya señaladas.


Asimismo, teniendo presente el mismo principio de armonía en la redacción de la iniciativa, esgrimido anteriormente, la Comisión estuvo por agregar a la indicación, entre la coma que sigue al vocablo “ascensores” y el término “montacargas”, la expresión “tanto verticales como inclinados”.



- Puesta en votación la indicación número 19, se aprobó, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Naranjo, Orpis y Sabag.

Artículo 3° 


Expresa lo siguiente:


“Artículo 3°.- Créase el Registro Nacional de personas naturales y jurídicas que presten servicios de instalación, mantención y certificación de ascensores, montacargas, y las escaleras o rampas mecánicas, en adelante el Registro, a que se refiere el artículo 1° de esta ley.



La Dirección del Registro dependerá del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, quien lo administrará en forma directa o a través de terceros, de conformidad a lo que establece el artículo 1° de esta ley.



El reglamento, en función de la calidad técnica y experiencia, establecerá los requisitos de inscripción y las causales de inhabilidad e incompatibilidad para inscribirse y mantenerse en él.”.


La indicación número 20, del Honorable Senador señor Horvath, es para sustituir el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 3°.- Introdúcese en el decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1975,  del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que fija el texto de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, el siguiente artículo 159 ter, nuevo:


“Artículo 159 ter.- Créase el Registro Nacional de personas naturales y jurídicas que presten servicios de instalación, mantención y certificación de ascensores, montacargas, y las escaleras o rampas mecánicas, en adelante el Registro, a que se refiere el artículo 1° de esta ley.”.”.


La abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo manifestó que si bien la indicación obedece a un aspecto meramente formal, toda vez que propone incorporar la norma a la Ley General de Urbanismo y Construcciones, ésta contiene diversas clases de registros, como el de instaladores sanitarios y el de revisores de cálculo estructural, entre otros, cuya creación y regulación está contenida en cuerpos normativos diversos a la citada Ley. 


Concluyó que en este aspecto se debería seguir el mismo tratamiento adoptado para los registros mencionados, que son regulados en otros ordenamientos legales.


- Por las razones expresadas, el autor de la indicación, Honorable Senador señor Horvath, la retiró.


La indicación número 21, del Honorable Senador señor Horvath, es para intercalar, en su inciso primero, entre la coma (,) que sigue a la palabra “ascensores” y la expresión “montacargas”, la siguiente frase: “tanto verticales como inclinados,”.


Siguiendo los mismos fundamentos expuestos en la indicación número 1, reiterados en el presente informe, la Comisión, sin mayor debate, procedió a su votación.

 
- Puesta en votación la indicación número 21, se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo y Orpis.

 
La indicación número 22, del Honorable Senador señor Navarro, es para intercalar, en su inciso primero, entre la coma (,) que sigue a la palabra “montacargas” y la conjunción copulativa “y”, la expresión “funiculares”.


Atendiendo a la argumentación ya mencionada, la Comisión estuvo por acogerla.



- Puesta en votación la indicación número 22, se aprobó, con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo y Orpis.



La indicación número 23, del Honorable Senador señor Navarro, es para agregar, a continuación del artículo 3°, el siguiente, nuevo:


 “Artículo 3° bis.- Los instaladores, mantenedores y certificadores de ascensores, montacargas, escaleras o rampas mecánicas, funiculares y sus instalaciones, no podrán trabajar individualmente, sino siempre acompañados, y en estricta obediencia a las normas de seguridad establecidas en el Reglamento respectivo.”.


La abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo hizo presente que los aspectos relativos a la seguridad del trabajo, como el contenido en la indicación en estudio,  deben ser abordados por el ordenamiento legal específico que regula este tipo de materias, y no en el presente proyecto de ley.



- Puesta en votación la indicación número 23, se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo y Orpis.

Artículo 4°


Su texto es el siguiente:


“Artículo 4°.- Las infracciones a las normas que regulen la instalación, mantención y certificación de funcionamiento de los ascensores, montacargas y las escaleras o rampas mecánicas se clasificarán en leves, graves y gravísimas. 



Se considerará como infracción leve y se sancionará con amonestación por escrito y multas de hasta 50 unidades de fomento el incumplimiento de las disposiciones legales, reglamentarias y técnicas que regulen la instalación, mantención y certificación de funcionamiento de los ascensores, montacargas y las escaleras o rampas mecánicas que no estén calificadas como infracciones graves o gravísimas.



Se considerará como infracción grave y se sancionará con la suspensión del Registro, hasta por el plazo de un año, y multa de hasta 100 unidades de fomento:



a) El incumplimiento de las disposiciones señaladas en el inciso anterior, cuando provoque fallas graves en el funcionamiento de los ascensores, montacargas y las escaleras o rampas mecánicas;



b) El incumplimiento imputable de los plazos o condiciones acordadas al contratarse sus servicios, si de ello se siguiere perjuicio para el mandante;



c) La reincidencia en la comisión de alguna infracción leve dentro de un período de tres años, y



d) La emisión de certificaciones erróneas.


Se considerará como infracción gravísima y se sancionará con la eliminación o suspensión del Registro, hasta por el plazo de tres años en el segundo caso, y multa de hasta 150 unidades de fomento:



a) El incumplimiento de las disposiciones señaladas en el inciso anterior, cuando cause daño a la seguridad de las personas, lesiones o muerte;



b) La reincidencia en la comisión de alguna infracción grave dentro de un período de tres años;



c) Actuar encontrándose afectado por alguna causal de inhabilidad o incompatibilidad, o habiendo perdido alguno de los requisitos de inscripción en el Registro; 



d) La emisión de certificaciones falsas, y



e) Ser condenado por sentencia ejecutoriada debido a responsabilidades civiles o penales derivadas de la prestación de los servicios referidos en el artículo 3º.



Las acciones para perseguir las infracciones a que se refiere este artículo prescribirán en el plazo de dos años contados desde su comisión y su conocimiento corresponderá a los juzgados de policía local.”.


La indicación número 24, del Honorable Senador señor Horvath, es para sustituir el inciso primero por el siguiente:



“Artículo 4°.- Introdúcese en el decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1975,  del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que fija el texto de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, el siguiente artículo 159 quáter, nuevo:


“Artículo 159 quáter.- Las infracciones a las normas que regulen la instalación, mantención y certificación de funcionamiento de los ascensores, montacargas y las escaleras o rampas mecánicas se clasificarán en leves, graves y gravísimas.”.”.


- Atendiendo a las mismas consideraciones contempladas en la indicación número 20, el autor de la indicación la retiró.


La indicación número 25, del Honorable Senador señor Horvath, es para intercalar, en el inciso primero, entre la coma (,) que sigue a la palabra “ascensores” y la expresión “montacargas”, la siguiente frase: “tanto verticales como inclinados,”.


La Comisión, para el análisis de esta indicación, tuvo en consideración los mismos fundamentos ya reiterados.


- Puesta en votación la indicación número 25, se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo y Orpis.

 

La indicación número 26, del Honorable Senador señor Navarro, es para intercalar, en el inciso primero, a continuación de la palabra “montacargas” la expresión “, funiculares”.


La Comisión tuvo presente los argumentos expresados sobre el particular.


- Puesta en votación la indicación número 26, se aprobó, con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo y Orpis.


La indicación número 27, del Honorable Senador señor Horvath, es para intercalar, en la letra a) del inciso tercero, a continuación de la expresión “rampas mecánicas”, la siguiente oración, en punto seguido (.): “Se entenderá que existe una falla grave cuando esta haya puesto en serio riesgo la seguridad de las personas”.



La abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo enfatizó la dificultad que podría presentarse para determinar las situaciones en las que existiría serio riesgo para la seguridad de las personas, tal como lo señala la indicación.


El Honorable Senador señor Horvath explicó que dicha determinación debería ser materia de prueba, en un juicio en que el juez competente evalúe los hechos.


El Honorable Senador señor Orpis propuso modificar el encabezamiento de la indicación, sustituyendo la palabra “entenderá” por “presumirá”, para efectos, como el mismo vocablo lo prescribe, de establecer una presunción legal sobre la materia.


Asimismo, la Comisión acordó añadir la oración propuesta como un nuevo párrafo segundo de la letra a).


- Puesta en votación la indicación número 27, se aprobó, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo y Orpis.



La indicación número 28, del Honorable Senador señor Horvath, es para sustituir en la letra a), del inciso cuarto, la frase “en el inciso anterior,” por “en el inciso segundo,”.


- La indicación fue retirada por su autor. 



La indicación número 29, del Honorable Senador señor Navarro, es para sustituir, en la letra b) del inciso cuarto, el número cardinal “tres” por “dos”.


El Honorable Senador señor Orpis manifestó que la indicación tiene por finalidad reducir el período de reincidencia en la comisión de alguna de las infracciones graves, exigiendo con ello una mayor rigurosidad o estrictez  en el cumplimiento de las normas.


La Comisión tuvo presente que el mismo predicamento debería adoptarse respecto de la letra c), del inciso tercero, del artículo 4°, que regula las infracciones graves, y que específicamente, dispone la reincidencia en la comisión de infracciones leves, dentro del mismo período de tiempo, esto es, tres años.


Considerando lo anterior, la Comisión estuvo por acoger la indicación en estudio y para guardar la debida concordancia y armonía entre los preceptos de la iniciativa, hacerla extensiva a las infracciones leves.


- Puesta en votación la indicación número  29, se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Naranjo, Orpis y Sabag.



La indicación número 30, del Honorable Senador señor Horvath, es para agregar en el inciso final, a continuación de la frase “juzgados de policía local” la siguiente oración final: ”Esta acción podrá ser interpuesta por el propietario y la municipalidad, en el caso de bienes nacionales de uso publico, que sea responsable de la mantención del respectivo ascensor, montacargas, escalera o rampa mecánica.”.


- El autor de la indicación la retiró, considerando que el artículo 20 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones dispone que cualquier persona podrá denunciar ante el Juzgado de Policía Local correspondiente las infracciones a dicha Ley, por lo que no sería necesaria su reiteración.
 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


 Artículo 1°.- Las modificaciones introducidas por esta ley, también se aplicarán para la mantención y certificación de instalaciones existentes a su entrada en vigencia y comenzarán a regir cuando entre en funcionamiento el Registro a que se refiere el artículo 1°.


La indicación número 31, del Honorable Senador señor Horvath, es para sustituirlo por el siguiente:



“Artículo 1°.- Las modificaciones introducidas por la presente ley se aplicarán para la mantención y certificación de instalaciones ya existentes, comenzado a regir para ellas  al cabo de 4 años contados desde la fecha de su publicación.”.


El Honorable Senador señor Horvath explicó que su indicación tiene por objeto disponer un plazo exacto dentro del cual comenzarán a regir las modificaciones introducidas por esta iniciativa, ya que su articulado nada dice sobre el particular.


La abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo resaltó que una vez que entre en vigencia el registro aludido por la norma, se deberá otorgar un plazo para que los interesados se inscriban en él, puesto que sólo en ese momento serán exigibles las modificaciones introducidas por el proyecto de ley. Agregó que el lapso de 4 años propuesto en la indicación es muy extenso.


Atendiendo a lo anterior, la Comisión estuvo por acoger la indicación reduciendo el plazo a 2 años. Para ello, se acordó añadir la frase final “o en una plazo máximo de dos años”.

 
- Puesta en votación la indicación número 31, se aprobó, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Naranjo, Orpis y Sabag.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene a honra proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo 1º

Modificar el artículo 159 bis, nuevo propuesto, de la siguiente manera:
Inciso primero


Reemplazarlo por el siguiente


“Artículo 159 bis.- Los ascensores, tanto verticales como inclinados o funiculares, montacargas, y escaleras o rampas mecánicas, que se emplacen en edificios privados o públicos, deberán ser instalados y mantenidos conforme a las especificaciones técnicas de sus fabricantes y a las disposiciones que al efecto determine la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.”.


(Unanimidad 3x0. Indicaciones números 1, 2, 3 y 5, y artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Inciso segundo


Sustituirlo por el siguiente:


“Serán responsables de la mantención los propietarios, quienes deberán celebrar los contratos correspondientes.”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 7, y artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Inciso tercero


- Sustituir la frase “ascensores, montacargas, escaleras y rampas mecánicas” por “ascensores, tanto verticales como inclinados o funiculares, montacargas, y escaleras o rampas mecánicas”.


(Unanimidad 3x0. Indicaciones números 8 y 9, y artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- Reemplazar “deberá ser ejecutada” por deberán ser ejecutadas”.


(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Inciso cuarto


- Suprimir la frase “y las municipalidades, en su caso,”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 10).


- Reemplazar “ascensores, montacargas, escaleras y rampas mecánicas” por “ascensores, tanto verticales como inclinados o funiculares, montacargas, y escaleras o rampas mecánicas,”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 11, y artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

° ° °


Incorporar, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando los actuales incisos quinto y sexto, a ser sexto y séptimo, respectivamente:


“En la instalación, mantención y certificación, deberá darse cumplimiento a las Normas Técnicas Chilenas vigentes sobre la materia. Dichas normas deberán actualizarse permanentemente.”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 14).
° ° °

Inciso quinto


Pasa a ser inciso sexto, modificado como sigue:


- Agregar, a continuación de el vocablo “ascensor”, la expresión “, tanto vertical como inclinado o funicular,”.

- Sustituir “juzgado de policía local” por “Juzgado de Policía Local”.


(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Inciso sexto


Pasa a ser inciso séptimo, con la siguiente enmienda:


Agregar la siguiente oración final: “Para estos efectos, la multa será de hasta 150 unidades de fomento en contra del propietario.”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 16).

Artículo 2°

Número 1)


Sustituir “ascensores, montacargas, escaleras o rampas mecánicas” por “ascensores, tanto verticales como inclinados o funiculares, montacargas, y escaleras o rampas mecánicas”.

(Unanimidad 3x0. Indicaciones números 17 y 18, y artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Números 2) y 3)


Reemplazar “ascensores, montacargas, escaleras o rampas mecánicas” por “ascensores, tanto verticales como inclinados o funiculares, montacargas, y escaleras o rampas mecánicas”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 19, y artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Número 4)

letra a) 


Sustituir “ascensores, montacargas, escaleras o rampas mecánicas” por “ascensores, tanto verticales como inclinados o funiculares, montacargas, y escaleras o rampas mecánicas”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 19, y artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
letra b)


- Reemplazar “ascensores, montacargas, escaleras o rampas mecánicas” por “ascensores, tanto verticales como inclinados o funiculares, montacargas, y escaleras o rampas mecánicas”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 19, y artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- Sustituir “comité de administración” por “Comité de Administración”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 19, y artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 3°

Inciso primero


Reemplazar “ascensores, montacargas, y las escaleras o rampas mecánicas” por “ascensores, tanto verticales como inclinados o funiculares, montacargas, y escaleras o rampas mecánicas”.


(Unanimidad 3x0. Indicaciones números 21 y 22, y artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 4°

Inciso primero


Reemplazar “ascensores, montacargas y las escaleras o rampas mecánicas” por “ascensores, tanto verticales como inclinados o funiculares, montacargas, y escaleras o rampas mecánicas”

(Unanimidad 3x0. Indicaciones números 25 y 26, y artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Inciso segundo


Reemplazar “ascensores, montacargas y las escaleras o rampas mecánicas” por “ascensores, tanto verticales como inclinados o funiculares, montacargas, y escaleras o rampas mecánicas”.


(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Inciso tercero

letra a)


- Sustituir “ascensores, montacargas y las escaleras o rampas mecánicas;” por “ascensores, tanto verticales como inclinados o funiculares, montacargas, y escaleras o rampas mecánicas.”.

(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- Incorporar el siguiente párrafo segundo:


“Se presumirá que existe una falla grave cuando ésta haya puesto en serio riesgo la seguridad de las personas;”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 27).
letra c)


Sustituir “tres” por “dos”.


(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Inciso cuarto

letra b)


Reemplazar “tres” por “dos”


(Unanimidad 3x0. Indicación número 29).
Inciso quinto


Sustituir “juzgados de policía local” por “Juzgados de Policía Local”.


(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo1°


- Sustituir “artículo 1°” por “artículo 3°”.


(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- Agregar, a continuación de la expresión “artículo1°”, la siguiente frase final: “, o en un plazo máximo de dos años”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 31).
Artículo 2°


- Reemplazar “ascensores, montacargas y escaleras o rampas mecánicas” por “ascensores, tanto verticales como inclinados o funiculares, montacargas, y escaleras o rampas mecánicas,”.

(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.- Introdúcese en el decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1975,  del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que fija el texto de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, el siguiente artículo 159 bis, nuevo: 



“Artículo 159 bis.- Los ascensores, tanto verticales como inclinados o funiculares, montacargas, y escaleras o rampas mecánicas, que se emplacen en edificios privados o públicos, deberán ser instalados y mantenidos conforme a las especificaciones técnicas de sus fabricantes y a las disposiciones que al efecto determine la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.



Serán responsables de la mantención los propietarios, quienes deberán celebrar los contratos correspondientes.



La instalación y mantención de los ascensores, tanto verticales como inclinados o funiculares, montacargas, y escaleras o rampas mecánicas, deberán ser ejecutadas por instaladores y mantenedores que cuenten con una inscripción vigente en un registro que al efecto llevará el Ministerio de Vivienda y Urbanismo. El Ministerio podrá encomendar dicho registro a la entidad denominada “Instituto de la Construcción”, cuya personalidad jurídica fuera concedida por decreto supremo N° 1115, de 1996, del Ministerio de Justicia o a otras entidades públicas o privadas, habilitadas para dicho efecto.



Asimismo, los propietarios deberán acreditar, mediante un certificado emitido por una entidad de certificación inscrita en la categoría correspondiente del registro a que se refiere el inciso anterior, que los ascensores, tanto verticales como inclinados o funiculares, montacargas, y escaleras o rampas mecánicas, han sido adecuadamente mantenidos y se encuentran en condiciones de seguir funcionando. Los plazos y condiciones de la certificación y el contenido del certificado, serán establecidos en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones en función de la capacidad de transporte de la instalación y el destino de las edificaciones.



En la instalación, mantención y certificación, deberá darse cumplimiento a las Normas Técnicas Chilenas vigentes sobre la materia. Dichas normas deberán actualizarse permanentemente.


Las certificaciones a que se refiere el inciso precedente deberán ser colocadas en un lugar visible del ascensor, tanto vertical como inclinado o funicular, e ingresadas y registradas, en la oportunidad que establezca la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, a la Dirección de Obras Municipales respectiva. El no ingreso oportuno deberá ser puesto en conocimiento del Juzgado de Policía Local, por la Dirección de Obras Municipales.



En caso de incumplimiento de las obligaciones derivadas del presente artículo se aplicará lo previsto en los artículos 20 y 21 de la presente ley. Para estos efectos, la multa será de hasta 150 unidades de fomento en contra del propietario.”.



Artículo 2º.- Modificase la ley N° 19.537, Sobre Copropiedad Inmobiliaria, en los siguientes términos:



1) Intercálase en su artículo 2º, numeral 3, letra a), entre la locución “techumbres,” y la palabra “instalaciones”, la siguiente frase: “ascensores, tanto verticales como inclinados o funiculares, montacargas, y escaleras o rampas mecánicas, así como todo tipo de”.



2) Intercálase en su artículo 7º, inciso primero, entre las frases “certificación periódica de las instalaciones de gas” y “o a gastos comunes urgentes o imprevistos”, el siguiente texto, precedido de una coma: “certificación de los ascensores, tanto verticales como inclinados o funiculares, montacargas, y escaleras o rampas mecánicas y sus instalaciones”.



3) Agrégase en el artículo 14 bis, el siguiente inciso final, nuevo:



“Asimismo, las alteraciones o transformaciones que afecten a las instalaciones de ascensores, tanto verticales como inclinados o funiculares, montacargas, y escaleras o rampas mecánicas, sean en bienes de dominio común o en las unidades de los condominios, deberán ser ejecutadas por empresas o personas que cuenten con una inscripción vigente en el registro de instaladores, mantenedores y certificadores del Ministerio de Vivienda y Urbanismo y contar con el acuerdo de la asamblea de copropietarios y el permiso de la Dirección de Obras Municipales, cuando corresponda.”.



4) Modifícase su artículo 23, del siguiente modo:



a) Intercálase, en su inciso primero, entre las expresiones “efectuar los actos necesarios para realizar la certificación de las instalaciones de gas” y “ejecutar los actos de administración”, el siguiente texto: “y el mantenimiento y certificación de los ascensores, tanto verticales como inclinados o funiculares, montacargas, y escaleras o rampas mecánicas y sus instalaciones;”.



b) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales incisos tercero, cuarto y quinto a ser cuarto, quinto y sexto, respectivamente:



“El administrador o quien haga sus veces está facultado para contratar la mantención y la certificación de los ascensores, tanto verticales como inclinados o funiculares, montacargas, y escaleras o rampas mecánicas y sus instalaciones, para lo cual deberá notificar al Comité de Administración conforme al procedimiento establecido en el inciso precedente.”.



Artículo 3°.- Créase el Registro Nacional de personas naturales y jurídicas que presten servicios de instalación, mantención y certificación de ascensores, tanto verticales como inclinados o funiculares, montacargas, y escaleras o rampas mecánicas, en adelante el Registro, a que se refiere el artículo 1° de esta ley.



La Dirección del Registro dependerá del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, quien lo administrará en forma directa o a través de terceros, de conformidad a lo que establece el artículo 1° de esta ley.



El reglamento, en función de la calidad técnica y experiencia, establecerá los requisitos de inscripción y las causales de inhabilidad e incompatibilidad para inscribirse y mantenerse en él.



Artículo 4°.- Las infracciones a las normas que regulen la instalación, mantención y certificación de funcionamiento de los ascensores, tanto verticales como inclinados o funiculares, montacargas, y escaleras o rampas mecánicas se clasificarán en leves, graves y gravísimas. 



Se considerará como infracción leve y se sancionará con amonestación por escrito y multas de hasta 50 unidades de fomento el incumplimiento de las disposiciones legales, reglamentarias y técnicas que regulen la instalación, mantención y certificación de funcionamiento de los ascensores, tanto verticales como inclinados o funiculares, montacargas, y escaleras o rampas mecánicas que no estén calificadas como infracciones graves o gravísimas.



Se considerará como infracción grave y se sancionará con la suspensión del Registro, hasta por el plazo de un año, y multa de hasta 100 unidades de fomento:



a) El incumplimiento de las disposiciones señaladas en el inciso anterior, cuando provoque fallas graves en el funcionamiento de los ascensores, tanto verticales como inclinados o funiculares, montacargas, y escaleras o rampas mecánicas.


Se presumirá que existe una falla grave cuando ésta haya puesto en serio riesgo la seguridad de las personas;



b) El incumplimiento imputable de los plazos o condiciones acordadas al contratarse sus servicios, si de ello se siguiere perjuicio para el mandante;



c) La reincidencia en la comisión de alguna infracción leve dentro de un período de dos años, y



d) La emisión de certificaciones erróneas.



Se considerará como infracción gravísima y se sancionará con la eliminación o suspensión del Registro, hasta por el plazo de tres años en el segundo caso, y multa de hasta 150 unidades de fomento:



a) El incumplimiento de las disposiciones señaladas en el inciso anterior, cuando cause daño a la seguridad de las personas, lesiones o muerte;



b) La reincidencia en la comisión de alguna infracción grave dentro de un período de dos años;



c) Actuar encontrándose afectado por alguna causal de inhabilidad o incompatibilidad, o habiendo perdido alguno de los requisitos de inscripción en el Registro; 



d) La emisión de certificaciones falsas, y



e) Ser condenado por sentencia ejecutoriada debido a responsabilidades civiles o penales derivadas de la prestación de los servicios referidos en el artículo 3º.



Las acciones para perseguir las infracciones a que se refiere este artículo prescribirán en el plazo de dos años contados desde su comisión y su conocimiento corresponderá a los Juzgados de Policía Local.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Artículo 1°.- Las modificaciones introducidas por esta ley, también se aplicarán para la mantención y certificación de instalaciones existentes a su entrada en vigencia y comenzarán a regir cuando entre en funcionamiento el Registro a que se refiere el artículo 3°, o en un plazo máximo de dos años.



Artículo 2°.- El reglamento del  Registro Nacional de personas naturales y jurídicas que presten servicios de instalación, mantención y certificación de ascensores, tanto verticales como inclinados o funiculares, montacargas, y escaleras o rampas mecánicas, deberá ser dictado dentro del plazo de 180 días contado desde la publicación de esta ley.”.

- - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 8 y 29 de julio, y 5 de agosto de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Naranjo Ortiz (Presidente), Antonio Horvath Kiss, Jaime Orpis Bouchon (Carlos Igancio Kuschel Silva) y Hosaín Sabag Castillo.

Sala de la Comisión, a 8 de agosto de 2008.

(Fdo.): MILENA KARELOVIC RÍOS, Secretaria de la Comisión>
<
INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL TRATADO DE COOPERACIÓN EN MATERIA DE PATENTES (PCT)

(4964-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, de fecha 21 de diciembre de 2006, con urgencia calificada de “simple”.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 5 de diciembre de 2007, donde se dispuso su estudio por las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda.




Posteriormente, en sesión de 9 de julio de 2008, el Senado acordó enviar el asunto a la Comisión de Economía.

- - -





El proyecto de acuerdo debe aprobarse con quórum calificado, en virtud de lo dispuesto en el N° 1) del artículo 54 y del inciso segundo del artículo 8°, en relación con el inciso tercero del artículo 66, todos de la Constitución Política de la República. Ello, porque el N° 2), letra a), del artículo 21 del Tratado dispone que las solicitudes de protección sólo pueden hacerse públicas una vez transcurrido el plazo de 18 meses de prioridad.
- - -





Cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión propone discutirlo en general y en particular a la vez.
- - -




A las sesiones en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe asistieron, especialmente invitadas, las siguientes personas:





Del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Director del Área Jurídica, señor Claudio Troncoso; la Jefa del Departamento de Propiedad Industrial de la Dirección de Relaciones Económicas de la Cancillería (DIRECON), señora Carolina Belmar, y los Asesores Jurídicos señores Andrés Guggiana y Patricio Balmaceda.





Del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, los Asesores Jurídicos señora Bernardita Escobar y señor Carlos Rubio.





De la Asociación Chilena de Propiedad Industrial, ACHIPI, el Presidente, don Andrés Melossi, y los Directores señores Felipe Langlois y Max Villaseca.





De la Asociación Industrial de Laboratorios Farmacéuticos Chilenos A.G., ASILFA, el Experto en Propiedad Industrial, señor Jaime Palma, y la Asesora, señora Jeanette Rodríguez.
- - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO

Simplificar y hacer más económica, para creadores y titulares de invenciones, su protección simultánea en varios países.

- - -
ANTECEDENTES GENERALES





Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes los siguientes antecedentes:





1.- Antecedentes Jurídicos.




- La Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





- La Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 22 de junio de 1981.





- La ley N° 19.039, que establece normas aplicables a los privilegios industriales y protección de los derechos de propiedad industrial.





- El Convenio de París para la Protección de la Propiedad Industrial, de 20 de marzo de 1883, revisado en Bruselas el 14 de diciembre de 1900, en Washington el 2 de junio de 1911, en La Haya el 6 de noviembre de 1925, en Londres el 2 de junio de 1934, en Lisboa el 31 de octubre de 1958, en Estocolmo el 14 de julio de 1967 y enmendado el 28 de septiembre de 1979. Promulgado por decreto supremo N° 425, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 8 de abril del año 1991, y publicado en el Diario Oficial de 30 de septiembre de 1991.




2.- Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República.




El Mensaje destaca que el Tratado de Cooperación en Materia de Patentes (PCT) ha sido suscrito por más de 130 países y que es un acuerdo internacional administrado por la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI).





Desde 1970, el PCT se ha convertido en una herramienta que ha facilitado tanto a inventores como a empresas la obtención de patentes en varios países, evitando las dificultades propias de requerir la protección de la invención en cada país de forma particular.




Su principal objetivo es simplificar y hacer más económica, para creadores y titulares de invenciones, su protección simultánea en varios países.




Señala el Mensaje que el PCT crea una unión para la cooperación en la presentación, búsqueda y examen de las solicitudes de protección de invenciones, que permite a los nacionales o a los residentes de los Estados que son parte del acuerdo, solicitar la protección de una invención simultáneamente en la totalidad o en algunos de los Estados contratantes.




Añade que el PCT facilita la tramitación de solicitudes, estableciendo un sistema por el que la presentación de una solicitud única produce los mismos efectos que si dicha petición hubiera sido presentada en cada uno de los países designados por los interesados.




Indica el Ejecutivo que no se trata de un procedimiento de concesión de patentes ni tampoco sustituye los registros nacionales, sino que es un sistema de unificación de la tramitación previa a la concesión, que cambia la tramitación país por país y abarata costos.





En consecuencia, agrega, la competencia del Departamento de Propiedad Industrial nacional no se ve afectada, pues la decisión de conceder o denegar el registro solicitado, mediante la vía internacional del PCT, continúa radicada en cada una de las oficinas nacionales.




Expresa el Gobierno que el sistema PCT ha sido concebido para los casos en que se desee obtener patentes en varios países. En consecuencia, sólo es ventajoso en términos económicos cuando se pretenden patentes en una pluralidad de territorios. En los demás casos, la opción de solicitar el registro de acuerdo al procedimiento del sistema nacional de patentes continúa siendo más ventajosa. Por lo tanto, es un sistema complementario al sistema nacional de propiedad industrial establecido en la ley N° 19.039.




Agrega que, desde sus inicios, el PCT ha contado con una gran aceptación. A julio del año 2006, ciento treinta y tres de los ciento ochenta y dos miembros de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual, son parte contratantes del Acuerdo. Esto significa que más de un setenta y tres por ciento de los miembros de esta agencia especializada de Naciones Unidas han habilitado este sistema para el registro de patentes.




En el contexto latinoamericano, el PCT ha sido suscrito por Argentina, Brasil, Colombia, Costa Rica, Cuba, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, México y Nicaragua.




Explica el Mensaje que nuestros principales socios comerciales, Estados Unidos, la mayor parte de los miembros de la Unión Europea y China, han adherido al PCT. Asimismo, destaca que países con desarrollos tan diversos como Australia, Nueva Zelanda, Canadá, Sudáfrica, Singapur, Nigeria, Egipto, Japón, Malasia e India son parte del mismo.




De acuerdo a la reseña anual, año 2005, del Tratado de Cooperación en Materia de Patentes, los principales usuarios del sistema del PCT son residentes o nacionales de países desarrollados. Sin embargo, informa que han aumentado los usuarios en los países en desarrollo, en particular, de India, China y de la República de Corea.





Señala el Mensaje que de forma consistente con el desarrollo y la importancia que ha adquirido la protección de los derechos de propiedad intelectual a nivel internacional, los Tratados de Libre Comercio y Acuerdos de Asociación que Chile ha suscrito en los últimos años, contienen una amplia gama de disposiciones en materia de propiedad intelectual e industrial.




Añade que, en términos generales, estas disposiciones tienden a nivelar la legislación chilena con los más altos estándares internacionales de propiedad intelectual, manteniendo el necesario balance entre los legítimos intereses de los titulares de derechos de propiedad intelectual y los legítimos intereses de consumidores y usuarios.





Indica el Ejecutivo que el Tratado de Libre Comercio con los Estados Unidos de Norteamérica, el Tratado de Libre Comercio con la Asociación Europea de Libre Comercio (EFTA, por su sigla en inglés) y el Acuerdo de Asociación entre Chile y la Unión Europea incorporan Capítulos de propiedad intelectual en los que se establecen compromisos en esta materia, y específicamente compromisos respecto a la adhesión o incorporación en la legislación nacional del Tratado de Cooperación en Materia de Patentes.





Respecto al Tratado de Libre Comercio Chile-Estados Unidos, expresa que en las Disposiciones Generales del Capítulo 17 de Propiedad Intelectual, las Partes se han comprometido a ratificar o adherir a diversos Tratados multilaterales de Propiedad Intelectual, señalando en cada caso la fecha específica en que dicha ratificación o adhesión debe realizarse.




De esta forma, Chile se ha obligado a ratificar o adherir, entre otros, a los siguientes tratados: Convención Internacional sobre la Protección de Nuevas Variedades Vegetales (1991); Tratado sobre Derechos de Marcas (1994); Convenio sobre la Distribución de Señales Portadoras de Programas Transmitidas por Satélite (1974), y Tratado de Cooperación en Materia de Patentes. Respecto a este último, Chile y Estados Unidos acordaron que su ratificación o adhesión debía realizarse antes del 1º de Enero de 2007.




En cuanto al Tratado de Libre Comercio Chile-EFTA, el Gobierno señala que las Partes han reafirmado sus obligaciones en virtud de los Tratados de Propiedad Intelectual en que ambos son Parte, por ejemplo, el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio de la OMC y el Convenio de París para la Protección de la Propiedad Industrial, y se han comprometido a realizar esfuerzos para hacerse Parte de determinados tratados internacionales de los que no sean. En particular, el compromiso de hacerse parte del PCT, antes del 1º de Enero de 2007.





Sobre el Acuerdo de Asociación Chile - Unión Europea, de conformidad a su Titulo VI, “Derechos de Propiedad Intelectual”, ambas Partes se comprometen a asegurar una ejecución adecuada y efectiva de las obligaciones contenidas en el Tratado de Cooperación en Materia de Patentes antes del 1º de Enero de 2007.





Refiere el Mensaje, en cuanto a las ventajas del sistema de solicitud internacional vía PCT, que el inventor puede retrasar el comienzo de la tramitación de su solicitud en cada una de las oficinas designadas hasta por un plazo adicional de 18 meses. Durante este plazo, el solicitante puede valorar con mayor certeza la trascendencia económica y comercial de su invención, nombrar agentes y representantes locales, preparar las traducciones.




Señala el Ejecutivo que supone un ahorro sustancial de los costos, en la medida que la solicitud internacional produce los efectos de una solicitud nacional en los Estados designados, el solicitante no tiene necesidad de incurrir en los gastos derivados de la preparación y presentación de una solicitud por cada Estado en que se desea obtener protección. Del mismo modo, no precisa modificar su solicitud internacional a objeto de cumplir con los requisitos formales específicos de cada legislación nacional.




Añade que, como cada solicitud internacional se publica junto con un informe de búsqueda internacional, cualquier tercero está en mejores condiciones de formarse una opinión fundada sobre la posible patentabilidad y preparar adecuadamente eventuales posteriores oposiciones.




Además, aliviana y fortalece la labor de búsqueda y examen de las oficinas nacionales de patentes gracias al informe de búsqueda internacional, el dictamen escrito y, cuando proceda, el informe de examen preliminar sobre la patentabilidad que acompañan a la solicitud internacional.




Finalmente, agrega el Mensaje, favorece la creación de una base de datos de invenciones y nuevos desarrollos, fácilmente accesible y catalogada, en beneficio del público en general y estimula el fortalecimiento del dominio público.




Por otra parte, el sistema del PCT favorece la estandarización internacional de los requisitos formales que las oficinas nacionales de patentes pueden solicitar y contempla una publicación internacional.




En este sentido, la ley nacional no puede exigir que la solicitud internacional cumpla en cuanto a su forma o contenido con requisitos diferentes de los previstos en el Tratado o en su Reglamento o con requisitos adicionales a éstos.




Otra ventaja del PCT, expresa el Ejecutivo, es que establece la posibilidad de sanear los errores, indicando que en ningún caso puede ser rechazada una solicitud internacional por el motivo de que no cumple con los requisitos del PCT o su Reglamento o con la legislación nacional sin antes dar oportunidad al solicitante de corregir dicha solicitud, en la medida y de conformidad con lo previsto por la ley nacional para situaciones idénticas que se presenten en la tramitación de solicitudes nacionales.




El Mensaje deja constancia que, al tenor del artículo 64 del Tratado de Cooperación en Materia de Patentes, se ha decidido formular reservas a dicho instrumento internacional, las que serían informadas al Congreso Nacional oportunamente. Al respecto, cabe señalar que mediante oficio N° 701, de fecha 15 de mayo de 2007, S. E. la señora Presidenta de la República hizo llegar a la Cámara de Diputados el texto de la anunciada reserva que es del siguiente tenor:





“La República de Chile formula reserva a lo previsto en el Artículo 59, sobre Controversias, por lo cual declara no reconocer ni declararse obligado al procedimiento de solución de controversia entre dos o más Estados contratantes allí establecido, el que considera inaplicable a su respecto, de acuerdo a lo señalado en el N° 5 del Artículo 64.”.





3.- Instrumento Internacional. Este Tratado se estructura sobre la base de sesenta y nueve artículos, agrupados en ocho Capítulos, y un Reglamento anexo, cuyo contenido se reseña a continuación:





Procedimiento de Otorgamiento de la Patente Regulado en el PCT.





Para el otorgamiento de patentes vía PCT, intervienen tres instituciones distintas. Una oficina receptora de la solicitud, que recibe la solicitud, otorga fecha de presentación internacional y examina los aspectos formales de la documentación; la oficina internacional de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual; y la administración encargada de la búsqueda internacional para el correspondiente informe sobre las anterioridades que afecten a la solicitud.




El procedimiento que establece el PCT consta de dos fases fundamentales:




1.- Fase Internacional.




Se lleva a cabo ante la oficina receptora, la oficina internacional de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual y la administración encargada de la búsqueda internacional y del examen preliminar internacional.




A la vista del informe, el solicitante podrá continuar la tramitación en las oficinas nacionales de cada Estado designado en la solicitud.




El Capitulo I del PCT regula la presentación de la solicitud y la búsqueda internacional.




Todas las solicitudes pueden ser presentadas tanto en papel como en formato electrónico, vía e mail o mediante soportes digitales. La presentación de solicitudes en formato electrónico conlleva la reducción en el importe de la tasa internacional. Los programas computacionales para la presentación en formato digital de las solicitudes de patentes utilizando el PCT son proporcionados de forma gratuita por la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual.





Chile, como todos los países que son miembros de la Unión PCT, estará habilitado para actuar como oficina receptora de solicitudes de patentes PCT. Recibida la solicitud, la oficina receptora otorga una fecha de presentación y comprueba si ella cumple con los requisitos del Tratado y su Reglamento. Tras ello remite el original a la oficina internacional de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual y la copia de búsqueda a la administración de búsqueda internacional.





Cada Estado miembro del PCT determina cuál es la oficina receptora competente. La solicitud debe redactarse en castellano en el caso de Chile. Asimismo, la publicación de la solicitud del informe de búsqueda internacional se realizará en castellano. La cobertura geográfica de la solicitud dependerá de los Estados en que se desee obtener la protección.





Los solicitantes PCT generalmente pagan tres tipos de tasas: una tasa de presentación internacional, una tasa de búsqueda, y una pequeña tasa de transmisión que varía en función de la oficina receptora. Estas tasas abarcan la presentación, la búsqueda y la publicación de la solicitud internacional, y se deben abonar en la moneda aceptada por la oficina receptora.





La administración de búsqueda realiza un informe, llamado de “búsqueda internacional”, que tiene por objeto descubrir documentos existentes en el estado de la técnica que pudieran ser relevantes para determinar la novedad y actividad inventiva de la invención objeto de una solicitud internacional. Ésta se realiza sobre la documentación mínima recogida en la regla treinta y cuatro del PCT que comprende más de veinte millones de documentos de literatura de patente y no patente.





Este informe puede ser realizado por alguna de las oficinas nacionales designadas por los Estados contratantes del PCT, que actualmente son Australia, Austria, Canadá, China, España, Estados Unidos de América, la Federación Rusa, Finlandia, Japón, la República de Corea y Suecia, y la Oficina Europea de Patentes. La disponibilidad de una administración encargada de la búsqueda internacional viene determinada por la oficina receptora de la solicitud. Algunas oficinas receptoras ofrecen más de una opción.





Al mismo tiempo que elabora el informe de búsqueda internacional, la administración encargada de la búsqueda formula un dictamen escrito preliminar y no vinculante sobre si la invención parece cumplir los criterios de patentabilidad teniendo en cuenta los resultados de la búsqueda. Ese dictamen se envía al solicitante y a la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual junto con el informe de búsqueda internacional. Los solicitantes pueden responder este dictamen.





Si el solicitante no pide que se lleve a cabo el examen preliminar internacional, este dictamen escrito sirve de base al informe preliminar internacional sobre la patentabilidad que la oficina internacional de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual comunicará a todas las oficinas de patentes de los Estados contratantes del PCT que lo soliciten. Este informe se pone a disposición del público una vez transcurridos treinta meses contados desde la fecha de prioridad.





La publicación internacional, por su parte, tiene por objeto divulgar internacionalmente la solicitud presentada junto con el informe de búsqueda internacional. Esta publicación ocurre poco después de transcurridos dieciocho meses desde la fecha de prioridad; si bien el solicitante puede pedir que su solicitud sea publicada en cualquier momento antes de la expiración de dicho plazo. Los idiomas de publicación son el alemán, chino, español, francés, inglés, japonés y ruso.





El Capitulo II del PCT regula el examen preliminar internacional que se elabora por las oficinas autorizadas para hacer este análisis y cuyo resultado es un “informe preliminar internacional sobre patentabilidad”. Las oficinas autorizadas son las mismas que han sido autorizadas para hacer los informes de búsqueda internacional.





Este examen es una segunda evaluación de la posible patentabilidad de la invención. Consiste en un dictamen sobre el cumplimiento de los criterios de patentabilidad, que debe ser considerado por las oficinas pero no resulta vinculante sobre el alcance de la invención reivindicada en cuanto a su novedad, nivel inventivo y aplicabilidad industrial.





Se trata de una etapa facultativa y no obligatoria dentro del PCT. Por lo tanto, la solicitud de este examen es una decisión que queda entregada al solicitante y está sujeta al pago de dos tasas: la tasa de tramitación y la tasa de examen preliminar. La ventaja de solicitar este examen es que le permite posponer la entrada nacional hasta los treinta meses, que de otro modo debería ocurrir hasta el mes veinte contado desde la fecha de prioridad. Ello siempre y cuando la decisión de solicitar el examen preliminar sea informada antes de que transcurran los primeros diecinueve meses.





La utilidad de este informe radica en que sirve para dar una indicación certera de la viabilidad de la invención que se desea patentar. En caso que el informe sea desfavorable, el solicitante tiene la oportunidad de modificar las reivindicaciones e, incluso, puede decidir no continuar con los procedimientos nacionales ante las oficinas designadas en la solicitud, con lo que evita costos de preparación de copias, con su traducción para iniciar los correspondientes procedimientos ante las oficinas nacionales.




2.- Fase Nacional. 





Tiene lugar ante las oficinas nacionales designadas, las que analizan la concesión de la patente. Para ello previamente el solicitante, a la vista del informe de búsqueda internacional y del examen preliminar, si fue solicitado, deberá dar inicio a la fase nacional.





Esta fase se inicia después que el solicitante haya decidido si desea continuar la tramitación de la solicitud, mediante las siguientes actuaciones: presentación en cada una de las oficinas nacionales designadas en las que se desee perseverar, de una traducción de la solicitud internacional en el idioma del Estado; abono de la tasa correspondiente establecida por cada oficina para una solicitud nacional; y dar cumplimiento a las normas que cada Estado tenga establecidas sobre representación o nombramiento de un mandatario.





En la mayoría de las oficinas de patentes, esas operaciones deben realizarse antes de finalizar el trigésimo mes contado a partir de la fecha de prioridad, de lo contrario cesarán los efectos, lo cual equivaldría a una retirada de la solicitud por la parte solicitante.





Durante la fase nacional, el proceso por el cual se tramitará la solicitud internacional es el procedimiento ordinario aplicable a las solicitudes nacionales previsto en nuestra ley N° 19.039, de Propiedad Industrial. Esta legislación determina el estado anterior de la técnica, nivel inventivo, aplicabilidad industrial y demás requisitos de patentabilidad. Asimismo, puede establecer la exigencia de una serie de requisitos de orden formal respecto de las solicitudes PCT (exigencia de actuar mediante mandatario, proporcionar la identidad del inventor, etc.). Por lo que respecta al plazo para cumplimentar las exigencias derivadas de la ley nacional, el Tratado PCT no contempla el plazo que debe ser otorgado al solicitante, pero establece que deberá ser, en todo caso razonable.




Reglamento.




El Tratado contiene un Reglamento Anexo, el cual, según el artículo 58, consigna todas las cuestiones o procedimientos administrativos necesarios para la ejecución de las disposiciones del Tratado.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


En sesión de 29 de julio de 2008, la Comisión escuchó al señor Andrés Melossi, Presidente de la Asociación Chilena de Propiedad Industrial, ACHIPI, quien destacó que la Asociación que preside ha hecho un seguimiento del proyecto de acuerdo objeto de este informe desde los inicios de su tramitación en la Cámara de Diputados.


Luego señaló que el interés de ACHIPI no es plantear la conveniencia o inconveniencia del Tratado de Cooperación en Materia de Patentes (PCT), sino que su finalidad es motivar una revisión constitucional del mismo, a la luz de lo dispuesto en el N° 3 del artículo 93 de la Carta Fundamental, que establece que son atribuciones del Tribunal Constitucional, entre otras, resolver las cuestiones sobre constitucionalidad que se susciten de los tratados sometidos a la aprobación del Congreso. 


En su parecer, las señaladas cuestiones de constitucionalidad pueden ser no sólo una impugnación, sino que, también, consistir en dudas que existan al respecto. En tal sentido, y de acuerdo a un estudio realizado por ACHIPI, parece del todo razonable una revisión constitucional. Hizo entrega de copias del mismo, las que se encuentran en la Secretaría de la Comisión a disposición de los Honorables señores Senadores.


Luego, pasó a referirse a los aspectos del Tratado en los cuales, según su parecer, debería haber una revisión constitucional.


En primer término, se refirió a dos efectos que genera el PCT. El primero, otorga un derecho a los solicitantes internacionales para pedir la patente en fase nacional dentro de treinta meses de presentada la solicitud en el exterior. Tal efecto está asociado con una situación muy particular que cambia la realidad actual, puesto que confiere al titular de la solicitud de patente internacional los mismos derechos como si tal solicitud hubiese sido presentada en Chile, aun cuando ello no se hubiese hecho todavía. Esto merece ser destacado especialmente, señaló, toda vez que cualquier solicitante de una patente en nuestro país dispone de acciones legales para impedir que un tercero reproduzca su invento, ya sea en forma idéntica o equivalente. Luego, con el efecto que confiere el PCT, todo solicitante del exterior podrá iniciar acciones en contra de cualquier solicitante, industrial o empresario chileno, que use esa tecnología acá en nuestro país.


Lo planteado anteriormente podría ser tolerable si se enfocara desde la perspectiva de que el Tratado es una herramienta para los que, en general, se dedican a la innovación. El problema es que lo señalado se produce en un contexto en que sólo el 93% de las solicitudes PDT internacionales son concretadas en Chile en la fase nacional. Esta cifra se obtiene de lo que ha ocurrido en otros países como México y Brasil, que incluso tienen una economía más grande y más atractiva a la chilena. Este panorama crea incertidumbre en Chile para cualquier industrial que quiera desarrollar tecnología y valerse de ella.


Tal aspecto merece ser revisado a la luz de lo señalado en el artículo 19, N° 21, de la Carta Fundamental, que garantiza la libertad para desarrollar cualquier actividad económica lícita. 


Agregó que, en consecuencia, esta situación de incertidumbre en materia económica, que se genera por el PCT, debe ser materia de discusión y resolución del órgano correspondiente, a saber, el Tribunal Constitucional. 


Luego indicó que, en su parecer, otro de los aspectos que merece revisión es el efecto que produce el PCT al reconocer efectos jurídicos a trámites realizados en el exterior ante entidades de otros países. Este reconocimiento constituiría una suerte de pérdida de soberanía en esos aspectos, lo cual amerita una revisión y un estudio más acuciosos y en profundidad por parte del Tribunal Constitucional.


Añadió que, de acuerdo a su opinión, un tercer aspecto que requeriría ser revisado constitucionalmente es la circunstancia que el PCT genera una externalización de ciertas funciones del Congreso Nacional. El PCT es un tratado gobernado por una Asamblea que la integran los representantes de los países que lo constituyeron y lo que han adherido al mismo. Tal Asamblea, en el ejercicio de su potestad normativa, dicta normas jurídicas vinculantes para el Estado de Chile, el cual no estaría en condiciones ni de desconocer ni de ratificar, sólo debe aceptarlas y acatar.

Señaló que las materias que aborda son numerosas y de naturaleza muy diversa. Por ejemplo, destacó las que regulan los procedimientos de constitución de derechos sobre patentes de invención, las que son materias de ley según lo dispuesto en el artículo 63, N° 18, que dispone que sólo son materias de ley, entre otras, las que fijen las bases de los procedimientos que rigen los actos de la administración pública. En el mismo sentido, destacó el establecimiento de las erogaciones del Estado frente a organismos internacionales. Podría ocurrir, también, que la Asamblea acordara aumentar el plazo que confiere a los titulares de solicitudes de patente para iniciar las respectivas fases nacionales. Todo ello podría suceder con el voto disidente de nuestro país, sin perjuicio de lo cual sus efectos le serían vinculantes.


Las situaciones antes señaladas lo llevan a afirmar, como grupo profesional especialista en el tema, que sería positivo que ello fuera revisado, no con el ánimo de impugnarlo sino con un sentido de certeza jurídica, respecto que, en el futuro, el Tratado no será objeto de cuestionamientos.


Un último aspecto es lo que dice relación con la simetría en el control constitucional de las normas. A su entender, toda norma propia de los órganos de la administración del Estado, son de carácter orgánico constitucional, de acuerdo a lo establecido en el artículo 38 de la Constitución Política de la República, y, por lo tanto, cualquier modificación que se produzca, está sujeta a control de constitucionalidad obligatorio. Sin embargo, tal control no se produciría respecto de las normas de igual jerarquía que emanarían de la Asamblea del PCT.


Por último, señaló que en los antecedentes proporcionados están citadas todas las disposiciones referidas a atribuciones de los órganos del Estado, y, en tal calidad, son propias de materias de ley. 


Finalizada la exposición, el Honorable Senador señor Novoa consultó por las normas del Tratado que otorgan facultades a la Asamblea. Al respecto, el señor Melossi señaló que las materias del Reglamento del PCT que puede modificar la Asamblea y que, de acuerdo con la Constitución Política de la República de Chile, serían materias de ley, son las siguientes: los artículos 16 3c, sobre establecimiento de requisitos que debe cumplir la Administración encargada de la búsqueda internacional; 17, sobre procedimiento ante la Administración encargada de la búsqueda internacional, establecimiento de tasas y destino de fondos de las mismas; 18, relativo a la traducción e idioma de las búsquedas internacionales, 21, sobre publicación, oportunidad e idioma; 27, relativo a la imposibilidad de establecer otros requisitos de forma y contenido de las solicitudes, por los Estados parte; 47, en materia de modificación de plazo y detalles del procedimiento; 51, sobre creación de órgano interno – Comité de Asistencia Técnica-; 55, sobre la atribución consistente en el establecimiento de exigencias a las oficinas nacionales; 57, relativo al establecimiento de la cuantía de las contribuciones de cada Estado miembro, y 58, sobre facultades generales para modificar el Reglamento y establecimiento de quórum.


Además, las siguientes materias del Tratado PCT pueden ser modificadas por la Asamblea: los artículos 53.5, sobre quórum para funcionamiento de la Asamblea; 53.9, relativo a la facultad para crear un Comité Ejecutivo; 53.11, sobre la oportunidad en que sesiona la Asamblea; 54, relativo al funcionamiento del Comité Ejecutivo de la Asamblea; 55.4 a 55.8, sobre las demás tareas que correspondan a la Secretaría Internacional; 56, que facultad para crear Comité de Cooperación Técnica y sus funciones, y 57, que contiene disposiciones sobre finanzas.


En sesión de 5 de agosto del presente año, la Comisión escuchó, en primer término, al señor Jaime Palma, en representación de la Asociación Industrial de Laboratorios Farmacéuticos Chilenos A.G., ASILFA.


Antes de iniciar su presentación, hizo entrega a los miembros de la Comisión de una minuta relativa a la reserva a la adhesión propuesta por ASILFA, la que se encuentra en la Secretaría de la Comisión a disposición de los Honorables señores Senadores.


El señor Palma señaló que el Tratado de Cooperación en Materia de Patentes es un acuerdo internacional administrado por la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI), cuyo principal objetivo es simplificar y hacer más económica, para los inventores y titulares de invenciones, su protección simultánea en varios países.


Hizo presente que el Tratado de Libre Comercio Chile-USA y el Acuerdo de Asociación con la Unión Europea establecen como condición obligatoria que Chile suscriba y ratifique el PCT, antes del 1 de enero de 2007. 


El PCT crea un sistema unificado y común para la presentación, búsqueda y examen de las solicitudes de protección de invenciones. Facilita la tramitación de solicitudes, generando un sistema de presentación de solicitud única, que produce los mismos efectos iniciales que si hubiera sido presentada en cada uno de los países designados.


Indicó que no se trata de un procedimiento de concesión de patentes o registro internacional, ni tampoco sustituye los registros nacionales, sino que es un sistema de unificación de la tramitación previa a la concesión.

En cuanto a su estructura, señaló que el PCT tiene 2 partes relevantes, a saber, el Capítulo I, de Solicitud Internacional y de Búsqueda Internacional, y el Capítulo II, de Examen Preliminar Internacional.


Dentro de las ventajas del PCT, destacó que crea una red que permite señalar la intención de proteger una invención en otros países. Asimismo, permite una búsqueda previa de antecedentes respecto al cumplimiento de requisitos de patentabilidad, abarata los costos respecto del sistema tradicional y ofrece mayor certeza en materia de aprobación de patentes.

Respecto a las desventajas del PCT, indicó que el Tratado transfiere a entes externos la posibilidad de cambios, cuya facultad actualmente es exclusiva del Ejecutivo y del Parlamento, haciendo presente que la Comisión de Relaciones Exteriores de la Cámara de Diputados planteó dudas de constitucionalidad al respecto. Asimismo, destacó que la aplicación del Capítulo II induce a la aprobación de patentes con criterios ajenos a la realidad chilena.


Por otra parte, retrasa en 18 meses la posibilidad de contar con tecnología liberada, alargando el plazo para presentar patentes a 30 meses, toda vez que, actualmente, sólo se acepta una prioridad de 12 meses.


Finalmente, otra desventaja consiste en que la aplicación del Capítulo II duplica los costos, toda vez que hay que pagar el examen internacional y el nacional, haciendo el proceso más oneroso.


En su parecer, antes de aprobar el PCT es necesario revisar si la adhesión no genera problemas de constitucionalidad, principalmente por la posibilidad que sus normas transgredan facultades legislativas y reglamentarias de los poderes legislativo y ejecutivo.

No es necesario adherir al PCT sin restricciones, toda vez que el mismo PCT contempla la posibilidad de realizar reservas, de acuerdo a lo establecido en el artículo 64), números 1 al 6. En opinión de ASILFA, serían necesarias las reservas del PCT respecto del Nº 1 del artículo 64, referido a no aplicar obligatoriamente las disposiciones del Capítulo II del PCT, sobre Examen Preliminar Internacional; así como la del Nº 5 del artículo 64, referido a no considerarse obligado a cumplir con el artículo 59 del PCT, que establece que las diferencias entre Estados Contratantes del PCT se dirimirán en la Corte Internacional de Justicia.


La reserva del Nº 1 del artículo 64 del PCT disminuye la posibilidad de incurrir en aspectos inconstitucionales que puede acarrear la adhesión a PCT. También evita pagar dobles tasas, generadas por el Informe Preliminar Internacional y los honorarios del examen nacional, y se tiene libertad para determinar el reconocimiento de invenciones conforme a criterios de patentabilidad que son propios de Chile, ya que el Informe Preliminar Internacional es realizado con criterios de otras realidades muy distintas a la existente en nuestro país.


Por su parte, la reserva del Nº 5 del artículo 64 del PCT debe ser usada porque evita la aplicación de jurisdicciones externas frente a conflictos con otros Estados Contratantes del PCT, determinando que dichos desacuerdos se diriman en Chile.


Es así como la reserva propuesta por el Ejecutivo es la siguiente: “La República de Chile formula reserva a lo previsto en el artículo 59 sobre Controversias, por lo cual declara no reconocer ni declararse obligado al procedimiento de solución de controversias entre dos o más Estados contratantes allí establecido, el que considera inaplicable a su respecto, de acuerdo a lo señalado en el Nº 5 del artículo 64.”. 


La reserva propuesta por ASILFA es del siguiente tenor: “La República de Chile declara que se acoge a las reservas contenidas en los números 1 y 5 del artículo 64 del PCT, en cuanto a no aplicar el Capítulo II del PCT y a lo previsto en el artículo 59 sobre Controversias, determinando no reconocer ni obligarse al procedimiento de solución de controversias entre dos o más Estados contratantes allí establecido.”.


A continuación, hizo uso de la palabra el señor Director de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, don Claudio Troncoso.


En su intervención se refirió a las objeciones de constitucionalidad que han formulado ACHIPI y ASILFA.

En relación a la objeción según la cual la ampliación de 12 a 30 meses del llamado plazo de prioridad afectaría el derecho de propiedad, consagrado en el artículo 19, N° 24, de la Carta Fundamental, y la libertad para desarrollar una actividad económica, garantizado por la Constitución en el artículo 19, N° 21, indicó que el plazo de prioridad de 12 meses ya lo establece el Convenio de París, ratificado por Chile en 1991, y nuestra ley de propiedad industrial. La simple extensión a 30 meses no podría hacer surgir una inconstitucionalidad respecto del denominado plazo de prioridad que hoy no se advierte. Por otro lado, el plazo de prioridad permite cautelar un derecho establecido en la propia Constitución, cual es el derecho de propiedad industrial sobre las patentes de invención, consagrado en el N° 25 del artículo 19 de la Carta Fundamental.


En relación a la objeción que sostiene que el sistema de enmienda del Tratado, que permite modificar el PCT una vez que la enmienda es aprobada por el voto conforme de los tres cuartas partes de los Estados Partes y que entra en vigor para todos los miembros del PCT una vez que es ratificado por las tres cuartas partes de los Estados Parte, afectaría las facultades del Congreso para aprobar tratados, indicó que el PCT no innova respecto de otros tratados multilaterales que Chile ha suscrito previamente, partiendo por la propia Carta de las Naciones Unidas. 


Aceptar tal objeción podría significar tener que reconsiderar la adhesión de Chile a la mayoría de los tratados multilaterales. En el extremo podría colocar a nuestro país al margen del sistema multilateral. Chile al ratificar el Tratado será miembro de los Estados Parte del PCT, por lo que si le parece inadecuada una enmienda lo podrá hacer presente en conjunto con los demás Estados miembros del PCT. 


Indicó que, a lo anteriormente señalado, se une el hecho que, en la práctica, las enmiendas de estas organizaciones internacionales se adoptan por consenso, y muy escasamente se someten a votación. Si aún así se aprobase una enmienda inconveniente a los intereses de Chile, nuestro país siempre puede adoptar la decisión de retirarse del tratado.


Adicionalmente, existe una razón de texto constitucional. El inciso quinto del artículo 54 N°1), de la Carta Fundamental, establece que las disposiciones de un tratado sólo pueden ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo a las reglas generales de derecho internacional, por lo que el propio constituyente se remite al tratado, autorizando el sistema de reforma que él adopte.


En relación a la objeción que indica que el PCT contendría disposiciones orgánicas constitucionales que dicen relación con la organización básica de la administración del Estado y de la administración de justicia, el señor Troncoso señaló que el PCT mantiene intacta la competencia del Departamento de Propiedad Industrial, en cuanto órgano de la administración del Estado encargado de la concesión del registro de patentes.


Por otro lado, el procedimiento que establece PCT no sustituye al contemplado en la ley N° 19.039, sobre propiedad industrial, sino que es adicional a éste.


La decisión final sobre la concesión o no de una patente presentada por la vía del PCT continúa siendo decisión soberana del Departamento de Propiedad Industrial, quien resuelve de acuerdo a lo establecido en la ley nacional.


En relación a la objeción según la cual, de la naturaleza de las normas que emanan de la Asamblea, se deriva que se produciría una asimetría en el control de constitucionalidad de normas de igual jerarquía, el señor Troncoso indicó que el PCT no modifica en forma alguna la organización básica de la administración pública de Chile. Lo que las entidades ubicadas fuera de Chile realizan en el marco de PCT son procedimientos que no afectan la competencia del DPI en relación a la concesión de derechos de patentes.


Cualquier modificación al PCT deberá cumplir con los procedimientos de forma y fondo que se señalan en el propio tratado, conforme al mandato constitucional. Cabe resaltar que el propio PCT establece que toda reforma debe ser aprobada de conformidad al procedimiento constitucional de sus miembros.


Luego, la señora Carolina Belmar, Jefa del Departamento de Propiedad Industrial de la Dirección General de Relaciones Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores se hizo cargo de lo planteado por ASILFA, en relación a las reservas que deberían formularse al Tratado.


En efecto, en primer término, comparte lo expuesto por el señor Palma en cuanto a que la reserva del Nº 5 del artículo 64 del PCT debe ser usada, tal como lo ha hecho el Gobierno de Chile, porque evita la aplicación de jurisdicciones externas frente a conflictos con otros Estados Parte del PCT, determinando que dichos desacuerdos se diriman en Chile. Más aún si se considera que, en definitiva, el otorgamiento de una patente quedará igualmente dentro de las facultades del Departamento de Propiedad Industrial, futuro Instituto de Propiedad Industrial.

En cambio, no comparte la segunda de las reservas propuestas por ASILFA, es decir, la correspondiente al Nº 1 del artículo 64, referido a no aplicar obligatoriamente las disposiciones del Capítulo II del PCT, sobre Examen Preliminar Internacional. Sobre el particular, la señora Belmar indicó que, actualmente, ningún miembro del PCT ha hecho tal reserva y que el último que la tuvo fue España, pero la retiró porque no era beneficioso para los inventores españoles. Además, no parece clara la ventaja de hacer tal reserva, toda vez que el referido examen no es vinculante. En cambio, sí constituye una real ayuda que tanto los inventores chilenos como los inventores extranjeros avecindados en Chile puedan hacer el examen preliminar internacional.

Luego, la señora Bernardita Escobar, experta en materia de patentes, indicó que los aspectos del PCT que se han planteado en el debate ante la Comisión de Economía han sido discutido previamente en el Senado en dos Comisiones, la de Relaciones Exteriores y la de Hacienda, así como en tres Comisiones en la Cámara de Diputados y en la Sala. Recalcó que en todas las instancias mencionadas del Congreso Nacional se discutieron tales materias, fueron analizadas cabalmente y los Parlamentarios consideraron que no eran atendibles los argumentos sobre los aspectos de una supuesta inconstitucionalidad del Tratado. 


Parte importante de la argumentación para rechazar las críticas que se formulan en contra del PCT se fundan en que el Tratado sólo establece un sistema alternativo al existente y, además, no excluye al Convenio de París, sino que, por el contrario, constituye una herramienta adicional, alternativa y facultativa para el inventor y solicitante de patente nacional, que le permite decidir cuál es el sistema que más le acomoda. 


Lo anteriormente señalado se fundamenta en que, en lo medular, el PCT regula la fase internacional de la solicitud de tramitación de patentes, y no innova en las fases nacionales de la tramitación de las mismas. Desde el momento en que una solicitud es presentada en la oficina del país en cuestión, ésta se regulará por las normas internas del mismo, particularmente aquéllas de carácter sustantivo.


También hizo mención a la fuerza de los hechos, toda vez que, actualmente, hay solicitantes chilenos que están participando del PCT. Esta situación ha ido creciendo en el tiempo y ubica a nuestro país en el número 65 de un total de 150 países usuarios, en el período 2003-2007. La tendencia indica que los solicitantes chilenos seguirán requiriendo acceso directo al Tratado, y, de este modo, superar la vía a la cual se ven obligados a recurrir, fundada en un subterfugio, que supone el apoyo de un socio minoritario de otro país.


Es necesario dar un salto y ofrecer a los inventores y solicitantes de patentes chilenos la protección que se ofrece a nivel mundial, concluyó.


Luego, el señor Troncoso hizo notar que existen dos modos de aproximarse al tema en cuestión. El primero es de carácter defensivo, según el cual es necesario tener cuidado con las solicitudes que se hagan en el extranjero, porque pueden perjudicar los intereses de los chilenos y, el otro modo, es de carácter pro activo, que estimula a los inventores chilenos y a los solicitantes de patentes chilenos a usar la herramienta que representa el PCT internacionalmente, que es el que apoya el Ejecutivo. 


A continuación el Honorable Senador señor Pizarro hizo presente la necesidad de pronunciarse sobre el proyecto de acuerdo, toda vez que su tramitación en el Congreso Nacional se ha dilatado demasiado.


Por su parte, el Honorable Senador señor Vásquez indicó que, en atención a los argumentos expuestos, no apoya formular una reserva como la planteada por ASILFA, toda vez que ésta alude a un mecanismo de carácter voluntario, por lo que carece de sentido su formulación. Además, mientras menos reservas se hagan respecto de un Tratado mejor, toda vez que resulta obligatorio para nuestro país suscribirlo en virtud de los compromisos asumidos en el marco de la celebración de los Tratados de Libre con los Estados Unidos, la Unión Europea y la Asociación Europea de Libre Comercio, EFTA.


Luego, el Honorable Senador señor Flores solicitó a los representantes del Ejecutivo información acerca de los alcances prácticos de la adhesión al PCT y sobre la posición de los países de Asia, particularmente China e India, porque son de los pocos países del mundo que desarrollan medicamentos alternativos.


En respuesta a su inquietud, la señora Bernardita Escobar señaló que, cuando entre en operación, el alcance práctico del PCT será que, respecto a los solicitantes internacionales, que en el caso de Chile es el 88% del total que ingresa cada año, podría ocurrir que no se presenten nuevas solicitudes por un período de dieciocho meses. Es decir, la solicitud que debería ingresar con una fecha, contara con un plazo adicional. 


Lo anteriormente señalado representa, para algunos estudios jurídicos dedicados a la tramitación de solicitudes de patentes, una merma o vacancia de ingresos en la primera etapa. Sin embargo, en los estudios jurídicos que tienen una matriz de clientes más diversificada, o que están más dedicados a marcas, ese efecto será menor. Recalcó que, una vez que pase ese primer tiempo, vendrá una avalancha de solicitudes, tal como ha ocurrido en todos los países que han suscrito el PCT. Esto porque todas las solicitudes a los cuales los doce meses del Convenio de París les resultaba poco tiempo, ahora tendrán un plazo mayor.

En cuanto al temor a que, en el futuro, la oficina nacional se vea compelida a aceptar lo que venga por escrito por alguna oficina de examen de búsqueda internacional, descartó que ello vaya a ocurrir, porque al momento en que el perito hace el examen de rigor lo realiza en función de su trabajo y el examinador tendrá a sus disposición todos los antecedentes, que ponderará en el mérito que corresponda.


Respecto a la situación de India y China, destacó que la participación de ambos países es destacada. Sobre este punto, la señora Carolina Belmar confirmó que tanto la India como China, así como los países de Asía, en general, son miembros del PCT. Los principales usuarios siguen siendo los países desarrollados, sin perjuicio de lo cual, en las últimas estadísticas, correspondientes al año 2007, China desplazó a Francia y se ubica en el séptimo lugar de los usuarios.


Finalmente, el Honorable Senador señor Vásquez destacó no tener duda respecto de la constitucionalidad de las normas del Tratado.

- - -





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado en general y en particular, por tres votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Flores, Pizarro y Vásquez. Se abstuvo el Honorable Senador señor García.

- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Economía, al igual como lo hicieran las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:





“Artículo único.- Apruébanse el “Tratado de Cooperación en Materia de Patentes” (PCT), elaborado en Washington el 19 de junio de 1970, enmendado el 28 de septiembre de 1979, modificado el 3 de febrero de 1984 y el 3 de octubre de 2001; y su Reglamento anexo.".
- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 29 de julio y 5 de agosto de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Guillermo Vásquez Úbeda (Presidente), Fernando Flores Labra, José García Ruminot (Presidente accidental), Jovino Novoa Vásquez y Jorge Pizarro Soto.




Sala de la Comisión, a 8 de agosto de 2008.

(Fdo.): PEDRO FADIC RUIZ, ABOGADO SECRETARIO DE LA COMISIÓN>
<
INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ADECUA NORMAS SOBRE PROCEDIMIENTO LABORAL CONTENIDAS EN EL LIBRO V DEL CÓDIGO DEL TRABAJO, MODIFICADO POR LA LEY Nº 20.087

(5764-13)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en una Moción de los Honorables Diputados señora Marisol Turres Figueroa y señores Jorge Burgos Varela, Alberto Cardemil Herrera, Edmundo Eluchans Urenda, Pablo Galilea Carrillo, Nicolás Monckeberg Díaz, Cristián Monckeberg Bruner y Roberto Sepúlveda Hermosilla.


Os hacemos presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único y, acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.


A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el Ministro del Trabajo y Previsión Social, señor Osvaldo Andrade, acompañado por su asesor jurídico, señor Cristián Pumarino, y por su asesor legislativo, señor Francisco Del Río.

- - - 

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Incorporar diversas adecuaciones a las normas sobre procedimiento laboral contenidas en el Libro V del Código del Trabajo 
-modificado por la ley Nº 20.087-, a fin de resguardar un mejor desempeño de la nueva justicia laboral.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


- El Código del Trabajo.
II.- ANTECEDENTES DE HECHO


La Moción que da origen a este proyecto de ley, en su fundamentación, destaca el amplio reconocimiento del innegable avance que significa la nueva judicatura laboral para la protección de los derechos de los trabajadores en el marco de su relación laboral. Subraya que la implementación de un nuevo procedimiento para la tramitación de los juicios del trabajo y la ampliación de la cobertura de los tribunales laborales, responden a una política pública que es producto de un esfuerzo de todos los sectores del quehacer del mundo del trabajo.

En este esfuerzo, agrega, se ha diseñado un sistema gradual de puesta en marcha de la nueva judicatura, que permite, entre otras ventajas, ir introduciendo las rectificaciones necesarias para afinar el mejor desempeño de jueces, abogados y personal de los tribunales laborales, por lo que la tarea de los legisladores y de las autoridades administrativas respectivas debe orientarse a percibir a tiempo aquellos puntos de la nueva judicatura que requieran perfeccionamientos y precisiones.


Añade que, la presente iniciativa legal apunta precisamente en dicho sentido, proponiendo corregir tres aspectos procesales que considera de relevancia.


El primero de ellos, acota, dice relación con la facultad contemplada, para algunos jueces, de decretar diligencias sin mediar exhorto en comunas que no pertenecen a su respectivo territorio jurisdiccional, toda vez que comunicacionalmente resulta menos engorroso ejecutarlas en forma directa. Esta posibilidad, a juicio de los autores del proyecto, es muy beneficiosa y, por ello, resulta pertinente aplicarla con carácter general, esto es, cada vez que en una región dos territorios jurisdiccionales se encuentren suficientemente comunicados como para realizar directamente tales diligencias. De consiguiente, puntualiza, la presente Moción amplía a todas las regiones esta facultad procesal.


El segundo aspecto, agrega, apunta a la necesidad de esclarecer el momento en que las partes deben presentar la prueba instrumental en el juicio. Dicho momento es, sin duda, la audiencia preparatoria, por lo que la presente Moción elimina la norma por la cual podría eventualmente interpretarse que dicho medio de prueba pudiera presentarse junto con la interposición de la demanda.


El tercer aspecto en cuestión, se refiere a la necesidad de clarificar cuál será el procedimiento aplicable al juicio iniciado por despido injustificado que, además, contiene una denuncia por infracción a los derechos fundamentales del trabajador. Explica que, atendida la gran frecuencia con que se plantean este tipo de peticiones ante los tribunales del trabajo, es presumible que una parte importante de las causas sobre despido injustificado contengan una denuncia de derechos fundamentales, por lo que la preferencia para tratar causas urgentes sobre tutela de tales derechos podría desnaturalizarse, derivando ello en un perjuicio para los trabajadores que, estando en una relación laboral no terminada, requieren con premura el pronunciamiento del tribunal sobre dicha relación.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El texto del proyecto de ley en informe es el que sigue:

“Artículo único.- Modifícanse las siguientes normas del Código del Trabajo:


A) Agrégase en el artículo 439 bis, el siguiente inciso final:


"Con todo, si en cualquier región del país la cercanía y conectividad de las comunas lo hace aconsejable, se podrán decretar diligencias para ser realizadas sin necesidad de exhorto.".


B) Suprímese el inciso tercero del artículo 446.


C) Sustitúyese, en el número 5 del artículo 454, el número “7” por el número “8”.


D) Intercálese, en el inciso final del artículo 489, a continuación de su punto seguido (.), la siguiente oración:


“En este caso no será aplicable lo dispuesto en el inciso primero del artículo 488.".


E) Elimínase en el inciso primero del artículo 497, la frase “En caso de que el trabajador opte por el procedimiento monitorio,”, iniciando con mayúscula la voz “será” que sigue a continuación.


F) Intercálase, en el inciso quinto del artículo 500, la palabra “contestación”, precedida de una coma, entre la voz “conciliación” y la disyunción “y”.”.


A continuación, para una más adecuada comprensión de las modificaciones propuestas por la presente iniciativa legal, se transcriben las disposiciones del Código del Trabajo sobre las cuales éstas inciden.

El artículo 439 bis, referido a las diligencias que pueden cumplirse sin necesidad de exhorto, dispone:


“Artículo 439 bis. En las causas laborales, los juzgados de letras del trabajo de Santiago podrán decretar diligencias para cumplirse directamente en las comunas de San Miguel, San Joaquín, La Granja, La Pintana, San Ramón, La Cisterna, El Bosque, Pedro Aguirre Cerda, Lo Espejo, San Bernardo, Calera de Tango, Puente Alto, San José de Maipo y Pirque sin necesidad de exhorto.


Lo dispuesto en el inciso anterior, se aplicará también en los juzgados de San Miguel y en los juzgados con competencia laboral de las comunas de San Bernardo y Puente Alto, respecto de las actuaciones que deban practicarse en Santiago o en cualquiera de ellos.


La facultad establecida en el inciso primero regirá, asimismo, entre los juzgados de La Serena y Coquimbo; de Valparaíso y Viña del Mar; de Concepción y Talcahuano; de Osorno y Río Negro, y de Puerto Montt, Puerto Varas y Calbuco.”.


Por su parte, el artículo 446, respecto al contenido de la demanda, señala:


“Artículo 446. La demanda se interpondrá por escrito y deberá contener:


1. La designación del tribunal ante quien se entabla;


2. El nombre, apellidos, domicilio y profesión u oficio del demandante y en su caso de las personas que lo representen, y naturaleza de la representación;


3. El nombre, apellidos, domicilio y profesión u oficio del demandado;


4. La exposición clara y circunstanciada de los hechos y consideraciones de derecho en que se fundamenta, y


5. La enunciación precisa y concreta de las peticiones que se someten a la resolución del tribunal.


La prueba documental sólo se podrá presentar en la audiencia preparatoria.  Sin embargo, deberá presentarse conjuntamente con la demanda, aquella que dé cuenta de las actuaciones administrativas que se refieren a los hechos contenidos en esa.


Conjuntamente con la demanda se podrán acompañar instrumentos y solicitar las diligencias de prueba que se estimen necesarias.


En materias de seguridad social, cuando se demande a una institución de previsión o seguridad social, deberá acompañarse la resolución final de la respectiva entidad o de la entidad fiscalizadora según corresponda, que se pronuncia sobre la materia que se demanda.


Cuando se demanden períodos de cotizaciones de seguridad social impagas, el juez de la causa al conferir el traslado de la demanda, deberá ordenar la notificación de ella a la o las instituciones de seguridad social a las que corresponda percibir la respectiva cotización.  Dicha notificación se efectuará a través de carta certificada, la que contendrá copia íntegra de la demanda y de la resolución recaída en ella o un extracto si fueren muy extensas.”.


En lo referente a las normas a que se somete la audiencia de juicio, el artículo 454 prescribe:


“Artículo 454. En la audiencia de juicio se aplicarán las siguientes reglas:


1) La audiencia de juicio se iniciará con la rendición de las pruebas decretadas por el tribunal, comenzando con la ofrecida por el demandante y luego con la del demandado.


No obstante lo anterior, en los juicios sobre despido corresponderá en primer lugar al demandado la rendición de la prueba, debiendo acreditar la veracidad de los hechos imputados en las comunicaciones a que se refieren los incisos primero y cuarto del artículo 162, sin que pueda alegar en el juicio hechos distintos como justificativos del despido.


El orden de recepción de las pruebas será el siguiente: documental, confesional, testimonial y los otros medios ofrecidos, sin perjuicio de que el tribunal pueda modificarlo por causa justificada.


2) La impugnación de la prueba instrumental acompañada deberá formularse en forma oral en la audiencia preparatoria o en la de juicio.


3) Si el llamado a confesar no compareciese a la audiencia sin causa justificada, o compareciendo se negase a declarar o diere respuestas evasivas, podrán presumirse efectivas, en relación a los hechos objeto de prueba, las alegaciones de la parte contraria en la demanda o contestación, según corresponda.


La persona citada a absolver posiciones estará obligada a concurrir personalmente a la audiencia, a menos que designe especialmente un mandatario para tal objeto, el que si representa al empleador, deberá tratarse de una de las personas a que se refiere el artículo 4° de este Código.  La designación del mandatario deberá constar por escrito y entregarse al inicio de la audiencia, considerándose sus declaraciones para todos los efectos legales como si hubieren sido hechas personalmente por aquél cuya comparecencia se solicitó.


Si los demandantes fueren varios y se solicitare la citación a confesar en juicio de muchos o de todos ellos, el juez podrá reducir el número de quienes habrán de comparecer, en especial cuando estime que sus declaraciones puedan resultar una reiteración inútil sobre los mismos hechos.


4) Las posiciones para la prueba confesional se formularán verbalmente, sin admisión de pliegos, y deberán ser pertinentes a los hechos sobre los cuales debe versar la prueba y expresarse en términos claros y precisos, de manera que puedan ser entendidas sin dificultad.  El tribunal, de oficio o a petición de parte, podrá rechazar las preguntas que no cumplan con dichas exigencias.


El juez podrá formular a los absolventes las preguntas que estime pertinente, así como ordenarles que precisen o aclaren sus respuestas.


5) Los testigos podrán declarar únicamente ante el tribunal que conozca  de la causa.  Serán admitidos a declarar sólo hasta cuatro testigos por cada parte.  En caso de que se haya ordenado la acumulación de autos, el número de testigos admitidos a declarar será determinado por el tribunal, no pudiendo en ningún caso ser superior a cuatro por cada causa acumulada.


Excepcionalmente, y por resolución fundada, el tribunal podrá ampliar el número de testigos cuando, de acuerdo a la naturaleza de los hechos a ser probados, ello se considere indispensable para una adecuada resolución del juicio.


El juez podrá reducir el número de testigos de cada parte, e incluso prescindir de la prueba testimonial cuando sus manifestaciones pudieren constituir inútil reiteración sobre hechos suficientemente esclarecidos.


Los testigos declararán bajo juramento o promesa de decir verdad en juicio.  El juez, en forma expresa y previa a su declaración, deberá poner en conocimiento del testigo las sanciones contempladas en el artículo 209 del Código Penal, por incurrir en falso testimonio.


No se podrá formular tachas a los testigos. Únicamente en la oportunidad a que se refiere el número 7 de este artículo, las partes podrán hacer las observaciones que estimen oportunas respecto de sus circunstancias personales y de la veracidad de sus manifestaciones.


La comparecencia del testigo a la audiencia de juicio, constituirá siempre suficiente justificación cuando su presencia fuere requerida simultáneamente para dar cumplimiento a obligaciones laborales, educativas o de otra naturaleza, y no le ocasionará consecuencias jurídicas adversas bajo circunstancia alguna.


6) El tribunal y las partes podrán formular a los testigos las preguntas que estimen necesarias para el esclarecimiento de los hechos sobre los que versa el juicio.  Podrán, asimismo, exigir que los testigos aclaren o precisen sus dichos.


Estas preguntas no podrán formularse en forma asertiva, ni contener elementos de juicio que determinen la respuesta, ni referirse a hechos o circunstancias ajenas al objeto de la prueba, lo que calificará el tribunal sin más trámite.


7) Si el oficio o informe del perito no fuere evacuado antes de la audiencia y su contenido fuere relevante para la resolución del asunto, el juez deberá, dentro  de la misma audiencia, tomar las medidas inmediatas que fueren necesarias para su aportación en ella.  Si al término de esta audiencia dichas diligencias no se hubieren cumplido, el Tribunal fijará para ese solo efecto una nueva audiencia que deberá llevarse a cabo dentro del más breve plazo.


8) Cuando se rinda prueba que no se esté expresamente regulada en la ley, el tribunal determinará la forma de su incorporación al juicio, adecuándola, en lo posible, al medio de prueba más análogo.


9) Practicada la prueba, las partes formularán, oralmente, en forma breve y precisa, las observaciones que les merezcan las pruebas rendidas y sus conclusiones.


Con todo, si a juicio del juez hubiere puntos no suficientemente esclarecidos, podrá ordenar a las partes que los aclaren.


10) Si una de las partes alegare entorpecimiento en el caso de la imposibilidad de comparecencia de quien fuere citado a la diligencia de confesión, deberá acreditarlo al invocarla, debiendo resolverse el incidente en la misma audiencia.  Sólo podrá aceptarse cuando se invocaren hechos sobrevinientes y de carácter grave, en cuyo caso, deberá el juez adoptar las medidas inmediatas que fueren necesarias para su realización a la mayor brevedad, notificándose a las partes en el acto.”.


El artículo 489 se refiere a la legitimación activa en la tutela de los derechos fundamentales, estableciendo lo que sigue:


“Artículo 489. Si la vulneración de derechos fundamentales a que se refieren los incisos primero y segundo del artículo 485, se hubiere producido con ocasión del despido, la legitimación activa para recabar su tutela, por la vía del procedimiento regulado en este Párrafo, corresponderá exclusivamente al trabajador afectado.


La denuncia deberá interponerse dentro del plazo de sesenta días contado desde la separación, el que se suspenderá en la forma a que se refiere el inciso final del artículo 168.


En caso de acogerse la denuncia el juez ordenará el pago de la indemnización a que se refiere el inciso cuarto del artículo 162 y la establecida en el artículo 163, con el correspondiente recargo de conformidad a lo dispuesto en el artículo 168 y, adicionalmente, a una indemnización que fijará el juez de la causa, la que no podrá ser inferior a seis meses ni superior a once meses de la última remuneración mensual.


Con todo, cuando el juez declare que el despido es discriminatorio por haber infringido lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 2° de este Código, y además ello sea calificado como grave, mediante resolución fundada, el trabajador podrá optar entre la reincorporación o las indemnizaciones a que se refiere el inciso anterior.


En caso de optar por la indemnización a que se refiere el inciso anterior, ésta será fijada incidentalmente por el tribunal que conozca de la causa.


El juez de la causa, en estos procesos, podrá requerir el informe de fiscalización a que se refiere el inciso cuarto del artículo 486.


Si de los mismos hechos emanaren  dos o más acciones de naturaleza laboral, y una de ellas fuese la de tutela laboral de que trata este Párrafo, dichas acciones deberán ser ejercidas conjuntamente en un mismo juicio, salvo si se tratare de la acción por despido injustificado, indebido o improcedente, la que deberá interponerse subsidiariamente.  El no ejercicio de alguna de estas acciones en la forma señalada importará su renuncia.”.


Respecto al procedimiento monitorio, el artículo 497 señala:


“Artículo 497. En caso de que el trabajador opte por el procedimiento monitorio, será necesario que previo al inicio de la acción judicial se haya deducido reclamo ante la Inspección del Trabajo que corresponda, la que deberá fijar día y hora para la realización del comparendo respectivo, al momento de ingresarse dicha reclamación.


Se exceptúan de esta exigencia las acciones referentes a las materias reguladas por el artículo 201 de este Código.


La citación al comparendo de conciliación ante la Inspección del Trabajo se hará mediante carta certificada, en los términos del artículo 508, o por funcionario de dicho organismo, quien actuará en calidad de ministro de fe, para todos los efectos legales.  En este caso, deberá entregarse personalmente dicha citación al empleador o, en caso de no ser posible, a persona adulta que se encuentre en el domicilio del reclamado.


Las partes deberán concurrir al comparendo de conciliación con los instrumentos probatorios de que dispongan, tales como contrato de trabajo, balances, comprobantes de remuneraciones, registros de asistencia y cualesquier otros que estimen pertinentes.


Se levantará acta de todo lo obrado en el comparendo, entregándose copia autorizada a las partes que asistan.”.


Finalmente, el artículo 500 se refiere a la resolución del asunto en el procedimiento monitorio. Al efecto, dispone:


“Artículo 500. En caso que el juez estime fundadas las pretensiones del demandante, las acogerá inmediatamente; en caso contrario las rechazará de plano.  Para pronunciarse, deberá considerar, entre otros antecedentes, la complejidad del asunto que se somete a su decisión, la comparecencia de las partes en la etapa administrativa y la existencia de pagos efectuados por el demandado.  En caso de no existir antecedentes suficientes para este pronunciamiento, el tribunal deberá citar a la audiencia establecida en el inciso quinto del presente artículo.


Las partes sólo podrán reclamar de esta resolución dentro del plazo de diez días hábiles contado desde su notificación, sin que proceda en contra de ella ningún otro recurso.


La notificación al demandado se practicará conforme a las reglas generales.


En todo caso, en la notificación se hará constar los efectos que producirá la falta de reclamo o su presentación extemporánea.


Presentada la reclamación dentro de plazo, el juez citará a las partes a una audiencia única de conciliación y prueba, la que deberá celebrarse dentro de los quince días siguientes a su presentación.


Si el empleador reclama parcialmente de la resolución que acoge las pretensiones del trabajador, se aplicará lo establecido en el artículo 462.”.


Al iniciarse el estudio de esta iniciativa legal, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social se refirió a los principales aspectos de la misma.


En primer lugar, recordó que en marzo de este año se publicó la ley Nº 20.260, la cual introdujo un conjunto de modificaciones de carácter sustantivo al nuevo procedimiento laboral, en aras de su perfeccionamiento y atendida la proximidad de la implementación de la nueva judicatura laboral. 


Sin embargo, añadió, durante el tercer trámite constitucional de la iniciativa que dio origen a la referida ley, se advirtió la necesidad de efectuar algunos ajustes, principalmente de carácter formal. Tras ello, agregó, y con el fin de no postergar el curso de dicho proyecto, se optó por aprobar la iniciativa en los términos propuestos por la Cámara Revisora, con el compromiso de introducir las enmiendas pertinentes mediante un nuevo proyecto de ley, el cual se materializó en una Moción parlamentaria que, tras su aprobación en la Cámara de Diputados, es materia del actual debate.


Destacó que, tal como en el caso de la ley Nº 20.260, es de gran importancia la celeridad en la tramitación de la iniciativa legal en informe, toda vez que la nueva judicatura laboral se encuentra en plena fase de implementación, cumpliendo los procesos de instalación de tribunales y de puesta en marcha. Acotó que la próxima etapa contemplada para tales efectos, programada a partir del mes de octubre de este año, comprende importantes regiones, como son la I, IV, V y XIV. Lo anterior revela, concluyó, la necesidad de contar con normas de procedimiento perfeccionadas a la brevedad posible.


A continuación, el asesor jurídico del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social reseñó las modificaciones propuestas por el proyecto de ley en informe, y explicó los fundamentos en que éstas se sustentan.


Indicó que el artículo único del proyecto, mediante seis literales, introduce diversas modificaciones a algunas disposiciones del Código del Trabajo relativas al nuevo procedimiento laboral. 


En relación a la enmienda contemplada en la letra A) del artículo único, que agrega un inciso final al artículo 439 bis -el cual que exime del trámite del exhorto a las diligencias efectuadas entre ciertas localidades que al efecto menciona-, explicó que, durante la tramitación de la ley Nº 20.260 en la Cámara de Diputados, se analizó cuál sería la mejor fórmula para facilitar la realización de actuaciones judiciales en un territorio jurisdiccional distinto al del tribunal que está conociendo de la causa. Recalcó que, tras revisar diferentes alternativas a este respecto, la ley se aprobó reproduciendo la norma que ha estado vigente en el Código del Trabajo desde hace mucho tiempo, señalando específicamente los lugares entre los cuales las diligencias podrán realizarse sin necesidad de exhortar.


Sin embargo, añadió, posteriormente se estimó pertinente evaluar la posibilidad de ampliar esta facultad, permitiendo que se decreten diligencias cuyo cumplimiento se verifique, sin necesidad de exhorto, en un territorio jurisdiccional distinto, aun cuando no se trate de los lugares mencionados expresamente en la ley. Esta alternativa, acotó, es la que se propone en el literal A) en comento. Recordó que, durante el debate parlamentario, se estudió la posibilidad de aplicar para tales efectos algún factor objetivo que determinara la pertinencia del trámite del exhorto, como por ejemplo, la distancia entre las localidades. No obstante, agregó, se advirtió que las realidades regionales son muy distintas unas de otras y que, por tanto, sería muy complejo aplicar una regla única, general y abstracta, para estos efectos. En razón de ello, se optó por la fórmula propuesta por la letra A), que combina dos elementos, esto es, la distancia y el nivel de comunicación existente entre los lugares. En consecuencia, al tenor de la norma que se propone, si en cualquier región del país la cercanía y conectividad de las comunas lo hace aconsejable, se podrán decretar diligencias para ser realizadas sin necesidad de exhorto.


La segunda modificación, continuó, es la consignada en la letra B) del artículo único, la cual propone suprimir el inciso tercero del artículo 446 del Código del Trabajo. Dicho precepto dispone que, conjuntamente con la demanda, se podrán acompañar instrumentos y solicitar las diligencias de prueba que se estimen necesarias. La supresión que se sugiere responde a la necesidad de dar coherencia a las normas de procedimiento, toda vez que, con la dictación de la ley Nº 20.260, quedaron consagradas legalmente dos oportunidades procesales distintas para la aportación de la prueba documental, esto es, en forma conjunta a la presentación de la demanda y durante la audiencia de juicio. Ahora bien, con la modificación que se introduce, se elimina la primera opción y queda claramente establecido que el momento procesal para que dicha prueba sea rendida, es la audiencia de juicio.


En tercer término, se refirió a la modificación contemplada en la letra C) del artículo único, la cual hace un ajuste a la referencia numérica que aparece en el numeral 5) del artículo 454. Explicó que, como en el nuevo procedimiento laboral no se podrán formular tachas a los testigos, se establece que las partes podrán hacer valer sus consideraciones respecto de las circunstancias personales y la veracidad de los testigos, sólo en la etapa de observaciones a la prueba, la cual se verifica al final de la audiencia, una vez rendida ésta. Esa fase de observaciones, añadió, estaba consignada en el numeral 7) del artículo 454 -conforme a su texto original, contemplado en la ley Nº 20.087-, pero, tras la dictación de la ley Nº 20.260 -que modificó a aquélla-, dicho número 7) pasó a ser 9) y, por tanto, a este último debería remitirse la norma enmendada.


Ahora bien, advirtió, la letra C) en estudio -que pretende corregir dicho equívoco-, adolece, a su vez, de otro error de referencia, pues cambia el guarismo “7” por “8”, en lugar de enmendarlo por “9”, al tenor de lo explicado más arriba.


En consecuencia, acotó, la norma propuesta por el literal C) tendría que ser aprobada con una modificación, para cambiar el guarismo “8” por “9”, y así, en definitiva, la actual referencia legal al número 7) del artículo 454, efectivamente será rectificada, sustituyéndola por otra que haga mención al número 9) del mismo precepto.


Enseguida, respecto de la letra D) del artículo único, indicó que, a propósito de las modificaciones introducidas por la ley Nº 20.260, se analizó la oportunidad para incoar las acciones procesales pertinentes, cuando, con ocasión del despido de un trabajador, se hubiere producido una vulneración de sus derechos fundamentales. Al respecto se estableció que, en tal caso, las dos acciones deberían interponerse en un mismo juicio, formulando la acción ordinaria de reclamación por el despido injustificado, indebido o improcedente, en subsidio de la acción de tutela de derechos fundamentales. 


Sin embargo, advirtió, existe la preocupación de no generar un incentivo perverso que induzca a interponer siempre ambas acciones, con el propósito de acceder por esta vía, a un procedimiento de más rápida tramitación, dada la preferencia de que gozan estas causas para su conocimiento. Es por ello que ahora, puntualizó, se propone incorporar una norma que disponga que, en el caso descrito, no será aplicable lo dispuesto en el artículo 488, inciso primero, el cual otorga a estas causas la referida preferencia. De tal manera, eliminada la preferencia en cuestión, estos procesos deberían substanciarse conforme a la agenda ordinaria del tribunal.


En cuanto a la propuesta de la letra E) del artículo único, expresó que ésta obedece a la necesidad de hacer un ajuste de texto, para hacerlo concordante con una de las modificaciones introducidas por la ley Nº 20.260. En efecto, detalló, antes de esa ley, el procedimiento monitorio estaba concebido con carácter facultativo para el trabajador quien, tratándose de controversias inferiores a cierta cuantía, podía optar por su aplicación en lugar de someterse al procedimiento de aplicación general. Tras la modificación de marzo de este año, en cambio, dicho procedimiento pasó a ser obligatorio al tenor de la norma que dispone que en el caso de contiendas cuya cuantía sea igual o inferior a diez ingresos mínimos mensuales, se aplicará el procedimiento monitorio, el cual, subrayó, se caracteriza por tener dos fases, una etapa previa administrativa y otra posterior en sede judicial.


No existiendo entonces la opción antes contemplada, es necesario eliminar del texto legal la frase “En caso de que el trabajador opte por el procedimiento monitorio”, por ser innecesaria y en aras de la debida coherencia de las normas.


Finalmente, en relación a la letra F) del artículo único, señaló que también contempla un ajuste de texto referido a las modificaciones introducidas al procedimiento monitorio.


Explicó que, conforme a las actuales normas relativas a este procedimiento, cuando el tribunal recibe los antecedentes desde la sede administrativa, tiene la posibilidad de pronunciarse inmediatamente sobre las pretensiones del demandante, acogiéndolas, si es que las estima fundadas. Sin embargo, agregó, si en opinión del tribunal, no existen antecedentes suficientes para emitir dicho pronunciamiento, éste deberá citar a una audiencia única de conciliación, contestación y prueba. Ahora bien, dado que el texto legal no consigna expresamente la palabra “contestación”, mediante esta enmienda se incorpora dicho vocablo a fin de explicitar los tres objetivos de la audiencia en referencia.


Enseguida, los miembros de la Comisión manifestaron sus observaciones y consultas, según se consigna a continuación. 


El Honorable Senador señor Letelier valoró la posibilidad de desarrollar estos procesos de adecuación, en pro de una nueva justicia laboral más eficiente. En ese sentido, subrayó, la oportunidad de introducir estos ajustes la ofrece precisamente la implementación gradual de la nueva justicia del trabajo, gracias a la cual han podido ser detectados algunos aspectos que requieren ser enmendados para su recta aplicación. 


Recordó que lo mismo ocurrió con la reforma procesal penal, la cual también tuvo una aplicación progresiva, permitiendo hacer sucesivas adecuaciones en la medida que era necesario para el pleno éxito de la nueva judicatura penal.


Consecuencialmente, añadió, es dable esperar que, mientras este proceso de implementación continúe en desarrollo, sea necesario efectuar nuevos ajustes al tenor de las observaciones que surjan de lo cotidiano y práctico. En ese sentido, destacó, podría ser relevante la opinión que puedan manifestar, conforme a su experiencia, los actores que están participando en dicho proceso. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Muñoz Aburto consultó cuál es el alcance de los factores de cercanía y conectividad a los que se hace referencia en el proyecto, para hacer uso de la facultad de practicar diligencias en un territorio jurisdiccional distinto, sin mediar exhorto. Señaló que en nuestro país existen ciudades o localidades que están bastante aisladas, tanto desde el punto de vista geográfico como en cuanto a su conexión comunicacional.


El asesor jurídico del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social reiteró que, cuando se analizó este tema en el debate parlamentario, se revisaron básicamente dos criterios, uno referido a la distancia y otro que consideraba a la región propiamente tal. Es decir, precisó, se estudió la posibilidad de eximir del trámite del exhorto respecto de las diligencias que se decretaran para ser cumplidas, por ejemplo, a menos de 200 kilómetros de distancia o en localidades distintas al interior de una misma región. Sin embargo, añadió, justamente por la razón expresada por Su Señoría, no pareció posible aplicar individualmente criterios objetivos como éstos, porque las realidades son muy distintas de una región a otra, tanto en distancia como en conectividad. Así, por ejemplo, puede haber localidades que tengan cierta cercanía geográfica, pero que estén comunicacionalmente aisladas y, por tanto, sea muy difícil acceder a ellas, lo cual podría ocurrir con mayor frecuencia en las zonas extremas del país. Con motivo de lo anterior, acotó, se concluyó que el factor distancia o el criterio regional, por sí solos, no daban cuenta de esa diversidad que registra nuestro país, con lo cual se consagró que, en definitiva, ambos elementos -cercanía y conectividad- deberían ser considerados para hacer uso de la facultad de tramitar diligencias, fuera del territorio jurisdiccional, sin necesidad de exhorto.


El Honorable Senador señor Allamand subrayó que la modificación está flexibilizando la norma, toda vez que permite a los tribunales que no están expresamente enunciados en el texto legal, hacer uso de una facultad en virtud de la concurrencia de ciertas condiciones especiales que así lo ameritan.


El Honorable Senador señor Letelier consultó si dicha facultad está concebida para ser ejercida sólo al interior de la región correspondiente al lugar de funcionamiento del tribunal, o si, por el contrario, puede aplicarse también en el caso de diligencias que deban practicarse en otras regiones del país. Enfatizó la importancia de dejar consignado en la historia de la ley el alcance que en este sentido tiene el inciso final que se agrega a la norma, cuyo texto -que habla de “cercanía y conectividad”, es decir, factores copulativos y no disyuntivos- podría dar lugar a una interpretación extensiva que haga aplicable la facultad entre las diversas regiones del país.


El Honorable Senador señor Allamand señaló que, al tenor de la norma en comento, se trata de una facultad que sólo podría hacerse efectiva en el caso de diligencias que deban cumplirse en la misma región en la que está asentado el tribunal. En efecto, añadió, el texto señala “Con todo, si en cualquier región del país la cercanía y conectividad de las comunas lo hace aconsejable”, es decir, enfatizó, la norma se refiere expresamente a lugares que están al interior de una región determinada, y no en regiones diversas. Lo anterior, acotó, queda de manifiesto con el vocablo “en” que emplea el precepto. Por consiguiente, acotó, no se trata de tramitar diligencias sin exhorto entre localidades ubicadas en regiones diferentes, sino que sólo de hacerlo entre aquéllas que, situadas en una misma región, su cercanía y conectividad justifican prescindir del exhorto.


El asesor jurídico del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social explicó que, efectivamente, la recta interpretación de la norma indica que la facultad para practicar diligencias sin mediar exhorto sólo puede ejercerse tratándose de comunas localizadas al interior de una misma región, la que, además, es aquélla donde funciona el tribunal. Agregó que esa interpretación, por lo demás, resulta pertinente si se considera que el tribunal, cuando decide tramitar una diligencia sin exhorto, está asumiendo la total ejecución de dicha gestión, la que deberá atender según sus propias capacidades y, por tanto, no está delegando actividad jurisdiccional, sino que, muy por el contrario, se está imponiendo una mayor carga de trabajo.


En ese sentido, acotó, resulta muy difícil que haya un ejercicio desmedido de esta facultad, toda vez que, de no ser factible su ejecución eficiente -por ejemplo, porque el tribunal no puede desplazarse fácilmente de un lugar a otro-, sin duda se aplicará, en definitiva, la institución del exhorto.


Por otra parte, concluyó, al realizar actuaciones judiciales en regiones distintas -salvo casos de excepción-, el tribunal estaría ejerciendo sus facultades jurisdiccionales en el territorio correspondiente a una Corte de Apelaciones también diferente, es decir, con un superior jerárquico diverso al que le corresponde según la ley. 


Finalmente, los miembros de la Comisión coincidieron en la necesidad e importancia de incorporar las enmiendas propuestas por la iniciativa legal al nuevo procedimiento contemplado para la solución de las contiendas del trabajo, a fin de perfeccionarlo y de resguardar, consecuencialmente, la eficiencia y el éxito de la naciente reforma a la justicia laboral.


- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Letelier, Muñoz Aburto y Pizarro.

- Con la misma votación anterior, se aprobó en particular, con una enmienda a la letra C) del artículo único, para cambiar el guarismo “8” por “9)”, y otras de carácter formal a dicha letra.


- Finalmente, con igual unanimidad, la Comisión acordó dejar constancia de que el alcance del inciso final que se agrega al artículo 439 bis, mediante la letra A) del artículo único, es el consignado precedentemente durante el debate del mismo.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:

Artículo único
Letra C)


Reemplazarla por la que sigue:


“C) Sustitúyese, en el número 5) del artículo 454, el número “7” por el número “9)”.”.
(Unanimidad, 4x0)

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Modifícanse las siguientes normas del Código del Trabajo:


A) Agrégase en el artículo 439 bis, el siguiente inciso final:


"Con todo, si en cualquier región del país la cercanía y conectividad de las comunas lo hace aconsejable, se podrán decretar diligencias para ser realizadas sin necesidad de exhorto.".


B) Suprímese el inciso tercero del artículo 446.


C) Sustitúyese, en el número 5) del artículo 454, el número “7” por el número “9)”.


D) Intercálese, en el inciso final del artículo 489, a continuación de su punto seguido (.), la siguiente oración:


“En este caso no será aplicable lo dispuesto en el inciso primero del artículo 488.".


E) Elimínase en el inciso primero del artículo 497, la frase “En caso de que el trabajador opte por el procedimiento monitorio,”, iniciando con mayúscula la voz “será” que sigue a continuación.


F) Intercálase, en el inciso quinto del artículo 500, la palabra “contestación”, precedida de una coma, entre la voz “conciliación” y la disyunción “y”.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 6 de agosto de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Allamand Zavala (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel, Pedro Muñoz Aburto y Jorge Pizarro Soto.

Sala de la Comisión, a 11 de agosto de 2008.

(Fdo.): MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario de la Comisión

>
<MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR ESPINA, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE PENALIZA LA VENTA DE PERSONAS MENORES DE DIECIOCHO AÑOS

(6024-07)

Honorable Senado: 

1.- Nuestra legislación reconoce el derecho de todos los niños y niñas a la protección contra la explotación económica y la realización de trabajos que puedan ser peligrosos, entorpecer su educación o afectar su salud o desarrollo físico, mental, espiritual, moral o social.

2.- Sin embargo, la importante y creciente trata internacional de menores a los fines de la venta de niños, su prostitución, y la disponibilidad cada vez mayor de pornografía infantil en la Internet y otros medios tecnológicos modernos, nos impone la obligación de intensificar los esfuerzos por prevenir el ingreso de tales lacras a nuestro país.

3.- En el mismo sentido, algunos grupos especialmente vulnerables, en particular las niñas, están expuestos a un peligro mayor de explotación sexual, y que la representación de niñas entre las personas explotadas sexualmente es desproporcionadamente alta.

4.- Lo anterior conduce, además, a la necesidad de hacer esfuerzos por sensibilizar al público a fin de reducir el mercado de consumidores que lleva a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía.

5.- En el ámbito de los tratados internacionales ratificados por Chile y en actual vigencia, el artículo 35 de la Convención sobre los Derechos del Niño, señala que los estados Partes tomarán todas las medidas de carácter nacional, bilateral y multilateral que sean necesarias para impedir, entre otros, la venta de niños para cualquier fin o en cualquier forma.

6.- Sin embargo, hasta la fecha, no se ha dictado en Chile una ley que penalice la venta de niños en la forma como ésta se ha entendido en el derecho internacional.


En mérito de lo expuesto, venimos en presentar el siguiente Proyecto de Reforma Legal:

PROYECTO DE LEY

Artículo Único: Se agrega el siguiente artículo 352 bis al Código Penal: 

“Artículo 352 bis. El que celebre cualquier acto o transacción con el objeto de entregar el cuidado de una persona menor de dieciocho años a otra, a cambio de cualquier contraprestación, sufrirá las penas de presidio menor en su grado mínimo a medio y multa de diez a quince unidades tributarias mensuales.

La misma pena sufrirá aquel que, con el objeto descrito en el inciso anterior, pague o se obligue a pagar tal contraprestación.”

Alberto Espina OTERO, Senador>
<
PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES ROMERO, ÁVILA, FLORES, GAZMURI, GÓMEZ, LARRAÍN Y ZALDÍVAR, PARA RESPALDAR LA DESIGNACIÓN DEL ACADÉMICO Y ABOGADO SEÑOR FRANCISCO ORREGO VICUÑA COMO JUEZ  AD HOC ANTE EL TRIBUNAL DE LA HAYA

(S 1097-12)

Honorable Senado:



La designación como juez ad hoc ante el Tribunal Internacional de La Haya del distinguido académico y abogado Francisco Orrego Vicuña, propuesto por el Supremo Gobierno cuenta con el respaldo del Senado de la República de Chile , para lo cual se acuerda oficiar a S. E. la Presidenta de la República respaldando esta nominación.

(Fdo.): Sergio RomeroPizarro, Senador.- Nelson Ávila C., Senador.- Fernando Flores Labra, Senador.- Jaime Gazmuri Mujica, Senador.- Jóse Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Hernán Larraín Frenández, Senador y Adolfo Zaldívar Larraín, Senador.>>
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